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Resumen 

El presente documento presenta los resultados de investigación que tiene como propósito 

analizar el proceso histórico del marco jurídico que fue incorporando zonas de urbanización 

en los ejidos, especialmente las acciones de las instituciones agrarias mexicanas diseñadas 

con la reforma al artículo 27 constitucional y la nueva Ley Agraria de 1992 para promover 

la ampliación, reserva y regularización de las zonas urbanas en el polígono de asentamientos 

humanos en los ejidos, con un estudio de caso: el Ejido de San Felipe Coamango, Chapa de 

Mota, México. 

Los enfoques analíticos utilizados para el desarrollo de esta investigación son las 

políticas institucionales y la perspectiva de los derechos de propiedad. Se analiza el artículo 

27 y sus reformas, las leyes reglamentarias como políticas públicas al ser el marco 

fundamental para diseñar programas, políticas y cursos de acción gubernamental. El enfoque 

de derechos de propiedad permite determinar los derechos sobre la tierra y sus recursos, y, 

por tanto, el área de acción de los sujetos agrarios, autoridades ejidales, a partir del marco de 

instituciones agrarias y las instituciones municipales que inciden en la regulación del 

crecimiento urbano y en la gestión de servicios públicos, infraestructura y equipamiento 

urbano en el ejido de San Felipe Coamango, Chapa de Mota, México.  

Se busca comprender la forma en que el ejido estudiado adoptó los cambios al marco 

jurídico de la propiedad de 1992, especialmente, la certificación de la tenencia de la tierra y 

la delimitación de su plano interno. Se estudian los retos y desajustes provocados por el 

crecimiento de asentamientos humanos en tierras ejidales, la actuación de la Asamblea ejidal 

y la función de su Reglamento Interno en la regulación de dichos asentamientos humanos 

ejidales. 

Se buscan las razones por las que el ejido estudiado no delimitó asentamientos 

humanos en el momento de la certificación de las tierras y el por qué después de 1995, ante 

la formación de 4 barrios asentados en tierras parceladas, la asamblea ejidal y los sujetos 

agrarios no han regularizado los asentamientos ubicados en zonas parceladas. Se indaga en 

la articulación de las instituciones municipales (Dirección de Obras Públicas y Desarrollo 

Urbano, Delegados, Subdelegados y Consejo de Participación Ciudadana) y ejidales 
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(Asamblea ejidal y sujetos agrarios) para la ejecución de servicios públicos y mejora de la 

infraestructura en el ejido de San Felipe Coamango. 

Finalmente, se analiza la organización y las prácticas adoptadas que siguen los 

habitantes del ejido para acceder a los servicios públicos, infraestructura y equipamiento 

urbano, a pesar de no tener regularizada la tenencia de la tierra, con cual el municipio actúa 

al margen de la legislación en materia de asentamientos humanos. En este sentido, es 

fundamental comprender las fortalezas y las debilidades de los instrumentos y 

procedimientos que el municipio tiene disponibles para regular los asentamientos humanos 

ejidales. 

Desde el punto de vista analítico se utilizan los conceptos y categorías de los derechos 

de propiedad para el análisis de los asentamientos humanos ejidales para entender su 

regulación en los ejidos mexicanos. Se vincula con el análisis de las políticas institucionales 

para estudiar las instituciones, mismo que proporciona las herramientas analíticas para dar 

seguimiento a las políticas, cursos de acción y actores municipales y agrarios que inciden en 

el crecimiento urbano en los ejidos.  

Se realizó un análisis sincrónico y diacrónico, apoyado en técnicas cuantitativas y 

cualitativas con diversas fuentes de información que ya se tienen actualmente.  

En primer lugar, se hizo un análisis diacrónico de las reformas constitucionales, las 

leyes reglamentarias, los programas y los cursos de acción para dar seguimiento a los cambios 

en los derechos de propiedad y la forma de reglamentación de las zonas de asentamientos 

humanos en los ejidos desde 1915 hasta 1992. En el estudio de caso, se recurrió a la 

información documental del Registro Agrario Nacional y la carpeta básica del ejido que 

incluye: el decreto presidencial de dotación, Acta de la Asamblea de reconocimiento de los 

derechos que los sujetos agrarios tienen sobre los distintos tipos de tierra, el Reglamento 

Interno, Actas de la asamblea, Acta de la Asamblea de Delimitación y Destino de las Tierras 

de Uso Común, del Asentamiento Humano y Parcelas y Asignación y/o Reconocimiento de 

Derechos Ejidales del 20 de febrero de 1995, etc., para dar cuenta del proceso dotatorio, de 

los derechos que los sujetos agrarios tienen sobre la tierra y la delimitación de asentamientos 

humanos. El crecimiento de los asentamientos humanos en los barrios y la dotación de 

equipamiento en el ejido se elaboró consultando el Plan de Desarrollo Municipal, el Plan 
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Municipal de Desarrollo Urbano del municipio de Chapa de Mota, la carpeta básica, las Actas 

de asambleas ejidales donde se donan terrenos para el equipamiento, las actas, informes y 

documentación histórica de las obras públicas implementadas por autoridades municipales, 

complementándolas con entrevistas semi-estructuradas al Director de Obras Públicas y 

Desarrollo Urbano, a la Subdirectora de Desarrollo Urbano, a Comisariados, delegados, 

subdelegados y Consejo de Participación Ciudadana y Diarios de Campo de la observación 

participante efectuada durante 2015 y 2016.  

En segundo lugar, se analizaron las reformas al marco jurídico agrario de 1992, para 

determinar los procedimientos o cursos de acción para delimitar, regularizar o ampliar las 

zonas de asentamientos humanos de los ejidos. Para ello, se analizó el artículo 27 

constitucional, la Ley Agraria junto con la exposición de motivos de las reformas y sus 

reglamentos, la Ley General de Asentamientos Humanos (1993). Se examinó la base de datos 

del Padrón Historial de Núcleos Agrarios (PHINA) para explicar las acciones agrarias 

orientadas a dotar tierras a los ejidos, así como las asociadas a la delimitación o ampliación 

de zonas de asentamientos humanos. En el caso de estudio, se estudió la forma de 

implementar la política de certificación, para ello, se examinaron las Actas de la Asamblea, 

se elaboraron entrevistas semi-estructuradas al Comisariado Ejidal y el Consejo de Vigilancia 

en funciones cuando se certificó el ejido. Esto es complementó con la elaboración de una 

base de datos, elaborada a partir del acta de la Asamblea de Delimitación y Destino de las 

Tierras de Uso Común, del Asentamiento Humano y Parcelas y Asignación y/o 

Reconocimiento de Derechos Ejidales del 20 de febrero de 1995. También se analizó el 

Reglamento Interno como instrumento para regular la convivencia interna del ejido, donde 

se pueden regulan las prácticas organizativas que fomentan la consolidación de los barrios 

ejidales. Y finalmente, se revisaron algunos Programas Anuales de Obras Públicas (2009-

2015) para dar cuenta de las obras públicas implementadas en el ejido. 

La investigación contribuye a entender nuevos procesos de informalidad, resultado 

de las reformas al artículo 27 constitucional y la Ley Agraria de 1992. Se ponen en evidencia 

los desfases entre la legislación agraria y urbana para regularizar los asentamientos humanos 

ejidales. Se muestran los límites de la certificación (programas Procede y Fanar) de la 

tenencia de la tierra para delimitar en el plano interno los asentamientos humanos. Se señala 

la escasa contribución de los actores ejidales involucrados en la urbanización ejidal, como la 
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Asamblea ejidal, ejidatarios, posesionarios y especialmente el papel de la Junta de 

Pobladores, para organizar y regularizar los asentamientos humanos. Se muestra cómo el 

municipio dota de servicios públicos, infraestructura y equipamiento urbano, aunque los 

ejidos no tengan delimitados asentamientos humanos, situación que contradice a la 

legislación urbana. 
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Introducción; Antecedentes sobre la investigación y 

legislación de la urbanización en los ejidos 

Cambios en la relación urbana rural 

El crecimiento demográfico de México desde los años cuarenta y un desarrollo económico 

que cambió la estructura productiva, la industrialización, la expansión de la agroindustria y 

el crecimiento urbano han fraguado nuevas relaciones entre lo urbano y lo rural (Mendoza 

García & Tapia Coloca, 2010). Las ciudades han incrementado su población, la superficie 

edificada, la infraestructura y los servicios públicos; las ciudades se han expandido sobre el 

territorio rural o han articulado las localidades rurales a redes económicas y sociales a nivel 

regional, lo que ha modificado las actividades económicas y las condiciones sociales, a la par 

del crecimiento y composición demográfica en las zonas rurales. 

La población rural ha disminuido su importancia relativa, en la década de 1950´s, de 

acuerdo con el INEGI el 57% de la población del país vivía en localidades rurales1, para el 

2010, disminuyó al 22%. Las características de los contextos rurales han cambiado, ahora es 

más difícil asociar lo rural solo con actividades agrícolas, con poblaciones de muy baja 

densidad y dispersas, sin servicios públicos ni equipamiento e infraestructura.  

Distintos autores han estudiado estos fenómenos, algunos lo denominan nueva 

ruralidad, urbanización difusa2, rururbanización (Arias, 1992; Delgado, 2003; Sobrino, 

2003)3, en otros casos se explican cambios en la vida rural (Appendini, 2008; Torres-

Mazuera, 2012). Estos estudios han explicado la diversificación de las sociedades y 

territorios rurales, donde procesos urbanos y rurales conviven en mismo espacio geográfico 

o incluso en espacio donde se puede hablar de una “ruralidad desagrarizada”. En lo 

económico, se ha estudiado la diversificación de las actividades económicas, más allá de las 

agrícolas, enfocándose en el dinamismo de las actividades comerciales locales y 

                                                 
1 De acuerdo con el INEGI, una población se considera rural hasta 2 500 habitantes, mientras que la urbana es 

aquella donde viven más de 2 500 personas. 

2 Este enfoque parte del supuesto que el crecimiento de la ciudad involucra, al menos, dos escalas geográficas: 

a) la producida por expansión de la periferia conurbada y b) la expansión dispersa fragmentada, no conurbada, 

identificada como sprawl en la literatura especializada, a escala regional (Delgado, 2003, pág. 16). 

3 En los estudios sobre nueva ruralidad se pueden consultar los trabajos de Arias (Arias, 1992; 2005), los de 

rururbanización Sorokin & Zimmerman (1929), Sobrino (2003) y Delgado (2003).  
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manufactureras del campo o la industrialización rural. En lo demográfico, se ha indagado en 

los cambios como el crecimiento poblacional, la separación geográfica entre el lugar de 

residencia y el lugar de trabajo o el incremento en la movilidad de las personas. En lo social 

se han estudiado el cambio de identidades sociales y políticas, por ejemplo, espacios rurales 

donde los pobladores no se identifican como campesinos y la creación de redes políticas con 

otros territorios4. 

Ante dichos cambios, aumentan las localidades con menos de 2500 habitantes, que 

no son consideradas como localidades urbanas desde el INEGI, porque no alcanzan los 

2,5000 habitantes que se basa en el tamaño de población. O sea, no constituyen centros 

“urbanos”. Pero la distribución de la población en las localidades rurales tienden a 

densificarse lentamente y a conformar una compactación de la población que apunta hacia la 

transición rural urbana, que antes no existía o no era significativa (Mendoza García & Tapia 

Coloca, 2010).  

Entre las zonas rurales se encuentran los territorios ejidales. Para comprender los 

procesos rurales ligados con los temas urbanos es necesario entender no sólo el crecimiento 

demográfico, sino también las formas de acceso a la tierra y los distintos derechos de los 

individuos sobre la misma.  

El crecimiento de la población en los ejidos ha creado la necesidad de viviendas, por 

lo cual, de acuerdo a la Ley Agraria (1992), sería necesario crear, ampliar y regular los 

asentamientos humanos en los ejidos. Una problemática fundamental en los ejidos es la 

regulación del espacio que ocupan las viviendas al crecer la población en los ejidos. Por 

ejemplo, en el caso de establecer o ya haber viviendas en tierras parceladas se deben 

implementar y hacer cumplir las políticas para cambiar el destino de las tierras y así delimitar 

o regularizar asentamientos humanos. En este contexto, es imprescindible la participación 

del municipio, porque es quién establece los planes y programas de desarrollo urbano y es la 

instancia encargada de dotar de servicios públicos, infraestructura y equipamiento a los 

                                                 
4 Según Delgado (2003, pág. 16)., los cambios son: 1) Económicos: relocalización de las actividades 

económicas, de la industria, del sector terciario, del comercio y de los servicios; 2) Sociales: la migración, los 

movimientos pendulares centro-periferia, el aprovechamiento de los recursos naturales regionales para la 

recreación, la construcción de una segunda vivienda y una mezcla cualitativa de formas de vida urbana en 

ámbitos rurales; 2) Urbanos: urbanización en ámbitos rurales periurbanos, como la construcción de vivienda 

para población urbana, de grandes infraestructuras y medios de transporte. 
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asentamientos humanos. En el estudio de caso presentado, como en muchos ejidos del país, 

la limitada respuesta del gobierno para dar seguimiento a los procedimientos requeridos para 

planear y establecer asentamientos humanos o viviendas en zonas parceladas obliga a los 

pobladores a organizarse y articularse con diversas instancias locales para gestionar los 

servicios que necesitan.  

Estas características indican una nueva relación entre lo rural y lo urbano. Cada uno 

de los cambios merece atención y estudio. Esta investigación se propone centrar el análisis 

en la conformación de asentamientos humanos y la gestión de servicios públicos en zonas 

rurales ejidales. Pero antes de precisar dichos aspectos, revisamos algunos antecedentes 

jurídicos y de políticas públicas de la urbanización ejidal en México. 

La urbanización ejidal (1915-1992) 

La incorporación de la propiedad social (ejidos y comunidades) al desarrollo urbano ha sido 

un gran desafío para diseñar “cursos de acción”5 que regularicen asentamientos humanos 

irregulares ejidales. El marco jurídico agrario fue construyéndose lentamente, es así que, 

desde 1915 hasta 1934 los procedimientos para delimitar, ampliar o regularizar zonas de 

urbanización fueron prácticamente nulas. A partir de 1934 en los Códigos Agrarios se 

reconocen zonas de urbanización6 (Díaz de León, 2005). Ya en 1954 se publica el 

Reglamento de la “Zona de Urbanización de los Ejidos” para incluir un área para los 

asentamientos humanos, en la dotación de ejidos, pero no hubo precisión para planear y 

regularizar los asentamientos humanos de los ejidos. En la década de 1970 hubo cambios 

legales al artículo 27 constitucional, se publicó la Ley Federal de la Reforma Agraria, la Ley 

General de Asentamientos Humanos y se estableció una Comisión para regularizar los 

asentamientos humanos.  

El crecimiento poblacional demandó tierra urbanizable y las tierras rurales periféricas 

a las ciudades fueron incorporándose, mediante distintos procedimientos legales, de acuerdo 

                                                 
5 En esta investigación se utiliza “curso de acción” como un comportamiento institucional planeado y con 

sentido para atender o resolver un problema público. Ver: (Meny & Thoenig, 1992; Roth Deubel, 2006) 

6 Los antecedentes para la incorporación y urbanización de tierras ejidales se encuentran en el Código Agrario 

de 1934, el Código Agrario de 1942 y la Ley Federal de la Reforma Agraria previeron la conformación de una 

zona de urbanización (Díaz de León, 2005). 
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a tipos de tenencia de la tierra: privada, pública y social7; cada tipo de propiedad tenía 

procedimientos propios para incorporar tierras al desarrollo urbano8. Por ejemplo, en el 

Distrito Federal según Schteingart (1989, pág. 32) la expansión de la mancha urbana entre 

1940 y 1976 fue sobre terrenos de propiedad privada en un 52.8%, en la tierra comunal, un 

26.5% y sobre propiedad ejidal en un 27.0%.  

La oferta de suelo para grupos vulnerables fue insuficiente y el Estado mexicano fue 

incapaz de ofrecer una alternativa de vivienda (Schteingart, 1989). Los mecanismos para 

incorporar tierras ejidales en los reglamentos que se emitieron entre el Código Agrario de 

1934 y la Ley Federal de la Reforma Agraria (1971) se limitaron a señalar la segregación de 

tierras para los asentamientos humanos al momento de dotar las tierras y las expropiaciones, 

una vez que la dotación se había realizado. Esto trajo como consecuencia una tendencia a las 

invasiones y venta ilegal de lotes de núcleos agrarios para establecer sus viviendas (Aguado 

Herrera & Hernández y Puente, 1997; Salazar, 2012b, págs. 74-75). El único curso que 

podían seguir las personas con una vivienda irregular era la expropiación. 

Por ello, la urbanización de la propiedad ejidal en la década de 1970 estuvo centrada 

en la regularización de asentamientos humanos irregulares, dados por invasión o ventas 

ilegales. Para ello, se creó la Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra 

(Corett) que tenía la facultad de regularizar tierras ejidales por medio de la expropiación o la 

permuta de tierras, y la posterior titulación de las superficies habitadas9 (Schteingart, 1989; 

Cruz Rodríguez M. S., 2008; Salazar, 2012b).  

                                                 
7 La propiedad pública constituida por el patrimonio de la federación, estados, paraestatales, Distrito Federal y 

municipios; la propiedad privada conformada por la pequeña propiedad agrícola, ganadera y forestal; la 

propiedad social por ejidos y las comunidades (RAN, 1999, págs. 200-201; PA, 2009, págs. 122, 123 y 145). 

8 La propiedad privada, depende de las provisiones, reservas, usos y destinos que determinen las autoridades 

federales, estatales y municipales, mediante planes o programas de desarrollo urbano, con ello, se crean 

fraccionamientos y conjuntos residenciales para el crecimiento urbano (Azuela de la Cueva, 1989; Cruz 

Rodríguez M. , 2001, págs. 218-244). En la propiedad pública, el Estado promueve, desarrolla, regulariza la 

tenencia de la tierra, determina el uso del suelo y crea reservas territoriales para el desarrollo urbano, apoyado 

por la Ley General de Bienes Nacionales (Sánchez Luna, 1995). Ambas se rigen por la Ley General de 

Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (2016). 

9 De acuerdo con Salazar (2012b, pág. 75) y datos de la SEDESOL, entre 1974 y 2000 el Sistema Urbano 

Nacional (SUN) incorporó alrededor de 800 mil hectáreas de superficie de suelo, de los cuales la CORETT, 

regularizó 16% (127 mil hectáreas). 
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En años posteriores los cambios legales siguieron, se reformó el artículo 27 

constitucional y se creó la Ley General de Asentamientos Humanos (1976). En el gobierno 

de José López Portillo se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo Urbano que tuvo como 

finalidad ordenar y regular los asentamientos humanos en el país. En el siguiente sexenio, se 

crearon programas de desarrollo urbano para planear el desarrollo urbano, retomando la 

figura de expropiación de la tierra ejidal y comunal con el fin de regularizarla e incorporarla 

al régimen urbano10. A pesar de dichos instrumentos, la irregularidad en la tenencia de la 

tierra de los asentamientos en los ejidos permaneció (Azuela de la Cueva, 1989; Duhau, 1991; 

Sánchez Luna, 1995).  

Las reformas de 1992 

En 1992 se reformó el artículo 27 constitucional, en el mismo año le secundó la Ley Agraria, 

con lo cual se modificaron y definieron los derechos de propiedad de los pobladores en los 

ejidos y comunidades. Si bien el eje de las reformas no fueron los asentamientos humanos 

ejidales, tuvieron efectos directos sobre ellos11. Por ejemplo, los sujetos de derechos se 

ampliaron al incorporar la figura de posesionarios y avecindados, además de los ejidatarios, 

con lo cual pueden tener derechos a parcelas y solares12. La Ley Agraria permite a la 

asamblea ejidal crear un área de asentamientos humanos, además de parcelas y tierras de uso 

común en el plano interno. Estas tareas fueron incorporadas para que se implementaran por 

el Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos 

(Procede). 

Con dicho programa la elección del destino de las tierras (parcelas, uso común o 

asentamientos humanos) dependía de los acuerdos tomados en la asamblea de cada uno de 

los ejidos. El Procede tenía como finalidad dar certidumbre a la tenencia de la tierra, en la 

                                                 
10 Cada gobierno diseña su propio programa de desarrollo urbano para regular el crecimiento urbano. Por 

ejemplo, el Programa Nacional de desarrollo urbano y vivienda 1984-1988 de Miguel de la Madrid; el 

Programa Nacional de Desarrollo Urbano 1990-1994 de Carlos Salinas de Gortari, por mencionar algunos.  

11 Los propósitos fueron: eliminar el minifundismo mediante la posibilidad de transferencias, dar certidumbre 

jurídica al campo, establecer la materia agraria como competencia federal, capitalizar al campo, circulación 

de la tierra, entre otros (Ver Exposición de Motivos de las reformas al Art. 27 constitucional). 

12 La Ley Federal de la Reforma Agraria de 1971 ya preveía un solar para los avecindados (ver Art. 93), pero 

no reconocía la figura de posesionarios.  
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posesión y límites. Para ello, se expedía sus correspondientes certificados parcelarios, sus 

certificados de derechos sobre tierras de uso común y, en su caso, sus títulos de “solar 

urbano”, que son terrenos destinados a la edificación de casas, superficie lotificada ubicada 

en la zona de urbanización dentro de las tierras del asentamiento humano del ejido o 

comunidad (PA, 2009, pág. 141). 

Con la Ley Agraria aprobada se previó la regularización y reserva de asentamientos 

humanos por medio de: 1) el cambio de destino de tierras parcelarias o uso común a 

asentamientos humanos; 2) la adopción del domino pleno13; 3) la creación de sociedades 

mercantiles en tierras de uso común. La decisión es tomada por los sujetos agrarios en 

Asamblea ejidal, por lo que cada ejido puede tomar decisiones distintas. Cada ejido creaba 

un Reglamento Interno14 para establecer las normas básicas para regular el destino de las 

tierras y el aprovechamiento de sus recursos, con el límite legal de no contravenir la Ley 

Agraria.  

A partir de las reformas cada ejido pude establecer una Junta de Pobladores15 a fin de 

opinar frente al municipio sobre las demandas del área de asentamientos humanos, además, 

previó la creación, regularización y ampliación de zonas de asentamientos humanos ejidales. 

Sin embargo, las Juntas de Pobladores son prácticamente inexistentes en los ejidos, y con 

ello, no inciden en los procedimientos para delimitar y regularizar asentamientos humanos, 

de acuerdo a lo señalado en la literatura (Cruz Rodríguez M. , 2001; Olivera G. , 2001; Rivera 

Rodríguez, 2011). Lo que subraya la necesidad de explicar por qué han persistido e incluso 

han aumentado los asentamientos irregulares ejidales. 

                                                 
13 La adopción del dominio pleno es la acción que ejercita el ejidatario con autorización previa dela asamblea 

de formalidades especiales, por virtud de la cual la parcela sobre la cual tiene derechos cambia de régimen a 

propiedad plena del ejidatario titular y se sustrae del patrimonio del ejido (PA, 2009a, pág. 34). 

14 El Reglamento interno del ejido es un ordenamiento aprobado por la asamblea de ejidatarios, en el que se 

establecen como mínimo las bases generales para la organización económica y social del núcleo y los 

requisitos para admitir nuevos ejidatarios, las reglas para el aprovechamiento de las tierras de uso común y las 

demás que el ejido considere convenientes para su desarrollo interno (PA, 2009a, pág. 133). 

15 La junta de pobladores es el órgano de participación integrado por los ejidatarios y avecindados del núcleo 

de población. Su finalidad es hacer propuestas sobre cuestiones relativas al poblado, los servicios públicos, 

los trabajos comunitarios en la zona de urbanización y, en general, sobre los asuntos referentes a las tierras 

del asentamiento humano frente al municipio. Véase Ley Agraria (1992), arts.41-42. 
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Los sujetos agrarios y la asamblea ejidal tienen un papel central en la regularización 

de los asentamientos humanos, ya que son quienes tienen las funciones legales de tomar 

decisiones sobre el destino de las tierras y el uso de los recursos. Estudios como los de Salazar 

Cruz (2012c) señalan que los ejidatarios de las periferias urbanas acrecentaron su poder de 

decisión sobre los recursos de tierra y con ello, el destino de las tierras urbanizables. Aunque 

en otros casos, Torres Mazuera (2012) encontró que la organización política y social de los 

ejidos se debilitó, porque a medida que crece la población, más personas resultan excluidas 

del acceso a la tierra ejidal y de la asamblea ejidal, donde sólo los ejidatarios pueden tomar 

decisiones sobre el destino de la tierra. Según Salazar (2012a; 2012b), después de las 

reformas de 1992, la regularización ha sido más compleja debido al poder legal de las 

asambleas de los ejidos, por ejemplo, la exclusión de derechos a algunos sujetos agrarios que 

no siendo ejidatarios habitan en los ejidos, como son la entrada del sector inmobiliario y del 

municipio (Salazar, 2012a; 2012b).  

Algunos estudios señalan la falta de normatividad suficiente y eficiente en cuanto a 

la ordenación del territorio y su incorrecta aplicación; la falta de conciencia y sensibilidad de 

la propia sociedad que deja toda la responsabilidad al gobierno y la especulación en tierras 

ejidales son algunos factores que inciden en la formación de los asentamientos irregulares, 

después de las reformas de 1992 (Olivera Lozano, 2005; Ramírez Garibay, 2007; Rivera 

Rodríguez, 2011). 

El municipio es un actor fundamental para la creación de asentamientos humanos 

ejidales. Históricamente había estado legalmente desligado de los ejidos (Meyer, 1995), 

desde la década de 1970, tuvo la función de regular del desarrollo urbano, lo que incluía a 

los ejidos. A partir de 1992 con las reformas en materia agraria y los cambios en materia de 

asentamientos humanos hay un vínculo legal entre el ejido y el municipio, ya que éste 

determina el Plan Municipal de Desarrollo Urbano (Baitenmann, 2001) y con ello define los 

espacios susceptibles para el desarrollo urbano, sea en los ejidos o en cualquier tipo de 

tenencia de la tierra. Por esta razón, es necesaria la coordinación con las autoridades ejidales 

para decidir los espacios destinados al desarrollo urbano. Sin embargo, son pocos los estudios 



17 

que se han preocupado por la relación entre autoridades ejidales y municipales para delimitar 

áreas de asentamientos humanos ejidales16.  

La tarea del municipio no acaba con la regulación de los asentamientos humanos 

ejidales, pues entre las funciones que tuvo a partir de la década de 1970 fue la dotación de 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento a los asentamientos humanos. La 

condición es que los sujetos agrarios respeten los destinos, las provisiones y las reservas 

contenidas en el Plan Municipal de Desarrollo Urbano.  

Esto plantea varias interrogantes con respecto a qué tipo de participación tienen los 

sujetos agrarios y la población en general que habita en los ejidos, cómo se toman las 

decisiones para incorporarse o no a los procesos de urbanización local; en particular qué 

papel tiene la Asamblea para fomentar la regularización de asentamientos humanos, y en su 

caso, sancionar a quienes no respeten las reglas. Otra interrogante relacionada, es cómo los 

pobladores pueden acceder a servicios públicos, infraestructura y equipamiento sin 

regularizar los destinos de las tierras en donde tienen ubicadas sus viviendas; y cuál es la 

función del municipio y cómo desempeña sus obligaciones como regulador de los 

asentamientos humanos ejidales. 

Objeto de estudio 

Los estudios que han tratado sobre los asentamientos humanos ejidales han centrado sus 

análisis en las transformaciones demográficas, económicas y sociales de las zonas rurales. 

Pero se han preocupado poco del crecimiento y densificación espacial de las áreas de 

asentamientos humanos en los ejidos, fundamentalmente de aquellos que no se encuentran 

en zonas de crecimiento urbano. Se ha indagado poco sobre los procesos y efectos de las 

reformas de 1992, en cuanto a lo sucedido con los asentamientos humanos, específicamente 

en ejidos ubicados en áreas rurales y con respecto a los interrogantes referidos: ¿Se ha 

promovido o no la regularización de asentamientos humanos ejidales? ¿Cuál es el papel de 

las instancias responsables para llevar a cabo la delimitación, regularización o reserva de 

tierras para el asentamiento humano? ¿De qué forma se ha dado la articulación entre 

                                                 
16 Entre los que destacan están los trabajos de Baitenmann (2001), Lozano (2012) Torres Mazuera (2012). 
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autoridades ejidales y municipales para crear o regularizar asentamientos humanos ejidales? 

¿De qué manera los municipios han atendido las demandas de infraestructura, servicios 

públicos o equipamiento de los asentamientos humanos que no han sido regularizados? 

Nuestro interés se centra estudiar las políticas e instrumentos de regularización urbana 

en localidades rurales; en particular el estudio de caso se centra en las atribuciones que tienen 

las autoridades ejidales y las municipales para para delimitar, ampliar, reservar y regularizar 

los asentamientos humanos en los ejidos, a partir de las reformas al artículo 27 constitucional 

y leyes reglamentarias de 1992. También nos interesan los cursos de acción que pueden tomar 

los ejidos para decidir o no ampliar y regularizar los asentamientos humanos. La forma en 

que las autoridades agrarias y municipales se articulan para gestionar equipamiento en los 

barrios ejidales. Y finalmente interesa mostrar los alcances y los desafíos de las políticas, 

programas o cursos de acción para regular los asentamientos humanos ejidales y el rol del 

municipio para regular los asentamientos humanos ejidales y dotarle de servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento.  

Caso de estudio 

El caso que interesa analizar es el Ejido de San Felipe Coamango, del municipio de Chapa 

de Mota, ubicado al norte del Estado de México. El ejido de San Felipe Coamango fue creado 

a instancias del pueblo de San Felipe Coamango en 1931. Se trata dos espacios geográficos 

como se muestra en el Mapa 3.3 (Capítulo III) en que los sujetos agrarios del ejido convergen 

con los actores del pueblo y están organizados conjuntamente el pueblo y el ejido. En las 

primeras generaciones no hubo barrios en el ejido, pues la vivienda de los ejidatarios se 

encontraba en el pueblo y sólo se trasladaban a las tierras ejidales para trabajarlas o pastar 

sus animales. A partir de la década de 1970 comenzaron a construirse viviendas y se fueron 

conformando 4 barrios: La Chinda, Emiliano Zapata, La Manga y Los Ailes.  

El ejido elegido para el estudio de caso es un lugar de encuentro entre el proceso 

agrario y el urbano, porque si bien está ubicado en una zona predominantemente rural, 

alejado de las grandes urbes, hay procesos que indican la conformación se asentamientos 

humanos, mismos que demandan servicios públicos, infraestructura y equipamiento. El 

crecimiento poblacional se ha dado por diverso procesos, entre ellos destacan: el desarrollo 
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de bienes y servicios como la creación de infraestructura carretera, que conecta con el propio 

Estado de México y otras entidades federativas como Michoacán, el Distrito Federal, Hidalgo 

y Querétaro, la cercanía a (20 minutos) al complejo industrial de Jilotepec y la zona industrial 

de Tepeji del Rio (45 minutos); la construcción de varias escuelas desde nivel básico hasta 

educación media superior, incluso hay universidades en el municipio vecino de Jilotepec; la 

construcción de clínicas para la atención de la salud. Esta infraestructura y servicios impulsan 

el crecimiento poblacional de los núcleos agrarios, tanto por los sujetos agrarios, como por 

los demás pobladores. 

De acuerdo al Censo de Población y Vivienda de 2010 el municipio cuenta con 27,551 

habitantes, con 7,769 viviendas y una superficie total de 289,49km². Los habitantes de origen 

otomí, representan el 11.34% de la población. De la población del municipio, el 36% de la 

población es económicamente activa, de la cual solo el 28.3% se dedica a actividades 

agropecuarias. Como se puede constatar no es un municipio totalmente urbanizado, mucho 

menos cercano a alguna zona metropolitana. Sin embargo, es cercano a municipios como 

Jilotepec, Acambay y Atlacomulco que están generando un proceso de urbanización, y en 

alguna medida impulsado por nueva infraestructura carretera como El Arco Norte, que 

conecta con otras entidades federativas (Michoacán, Hidalgo, Puebla). 

De acuerdo con el Padrón e Historial de Núcleos Agrarios (PHINA) del Registro 

Agrario Nacional el municipio cuenta con 10 ejidos y 6 comunidades, con una extensión total 

de 12,284.38 hectáreas. Los ejidos están constituidos por 7612.20 hectáreas de superficie en 

el plano interno. Los beneficiarios de los núcleos agrarios son 1,808 ejidatarios, 108 

avecindados y 1,455 posesionarios. La totalidad de los ejidatarios han sido certificados entre 

1993 y 2005. El ejido de San Felipe Coamango cuenta con 644.22 hectáreas, el número de 

habitantes en 2010 de acuerdo con el INEGI son 1, 341 habitantes. El número de ejidatarios 

que tiene es de 225, posesionarios 300 y avecindados 25.  

Pregunta de investigación 

¿De qué forma la definición de los derechos de propiedad sobre la tenencia de la tierra antes 

y después de 1992 dieron lugar o reconocieron una nueva relación urbano rural en los ejidos, 

al otorgar un papel central a la asamblea ejidal y el municipio en la delimitación, 
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regularización de asentamientos humanos y dotación de servicios públicos, infraestructura y 

equipamiento para consolidar los asentamientos humanos ejidales? 

Para ello es necesario comprender los cambios al marco legal, las políticas diseñadas, las 

funciones de las autoridades ejidales y municipales en materia de asentamientos humanos 

ejidales a nivel nacional, por lo cual se plantean las siguientes preguntas: 

¿Cuáles han sido los cambios al marco jurídico desde 1915 hasta 1992 en cuanto a la 

definición de un área urbana en los ejidos y cómo conceptos como fundo legal, área de 

urbanización o asentamientos humanos fueron utilizándose para designar a la actual área de 

asentamientos humanos ejidal? 

¿Cuáles fueron los cambios al artículo 27 constitucional y la Ley Agraria de 1992 para 

delimitar o regularizar un área de asentamientos humanos en los núcleos agrarios?  

¿Qué funciones se asignaron a las instituciones agrarias, ejidales y municipales para delimitar 

y regularizar los asentamientos humanos ejidales a partir de las reformas al marco jurídico 

de la tenencia de la tierra de 1992? 

¿Cuáles fueron los alcances que tuvo la certificación de la tierra para delimitar asentamientos 

humanos en los núcleos agrarios? 

En el caso de estudio:  

¿Cuáles han sido las condiciones sociales, demográficas y económicas que han influido en la 

conformación de un espacio urbano rural en los barrios del ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cómo se dio el proceso de certificación de la tenencia de la tierra y cuáles fueron sus 

principales resultados en la delimitación del plano interno del ejido de San Felipe, tras las 

reformas de 1992? 

¿Cuáles son los procedimientos legales o cursos de acción utilizados por los pobladores para 

gestionar la dotación de servicios públicos, infraestructura y equipamiento en el ejido de San 

Felipe Coamango? 

¿Cuál ha sido el rol que ha jugado el Reglamento Interno de la Asamblea Ejidal para 

promover y regular el crecimiento de los asentamientos humanos ejidales? 
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¿Qué tipo de inercias o conflictos se suscitan entre actores ejidales y municipales en la 

regulación de los asentamientos humanos ejidales y la gestión de servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento urbano en el ejido de San Felipe Coamango? 

Hipótesis 

En materia de urbanización las reformas al marco legal de la Ley Agraria de 1992, otorgaron 

la capacidad de gestión y decisión a la asamblea respecto a la asignación del espacio para 

asentamiento humano en el ejido y su delimitación. La decisión de la asamblea para delimitar 

o no un área de asentamientos humanos era parte de la certificación que realizaba Procede en 

los ejidos, a la par del reconocimiento de los derechos de los sujetos agrarios incluyendo los 

nuevos sujetos (posesionarios y avecindados). Esto permitiría ampliar las áreas de 

asentamientos humanos con la finalidad de dar certidumbre en la tenencia ejidal en general 

y de regular el espacio de los asentamientos humanos en particular. Por otra parte, el 

reconocimiento del carácter regulador del municipio en materia urbana –dotación de 

infraestructura y servicios públicos. Sin embargo, persisten asentamientos humanos 

irregulares en los ejidos, ante ello, enunciamos las siguientes hipótesis:  

La hipótesis general es:  

Los cambios sociodemográficos en la relación urbana rural en los ejidos y la formalización 

de la tierra destinada a asentamientos humanos han sido desfasados, porque los procesos 

sociodemográficos asociados a los temas urbanos históricamente han avanzado más rápido 

que los cambios a los marcos legales, el diseño de políticas y la provisión servicios, 

infraestructura y equipamiento. Las reformas al marco legal de 1992 reconocieron 

asentamientos humanos ejidales e implementaron la certificación (Procede) para su 

reconocimiento legal. Sin embargo, ni las autoridades agrarias ni la población en los ejidos 

han mostrado interés en la regularización de los asentamientos humanos. Esto se puede 

explicar por la falta de incentivos para ello: no hay obligación formal ni sanciones; la inercia 

de la población y de las autoridades que pueden lograr el acceso a servicios públicos de 

infraestructura y equipamiento siguiendo las acostumbradas formas de organización locales 

; y, formalmente no se han creado mecanismos o procedimientos puntuales para articular de 

manera precisa a las autoridades ejidales y municipales para regular la delimitación o 
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regularización de asentamientos humanos, ni para dotar de servicios públicos, infraestructura 

o equipamiento en los asentamientos humanos. Se procede a otorgar los servicios urbanos, o 

sea, hay vacíos legales, ambigüedad en las funciones y contradicciones de la legislación para 

hacer cumplir los planes y programas de desarrollo urbano. 

La hipótesis en el estudio de caso es: 

Los sujetos agrarios requieren viviendas y espacios para la vida colectiva, al no haber 

delimitado tierras para el asentamiento humano en ejidos rurales, y haber destinado tierras 

parceladas para edificar sus viviendas se propagan los asentamientos humanos irregulares, lo 

que formalmente impediría la gestión y obtención de infraestructura y servicios urbanas, de 

acuerdo a lo que señalan los procedimientos definidos en el plan municipal de desarrollo 

urbano. 

A nivel local la realidad es que los sujetos agrarios, y también, las instancias municipales no 

tienen claridad de los procedimientos que deben seguir para delimitar o regularizar un área 

de asentamientos humanos o acceder a servicios públicos, infraestructura y equipamiento. 

De ahí que la población del ejido y los agentes municipales recurren a prácticas conocidas a 

los que han recurrido históricamente sin atender los marcos legales. Esto también sucede 

porque no hay instancias que los obliguen a cumplir con la regularización de los destinos, 

provisiones y reservas territoriales establecidos en los planes y programas de desarrollo 

urbano municipal.  

A ello se agrega, que no hay incentivos o sanciones que los obligue a regularizar la tenencia 

de la tierra sobre sus viviendas. Dado que sólo los ejidatarios pueden tomar decisiones en la 

asamblea ejidal, lo que significa la exclusión de la participación y por tanto las necesidades 

de una parte importante de la población para crear y regularizar un área de asentamientos 

humanos.  

Objetivo de la investigación: 

Analizar la conformación de espacios urbano rural y la articulación de la Asamblea ejidal y 

el Municipio, antes y especialmente a partir de las reformas al marco jurídico de 1992, para 
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para definir los programas políticas y cursos de acción para delimitar, regularizar y atender 

las necesidades colectivas para consolidar los asentamientos humanos ejidales  

Objetivos específicos 

A nivel nacional 

Determinar de qué forma las reformas al marco legal agrario otorgó a la Asamblea ejidal y 

el municipio un papel central en la definición de las políticas urbanas para ampliar 

asentamientos humanos de los ejidos rurales. 

Definir las funciones y atribuciones otorgadas a la Asamblea Ejidal, los sujetos agrarios y el 

municipio para la delimitación de los asentamientos humanos en áreas ejidales. 

Estudiar el tipo de articulación entre autoridades agrarias, ejidales y municipales para la 

delimitación de asentamientos humanos ejidales y la dotación de servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento. 

En el caso de estudio  

Indagar en la participación entre los sujetos agrarios, organizaciones locales de los 

pobladores del ejido y los municipios en la gestión de la ampliación, reserva y regularización 

de los asentamientos humanos en los ejidos. 

Investigar el rol que ha jugado el Reglamento Interno de la Asambleas Generales como 

promotor de la urbanización ejidal. 

Conocer el papel de los delegados, subdelegados y Consejo de Participación Ciudadana en 

el proceso de crecimiento urbano de los ejidos.  

Comprender cómo las prácticas de la asamblea ejidal, los sujetos agrarios y las autoridades 

municipales han influido en el crecimiento de las zonas de urbanización de los ejidos. 

Analizar los conflictos, las inercias y las resistencias de los actores involucrados en el proceso 

de urbanización ejidal en zonas rurales. 

Metodología 
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Para el análisis de los asentamientos humanos en los ejidos, el proceso metodológico fue 

guiado por el enfoque teórico y conceptual a) de políticas públicas y b) la teoría de los 

derechos de propiedad. Se realizó un análisis sincrónico y otro diacrónico, de la información 

empírica, teniendo presente los conceptos de políticas públicas y el enfoque de la teoría de 

los derechos de propiedad, con diversas fuentes de información que a continuación se 

señalan. Basado en lo anterior, se analizó el cambio en las reglas sobre la tenencia de la tierra 

ejidal y las políticas, programas o cursos de acción vinculados a los asentamientos humanos 

ejidales.  

En el estudio diacrónico se dio seguimiento a los históricos de las reformas 

constitucionales al artículo 27 constitucional, las leyes reglamentarias, los Códigos Agrarios, 

los programas de desarrollo urbano y los cursos de acción vinculados a las zonas de 

asentamientos humanos en los ejidos desde 1915 hasta 1992. 

En el estudio de caso, se recurrió a la información documental del Registro Agrario 

Nacional y el Comisariado Ejidal para acceder a la carpeta básica del ejido que incluyó: el 

decreto presidencial de dotación (ver Anexo 2), Acta de Posesión definitiva del ejido (ver 

Anexo 3), Acta de la Asamblea de reconocimiento de los derechos de propiedad (ver Anexo 

4), el Reglamento Interno, Actas de la asamblea, Acta de la Asamblea de Delimitación y 

Destino de las Tierras de Uso Común, del Asentamiento Humano y Parcelas y Asignación 

y/o Reconocimiento de Derechos Ejidales del 20 de febrero de 1995, etc. Con esta 

documentación se describió el proceso de certificación y titulación de acuerdo a los derechos 

de propiedad reconocidos para cada sujeto agrario así como la delimitación de asentamientos 

humanos.  

La información sobre el crecimiento de los asentamientos humanos en los barrios y 

la dotación de servicios públicos, infraestructura y equipamiento en el ejido se obtuvo al 

consultar el Plan de Desarrollo Municipal, el Plan Municipal de Desarrollo Urbano del 

municipio de Chapa de Mota, la carpeta básica, las Actas de asambleas ejidales donde se 

donan terrenos para los servicios públicos, las actas, informes y documentación histórica de 

los servicios públicos gestionados por autoridades municipales. Esta información se 

complementó con entrevistas semi-estructuradas al Director de Obras Públicas y Desarrollo 

Urbano, a la Subdirectora de Desarrollo Urbano, a Comisariados, delegados, subdelegados y 
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Consejo de Participación Ciudadana (ver Anexo 1 y 5) y Diarios de Campo de la observación 

participante efectuada durante 2015 y 2016.  

Para el análisis sincrónico se analizaron las reformas al marco jurídico agrario de 

1992: el artículo 27 constitucional, la Ley Agraria junto con la exposición de motivos de las 

reformas y sus reglamentos, la Ley General de Asentamientos Humanos (1993) y la Ley 

General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (2016). 

También se recurrió a la base de datos del Padrón Historial de Núcleos Agrarios (PHINA) 

para ubicar las acciones agrarias dotatorias de los ejidos y las acciones agrarias asociadas a 

la delimitación o ampliación de zonas de asentamientos humanos.  

La información sobre el crecimiento de los asentamientos humanos en los barrios se 

realizó un censo en los 4 barrios para identificar el tipo de sujetos agrarios y el número de 

habitantes, con apoyo del Comisariado Ejidal y los vecinos del ejido. Se analizó también la 

implementación de la política de certificación, para ello, se examinan las Actas de la 

Asamblea, se elaboraron entrevistas semi-estructuradas al Comisariado Ejidal y el Consejo 

de Vigilancia en funciones cuando se certificó el ejido (ver Anexo 1). Esto es complementado 

con la elaboración de una base de datos, elaborada a partir del acta de la Asamblea de 

Delimitación y Destino de las Tierras de Uso Común, del Asentamiento Humano y Parcelas 

y Asignación y/o Reconocimiento de Derechos Ejidales del 20 de febrero de 1995. De igual 

manera, se analizó el Reglamento Interno como instrumento para regular la convivencia 

interna del ejido, donde se regulan los asentamientos humanos y los servicios públicos. Y 

finalmente, se revisaron algunos Programas Anuales de Obras Públicas desde 1992-2015 

para dar cuenta de las obras y servicios públicos implementados en el ejido.  

Una parte importante de los insumos para la realización de la tesis fueron las 

entrevistas a: Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano, Subdirectora de Desarrollo 

Urbano, Delegados, Subdelegados, Consejo de Participación Ciudadana, Comisariados 

Ejidales, Consejo de Vigilancia del ejido, Ejidatarios, Ciudadanos. La lectura de las 

entrevistas dio un panorama amplio de las prácticas e inercias del ejido y el municipio. Para 

distinguir las entrevistas de otras fuentes de información se ha colocado en la cita tipo APA 

las letras “Entr_” y aparecen citas como la siguiente: (Entr_Castro Victoria, 2015).  
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En la exposición del Capítulo III y IV, se utilizan dichas entrevistas de dos formas: la 

primera tiene que ver con citas textuales colocadas durante la redacción, y la segunda, con 

citas no textuales o parafraseadas, pues se usa la información de las entrevistas, pero se 

redacta con nuestras propias palabras. 

El contenido 

En el primer capítulo se plantea el marco teórico, donde se expone qué se entiende por 

derechos de propiedad y el tipo de derechos que tienen los sujetos agrarios en los ejidos, de 

acuerdo al tipo de sujeto: ejidatario, posesionario y avecindado. Se explica en detalle, la 

competencia de la asamblea y qué sujetos pueden intervenir en la toma de las decisiones para 

delimitar o no asentamientos humanos en los ejidos. Enseguida se analizan los conceptos 

urbano y rural, discutiendo las posturas encontradas en la literatura, con respecto a la 

definición y ambigüedad en la delimitación entre el espacio rural y lo urbano. Finalmente se 

analiza y propone la teoría de las políticas institucionales para comprender la relación que 

hay entre el Estado, las instituciones y las políticas para incidir en las estructuras de las 

asambleas ejidales, esto es, a partir de las reformas al marco jurídico agrario.  

En el segundo capítulo, se desarrolla la relación histórica entre lo urbano y lo rural a 

partir de un seguimiento al marco jurídico agrario desde 1915 hasta 1992. Con ello, se busca 

comprender la forma en que se fue articulando lo urbano y lo rural. Lo anterior para establecer 

los antecedentes de la modificación de los derechos de propiedad con la reforma al artículo 

27 constitucional y la Ley Agraria de 1992 para que los ejidos delimitaran, regularizaran o 

ampliaran las áreas de asentamientos humanos. También se plantea el tipo de relación que 

tienen las autoridades ejidales como sujetos capaces de tomar la decisión sobre los destinos 

y recursos de la tierra, y el papel que fue adoptando el municipio con los cambios legales en 

materia agraria y en asentamientos humanos para regular el crecimiento urbano ejidal. 

Finalmente se destaca el papel que tuvo la política de certificación para delimitar un área de 

asentamientos humanos en los ejidos y se da un panorama nacional. 

En el tercer capítulo, se inicia el estudio de caso, referido al ejido de San Felipe 

Coamango en el municipio de Chapa de Mota, Estado de México. Primero se describe el 

contexto sociodemográfico del municipio, de la localidad de San Felipe Coamango y del 
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ejido. Posteriormente se detalla el proceso histórico de dotación, de la implementación de la 

política de certificación y de conformación de los barrios en proceso de crecimiento urbano. 

Se analiza también la forma en que las autoridades agrarias y municipales gestionan los 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento, referido al caso de estudio.  

En el cuarto capítulo, se analiza la estructura y funcionamiento de la asamblea ejidal 

y sus órganos de representación en la dinámica de los asentamientos humanos, así como el 

papel que juega el Reglamento Interno en estos procesos. Además, se profundiza en la 

relación que tiene las autoridades ejidales, las instancias del pueblo y las municipales para 

gestionar y dotar de servicios públicos, infraestructura y equipamiento a los barrios del ejido 

de San Felipe Coamango. Finalmente se destacan los problemas de organización y legales 

que tiene el municipio para regular y dotar de servicios a los asentamientos humanos. 

Finalmente, se presentan las conclusiones del trabajo de investigación, con respecto 

forma en que el ejido fue adoptando áreas de asentamientos humanos, desde 1915 hasta 1992, 

de igual forma se determina la manera en que el ejido adoptó los cambios al marco jurídico 

con la certificación, la delimitación de los asentamientos humanos y la dotación de servicios 

públicos, infraestructura y equipamiento. Y se confirma el papel de las asambleas ejidales en 

los procesos de delimitación o no asentamientos humanos y con ello, consolidar los barrios 

del ejido. Al final se hace un balance de los alcances y límites de las políticas institucionales 

y de los derechos de propiedad. 
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Capítulo I. 

Las políticas institucionales para el análisis de 

los asentamientos humanos en los ejidos  
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Introducción del capítulo 

El objetivo de este capítulo es construir un marco analítico para entender los procesos 

urbanos rurales en los núcleos agrarios mexicanos (1915-2015), en términos de los derechos 

de propiedad ejidal, la relación entre lo urbano y lo rural en los ejidos y las políticas públicas 

que delimitaron asentamientos humanos ejidales después de 1992. Se pretende explicar y 

comprender a partir del estudio de caso del ejido de San Felipe Coamango, del municipio de 

Chapa de Mota, cómo la evolución de los derechos de propiedad ejidal (1915-1992) ha 

influido en la implementación de las políticas para delimitar o regularizar asentamientos 

humanos, lo cual a su vez ha generado diversas interpretaciones de lo urbano y lo rural en 

los ejidos. Esto en el sentido de que los espacios territoriales con fines agrícolas (parcelas) 

se destinan para las viviendas, lo que supone necesidades y por tanto, actores que demandan 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento, que generan la necesidad de mecanismos 

para satisfacer los requerimientos de la población, cuenten o no con áreas urbanas 

reconocidas por las autoridades municipales.  

En la primera parte del capítulo, se analiza la teoría de los derechos de propiedad 

como marco de referencia para entender los derechos de los ejidatarios y la evolución de 

dichos derechos de 1915 a 1992. Se exponen los fundamentos de la teoría de los derechos de 

propiedad, las críticas a dicho enfoque y se establecen los conceptos y categorías que 

utilizaremos en la investigación. El objetivo es comprender los distintos tipos de derechos de 

tenencia de la tierra de los sujetos agrarios (ejidatarios, posesionarios, avecindados) para la 

delimitación o regularización de asentamientos humanos ejidales, a fin de explicar el proceso 

de consolidación de los barrios en el caso de San Felipe Coamango, Chapa de Mota, México, 

como espacio de asentamientos humanos en un ejido rural (menos de 15,000 habitantes).  

En la segunda parte, se plantean las características de los espacios definidos y/o 

considerados como urbanos y su distinción con los espacios rurales. También se debaten las 

posturas que indican la ambigüedad para estudiar y distinguir con claridad a los espacios 

rurales de lo urbano, por lo cual han surgido varios conceptos para explicarlos. A partir de 

ello, se analizan los estudios que señalan a los espacios rurales y específicamente ejidales, 

como espacios que posibilitan el crecimiento de los espacios urbanos. Con ello, se revisa la 

literatura que discute las diversas posturas sobre la regularización de la propiedad en zonas 
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urbanas en México, antes y después de 1992, a fin de entender el papel de los ejidos en el 

crecimiento urbano de una zona rural, ubicando de esta manera nuestro objeto de estudio. 

Finalmente, en la tercera parte, se discute y define la pertinencia del enfoque de 

políticas públicas institucionales para investigar el diseño de los programas, políticas y cursos 

de acción orientados a los asentamientos humanos ejidales. Se expone indaga en la relación 

entre políticas, instituciones y actores para entender el funcionamiento de las instituciones 

agrarias: ejidales y municipales. Finalmente se expone el concepto de “prácticas 

organizativas” para explicar el comportamiento de los actores ejidales y municipales para 

conseguir servicios públicos, infraestructura y equipamiento en los barrios del ejido 

estudiado. 

1.1 Teoría de los derechos de propiedad y las zonas 

urbanas 

Teoría de los derechos de propiedad 

La tenencia de la tierra desde la perspectiva de los derechos de propiedad 

La teoría de los derechos de propiedad plantea que los derechos comunales tienen sentido 

cuando la tierra es abundante o cuando el definir los derechos sobre la tierra no genera un 

valor agregado a la sociedad. Sin embargo, cuando incrementa la población de manera 

creciente, cuando existe competencia por el uso de la tierra o cuando aumenta la demanda de 

productos agrícolas, la propiedad comunal se vuelve inestable y produce efectos negativos 

como: mala administración, sobreexplotación de los recursos, desalienta los esfuerzos para 

conservar17 (Demsetz, 1967; Johnson, 1972).  

La escasez de tierra, según Demsetz (1967), genera incertidumbre sobre los derechos 

consuetudinarios y aparecen conflictos sobre la propiedad para definir, por ejemplo, quiénes 

                                                 
17 Para una revisión más completa de la evolución de los derechos de propiedad, revisar Demsetz (1967). Para 

indagar en la formación histórica de los derechos de propiedad, se puede consultar a Grossi (1986) y Bedera 

Bravo (1990) quienes revisan los planteamientos de la propiedad privada en sus diversas etapas. 
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son los herederos y cuáles son los límites de la tierra18. A pesar de la existencia de 

instituciones informales y formales, éstas son insuficientes para organizar y administrar la 

herencia de la tierras y definir los límites de la superficie.  

Deininger (2004) señala que la falla de instituciones que administran los derechos de 

la tierra (comunales) puede conducir a rapiña de la tierra, al conflicto y desperdicio de 

recursos. La manera en que las instancias locales asignan y manejan la tierra afecta la 

evolución de los derechos de propiedad, por ejemplo, en relación a los equilibrios de poder 

–la distribución desigual o no, la concentración de tierras, etc. 

Lo anterior, genera incertidumbre y tiende a incrementa los costos de los litigios, 

provocando importantes pérdidas de eficiencia en la economía rural. Cuando esto ocurre, de 

acuerdo con Demsetz (1967) hay motivos suficientes para sustituir los derechos de propiedad 

comunal por la propiedad privada19. De ahí que las políticas públicas derivadas de la teoría 

de los derechos de propiedad promuevan el registro individualizado de tierras comunales y 

la titulación de asentamientos humanos informales por parte del Estado, lo cual elimina la 

incertidumbre de la tenencia de la tierra, resolviendo los conflictos, sin dejar nada en disputa 

(Alchian & Demsetz, 1973). 

La formalización de la tenencia de la tierra, además de la seguridad tiene otros efectos: 

1) coadyuva para erradicar la pobreza y genera desarrollo en las regiones más pobres del 

mundo (De Soto, 2001; Deininger, 2004); 2) la titulación de tierras elimina los gastos de 

litigios, lo cual permite a las personas ahorrar los gastos de litigios judiciales y disminuye los 

recursos económicos y humanos que el gobierno tiene debe destinar para atender los 

conflictos sobre las tierras comunales. (Demsetz, 1967). Es decir, la formalización de la 

tenencia de la tierra va más allá de la mera certidumbre de la tenencia de la tierra.  

                                                 
18 Hardin (2007) por ejemplo, señala que la tierra comunal “abierta a todos” termina sobreexplotada porque 

cada quién busca obtener más beneficios del bien común, provocando “la tragedia de los comunes”. 

19 Alchian y Demsetz (1973) señalan que si predomina los derechos comunitarios sobre los privados se eliminan 

los incentivos para cuidar la tierra. Si suponemos que la tierra es colectiva todos deben darle mantenimiento, 

pero de manera individual no hay un incentivo para cuidarla, por lo tanto, todos esperaran que alguien más lo 

haga, dado que es colectiva no negarán el acceso y podrán disfrutar de la tierra sin ningún esfuerzo. La opción 

de cuidar no cuidar la tierra no puede dejarse a las personas, que, sin poder reclamar el fruto de su esfuerzo, 

tenderá a eludir sus obligaciones.  
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Desde el punto de vista de De Soto (2001), la propiedad informal es un “capital 

muerto” porque no forma parte del mercado de tierras o lo hacen en un círculo muy 

restringido, limitando la capacidad económica de la propiedad. En tanto, la regularización de 

la propiedad proporciona a las personas un activo económico para acceder a créditos formales 

utilizando su nuevo título como garantía, y con ello el propietario puede: iniciar un negocio; 

actualizar una vivienda; o emprender inversiones para aumentar la producción agrícola (De 

Soto, 2001). La propuesta del enfoque de los derechos de propiedad es: implementar políticas 

de registro, titulación y regularización de la propiedad. 

Para implementar dichas políticas, según la interpretación crítica de la teoría de los 

derechos de propiedad de Platteau (1996), las instituciones formales e informales encargadas 

de la tierra comunal tienen que reorganizarse para evolucionar hacia la propiedad privada. El 

Estado tiene un papel sustantivo en el cambio institucional, pues tiene que impulsar reformas 

constitucionales que regulan la tierra comunal, creación y/o modificación de las instituciones 

encargadas del registro o titulación y el diseño de políticas o programas para formalizar la 

asignación individual de la tierra.  

La crítica a la teoría de los derechos de propiedad 

Los planteamientos de la teoría de los derechos de propiedad han sido cuestionados por 

diversos autores. Platteau (1996) criticó el registro individual de la tenencia de la tierra 

porque no es posible reconocer los múltiples derechos reconocidos por las prácticas y reglas 

tradicionales a personas que tienen acceso a la tierra comunal. En algunos países africanos, 

según el autor, la individualización de la tenencia de la tierra aumentó la incertidumbre y los 

costos de transacción porque las personas excluidas reclamaban su acceso y uso 

consuetudinario a la tierra. También señaló que la posesión de un título brinda la posibilidad 

de tener un crédito, pero no es automático, porque los propietarios no siempre cuentan con 

la capacidad técnica para solicitarlo y para ejecutarlo, o como en México que no se cuenta 

con oferta de crédito público para los campesinos. En algunos países, la titulación fue motivo 

de pérdida de las tierras, porque los campesinos pobres una vez tituladas sus tierras las 

vendieron, gastaron el dinero, y pronto quedaron sin tierra y sin dinero.  
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Platteau (1996) también concluyó que el gobierno es un factor que puede incrementar 

la incertidumbre en las poblaciones locales porque existe el temor que el proceso de registro 

y/o titulación sean manipulados por funcionarios del gobierno para permitir que las élites con 

conexiones políticas obtengan la propiedad de la tierra. Esto se da con mayor facilidad 

cuando se trata de grupos vulnerables con bajos niveles de educación que desconocen las 

nuevas disposiciones sobre la tierra o no comprenden las implicaciones del registro. Además, 

los altos costos del registro y titulación de las tierras disminuyen la capacidad de los 

gobiernos para realizarlo con éxito, con lo que desencadena la desconfianza y los reclamos 

de la población. Por las condiciones anteriores, destaca el autor que no hay demandas masivas 

y homogéneas de derechos de propiedad formales como planteaba la teoría de los derechos 

de propiedad. 

En perspectiva crítica, Deininger (2004) señala que la experiencia de África, Europa, 

Asia y América Latina muestran que la evolución de los derechos de propiedad no ha tenido 

resultados óptimos desde la perspectiva económica ni desde la óptica social. Los cambios en 

los derechos sobre la tierra configurados a partir de las fuerzas económicas (inversión, acceso 

a crédito, etc.), no han impulsado el desarrollo ni combatido la pobreza. Pero las estructuras 

comunales de organización de la tierra tampoco han contribuido al desarrollo de las zonas 

rurales en Asia, Europa Oriental y América Latina. 

Desde América Latina, la crítica a la teoría de los derechos de propiedad se ha 

centrado en algunos temas: la titulación de la tierra como mecanismo para acceder al crédito; 

las diferentes implicaciones de titular tierras públicas, privadas o colectivas; y el abandono 

de las prácticas sociales. Fernandes (2012) señaló que los bancos difícilmente han dado 

crédito a los pobres, además, la regularización de la tenencia de la tierra tiene un carácter 

correctivo y no incorpora otras políticas de planeación más amplias (Fernandes, 2003). Esto 

fue confirmado por Julio Calderón (2010) al analizar las políticas y programas de 

formalización en Perú, donde concluyó que el acceso a un crédito formal tuvo un incremento 

insignificante, sobre todo para la construcción de vivienda en espacios con población pobre 

(Calderón Cockburn, 2010). 

Edesio Fernandes (2012) también ha criticado que las políticas inspiradas por esta 

perspectiva no distinguen los asentamientos irregulares en los diferentes tipos de tenencia de 
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la tierra: pública, privada o colectiva, pues cada una de ellas requiere reformas 

constitucionales y políticas diferenciadas. Tampoco distinguen entre el derecho de propiedad 

sobre la tenencia de la tierra y el derecho de propiedad sobre la vivienda de las personas, pues 

cada una de ellas tiene condiciones distintas. El mismo autor destacó que la formalización de 

los asentamientos humanos irregulares no considera las prácticas sociales y otras formas de 

derechos colectivos que benefician a las comunidades. 

Elementos de la teoría de los derechos de propiedad para esta investigación  

Los primeros postulados de la teoría de los derechos de propiedad se preocuparon de temas 

fundamentalmente económicos (inversión, ganancia, mayor integración del mercado, 

avances técnicos). El interés para nuestra investigación no es poner a prueba los supuestos 

de la teoría de los derechos de propiedad, sino utilizar algunos postulados para comprender 

el origen y la evolución de los derechos de propiedad en los ejidos mexicanos, especialmente 

con los asentamientos humanos ejidales, desde el inicio de la repartición de las tierras en 

1915, hasta las reformas de 1992. 

Las críticas a la teoría de los derechos de propiedad son evidentes, pero ello no 

descarta del todo algunos puntos. Platteau (1996) por ejemplo, recupera la idea de que los 

arreglos y prácticas comunales e incluso las individualizadas (propiedad privada) sobre la 

tierra no son estáticos, sino que están evolucionando constantemente. También rescata la 

explicación de que los cambios producidos en los últimos años están orientados a una mayor 

individualización de los derechos sobre la tenencia de la tierra, lo que permite una mayor 

transferibilidad de la tierra. 

En este sentido, con respecto a los ejidos mexicanos, las interrogantes son: ¿Cuáles 

son los principales cambios de los derechos de propiedad ejidal desde que se inició la 

repartición de las tierras en 1915, hasta las reformas al marco jurídico de 1992? ¿Cómo los 

cambios en los derechos de propiedad incorporaron espacios de asentamientos humanos en 

los ejidos mexicanos, desde 1915 hasta 1992? ¿Cuáles han sido las disposiciones jurídicas 

que han permitido la delimitación y posesión de asentamientos humanos en las distintas 

etapas históricas de los ejidos? La investigación se centra en particular en los procesos de las 

reformas de 1992. 
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En el caso mexicano, la distribución de la tierra iniciada en 1915 fue ejidal y comunal, 

dos modalidades de tenencia colectiva. En el origen no se previeron zonas de urbanización; 

sin embargo, para la década de 1940, rápido crecimiento poblacional llevó a que se 

establecieran asentamientos humanos irregulares, como lo señala Varley (1985) Schteingart 

(1989), Antonio Azuela (1989). El registro de las tierras ejidales y comunales antes de 1992 

no fue suficiente para organizar y ordenar el territorio, sobre todo en el tema de asentamientos 

humanos ejidales.  

Las reformas al marco legal agrario de 1992 individualizaron algunos espacios de los 

polígonos ejidales; las parcelas al prever la asignación de un “certificado parcelario” o un 

“título de solar urbano” a los sujetos agrarios, quedando como superficie colectiva las tierras 

de usos común. Los ejidatarios podían elegir tres tipos de destino de las tierras: asentamientos 

humanos, parcelas y uso común.  

La formalización de los derechos de propiedad y su asignación a los sujetos agrarios 

no eliminó los asentamientos humanos irregulares, porque las asambleas ejidales no estaban 

obligadas a delimitar un área de asentamientos humanos, sean localidades urbanas o rurales. 

Los sujetos agrarios han establecido sus viviendas en tierras para el asentamiento humanos y 

han accedido a servicios públicos e infraestructura sin tener en cuenta los planes y programas 

de desarrollo urbano. Esto ha sido constatado con algunos estudios de Varley (2000), Salazar 

(2012b), Cruz Rodríguez (2008). 

En este aspecto, la literatura ha sido insuficiente para explicar el tipo de tierra en que 

se asientan las viviendas en los ejidos, o por qué a pesar de la certificación por medio de 

Procede no se delimitaron asentamientos humanos en donde había viviendas o donde se 

pretendía ampliar el desarrollo urbano. La certificación parcelaria y la titulación de solares 

urbanos como política pública no acabó con la irregularidad en la tenencia de la tierra, pues 

permanecieron formas distintas de irregularidad como: no delimitar asentamientos humanos, 

construir viviendas en tierras parcelarias o de uso común, no respetar los usos y destinos 

establecidos en los planes y programas de desarrollo urbano, mismas que se indagan en esta 

investigación.  

Deininger (2004) destacó que es necesario dar seguimiento a las autoridades e 

instituciones tradicionales, tanto formales como informales, porque para el registro y/o 
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titulación de las tierras tienen el reto de resolver la asignación de la tierra y la resolución de 

los conflictos. Para superar dichos desafíos, es necesario que las instituciones locales que 

manejan los derechos territoriales sean capaces de actualizar y reinterpretar las prácticas 

cotidianas que protegen a los miembros vulnerables de la sociedad.  

En el contexto mexicano, las instituciones locales que nos interesa es la asamblea 

ejidal que organización la vida colectiva y de resolución de conflictos con los siguientes 

cuestionamientos: ¿Cuál ha sido el papel de la asamblea ejidal para organizar los 

asentamientos humanos ejidales? ¿Cuáles son los desafíos de las asambleas ejidales para 

organizar la vida colectiva, resolver los conflictos, especialmente en la asignación, 

delimitación y regularización de asentamientos humanos? ¿Cómo los ejidos mexicanos han 

ido adoptando espacios de asentamientos humanos para la vivienda de los sujetos agrarios? 

El tema demográfico es fundamental para explicar la conformación de asentamientos 

humanos en los terrenos parcelarios ejidales. Para esta investigación el crecimiento 

poblacional es trascendental porque tener una parcela para el cultivo es distinto a tener un 

espacio para la vivienda, lo cual significa un reto para la regulación de los derechos de 

propiedad. La edificación de una vivienda en tierras comunales o parcelarias confronta las 

reglas formales, desde la perspectiva de la legalidad jurídica, si se trata de tierras de uso 

agrícola o de uso comunal; pero no es así de acuerdo a las prácticas y normas de la 

comunidad. En este sentido, nos interesa analizar cómo las instancias locales (ejidos) han 

incorporado los temas sobre la asignación y regularización de los espacios para viviendas y 

servicios públicos en los ejidos, de esta manera surgen las siguientes preguntas: ¿Cuáles son 

los cambios en los derechos de propiedad que se dieron para regular los asentamientos 

humanos en los ejidos mexicanos desde 1915 hasta 1992? ¿Cuáles han sido las prácticas 

sociales en el establecimiento de viviendas en terrenos de un ejido; y que papel han jugado 

las asambleas ejidales para prohibir o fomentar la edificación de viviendas en tierras ejidales? 

En último lugar, nuestra investigación se enfoca a entender el proceso de 

formalización de la tenencia de la tierra mediante el registro y titulación de las tierras en los 

ejidos y las respuestas que se concretizan en las acciones al respecto a nivel de un ejido en 

concreto. Esto con la finalidad de comprender los retos de las instituciones gubernamentales 

y las autoridades locales (ejidales) frente a la expansión de asentamientos de la población. 
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En el caso mexicano nos cuestionamos: ¿Cuáles son los procesos y desafíos que tuvo el 

proceso de certificación (formalización) de la tenencia de la tierra de los ejidos para delimitar 

asentamientos humanos? ¿Cómo los ejidos adoptaron e implementaron las políticas de 

certificación ejidales? ¿Cómo los sujetos agrarios y las asambleas ejidales decidieron destinar 

(o no) las tierras a asentamientos humanos, parcelas y uso común durante la certificación de 

la tierra? 

 Para profundizar en el establecimiento y expansión de los asentamientos humanos en 

los ejidos mexicanos, retomamos algunos conceptos y categorías de los estudios urbanos para 

explicar los procesos de urbanización que se han dado en los ejidos, a raíz de la posibilidad 

de delimitar áreas de asentamientos humanos para la vivienda de la población. 

Relación de áreas urbano-rurales como marco de la urbanización ejidal 

en México 

Primeros análisis de zonas urbanas en México 

El análisis del fenómeno urbano en México adquirió importancia con los estudios de Luis 

Unikel (1976) a finales de la década de los 70´s. El investigador estableció una 

caracterización y delimitación de lo urbano y lo rural con base en indicadores del tamaño de 

las localidades y de factores sociodemográficos. Con dichos indicadores, definió un área 

urbana como: un área edificada con suelo no agrícola e interrumpida por bosques, sembradíos 

o cuerpos de agua, y definió el tamaño de 15,000 habitantes como mínimo para ser 

considerada un área urbana20 (Unikel, 1976). Dicha definición incluye otros criterios, además 

de la variable poblacional, como lo son: la densidad de población, el criterio de continuidad 

física y las actividades no agrícolas. Para esta investigación interesa la definición de lo urbano 

de Unikel por haber caracterizado y elaborado una distinción con criterios operativos entre 

                                                 
20 Unikel (1976) define un área urbana como la ciudad misma, más el área contigua edificada habitada o 

urbanizada con usos del suelo no agrícola, y que partiendo de un núcleo presenta continuidad física en todas 

sus direcciones hasta que sea interrumpida en forma notoria por terrenos no urbanos como bosques, 

sembradíos o cuerpos de agua. También presenta algunas características para definir lo que puede ser 

considerado como zona o área metropolitana, entre, ellos: que la zona manifieste un carácter 

predominantemente urbano, la continuidad política y administrativa y una interconexión entre el centro y la 

periferia.  
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lo urbano y lo rural, además de haber ser un marco de referencia en la literatura para discutir 

las características urbanas en los ejidos.  

La definición e indicadores de un área urbana fueron cuestionados por sus 

limitaciones para distinguir una zona urbana de una zona rural, especialmente en los ejidos. 

Por un lado, los estudios de Medina Uribe (1993) y Cruz Rodríguez (2001) hacen hincapié 

en que persiste la ambigüedad para definir las fronteras entre el área urbana, ciudad, zona 

metropolitana y campo. Los límites establecidos por Unikel (1976) dejaron fuera la relación 

entre el campo y ciudad, donde los límites no sólo se desdibujan, sino que se mezclan y 

confunden (Carton de Grammon, 2004; Ruiz Rivera & Delgado Campos, 2008). Delgado 

(1990), por otro lado, acepta que se resuelve el problema de la delimitación de la ciudad, pero 

permanece en suspenso la cuestión de las “áreas en transición” de lo rural a lo urbano. 

Delgado (2003) llama a estas áreas en transición como “ciudad difusa” o “urbanización 

difusa”, con estas categorías pone en el centro del debate la periferia urbana21 que resulta del 

crecimiento de las ciudades. En el estudio de la periferia urbana, Cruz Rodríguez (2002) 

encuentra que la expansión de la ciudad de México ha incluido a pueblos cercanos a la ciudad 

y zonas rurales.  

La preocupación encontrada en la literatura fue definir los espacios urbanos y 

distinguirlos de los rurales, incluso aceptar la definición e indicadores de un área urbana. Si 

bien, no hubo consenso para distinguir una zona urbana de una zona rural, si se instauró una 

forma de identificar áreas urbanas: el número de habitantes y la continuidad física de las 

viviendas en un territorio. A tal grado que el INEGI identifica como urbano: a una población 

con 2 500 o más habitantes; y la continuidad física delimitada por cada una de las localidades. 

Lo que significa un tratamiento distinto en términos de políticas públicas, por ejemplo, un 

espacio rural no está supeditado a cumplir el ordenamiento urbano.  

Como consecuencia se ha dejado de prestar la atención a las dinámicas y procesos 

que impulsan la conformación de asentamientos humanos en los espacios geográficos 

definidos como “rurales” (2 499 o menos habitantes). Otra consecuencia fue el descuido del 

ordenamiento urbano del territorio en los espacios definidos como “rurales”, pues al no ser 

identificados como urbanos, no están sujetos de la legislación urbana. Ante los ejidos rurales 

                                                 
21 Se entiende por periferia urbana el área territorial en transición de la ciudad al campo.  
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mexicanos con población dispersa y sin cercanía a las ciudades, las preguntas son: ¿Cómo 

los espacios ejidales con población dispersa van consolidando espacios de viviendas? 

¿Cuáles son los procesos que permiten a los asentamientos humanos ejidales consolidarse en 

espacios rurales? 

Otras investigaciones se centraron en procesos irregulares para urbanizar las tierras 

ejidales y comunales. Azuela (1989) lo explicó de la siguiente manera: la irregularidad de la 

tierra se daba porque los comisariados y/o ejidatarios vendían lotes a personas ajenas al ejido, 

pero la venta sólo tenía efectos económicos y no jurídicos. Las personas pagaban un precio 

y recibían la posesión de un lote, pero el propietario seguía siendo el ejido, es decir, el 

comprador disponía de un bien ajeno porque la compra-venta no era reconocida por ninguna 

ley, por tanto, el ejido subsistía como titular de la tierra (Azuela de la Cueva, 1989). Ann 

Varley (1985) advirtió que las personas pobres son quienes más recurren al acceso ilegal, sea 

por medio de compra-venta informal o por invasiones de tierras ejidales para construir sus 

viviendas. La propia autora Varley (1994) escribió que la política de regularización se dio 

por medio de la expropiación, pero bajo condiciones clientelares ante el debilitamiento del 

PRI para mantener los puesto públicos. Este proceso, según Schteingart (1989) se dio primero 

dentro del Distrito Federal y a partir de los años cincuenta se amplía al Estado de México, 

conforme avanza la mancha urbana. Los datos que presenta Salazar (2012b, pág. 75) 

indicaron que entre 1970 y 2000, 800 mil hectáreas incorporadas al Sistema Urbano Nacional 

(SUN) fueron de superficies ejidales y comunales22 (Salazar, 2012b).  

La irregularidad de los asentamientos humanos ejidales fue un tema trascendental, 

pues el crecimiento de las ciudades dependía de los espacios rurales (ejidales). Si bien, 

existían algunos mecanismos para regularizar y definir zonas de urbanización ejidal, como 

veremos en el Capítulo II, salvo la expropiación utilizada por la Comisión para la 

Regularización de la Tenencia de la Tierra (Corett), fueron escasamente utilizadas para 

resolver estas problemáticas. Por ello, pensado en los cambios legales de 1992, nos 

preguntamos ¿Cuáles son los mecanismos que se han previsto en la Ley Agraria para resolver 

                                                 
22 La expansión de la ciudad sobre la propiedad social con destino no urbano en la década de los 70´s, orientó 

hacia la creación de instituciones como la Corett, reformas constitucionales al artículo 27 y 115 

constitucionales, creación de una Ley General de Asentamientos Humanos y Programas de Desarrollo Urbano 

para regularizar (Azuela de la Cueva, 1989; Cruz Rodríguez, 2008). 
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los asentamientos humanos irregulares en los ejidos y las comunidades? ¿Qué tipo de 

irregularidades hay cuando se conforman asentamientos humanos con población 

perteneciente al mismo ejido? 

Definición de zonas urbanas en los núcleos agrarios, después de 1992 

La reforma al artículo 27 constitucional y la nueva Ley Agraria de 1992 modificó las 

instituciones, reglas y políticas a fin de regularizar los derechos de propiedad en los ejidos y 

comunidades. Las reformas en los derechos agrarios tuvieron efectos directos en la 

delimitación de zonas de asentamientos humanos ejidales, como se profundiza en el capítulo 

II. Por medio del Programa de Certificación Ejidal y Titulación de Solares Urbanos 

(Procede), se permite que los ejidos puedan delimitar en el plano interno tierras parceladas23, 

de uso común y para el asentamiento humano (PA, 1995; Robles Berlanga H. , 2003). Esto 

implicó organizar cursos de acción para delimitar y regular los asentamientos humanos en 

los núcleos agrarios.  

Tras la aprobación del nuevo marco jurídico, Azuela y Ward (1994), Cruz Rodríguez 

(1994) y Olivera Lozano (2005) centraron sus investigaciones en analizar los cambios 

jurídicos al artículo 27 y la Ley agraria, teniendo como punto de referencia los efectos en la 

urbanización de los ejidos que están incorporándose a la mancha urbana y en aquellos donde 

hay presión para urbanizarse. Estas primeras revisiones buscaron comprender las 

dimensiones de los cambios, pero habría que profundizar más los análisis. Jones y Ward 

(1998) se preocuparon por entender los alcances de las reformas para desplazar las formas 

ilegales de producción de la tierra para usos urbanos, pues al menos desde la década de 1970, 

las tierras ejidales fueron la principal fuente de suministro ilegal para la vivienda de interés 

social. 

No obstante, es indispensable pensar en los efectos que tuvieron los cambios legales 

de 1992 en los ejidos rurales, porque a pesar de no tener procesos urbanos consolidados, si 

tienen población dispersa sobre todo al crecer la población, como veremos en el caso de 

                                                 
23 Son tierras formalmente parceladas aquellas que han sido asignadas individualmente a los ejidatarios 

mediante: I. Resolución agraria administrativa; II. Resolución jurisdiccional, o III. Resolución de la Asamblea, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 56 de la Ley (Art.3 del Reglamento). Con la nueva Ley, hay 

una nueva figura jurídica, los posesionarios, que también pueden tener una parcela.  
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estudio. Por ello, es necesario preguntarnos ¿Qué mecanismos surgieron de las reformas de 

1992 para atender la irregularidad en los asentamientos humanos ejidales? ¿Los ejidos 

adoptaron asentamientos humanos en función del destino que en la práctica tenían las tierras 

ejidales? ¿Cuáles fueron los actores e instituciones que inciden en la delimitación de 

asentamientos humanos ejidales? 

Rivera Rodríguez (2011) señala que hay vinculación entre los derechos de propiedad 

agraria con el desarrollo urbano porque la Ley agraria reconoce tierras de asentamiento 

humano ejidal, dentro de las que se identifica a la zona de urbanización y su fundo legal24. 

Además, canceló con las reformas, la participación de la Secretaría de la Reforma Agraria en 

el proceso de constitución de las zonas de urbanización de los núcleos agrarios, asignándose 

a la asamblea ejidal la delimitación y reconocimiento formal y al municipio la elaboración 

de planes y programas de desarrollo urbano.  

En términos del municipio Baitenmann (2001) señaló que la reforma municipal de 

1983 dotó de autonomía, recursos y capacidad administrativa para planear el crecimiento 

urbano, pero en la década de 1990, cuando comenzaba a funcionar se tuvo un contexto legal 

agrario nuevo: las reformas de 1992 (Baitenmann, 2001). Ante el crecimiento poblacional en 

los ejidos, hay un desfase que provoca la desarticulación institucional entre la planeación 

urbana que le corresponde al municipio asignada en 1983 y la decisión de delimitar 

asentamientos humanos de los ejidatarios de 1992. Por ello es un tema para seguir en esta 

investigación. 

 Para resolver el problema anterior, es necesario articular funciones de desarrollo 

urbano municipal y las decisiones internas de los núcleos agrarios para delimitar la zona de 

urbanización, pues al dotarse estos últimos de autonomía en 1992, generó una especie de 

poderes locales paralelos al del municipio (Baitenmann, 2001). Los problemas de autoridad 

sobre el suelo urbano en zonas ejidales son sustantivos, pues según Lozano (2012), las 

asambleas ejidales parecieran un “cuarto poder” porque en ocasiones predomina la decisión 

                                                 
24 El fundo legal es el área irreductible concedido a un pueblo, destinado a la vivienda de sus habitantes. Durante 

la colonia, surge este concepto para nombrar una concesión de tierras a los pueblos indígenas: seiscientas 

varas medidas desde la iglesia del pueblo a cada uno de los cuatro rumbos cardinales (Orozco, 1975). Sin 

embargo, en la legislación posterior a 1917, se utiliza esporádicamente en las leyes y códigos, pero sin ninguna 

definición clara, incluso el Registro Agrario Nacional no tiene ningún registro o acción agraria que haga 

referencia al fundo legal.  
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de las asambleas ejidal sobre la del municipio. Los ejidos tienen su propio sistema de 

gobierno, sin embargo, deben respetar el plan municipal de desarrollo urbano, tanto para 

establecer viviendas en las parcelas ejidales, como para delimitar o regularizar un área de 

asentamientos humanos ejidales. De lo contrario, no podrían acceder a los servicios públicos 

que el municipio dota a la población.  

Los estudios jurídicos posteriores a 1992 han analizado los procedimientos formales 

para delimitar, regularizar zonas de urbanización en los ejidos. Aunque queda mucho por 

discutir, sobre todo lo que respecta a la relación entre la Ley Agraria y la nueva Ley General 

de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial, Desarrollo Urbano. La Ley Agraria 

y los reglamentos que de ella emanan no han considerado procedimientos específicos para 

regularizar las zonas parcelarias o de uso común que en la práctica están destinadas a los 

asentamientos humanos. Tampoco han determinado el tipo de articulación y sus mecanismos 

entre las autoridades municipales y ejidales para delimitar, ampliar, reservar o regularizar 

asentamientos humanos ejidales, respetando los usos y destinos de los planes y programas de 

desarrollo urbano. Por ello, nos preguntamos: ¿Cuáles son los temas urbanos que se 

discutieron durante el proceso de reforma al marco jurídico agrario? ¿Cuál es la relación entre 

el marco normativo urbano y el agrario para organizar y planear los asentamientos humanos 

ejidales? ¿Cuáles son los actores ejidales y municipales que intervienen en la conformación 

de asentamientos humanos ejidales? ¿Cuál es la relación entre el municipio y la asamblea 

ejidal para planear asentamientos humanos ejidales? 

El debate de la urbanización en ejidos después de 1992 

Los trabajos que han continuado ocupándose del análisis de la periferia de la ciudad de 

México han permitido obtener información sobre la relación entre lo rural (pueblos) y la 

ciudad. Por ejemplo, Cruz Rodríguez (2002) aborda la relación entre la urbanización y el 

sector agrícola en la periferia, pues la expansión urbana desvanece los límites de la ciudad 

por la presencia de actores urbanos y actividades agrícolas. Cruz Rodríguez y Carbone (2012) 

señalan que en las zonas con territorios dedicados a usos rurales en proceso de urbanización 

han generado tensiones entre originarios de los pueblos, campesinos, ejidatarios, 

inmobiliarias, colonos, entre otros (Cruz Rodríguez & Carbone, 2012). Moreno Flores (2012) 
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profundiza en los actores sociales que se identifican en la toma de decisiones en el proceso 

de transformación del suelo urbano de los pueblos de la periferia de Ciudad de México. 

Estos trabajos centraron su atención en la urbanización de los sectores rurales 

(ejidales) de la periferia urbana, destacando el papel de los pueblos originarios, campesinos, 

inmobiliarias, etc., para comprender su transformación a suelo urbano. En este sentido, es 

necesario pensar los territorios rurales más allá de los espacios periféricos de las ciudades, 

pues son espacios potenciales para el desarrollo urbano, por ello, nos preguntamos: ¿Cuáles 

son las condiciones que permiten a un espacio ejidal (rural) conformar un área de 

asentamientos humanos? ¿Cuáles son los actores que fomentan y gestionan la consolidación 

de espacios de asentamientos humanos en los ejidos, donde las inmobiliarias no tienen 

influencia? 

En el análisis de la urbanización ejidal, otros estudios han discutido las 

transformaciones de las sociedades y territorios rurales (ejidales), pues aparecen algunas 

actividades económicas y sociales que eran propias de zonas urbanas. Por ejemplo, Arias 

(1992; 2005) encuentran que las zonas rurales y especialmente en los ejidos, la agricultura 

como actividad económica se han estado abandonando, hay un número creciente de 

asalariados, como de trabajo por cuenta propia. Sin embargo, la crítica de Torres-Mazuera 

(2012) es que usa el concepto “nueva ruralidad” sin argumentar la pertinencia de concebir 

como nuevo el espacio rural en su conjunto y que se centra en indicadores económicos y 

sociodemográficos, poniendo solo atención a los factores externos y se olvidan de los factores 

internos. Por ello, Torres Mazuera (2008; 2012) y Larralde Corona (2008) exploran los 

factores endógenos como los conflictos en los sistemas de valores y las reconfiguraciones de 

las relaciones de poder asociados a las nuevas reglas ejidales, nuevos actores sociales 

(posesionarios y avecindados) y su relación con el municipio. La pregunta que nos hacemos 

para la investigación es: ¿Cuáles son las dinámicas cotidianas en los ejidos rurales que 

posibilitan -o no- la creación, desarrollo y consolidación de zonas de asentamientos humanos 

ejidales?  

Los cambios al marco jurídico modificaron la organización ejidal. Algunos estudios 

como los de Salazar Cruz (2012c) han formulado que el poder de los ejidatarios se ha 

incrementado en la práctica porque tienen el control de la delimitación de zonas urbanas y 
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regularización de tierras ejidales. Los ejidatarios, por medio de la asamblea, son quienes 

toman las decisiones para que las tierras ejidales sean destinadas a usos urbanos. Por otro 

lado, Torres-Mazuera (2012) resalta la debilidad del ejido, porque al incrementarse la 

población, los que no son reconocidos como ejidatarios, no tienen ni voz ni voto en la toma 

de decisiones en la asamblea. Por lo tanto, los que no participan de la asamblea ejidal 

(posesionarios, avecindados y ciudadanos) no reconocen al ejido como una organización 

política y social para representarlos. 

Otros autores como Olivera (2001), Ramírez Garibay (2007) y Salazar (2012b), han 

indagado en el efecto que han tenido las reformas en el proceso de regularización de zonas 

urbanas en ejidos y comunidades. Han podido constatar que se han incrementado las 

superficies urbanas, pero no necesariamente siguiendo las reglas, los planes y programas de 

desarrollo urbano25, y las condiciones jurídico-institucionales que suponen el nuevo marco 

jurídico agrario. En el mismo sentido, Olivera Lozano (2005) constata la insuficiencia de los 

nuevos cursos de acción, como la delimitación de zonas de urbanización en el ejido con 

Procede, implementados a partir de 1992 para regularizar la tenencia de la tierra en los ejidos 

y comunidades.26 Según Olivera (2001; 2005) esto es debido a que las políticas para ampliar 

y reservar áreas de urbanización ha dejado de lado a los sujetos agrarios y la asamblea para 

ordenar y planificar el desarrollo urbano (Olivera, 2001; 2005). Las preguntas que se 

desprenden de estos trabajos son: ¿Cuáles son las nuevas irregularidades para acceder a suelo 

urbano que surgen de las reformas?, ¿Cuáles son los mecanismos que utiliza la población 

ejidal para conformar asentamientos humanos ejidales? ¿Cómo interactúan los distintos 

actores en la conformación de asentamientos humanos? ¿Cuáles son los mecanismos para 

acceder a los servicios públicos, infraestructura si están al margen de la legislación urbana? 

                                                 
25 El papel de los planes y programas fueron relativamente secundarias, pues recién se inicia un proceso de 

planeación territorial urbana en los 70’s, con reformas al artículo 27 y 115 constitucional, una Ley General de 

Asentamientos Humanos y se impulsó la creación de leyes estatales de asentamientos humanos (Azuela de la 

Cueva, 1989).  

26 La irregularidad en los asentamientos humanos en los núcleos agrarios puede ser por: la posesión de la 

propiedad (uso de la tierra sin un certificado o título); ausencia de un área delimitada de asentamientos 

humanos; tipo de uso de suelo; omisiones en el seguimiento de los planes de desarrollo urbano municipales o 

estatales; y la ausencia de permisos de construcción de la vivienda (Ver Ley General de Asentamientos 

Humanos 1993 y Ley Agraria 1992) 
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La urbanización ejidal 

Con base en la legislación de las reformas al marco jurídico agrario de 1992, y el Procede 

podemos definir la urbanización ejidal como el proceso mediante el cual ejidatarios, 

posesionarios y avecindados edifican sus viviendas y establecen los servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento necesarios para la convivencia comunitaria en el área de 

asentamiento humano delimitado por la asamblea y certificado por el Procede. 

El proceso de urbanización en ejidos se puede dar por medio de tres caminos: 1) la 

constitución, ampliación y regularización de las zonas urbanas de los núcleos agrarios; 2) la 

aportación de tierras de uso común a sociedades civiles o mercantiles27; y 3) la 

desincorporación de parcelas del régimen agrario por la vía de la adquisición del dominio 

pleno28 (PA, 2009; Ley Agraria, 1992). El trabajo aquí planteado se centra en la constitución, 

ampliación y regularización de zonas urbanas en los ejidos. En este sentido, profundizamos 

en la delimitación de asentamientos humanos  

Este panorama da cuenta de la centralidad de los ejidos y las comunidades para el 

crecimiento de las ciudades. Sin embargo, no sabemos suficiente sobre los procesos urbanos 

en los núcleos agrarios rurales que han delimitado asentamientos humanos en el plano 

interno, y menos se puede dar seguimiento a los ejidos y comunidades que no han delimitado 

zonas de urbanización. La dinámica poblacional en proceso de desarrollo urbano obliga a 

crear viviendas para los sujetos agrarios y a los pobladores en general. A pesar de la falta de 

regularización de asentamientos humanos en ejidos, hay “prácticas organizativas” (ver más 

debajo de este capítulo) como la Junta General de Pobladores, en el ejido de San Felipe 

Coamango. También encontramos prácticas aceptadas o consensuadas en terrenos agrícolas 

                                                 
27 En la aportación de tierras de uso común a sociedades mercantiles para la urbanización ejidal se asocian 

ejidatarios, gobiernos estatales y/o municipales y el sector privado en su caso. Los proyectos inmobiliarios 

pueden llevarse a cabo ya sea sobre las tierras ejidales de uso común o sobre las tierras parceladas del ejido 

(Rivera Rodríguez, 2011). 

28 El dominio pleno es la acción que ejercita el ejidatario con autorización previa de la asamblea, para que la 

parcela sobre la cual tiene derechos cambia de régimen a propiedad plena del ejidatario titular y se sustrae del 

patrimonio del ejido. Con ello, las superficies pueden destinarse a la urbanización (PA, 2009). Salazar Cruz 

(2014) señala que el cambio de régimen ejidal a dominio pleno en la periferia urbana ha transformado las 

relaciones entre los ejidatarios y los pobladores de menores ingresos, propiciando de esta manera un mercado 

formal de tierra (Salazar, 2014). 
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de manera espontánea, sin autorización formal, que facilitan la gestión de servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento.  

En seguida se propone el análisis de políticas públicas, con énfasis en el enfoque de 

políticas institucionales, para comprender cómo la evolución de los derechos de propiedad 

ejidal fueron determinantes para poner en marcha las instituciones, las políticas, programas 

y cursos de acción para delimitar áreas de asentamientos humanos ejidales, mismas que 

modificaron la relación de lo urbano y lo rural en dichos espacios territoriales. A 

continuación, se detallan los conceptos y perspectivas del enfoque de políticas 

institucionales. 

1.2 Políticas institucionales para el análisis de 

asentamientos humanos 

Los enfoques y conceptos presentados en el apartado anterior se complementan con el 

enfoque de políticas institucionales. A continuación, presentamos, discutimos y señalamos 

el enfoque que elegimos para estudiar la instrumentación de las políticas de regularización 

de la tierra, la articulación entre las instituciones agrarias y municipales en la delimitación de 

zonas urbanas en los ejidos y la forma en que se gestionan servicios públicos, infraestructura 

y equipamiento.  

Definición y corrientes de políticas públicas 

El concepto de políticas públicas29 que se utiliza para esta investigación se basa en Meny y 

Thoening (1992, pág. 7), quienes señalan que las políticas públicas se refieren al: “…estudio 

de la acción de las autoridades públicas en el seno de la sociedad”. Esta definición ha sido 

más o menos compartida por los diversos enfoques de política pública (Meny & Thoenig, 

1992; Muller, 2002; Roth Deubel, 2006). Pierre Muller e Ives Surel (1998) ampliaron dicha 

definición para quedar de la siguiente manera: 

                                                 
29 La teoría de las políticas públicas se desarrolla tras el fin de la segunda guerra mundial, cuando se puso 

cuestionó la eficacia de los gobiernos. Se evidenciaron las limitaciones técnicas y financieras de los gobiernos, 

así como el crecimiento de los asuntos públicos que debían ser atendidos (Aguilar Villanueva, 1992a; Merino, 

2013). 
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 “…una política pública designa el proceso por el cual se elaboran y se implementan programas de 

acción pública, es decir, dispositivos institucionales coordinados alrededor de un objetivo explícito” 

(Muller & Surel, 1998, pág. 13). 

Desde nuestra perspectiva, la política pública es la acción de las instituciones públicas, que 

diseña e implementa cursos de acción (o inacción), programas públicos, para resolver 

problemas que se juzgan como problemáticos en cualquier ámbito de la sociedad.  

El estudio de las políticas públicas se ha clasificado de múltiples maneras, las tres 

planteadas por Subirats y otros (2008) se presentan a continuación. La primera relaciona el 

análisis de políticas públicas y la Teoría del Estado. La pretensión es analizar las políticas 

para conocer y explicar la acción pública estatal, esta corriente es desarrollada por la ciencia 

política para explicar grandes temas de la teoría del Estado30. La crítica recurrente a esta 

clasificación es por los escasos aportes al mejoramiento de la acción del gobierno, pues se 

centran en los grandes temas del Estado, como su surgimiento y naturaleza, por ello, se 

vincula con la filosofía política.  

La segunda se centra en el funcionamiento de la acción gubernamental para explicar 

y comprender la forma en la que operan y la lógica de acción de las instituciones. Con esta 

corriente se busca comprender la complejidad de los procesos de decisión pública, al 

descomponerlos en las diferentes instituciones y actores que intervienen en las políticas para 

mejorar su funcionamiento31. Las críticas generalizadas a esta corriente son por la ausencia 

de una teoría del estado que guie las interpretaciones, el uso exagerado de los marcos 

jurídicos como insumos de análisis (Bolívar Espinoza A. , 1997a). 

La tercera explica los resultados de la acción pública y sus efectos en la sociedad 

basándose en los objetivos que persigue y/o a sus efectos indirectos o no previstos, es decir, 

                                                 
30 Varios modelos se han desarrollado desde esta perspectiva, por ejemplo: modelo pluralista, neomarxista, 

neocorporativista. Para una revisión con más detalle ver: (Meny & Thoenig, 1992; Roth Deubel, 2006; 

Parsons, 2007).  

31 Esta corriente tiene distintas formas de aproximarse, entre las cuales destacan: 1) los análisis de las toma de 

decisiones o sociología de las organizaciones, 2) seguimiento de herramientas e instrumentos de intervención 

pública o nueva gestión pública, 3) el estudio de estructuras, procedimientos y formas institucionales o 

políticas institucionales, y 4) el enfoque cognitivo de las políticas. Para mayor detalle ver: (Meny & Thoenig, 

1992; Roth Deubel, 2006; Parsons, 2007). 
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la evaluación de políticas32. La crítica a esta corriente radica en que la evaluación se enfoca 

en el cumplimiento de los objetivos planteados por la política y a partir de ahí determina su 

eficacia, sin preocuparse en la resolución de los problemas públicos y menos aún, por los 

problemas concebidos socialmente.  

Esta investigación se ubica en el segundo y tercer campo de estudio: el 

funcionamiento de la acción gubernamental o políticas institucionales y los resultados de la 

implementación de programas como Procede o los planes municipales de desarrollo urbano. 

Este enfoque se preocupa por las estructuras, procedimientos y formas institucionales de las 

políticas públicas, destacando las formas de funcionamiento de las instituciones a partir del 

diseño y la puesta en marcha de las políticas, programas o cursos de acción para resolver un 

tema que se juzgue como problemático (Quermonne, 1985; Subirats et al., 2008).  

De manera preliminar podemos señalar que desde las políticas institucionales interesa 

analizar 3 aspectos de los asentamientos humanos ejidales: 1) los cambios jurídicos de la 

tenencia de la tierra que han incidido en la conformación de asentamientos humanos, 2) los 

cambios de diseño institucional que tuvieron el Registro Agrario Nacional, la Procuraduría 

Agraria, la Secretaría de la Reforma Agraria, así como las autoridades ejidales (Asamblea 

ejidal, Comisariado ejidal, etc.) y municipales que incidieron directamente en la organización 

y delimitación de zonas de asentamientos humanos; y 3) el diseño e implementación del 

Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (Procede) 

para delimitar, ampliar, regularizar o reservar zonas de asentamientos humanos ejidales. 

En el siguiente apartado, planteamos los alcances, las limitaciones y los ajustes 

realizados a dicho enfoque para el desarrolla de la investigación.  

Definición de políticas institucionales 

Las políticas públicas institucionales tienen por objeto central la conformación, promoción, 

transformación o desagregación de instituciones del Estado. Estas políticas inciden 

directamente en una institución o un sistema de instituciones, tienden a establecer nuevas 

                                                 
32 Hay dos campos de estudio que se han consolidado: 1) el desarrollo de metodologías para la realización de 

las evaluaciones, y 2) el análisis de los procesos de evaluación para mejorar la gestión pública y la toma de 

decisiones. Ver: (Meny & Thoenig, 1992; Roth Deubel, 2006; Parsons, 2007). 
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condiciones legales (constitución o sus leyes) para que la acción pública del gobierno 

(secretarias del Estado) resuelva los temas que se juzguen como problemáticos en un contexto 

social específico (Bolívar Espinoza & Flores Vega, 2015). 

La perspectiva de las políticas institucionales estudia las instituciones y las políticas 

públicas, teniendo como marco general las normas jurídicas33. La importancia de las 

instituciones (políticas) formales para Quermonne (1985) es el papel que desempeñan para 

hacer efectiva la acción del gobierno. Por ello, propone analizar la conformación, promoción, 

transformación o desagregación de instituciones del Estado como elementos fundamentales 

para el análisis del diseño e implementación de las políticas públicas. Es decir, las 

instituciones son el espacio gubernamental en el que se diseñan e implementan programas 

públicos, políticas sectoriales y cursos de acción orientados a resolver problemas públicos en 

la sociedad (Roth Deubel, 2006; Subirats et al., 2008). 

Algunas de las críticas al enfoque de políticas institucionales son las siguientes: 1) el 

alto valor que asigna al marco jurídico, corriendo el riesgo de confundir el análisis de 

políticas con el análisis jurídico; 2) el análisis de las instituciones formales para explicar las 

políticas públicas dejan fuera la participación de instituciones informales; 3) la omisión de 

actores sociales y privados en el análisis de las políticas públicas (Bolívar Espinoza A. , 

1997a). Esta última crítica es atendida en nuestra investigación incorporando el análisis de 

los actores e instituciones locales, tanto formales (asamblea ejidal, delegados, subdelegados, 

Consejo de Participación Ciudadana, sujetos agrarios y pobladores, etc.), como informales 

(Junta General de Pobladores, organización vecinales, asociaciones de padres de familias, 

etc.).  

En esta investigación, el análisis de los marcos jurídicos de la tierra (artículo 27 

constitucional, leyes, códigos y reglamentos agrarios) los utilizamos para explicar el origen 

de las políticas, programas y cursos de acción, pues no surgen de manera espontánea porque 

son impulsadas y delimitadas por el marco legal. Por ejemplo, nos interesa la Ley Agraria 

                                                 
33 En los estudios sobre las políticas institucionales iniciados por Lowi (1972) y Quermonne (1985) la 

preocupación ha sido recuperar la noción del Estado como una categoría de análisis, frente al monopolio de 

los enfoques anglosajones de las políticas públicas, donde la figura del Estado es inexistente. Lowi (1972) 

propone recuperar la noción de Estado, teniendo presente que la forma de hacerlo efectivo son las políticas 

públicas implementadas por las instituciones. Quermonne (2015), se preocupa por estudiar al Estado, las 

instituciones y las políticas. 
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(1992) porque estableció las condiciones legales para diseñar e implementar el Programa de 

Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares, al tiempo que dicho programa 

permitió a las asambleas ejidales decidir el destino de las tierras ejidales (asentamientos 

humanos, parcelas y uso común). 

La crítica que apunta a las limitaciones del análisis a instituciones formales desde el 

propio enfoque no se resuelve del todo, porque sólo considera una visión dinámica o 

“viviente” de las instituciones; lo que deja fuera el papel que juegan las instituciones 

informales que inciden en las políticas, programas y cursos de acción. Es decir, desde esta 

perspectiva es posible analizar el rol de las instituciones agrarias y los cambios que tuvieron 

desde el inicio de la reforma agraria en 1915 hasta la actualidad, pero no estudiar 

organizaciones vecinales que gestionan servicios públicos para consolidar asentamientos 

humanos ejidales. La propuesta en este trabajo es incorporar a las instituciones informales y 

prácticas organizativas para explicar los procesos sociales asociados a los asentamientos 

humanos ejidales. 

A continuación, detallamos los principales componentes del enfoque. 

El papel de las normas y reglas en el análisis de políticas 

El marco jurídico responde a una serie de problemáticas, tanto en la sociedad como en el 

gobierno, cuando adopta las problemáticas sociales y orienta acciones para resolverlas, al 

mismo tiempo, organiza las instituciones gubernamentales y determina las actividades 

autorizadas para las instituciones gubernamentales. El enfoque de políticas institucionales 

utiliza a los marcos jurídicos (la Constitución, las leyes, códigos, reglamentos, etc.) para dar 

seguimiento a la acción gubernamental, sin convertirse en un análisis jurídico (Lowi, 1972; 

Quermonne, 1985). Bolívar Espinoza (1997a) ha denominado “políticas fundantes” a las 

reformas constitucionales o cambios del marco legal que tienen como objeto crear o 

modificar una institución, misma que nace con programas o políticas específicas para atender 

un problema público.  

Para esta investigación, interesan los mecanismos mediante los cuales interactúan los 

marcos jurídicos con las políticas públicas. En primer lugar, crean, modifican y suprimen 

instituciones gubernamentales quienes ponen en marcha las políticas públicas. En segundo 
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lugar, establecen el campo de acción (funciones y objetivos) donde las instituciones pueden 

y están obligadas a actuar. En tercer lugar, dan legitimidad a las políticas, programas y cursos 

de acción gubernamentales. Y cuarto, las políticas públicas materializan las ideas contenidas 

en los marcos jurídicos, es decir, posible los objetivos y las metas que el marco legal establece 

en la constitución y las leyes.  

Como ejemplo, retomamos el marco legal agrario de las reformas de 1992: artículo 

27 constitucional y la Ley Agraria de 1992, como un marco general para la acción pública 

gubernamental. Dichas reformas crearon y modificaron algunas instituciones como el 

Registro Agrario Nacional y la asamblea ejidal, también crearon otras más como la 

Procuraduría Agraria. Estas instituciones operaron con tareas específicas el programa de 

certificación ejidal (Procede), mediante la cual los ejidatarios, por medio de la asamblea 

ejidal decidían el destino de las tierras como asentamientos humanos, parcelas o uso común. 

Las instituciones y las políticas 

El concepto institución tiene distintas interpretaciones, dependiendo de la perspectiva teórica 

de que se trate. El institucionalismo clásico equipara el ordenamiento jurídico con una 

institución, todo ordenamiento jurídico es una institución y toda institución es un 

ordenamiento jurídico (La Torre, 2006), sin embargo, es muy limitado porque hay marcos 

jurídicos que no tienen mecanismos para operar o ejecutar acciones públicas o resolver un 

problema público. El neo-institucionalismo define las instituciones como “las reglas del 

juego en una sociedad o, más formalmente, son las limitaciones ideadas por el hombre que 

dan forma a la interacción humana” (North, 1995). Este enfoque considera a las instituciones 

como el marco en el que se desarrollan los comportamientos individuales, la acción selectiva 

y las políticas públicas; hay una interdependencia entre las instituciones y las políticas (Roth 

Deubel, 2006). Por ello, reconocen la existencia de las instituciones formales, pero también 

informales, por lo que la repetición por periodos prolongados de estas rutinas constituye el 

mundo de las instituciones34 (North, 1995; Romero, 1998). 

                                                 
34 Las instituciones incluyen no solamente las reglas de procedimiento, los dispositivos de decisión, la forma 

de organización, las rutinas y el tratamiento de la información, sino también las creencias, paradigmas, 

culturas, tecnologías y saberes que sostienen y a veces contradicen las reglas y rutinas (Roth Deubel, 2006). 
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 La crítica más amplia a este enfoque radica en las dificultades conceptuales y 

metodológicas para distinguir lo que es o no es institucional (¿qué factores no son 

institucionales?) (Roth Deubel, 2006). Para atender esta crítica, realizamos dos precisiones. 

La primera es retomar una vertiente francesa institucional que considera a las instituciones 

políticas (formales) como dinámicas35, lo cual permite adaptarse a diversos contextos 

sociales para crear, modificar o suprimir sus estructuras, objetivos y mecanismos de acción. 

Estas instituciones surgen de los marcos jurídicos, pero interactúan con la burocracia y los 

actores sociales que las adaptan a sus necesidades. En palabras de Subirats y otro (2008, págs. 

95-96) las instituciones surgen de normas jurídicas formales, pero hay convenciones 

informales de los actores (burocracia y actores sociales) que fijan la forma de operar o 

funcionamiento de las instituciones y de las políticas públicas. El carácter dinámico de las 

instituciones en este enfoque permite que las prácticas de los actores puedan convertirse en 

instituciones formales, programas o cursos de acción para resolver problemas públicos. La 

segunda es incluir el concepto de prácticas organizativas para estudiar las prácticas y los 

mecanismos no formales, mismos que se analizan más adelante. 

Las instituciones son el conducto por el que se diseñan e implementan programas 

públicos, políticas sectoriales y cursos de acción orientados a resolver problemas públicos en 

la sociedad (Roth Deubel, 2006; Subirats et al., 2008). Las instituciones surgen, se modifican 

o suprimen desde los marcos jurídicos, al tiempo que reciben funciones para atender algún 

problema en la sociedad (Bolívar Espinoza A. , 1999). Las instituciones como parte de sus 

tareas tienen que enfocarse en temas específicos o sectoriales (salud, desarrollo social, 

desarrollo agrario, turismo, relaciones exteriores, etc.) para definir los problemas públicos 

con apoyo de diversos actores sociales, diseñar e implementar alguna acción para resolverlo.  

Una demanda de la sociedad a nivel nacional por transformar las instituciones del 

gobierno obliga en algunos casos a elaborar una nueva constitución, como ocurrió con los 

reclamos de la revolución mexicana ante el despojo y la ausencia de tierra para trabajar. Esto 

                                                 
35 El antecedente proviene de Maurice Hauriou (1929), quien señala que las instituciones son las reglas o normas 

fijadas, pero que están abiertas a contingencias y adaptaciones. Las instituciones son instancias dinámicas 

cuando alguna de las partes del Estado tienen un interés porque funcione, se modifique, e incluso desaparezca, 

en los dos primeros casos procurando los recursos financieros y morales de la administración, y en el tercer 

caso, suprimiendo dicha institución del marco jurídico que la sustente (Bolívar Espinoza A. , 1997a).  
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impulsó la promulgación de una nueva Constitución en 1917 y en su artículo 27 prevé una 

serie de instituciones para restituir y dotar las tierras. En otros casos, como la reforma al 

marco jurídico agrario de 1992, donde se pretende dar seguridad a la tenencia de la tierra de 

los ejidatarios y se crean dos instituciones: la Procuraduría Agraria y los Tribunales Agrarios.  

Las instituciones también surgen o se transforman a petición de las instancias 

gubernamentales, porque juzgan que sus actividades han cumplido con el objetivo o las 

condiciones han cambiado. La reforma de 1992 termina con la repartición de tierras (reforma 

agraria) al señalar que ya no hay tierras que repartir y que se estaba generando minifundismo, 

con ello, se modifica los derechos de propiedad. Otro ejemplo, es el cambio de nombre de 

una institución, que trae consigo cambios en las tareas encomendadas, como ocurrió con el 

cambio de nombre de una secretaría de estado en 2013: la Secretaría de la Reforma Agraria 

cambia de nombre a Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano.  

Las instituciones creadas por iniciativas de los marcos jurídicos o por el gobierno 

tienen funciones específicas que las obliga a diseñar programas o cursos de acción, algunas 

de ellas son permanentes y otras más, por un periodo de tiempo. En el caso de instituciones 

como el Registro Agrario Nacional, tiene funciones permanentes como la el registro de las 

acciones agrarias (como el cambio de destino, expropiación, dominio pleno, etc.). En otros 

casos, los cursos de acción de las instituciones son temporales, por ejemplo, el Programa de 

Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos que delimitó las tierras 

y los destinos de los polígonos ejidales por un periodo de tiempo específico (1993-2006). 

Los actores de las políticas 

Las políticas públicas están respaldadas por el marco jurídico, se diseñan e implementan por 

instituciones, pero es importante reconocer y comprender el papel de los actores 

involucrados. Los actores de las políticas públicas pueden ser amplios protagonistas, como 

lo señalan Stein y Tommasi (2006) con papeles y funciones asignadas constitucionalmente 

hasta actores secundarios con participación sólo en alguna parte del proceso o decisión de las 

políticas.  

Los actores pueden ser individuales a uno o varios grupos de individuos con un 

objetivo, en función de las ideas compartidas o el interés común. En ocasiones es difícil 
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incorporar a todos los actores al análisis porque algunos actúan de manera directa y otros de 

manera indirecta (Subirats et al., 2008). De acuerdo con Subirats y otros (2008) al analizar 

las políticas, es necesario saber que los actores tienen diversos grados de organización 

interna, cuentan con diversos recursos y tienen capacidad de movilización. Desde nuestra 

perspectiva, agregamos dos elementos: primero, los actores tienen tareas o actividades 

definidas por el marco jurídico y las propias políticas; y la participación de los actores es 

fundamental para que se logre la implementación de las políticas. Estas condiciones son 

determinantes para comprender cuándo los actores promueven las políticas públicas, cuando 

se oponen a ellas o incluso cuando desconoce que su participación es necesaria para la 

implementación de las políticas públicas.  

Los principales actores de nuestra investigación son: los sujetos agrarios; las 

instituciones agrarias; las autoridades ejidales; las autoridades municipales; el Comisariado 

Ejidal, la Asamblea ejidal, El Consejo de Vigilancia, la Junta de Pobladores, delegados, 

subdelegados, Consejo de Participación Ciudadana, ejidatarios, posesionarios, avecindados 

y ciudadanos. A partir de la definición de nuestra investigación, cada uno de ellos tiene un 

tipo de partición determinada por el artículo 27 constitucional, la Ley Agraria y al Ley 

General de Asentamientos Humanos. Si algún actor no toma decisiones o no forma parte, las 

instituciones y las políticas públicas no se pueden activar.  

Por ejemplo, para delimitar un área de asentamientos humanos con el Procede, las 

instituciones agrarias (RAN y PA) informaban a los sujetos agrarios sobre la certificación de 

las tierras (Procede) en una Asamblea ejidal, los ejidatarios tomaban la decisión de 

implementar o no. En caso de aceptarse, el INEGI elaboraba trabajos técnicos para delimitar 

el área de asentamientos humanos con apoyo de la Comisión Auxiliar, previo respaldo del 

municipio siempre y cuando se respetara la legislación en materia de desarrollo urbano. Una 

vez establecidas las mediciones, se aprobaba en una Asamblea ejidal con la presencia de los 

ejidatarios, posesionarios, avecindados y anuencia del fedatario público y la Procuraduría 

Agraria. Y finalmente, el Registro Agrario Nacional lo incorporaba a la carpeta básica del 

ejido, otorgaba el registro y expedía los títulos de solares urbanos.  

De las instituciones a las prácticas organizativas 
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El concepto de instituciones (políticas) formales para fines de nuestra investigación en el 

estudio de los asentamientos humanos ejidales es insuficiente. Por ello, retomamos el 

concepto de prácticas organizativas desarrollado por Appendini y Nuijten (2002). Las autoras 

señalan que las prácticas organizativas deben ser entendidas en un sentido amplio, que no 

sólo incluya aspectos normativos, sino también reguladores y cognoscitivos que generan 

estabilidad, coherencia y significado para un grupo social. Esto puede incluir acuerdos 

consuetudinarios o rutinarios entre los actores, que se respetan porque dan cohesión social 

(Appendini & Nuijten, 2002).  

El concepto de “prácticas organizativas” es entendido como “…acciones y estrategias 

que los individuos siguen para sostener y desarrollar su subsistencia cotidiana y otros 

proyectos de vida…” (Appendini & Nuijten, 2002, pág. 259) que pueden evolucionar para 

convertirse en patrones establecidos o dar lugar a nuevas instituciones. Por ejemplo, la 

existencia de una Junta General de Pobladores en el caso de estudio de San Felipe Coamango, 

no es reconocida legalmente, sin embargo, es un mecanismo desarrollado por los pobladores 

para atender y resolver las demandas del pueblo y del ejido, incluyendo instituciones 

formales como las ejidales y municipales (para mayor detalle ver Cap. 4).  

Crowley y Appendini (1998) señalan que pueden existir prácticas o acuerdos entre 

los actores en una escala local que no están reconocidos formalmente (por el marco legal, por 

las instituciones o políticas), pero persisten en el tiempo. Por lo tanto, la Junta General de 

Pobladores de San Felipe Coamango es una práctica organizativa porque no está legalmente 

reconocida, pero tienen prácticas establecidas y legitimadas por los pobladores que 

permanecen en el tiempo. 

Si bien el enfoque de políticas institucionales da relevancia a las instituciones 

formales, agregamos el estudio de prácticas organizativas en el caso de estudio para 

comprender la forma de organización de los sujetos agrarios y pobladores en general. 

Además, el uso de las prácticas organizativas permite acercarnos a los conflictos y tensiones 

que están presentes en el contexto local, sea este institucional o no. Tener sólo la mirada de 

las instituciones formales elimina la perspectiva y las condiciones instancias locales o 

liderazgos individuales capaces de movilizar a la población. Finalmente, permite estudiar las 

formas de organización individuales, fragmentarias y colectivas (formales o informales) y 
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puede ser un punto para recomendar el cambio o la creación de instituciones (o políticas 

públicas) (Appendini & Nuijten, 2002).  

Las prácticas organizativas surgen en los contextos locales de la conjunción de las 

redes e instancias existentes. Como veremos en el caso del ejido de San Felipe Coamango, 

depende de las organizaciones existentes y del apoyo que pueda brindar para gestionar algún 

servicio público o equipamiento urbano. Esto puede provocar que los actores, por ejemplo, 

ejidales (asamblea, sujetos agrarios y municipio) no se preocupen por regularizar 

asentamientos humanos, dado que el municipio no lo exige para proporcionar servicios 

públicos, infraestructura y equipamiento.  

Recapitulación del objeto de estudio 

El objeto de estudio de nuestra investigación no es una ciudad o un espacio territorial que ha 

crecido por la influencia de alguna ciudad, tampoco está determinada por la unión de varias 

ciudades, no hay un proceso de urbanización consolidado, menos hay una dinámica 

económica que impulse la aglomeración de la población. Es un ejido rural en donde 

permanece la agricultura como actividad económica, pero cada vez con menor intensidad, y 

con ello, la ampliación de una economía de servicios local. En el plano interno del ejido, 

comienza la presión demográfica de los sujetos agrarios y de sus descendientes que han 

construido sus viviendas sobre terrenos parcelados, generando de esta manera núcleos de 

población (barrios).  

En el marco de la reforma al artículo 27 constitucional, y la nueva Ley Agraria de 

1992, específicamente la regularización del uso de suelo, delimitación de zonas urbanas 

ejidales la pretensión de nuestro trabajo es: 1) Indagar en la articulación de los sujetos 

agrarios con autoridades federales (RAN, PA, INEGI), municipales y agrarias para 

regularizar la tenencia de la tierra en asentamientos humanos en los ejidos, y 2) Comprender 

la forma en que las autoridades municipales (delegados, subdelegados, Consejos de 

Participación ciudadana) interactúan con autoridades agrarias (la asamblea, junta de 

pobladores, consejo de vigilancia), así como los principales actores como ejidatarios, 

posesionarios, avecindados y pobladores en general para impulsar la dotación de 

equipamiento. Interesan los núcleos agrarios con características predominantemente rurales, 
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pero que no son ajenos a procesos urbanos como la electrificación, alumbrado público, 

mejoramiento y ampliación de carreteras, construcción de escuelas, clínicas, sistemas de agua 

potables, por mencionar algunos. Esto incentiva la concentración de la población en barrios 

o colonias, lo cual demanda nuevos servicios y al mismo tiempo propicia la organización de 

todos los actores para gestionar los servicios necesarios. 

En otras palabras, analizamos la forma en que la formalización de los derechos de 

propiedad incidió para que los ejidos implementaran las políticas o cursos de acción previstos 

en el marco jurídico agrario de 1992, como Procede, para la delimitación de asentamientos 

humanos. Esto es, conocer el rol de las instituciones agrarias en la delimitación del polígono 

ejidal, especialmente de los asentamientos humanos, durante la certificación de los ejidos y 

en particular, del ejido de San Felipe Coamango. Con ello, profundizamos en el papel de la 

asamblea o los sujetos agrarios para delimitar y regularizar las zonas que ya se han destinado 

a asentamientos humanos y usos públicos, siguiendo los incentivos y/o sanciones para 

adoptar las políticas que regulan el crecimiento urbano en los ejidos. Finalmente, interesa la 

articulación de las instituciones agrarias y municipales (Dirección de Obras Públicas y 

Desarrollo Urbano, Delegados, Subdelegados y Consejo de Participación Ciudadana) para la 

ejecución de servicios públicos, infraestructura y equipamiento en el ejido de San Felipe 

Coamango.  

Conclusión del capítulo 

Este capítulo presenta los enfoques utilizados para aproximarnos a nuestro objeto de estudio: 

la teoría de los derechos de propiedad permite explicar y comprender el origen y la evolución 

de los derechos ejidales asociados a temas urbanos desde 1915 a 1992. Para ello, destaca el 

papel que tiene los derechos colectivos ejidales como dinámicos y no como estáticos, aun 

cuando sean considerados consuetudinarios o comunales y la orientación de los cambios en 

los derechos ejidales para explicar el proceso de individualización de los derechos ejidales 

sobre los asentamientos humanos, especialmente con las reformas de 1992. 

El debate de la relación urbana rural de los ejidos profundiza en los desafíos para 

organizar y ordenar los asentamientos humanos ejidales. En principio para conocer las 

diversas acepciones de lo urbano y su vínculo con los espacios rurales ejidales, donde los 
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límites cada vez son menos claros que rebasan a los marcos jurídicos urbano y agrario. A 

esto se le suma el rol que juegan los ejidos como espacios territoriales con destinos 

aparentemente agrarios, pero que se han usado para atender la demanda de espacio habitable 

ante el crecimiento de las ciudades, de manera regular e irregular antes y después de las 

reformas de 1992. Finalmente se retoman los mecanismos y actores que inciden en la gestión 

de servicios públicos, infraestructura y equipamiento a pesar de no contar con áreas urbanas 

reconocidas por las autoridades municipales.  

El enfoque de políticas institucionales ahonda en el estudio de los marcos jurídicos 

(1915-1992) como campo de la acción pública gubernamental que incidieron en la creación, 

transformación o supresión de las instituciones agrarias y municipales que inciden en la 

delimitación y regulación del desarrollo urbano en los ejidos. También se estudia el diseño e 

implementación de los programas, políticas y acciones (como Procede o el plan Municipal 

de Desarrollo Urbano), así como la participación de actores como ejidatarios, autoridades 

auxiliares municipales, pobladores, etc., para regular, delimitar y regularizar la urbanización 

ejidal.  

Al enfoque de políticas, se le agrega el concepto de prácticas organizativas para 

explicar los mecanismos de organización social de los ejidatarios y pobladores para gestionar 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento. Es decir, los mecanismos que los 

pobladores del ejido de San Felipe Coamango utilizan o han utilizado para acceder a los 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento frente al municipio u otras instituciones 

gubernamentales. 

En el estudio de caso, el enfoque de políticas institucionales permite aclarar los 

procesos de regularización que se siguieron con la certificación de tenencia de la tierra. La 

forma en que en el Ejido de San Felipe Coamango delimitaron las tierras de uso común, 

parceladas y de asentamientos humanos. Se da seguimiento a las instituciones federales 

(RAN, PA, INEGI), a las locales (Asamblea ejidal, Consejo de Vigilancia y Comisión 

Auxiliar) y a los actores que jugaron un rol en la toma de decisiones (sujetos agrarios, 

municipio). Esto permitió conocer los conflictos que se tuvieron durante la puesta en marcha 

de Procede y la forma de resolverlos, tanto por las autoridades federales como por las locales. 
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Capítulo II.  

Políticas de distribución de la tierra y 

delimitación de asentamientos humanos en los 

núcleos agrarios; una visión desde la legislación 

agraria mexicana (1915-2014)  
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Introducción del capítulo 

El objetivo de este capítulo es analizar los temas urbanos durante la implementación de la 

política de distribución de la tierra (1915-1992) para entender la forma en que se fueron 

combinando procesos urbanos y rurales en los ejidos mexicanos. Con ello se presentan los 

antecedentes para discutir la reforma de 1992 que modificó los derechos de propiedad de los 

núcleos agrarios y sus efectos en la conformación de asentamientos humanos como un área 

de urbanización. Para comprender la relación urbana rural se analizan el papel y la 

articulación de autoridades ejidales y municipales establecidos por los marcos legales para 

delimitar o regularizar una zona urbana o un área de asentamientos humanos ejidales. Estos 

antecedentes constituyeron de los temas urbanos que se definieron con las reformas al marco 

legal agrario de 1992. Si bien, se retoma el marco jurídico, la pretensión es determinar el 

marco de acción gubernamental que permitió a los ejidos incorporar una zona de 

asentamientos humanos en sus superficies. 

El presente capítulo analiza el papel de los temas urbanos durante la definición y 

diseño de la política de distribución de la tierra iniciada en 1915 para comprender la relación 

urbana rural gestada con la restitución y la dotación de tierra a los pueblos. Se estudia la 

evolución de los derechos de propiedad de los sujetos agrarios ante la incorporación de áreas 

urbanización en sus distintas modalidades (zona de urbanización, fundo legal, asentamientos 

humanos, solares urbanos, etc.). También se estudian los mecanismos que definieron al 

municipio como autoridad encargada de regular los usos y destinos de la tierra y la planeación 

de las zonas de urbanización, incluidos los ejidos.  

Ante la reforma a los derechos de propiedad de la tenencia de la tierra de 1992, se 

detalla la reorganización de la vida colectiva de los núcleos agrarios con la Asamblea ejidal, 

el Reglamento Interno y se especifican los mecanismos para delimitar, los procedimientos 

para regularizar y planear los asentamientos humanos ejidales. Se muestran las 

ambigüedades, contradicciones y vacíos del marco jurídico agrario y la legislación en materia 

de urbanización para regular los asentamientos humanos ejidales.  

Las políticas o programas definidos para constituir, ampliar, regularizar o reservar 

asentamientos humanos en los núcleos agrarios son analizados desde la perspectiva del papel 

que juegan diversos actores como: la asamblea ejidal, la junta de pobladores y el municipio. 
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La atención se centra en las políticas, instrumentos y mecanismos de certificación que 

permitieron la delimitación de una zona de asentamientos humanos en los polígonos ejidales. 

Además, se examina la ampliación, constitución, reserva y regularización de los 

asentamientos humanos como forma de urbanización en los ejidos, que se dan mediante el 

cambio de destino de las tierras parcelarias y de uso común a asentamientos humanos.  

Para cumplir con el objetivo de este capítulo se estudian: las exposiciones de motivos, 

los debates y los marcos jurídicos aprobados desde la Ley Agraria de 1915; el artículo 27 

Constitucional de 1917; las leyes y códigos reglamentarios de la dotación y restitución de la 

tierra; y los programas y políticas vinculadas con los asentamientos humanos ejidales hasta 

2016. Para las características de los núcleos agrarios certificados se recurrió al Padrón e 

Historial de Núcleos Agrarios (PHINA) actualizado hasta 2014. Se trabajó con la base de 

datos para conocer los tipos de asentamientos humanos de los 31 940 núcleos agrarios. 

Las autoridades municipales en los asentamientos humanos ejidales 

Orígenes formales de la interacción entre autoridades agrarias y municipales 

La pérdida de las propiedades comunales de los pueblos, junto con la escaza participación y 

autonomía del municipio en la organización de la vida colectiva, provocó reclamos de 

reforma agraria y del municipio libre a finales del siglo XIX36. El municipio libre se 

formalizó con la reforma al artículo 109 de la Constitución de 1857, con la que se establece 

“…el municipio libre, administrado por ayuntamientos de elección popular directa y sin que 

haya autoridades intermedias entre estos y el Gobierno del Estado” (Ver Decreto que crea el 

municipio libre)37. Estos fueron ejes articuladores, que los carrancistas vieron como una 

                                                 
36 La demanda del municipio libre surge a partir de 1903, cuando Porfirio Díaz en uso de facultades 

extraordinarias expide la Ley de Organización Política y Municipal del Distrito Federal, con ello, el gobierno 

político y la administración municipal del Distrito Federal quedaron a cargo del ejecutivo (Colin, 1978). La 

demanda de restitución tierras es reconocido por el gobierno de Venustiano Carranza, al igual que la Ley 

Agraria de 1915 y el artículo 27 constitucional, a partir de 1856, cuando se expide la Ley de Desamortización, 

la dotación de tierras a quienes no tuvieran y no contaran con los documentos necesarios para comprobar que 

habían sido despojados de sus tierras.  

37 Decreto que crea el municipio libre de Carranza (1914), reconoce la centralización del gobierno, desvirtuando 

la institución municipal, que las entidades federativas utilizan al municipio para sostener un gobierno absoluto 

y despótico; se imponen a autoridades políticas ajenas a los municipios. Para un desarrollo más amplio ver: 
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bandera política, misma que a la postre sería el fundamento del artículo 115 constitucional, 

donde se regulan y planean las zonas de urbanización, incluidos los ejidos(Meyer, 1995, págs. 

238-239).  

La reforma agraria, por su parte, inicia con la Ley Agraria de 1915, en el que se 

restituyeron las propiedades despojadas y dotaron superficie a los pueblos sin tierras, al 

mismo tiempo fue la base para la creación del artículo 27 constitucional de 1917. La dotación 

y restitución de núcleos agrarios crea una convergencia entre los municipios y los núcleos 

agrarios de manera espacial, lo que demanda una relación de colaboración. Sin embargo, esta 

relación no va a ser reconocido formalmente, pues se crearon instancias y figuras agrarias en 

donde el Ejecutivo federal era la máxima autoridad. De esta manera, se deja de lado la 

participación del municipio en las actividades jurídicas y administrativas en las políticas de 

dotación y restitución de los núcleos agrarios a pesar de que dichas acciones agrarias se 

efectuaron sobre territorio municipal (Baitenmann, 2001).  

A través de los años, la legislación agraria (1915-1992) estableció una separación 

jurídico-administrativa entre instituciones agrarias y municipales. Las autoridades 

municipales no pueden incidir en las decisiones y en los espacios de los núcleos agrarios, aun 

cuando se trate de trabajar de manera colaborativa. El municipio apenas tuvo un vínculo a 

partir del código agrario de 1934, pero únicamente para recaudar el impuesto predial, ello 

continuó con el Código Agrario de 1940, así como el Código Agrario de 1943. 

La Ley Federal de la Reforma Agraria (1971) amplió la participación de los 

municipios, para que al igual que los estados y la federación, hiciera aportaciones económicas 

al Fondo Nacional de Fomento Ejidal (Art. 168). Los municipios también podían 

proporcionar a los ejidos y las comunidades superficies y créditos necesarios para establecer 

bodegas, frigoríficos y los almacenes necesarios para la distribución de los productos 

agropecuarios entre pequeños o medianos comerciantes (art. 177). Las propiedades de los 

municipios, al igual que la de los estados y la federación, podían ser afectadas para dotar o 

ampliar o crear nuevos centros de población (art. 204). 

                                                 
Decreto del 5 de agosto de 1916 sobre las elecciones municipales y el decreto del 4 de septiembre de 1916, 

donde se restituyen los bienes y las rentas a los municipios (Ley del Municipio Libre, 1914). 
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A partir de la década de 1980’s, el ejido y el ayuntamiento, experimentó 

transformaciones en el orden constitucional, social, económico y político (Torres-Mazuera, 

2009). Las políticas de planeación impulsadas durante el gobierno de Miguel de la Madrid 

fueron fundamentales para la organización de planes y programas de desarrollo urbano. En 

este mismo sentido, la reforma al artículo 115, permite al municipio tener una participación 

mayor en el ordenamiento del territorio, como se ve más adelante.  

La legislación en materia de urbanización faculta a los municipios, de acuerdo al Art. 

115, fracción V para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; 

b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en 

concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los Estados elaboren 

proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de los municipios; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus 

jurisdicciones territoriales; 

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 

g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la elaboración y 

aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros cuando 

aquellos afecten su ámbito territorial; e 

i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. 

Sin embargo, no se precisaron mecanismos ni procedimientos para que el municipio regulara 

asentamientos humanos en los ejidos, dado que las asambleas ejidales eran quienes tomaban 

las decisiones sobre las superficies ejidales. A ello se le suma la confusión jurídica por la 

autonomía legal de los núcleos agrarios, lo que se puede traducir en un obstáculo para aplicar 

planes y programas de desarrollo urbano municipales. Con ello, pareciera que se superponen 

las funciones de uno con el otro. La planeación urbana es facultad del municipio, pero no hay 

procedimientos específicos para que los ejidos y las comunidades cumplan el Plan de 

Desarrollo Urbano, pues las Asambleas de los ejidos y las comunidades son las que delimitan 

y cambian el destino de las áreas destinadas a asentamientos humanos, parcelas o uso común. 
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Las autoridades auxiliares municipales; delegados, subdelegados y Copaci 

El papel del municipio en el Estado de México cuenta con el apoyo de algunas instancias 

para desempeñar sus funciones. En el caso del ejido de San Felipe Coamango existe la 

participación de las autoridades auxiliares (delegados y subdelegados) y el Consejo de 

Participación Ciudadana (Copaci).  

El primero remite al menos a principios del siglo XX, donde se gestaron tres figuras 

para nombrar instancias que apoyan (autoridades auxiliares) las actividades del municipio en 

las localidades. La primera surge de la Ley Orgánica Municipal de 1919 que define a dichas 

instancias como “autoridades auxiliares”. La segunda es la figura jurídica de “Comisarios” 

reconocida por la Ley Orgánica Municipal de 1941. La tercera figura es “autoridades 

auxiliares” establecida en la Ley Orgánica Municipal de 1950. Y finalmente en 1957 en una 

nueva Ley Orgánica Municipal se establece como “autoridades auxiliares” que sigue vigente 

hasta la actualidad (Cerda Adame, 2008). 

De acuerdo con la Ley Orgánica Municipal del Estado de México (1992) “Son 

autoridades auxiliares municipales, los delegados, y subdelegados, y los jefes de sector o 

sección y jefes de manzana que designe el ayuntamiento” (ver art. 56). Para los fines de esta 

investigación se entrevistó a los delegados y subdelegados, dado que son las únicas instancias 

constituidas en el municipio de Chapa de Mota con intervención en el ejido de San Felipe 

Coamango.  

Entre las principales atribuciones de los delegados y subdelegados38 se encuentra : 

vigilar el cumplimiento del Bando Municipal39 y reportar las violaciones a reglamentos; 

colaborar en la elaboración y ejecución del Plan de Desarrollo Municipal y de los programas 

que de él se deriven (el Plan Municipal de Desarrollo urbano); informar a sus representados 

y al ayuntamiento sobre los recursos que tenga encomendados; emitir opinión motivada no 

vinculante, respecto a la autorización de la instalación de nuevos establecimientos 

                                                 
38 La Ley Orgánica Municipal del estado de México señala en su artículo 60 que para ser delegado o subdelgados 

se requiere: I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; II. Ser vecino, 

en términos de esta Ley, de la delegación, subdelegación municipal; III. Ser de reconocida probidad. 

39 El Bando Municipal contiene las normas que regulan al gobierno y la administración municipal y a la 

sociedad. Son de orden público, interés social y de observancia obligatoria para toda persona que habite o 

transite por el territorio municipal. 
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comerciales, licencias de construcción y cambios de uso de suelo en sus comunidades (ver 

art. 57). Además de estas funciones se reconoce que el Bando Municipal puede asignar tareas 

específicas a los delegados y subdelegados. 

Los municipios, de acuerdo con la Ley Orgánica Municipal del Estado de México 

(1992), también pueden auxiliarse de Comisiones del ayuntamiento, Consejos de 

Participación Ciudadana, Organizaciones sociales representativas de las comunidades, 

aunque no se define su relación con las superficies y autoridades ejidales. Estas instancias se 

diseñaron a principios de los años 1990, debido a que diversos grupos de la sociedad 

mexicana mostraron su inconformidad que había por parte de la ciudadanía frente al 

gobierno. Esto se manifestaba a diferentes niveles de responsabilidad del gobierno y se 

atribuía al aparente proceso de liberalización política y apertura democrática de los años 1980 

(Cruz Hernández & Ochoa Tinoco, 2015).  

En San Felipe Coamango, se ha constituido solamente el Consejo de Participación 

Ciudadana (Copaci). El Copaci40: apoya al municipio con la gestión, promoción y ejecución 

de los planes y programas municipales, entre los que se incluye el Plan Municipal de 

Desarrollo Urbano; emite una opinión no vinculante para autorizar proyectos inmobiliarios, 

comerciales, habitacionales o industriales; y la participación en la supervisión de la 

prestación de los servicios públicos (ver art. 74).  

Los delegados, subdelegados y Copaci son importantes en el análisis por sus vínculos 

con las instancias locales, no sólo las consideradas por el municipio sino también con 

autoridades e instancias ejidales como las que estudiamos en el estudio de caso. Estas 

instancias juegan entre las funciones legales y la organización local, lo que se traduce 

“prácticas organizativas” (ver en el siguiente apartado) con la finalidad de gestionar y atender 

las necesidades colectivas, superando de esta manera, la rigidez de los procedimientos 

institucionales. Para profundizar a continuación, discutimos el enfoque de las políticas 

institucionales para analizar la articulación entre autoridades municipales y ejidales en la 

                                                 
40 Para el funcionamiento de los Copaci, de acuerdo con el artículo 75 de la ley Orgánica Municipal del Estado 

de México, podrá recibir de su comunidad aportaciones en dinero cuando se traten de obras para el bienestar 

colectivo. 
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delimitación de asentamientos humanos y la gestión de infraestructura, equipamiento urbano 

y servicios públicos.  

2.1 Reforma agraria y urbanización 

Los cambios en el concepto de lo urbano en tierras ejidales y comunales 

Conceptos de lo urbano en tierras comunales en la historia mexicana 

En el debate previo a la aprobación de la Ley Agraria de 1915, se plantearon algunos 

conceptos que históricamente estuvieron asociados a áreas de urbanización en la propiedad 

social. Desde la colonia se reconocen los fundos legales como parte de las tierras comunales, 

ligadas a los solares y los propios, utilizados para establecer los servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento, además de los ejidos y las dehesas41 (Orozco, 1975; Pérez 

Castañeda, 2002). Estos son espacios destinados a usos o servicios urbanos, dentro de la 

propiedad comunal. 

Aunque de acuerdo con Pérez Castañeda (2002), el concepto fundo legal no fue 

utilizado por los españoles, en su lugar, denominaron caserío o casco del pueblo, para 

designar la zona de asentamientos humanos. Estas resolvieron las necesidades colectivas de 

la población como escuelas, mercados, templos, plazas, etc. (Pérez Castañeda, 2002). En este 

mismo debate conceptual, aparece el concepto los solares, como propiedad individual que 

era destinada para la edificación de las viviendas para cada una de las personas, y los propios 

que hacían referencia a los terrenos rústicos y urbanos, propiedad de los ayuntamientos, 

destinados a sufragar el gasto corriente del pueblo (Mora Donatto, 2000, pág. 349).  

El fundo legal y zona de urbanización son conceptos distintos por su origen histórico 

y su vinculación a bienes y sujetos jurídicos que corresponden a distintas propiedades 

inmuebles. El fundo legal, tiene su origen en la categoría político-administrativa de pueblo, 

que corresponde a las áreas donde las personas se congregaban para facilitar su control, 

                                                 
41 De acuerdo con Orozco (1975, págs. 50-51) significa “…una extensión cualquiera de terreno 

convenientemente acotada por cercas, vallados, paredes, o de cualquier otra forma…si este terreno es de la 

propiedad del municipio, se le llama dehesa concejil”. 
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catequización, despojo e imposición de tributos42. Este concepto se restringió a fines del siglo 

XIX para designar exclusivamente el área de asentamientos de la población (Pérez 

Castañeda, 2002)43. 

Los problemas urbanos en la dotación y restitución de 1915 

La dotación y restitución de los núcleos agrarios, iniciados con la Ley Agraria (1915), no 

consideraron la constitución, reservas de crecimiento y regularización de zonas de 

urbanización. La población mexicana a principios del siglo XX era fundamentalmente rural, 

a pesar de ello, se reconocieron espacios de asentamientos humanos como los cascos de 

población, los fundos legales y los propios. Sin embargo, la dotación y la restitución no 

concibió relación alguna entre las tierras destinadas a usos agrícolas y las tierras destinadas 

a los poblados o las ciudades. Tampoco se previeron tierras necesarias para el crecimiento 

poblacional de los pueblos y de las ciudades, pues no se contemplaron políticas o 

procedimientos para cambiar el destino de tierras agrícolas a tierras para destinarlas a los 

asentamientos humanos.  

No se consideró la conformación de un organismo al interior del ejido, para promover 

y gestionar la delimitación, regularización de asentamientos humanos, así como solicitar la 

prestación de servicios públicos, infraestructura y equipamiento por parte del municipio. El 

crecimiento de las zonas urbanas en ejidos y comunidades se dio sin regulación. Es hasta los 

Códigos Agrarios, la Ley Federal de la Reforma Agraria y esencialmente con la Ley Agraria 

de 1992 cuando se previeron procedimientos para regular el crecimiento y la regulación de 

los asentamientos humanos, con sus alcances y desafíos (Ver Cuadro 2.1).  

Con el paso de los años, se fue incluyendo la posibilidad de que los ejidos, con el 

Reglamento de Zonas de Urbanización Ejidal de 1954, delimitaran una zona de urbanización 

y posteriormente con la Ley Federal de la Reforma Agraria de 1971, permitió a las 

                                                 
42 La expresión fundo legal fue introducida en la Ley para el Repartimiento de Tierras de los Pueblos Indígenas 

(1828), le siguió la Ley Agraria del Imperio de Maximiliano (1866), después la Ley de Terrenos Baldíos y 

Nacionales (1894) considerada como zona de asentamientos poblacional.  

43 Los grupos indígenas se opusieron a esta organización, por la imposibilidad de defender sus tierras, facilitar 

la exacción de tributos y la imposición de trabajos forzados. Por ello, se prohibía levantar “jacales” en las 

tierras de labranza y castigaba con la pérdida de los solares a quien no los habitara.  
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comunidades hacer lo propio en materia de urbanización. Antes de 1992, había ciertas 

ambigüedades en la regulación de las zonas de urbanización, porque se asoció lo urbano con 

la ciudad y lo rural con el campo o lo agrario, además, desde el punto de vista legislativo no 

se concibió la incorporación de tierras rurales ante el crecimiento territorial de las ciudades 

(Ver Cuadro 2.1).  

La vaguedad de la definición de lo urbano y su reglamentación afectó de manera 

sustancial a los sujetos agrarios y las asambleas de los núcleos agrarios. Debido a que, el tipo 

de procedimientos para constituir o reservar de alguna zona de urbanización no eran claros, 

pero también porque los derechos de propiedad sobre las superficies urbanizadas o 

susceptibles de urbanización no estaban individualizadas. En la práctica los núcleos agrarios 

destinaban superficies a los asentamientos humanos reconocidas legalmente como tierras 

parcelarias o de uso común. 

Transición de definiciones urbanas entre 1915 y 1992 

Los temas urbanos en los núcleos agrarios han variado con el paso del tiempo. En el Cuadro 

2.1, se muestra cómo en los primeros años del movimiento revolucionario no se discutió con 

profundidad las áreas de asentamientos humanos en la propiedad agraria. Con el paso de los 

años, el fundo legal, se incorporó en las legislaciones agrarias y aun cuando la Ley del 

Patrimonio Ejidal de 1927, añade la “zona de urbanización” (Pérez Castañeda, 2002) no 

desparece como espacio de asentamientos humanos. El fundo legal no desaparece de las 

legislaciones agrarias, si bien, a partir de 1992 no forma parte de las acciones agrarias ni es 

considerado por el registro Agrario Nacional como elemento registral, sigue apareciendo en 

la Ley Agraria, incluso se le asigna a la Procuraduría Agraria su protección.  

En la Ley Agraria de 1992 encontramos referencias al fundo legal, pero el concepto central 

es: asentamientos humanos. Esto puede significar imprecisiones en la designación de hechos 

o procesos jurídicos y sociales. Esto es resultado del carácter ecléctico con el que se fue 

creando la legislación agraria y especialmente la referida a las zonas de urbanización. 

Es hasta las reformas al artículo 27 constitucional y la Ley Agraria de 1992 que se 

incluyen en los polígonos de los núcleos agrarios una zona de asentamientos humanos. Esto 

pese a que las reformas no consideraron en el proyecto de las reformas, ni en la exposición 
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de motivos una postura o debate sobre el papel de las zonas de urbanización. A continuación, 

se presenta el recorrido histórico que guarda la relación urbana-rural desde la perspectiva de 

la legislación mexicana. 

Cuadro 2.1 .  

Legis lación de los ej idos y comunidades con temas urbano-rurales  

1915 a  1992 

Ley Vigencia Temas generales Tema urbano tratado 

Ley Agraria  1915-1916 Dotación y restitución No se incorporó 

Artículo 27 

constitucional 
1917-2016 

Definición de los derechos 

de propiedad: pública y 

privada; Dotación, 

restitución. 

No se incorporó 

Ley sobre 

repartición de 

tierras y 

constitución del 

patrimonio 

parcelario ejidal 

1926 
Conformación de un Plano 

Interno para el ejido. 

Incorpora fundo legal como parte del Plano 

Interno de los ejidos dotados. El fundo legal 

es de uso exclusivo para la habitación. 

Código Agrario 1934-1940 

Dotación y restitución por 

medio de resoluciones 

presidenciales 

Dos formas de delimitar una zona de 

urbanización dentro de los ejidos: 1) las 

resoluciones presidenciales y 2) la 

expropiación de las tierras 

Código Agrario 1940-1942 

Dotación y restitución por 

medio de resoluciones 

presidenciales 

La dotación de ejidos por resolución 

presidencial contaba con parcela escolar, 

campos para la educación, el deslinde y 

fraccionamiento de los fundos legales. En 

caso de perder la calidad de ejidatario se 

mantiene el solar urbano. 

Código Agrario 1943-1971 

Dotación y restitución por 

medio de resoluciones 

presidenciales 

Crea capítulo para temas de urbanización. 

Deslinde y fraccionamiento de superficies 

para servicios públicos en las zonas de 

urbanización. Creación de una zona de 

urbanización con apoyo del Departamento 

Agrario. Derecho de los ejidatarios a un 

solar, los excedentes se pueden enajenar. 

Incorpora fundos legales a las comunidades. 

Reglamento de 

las Zonas de 

Urbanización 

Ejidal 

1954 

Delimitar zona urbana en 

expedientes cuyas 

resoluciones presidenciales 

no creaban una zona de 

urbanización. 

Se instaura la zona de urbanización 

mediante la resolución presidencial por 

medio de la “segregación” como una 

“acción agraria”. 

Se establece el procedimiento para 

conformar la zona urbana. 

Ley Federal de 

la Reforma 

Agraria 

1971-1992 

Dotación y restitución; 

Organización del 

campesinado; Zonas de 

urbanización ejidal y 

comunal; organización de 

los servicios agrarios y 

agrícolas. 

Las resoluciones presidenciales pueden 

reconocer zonas de asentamientos humanos 

como áreas de urbanización de los ejidos y 

las comunidades; incorporación de la 

parcela escolar; dominio pleno de los 

solares urbanos saliendo del régimen ejidal 

y pasando al derecho civil.  

Fuente :  e laborac ión propia  con base  en  la  Cons t i tuc ión,  leyes ,  códigos ,  reglamentos  de  1915 a  

1992.  
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Relación urbano-rural durante y después de la Revolución (1915-1926) 

Ley Agraria (1915) 

El problema central de la revolución en temas agrarios fue la dotación y restitución de tierras. 

En los debates que sustentaron la promulgación de la Ley Agraria en 1915, Luis Cabrera, 

explica cuál es el estado de la tierra y cómo a lo largo de los años fue quedando en poder de 

grandes terratenientes44. Pero también estuvo presente la relación entre lo rural (agrario) y lo 

urbano. En lo rural, se reconoció al ejido como destinado a la vida comunal de la población. 

En lo urbano, los cascos, constituían la circunscripción destinada a la vida verdaderamente 

urbana y los propios, destinados a la vida municipal de la institución que allí se iba a 

implantar (Cabrera, 1985, pág. 26).  

La población no podía subsistir conforme al criterio español ni conforme al criterio 

colonial si no tenían los cascos, los ejidos y los propios. Sin embargo, Luis Cabrera orientó 

la discusión sólo hacia los ejidos y los propios, y consideró que “del casco no tenemos que 

ocuparnos”. Esto debido a que:  

“Los ejidos aseguraban al pueblo su subsistencia, eran la tranquilidad de las familias avecinadas 

alrededor de la iglesia. Los propios garantizaban a los ayuntamientos el poder, pues era el poder 

económico de la autoridad municipal de aquellos pueblos, que eran ni más ni menos que grandes 

terratenientes frente al latifundio que se llamaba La hacienda” (Cabrera, 1985, págs. 26-27)45. 

La aprobación de la Ley Agraria significó el inicio de la reforma agraria con la dotación y 

restitución de las tierras. El debate mostró la presencia y necesidad de zonas para los 

                                                 
44 La Revolución Mexicana constituyó un espacio para discutir y plantear alternativas sobre la propiedad. El 

Programa del Partido Liberal (1906), se refirió a la obligación del Estado de dotar de tierras a quién lo solicite, 

a la productividad, al retiro del derecho sobre las tierras, a la redistribución de estas y a la creación de un 

Banco Agrícola. El Plan de San Luis (1910), hizo lo propio, al referirse a la restitución de las tierras a los 

propietarios (indígenas) despojados de sus terrenos. El Plan de Ayala (1911), plantean que los terrenos, montes 

y aguas que hayan sido usurpados por hacendados, pasen ser posesión de los pueblos; en otros casos, que se 

expropien las propiedades, previa indemnización a fin de que los pueblos y ciudadanos obtengan ejidos, 

colonias y fundos legales; y quienes se opongan, se nacionalizarán sus bienes. 

45 “La situación de los pueblos frente a las haciendas era notoriamente privilegiada hasta antes de la Ley de 

Desamortización de 1856. Estas leyes están perfectamente juzgadas en lo económico, y todo vosotros sabéis, 

sin necesidad de que os lo repita, cómo, mientras pudieron haber sido una necesidad respecto de los propios 

de los pueblos, fueron un error muy serio y muy grande al haberse aplicado a los ejidos. Las leyes de 

desamortización se aplicaron a los ejidos en forma que todos vosotros sabéis conforme a las circulares de 

octubre y diciembre de 1856, resolviéndose que, en vez de adjudicarse a los arrendatarios, debían repartirse, 

y desde entonces tomaron el nombre de terrenos de repartimiento entre los vecinos de los Pueblos. Este fue el 

principio de la desaparición de los ejidos y este fue el origen del empobrecimiento absoluto de los pueblos” 

(Cabrera, 1985, pág. 27). 
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asentamientos humanos, servicios públicos, infraestructura y equipamiento. Sin embargo, los 

comentarios sobre el área de asentamientos humanos no se tradujeron en un reglamento 

específico. El diseño de la acción pública del Estado mexicano revolucionario se limitó a la 

dotación y la restitución de la tierra. Si bien hay discusión sobre las zonas de asentamiento 

humanos ejidal, no se diseñan acciones para darle espacio formal a los “propios”, “cascos de 

población”, los “fundos legales”46. Está es quizá la razón por la cual, no se considera la 

delimitación de zonas de urbanización ejidal o comunal. 

Artículo 27 constitucional (1917) 

El proceso revolucionario fue acompañado de un proyecto de reformas a la Constitución de 

1857. En ella, uno de los artículos más debatidos fue el 27 constitucional que consagró los 

derechos de propiedad (Díaz de León, 2005). Las discusiones impulsaron la dotación y la 

restitución de tierras, para avanzar en las demandas del Plan de Ayala (1911) de Emiliano 

Zapata47. Sin embargo, la composición y el funcionamiento interno no aparecen 

reglamentados en la Ley Agraria de 1915 (Decreto del 6 de enero de 1915, 1985). 

La atención hasta este momento se centra en encontrar un mecanismo para 

implementar la redistribución de las tierras. Esto puede justificar la omisión de las 

especificidades en el destino de las tierras de los núcleos de población (tierras parceladas, de 

uso común y de asentamientos humanos). Incluso en los debates del articulado del artículo 

27, apenas aparecen de forma espontánea algunas ideas sobre los “solares”, “fundo legal”, 

“urbanización” (Diario de debates del Congreso Constituyente, 1917).  

Estos conceptos designaron la composición interna de las zonas de asentamientos 

humanos en los ejidos y en las comunidades en los marcos normativos ulteriores. No 

                                                 
46 La Ley General Agrario (1915) de Francisco Villa, preveía en su artículo 5° la utilidad pública por medio de 

la expropiación “…los terrenos necesarios para fundación de poblados en los lugares en que se hubiere 

congregado o llegare a congregarse permanentemente un número tal de familias de labradores, que sea 

conveniente, a juicio del gobierno local, la erección del pueblo; y para la ejecución de obras que interesan al 

desarrollo de la agricultura parcelaria y de las vías rurales de comunicación”. 

47 El Art. 6 señala que los terrenos, montes, aguas que se hayan usurpado entrarán en posesión de los pueblos o 

ciudadanos que tengan sus títulos correspondientes de esas propiedades. El Art. 7 señala que como los pueblos 

y ciudadanos mexicanos no son más dueños que del terreno que pisan, se expropiarán los monopolios a fin de 

que los pueblos y ciudadanos de México obtengan ejidos, colonias, fundos legales para pueblos, o campos de 

sembradura o de labor. 
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obstante, en el nivel constitucional, no se especificaron las condiciones de formación y 

modificación de las zonas de urbanización, inclusive cuando la legislación urbana se 

desarrolla como lo veremos más adelante con la inclusión de la regulación de los 

asentamientos humanos en el artículo 27 constitucional. 

Ley sobre repartición de tierras y constitución del patrimonio parcelario ejidal (1926) 

La inclusión formal de un área de asentamientos humanos, en los ejidos, se da con el 

Reglamento de la Ley (1926), que establece la conformación de un Plano, conformado por: 

el fundo legal; tierras de cultivo; obras hidráulicas; tierras cultivables; bosques; pastos y; 

agricultura o ganadería. El fundo legal se reconoce como una superficie con uso exclusivo 

de habitación, el Art. 25 señala que el fundo legal es reconocido como: 

“…el sitio en que han de emplazar las habitaciones de los ejidatarios, será señalado dentro del 

terreno del ejido, en aquellos pueblos en que los ejidatarios carecieran de solares de su propiedad 

para edificar sus casas y habitar en ellas”.  

El reconocimiento de los fundos legales cubrió un vacío legal que la Ley Agraria de 1915 y 

el artículo 27 constitucional dejaron al no reconocer un área específica para la habitación de 

los pobladores. Esta Ley constituyó una política de planeación de zonas urbanas en los 

núcleos agrarios o al menos el primer antecedente del destino de los asentamientos humanos 

de las tierras ejidales. 

La ubicación del fundo legal se recomendaba estuviera cerca de los caminos o de 

otras poblaciones, además quedaban reservadas las calles necesarias, un sitio para la 

comisaria ejidal, para la escuela si no hubiese en el pueblo y para las oficinas municipales48. 

Las dimensiones dependían del número de ejidatarios y del deseo de éstos para que parte de 

las tierras que le correspondían, le fuesen asignadas en el fundo. Además, ellos determinaban 

el área que consideraran conveniente asignar en los solares49.  

                                                 
48 Adicionalmente, se prevé en el Reglamento se reserve una extensión no menor de 5 hectáreas destinadas a 

escuelas-granjas o para el establecimiento de cooperativas agrícolas (Art. 31) y las parcelas necesarias para 

destinarlas a panteones, campos deportivos, hospitales y demás edificios que sean indispensables para los 

servicios públicos de la localidad (Art. 32) (Reglamento de la Ley sobre la Repartición de Tierras y 

Constitución del Patrimonio Parcelario Ejidal, 1926, pág. 662). 

49 La Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras y Aguas (1927) también otorga un papel central a los 

ejidatarios en la conformación de los ejidos. Para ello se creará un Plano que incluya: a) la ubicación y zona 
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La urbanización en los Códigos Agrarios (1934-1943) 

Avatares y respuestas agrarios posrevolucionarios 

Las leyes para la dotación y la restitución de tierras a los campesinos mostraron sus límites 

por la lentitud de los trámites. El recorrido que hace Cárdenas en todo el país en 1933-1934, 

mostró la necesidad de intensificar la distribución de la tierra entre los campesinos (PRI, 

1986). Cárdenas elaboró un plan sexenal que estableció los lineamientos de su gobierno, no 

sólo en el ámbito agrario, sino en todos los sectores. El plan en materia agraria creó el Código 

Agrario (1934), para cubrir las imprecisiones de la legislación agraria y así facilitar la 

aplicación de la restitución y dotación como preceptos del artículo 27 (Ruiz Massieu, 1988, 

pág. 124). Además, se modificó la Ley de Secretarías de Estado, Departamentos 

Administrativos y demás Dependencias del Poder Ejecutivo Federal, para incluir al 

Departamento Agrario (Pérez Castañeda, 2007).  

Con ello, la década de los 30’s tuvo los niveles más altos de dotación y restitución de 

tierras en el periodo de 1915-1992. En la década de 1940 se sustituyó el Código de 1934 por 

el de 1940 y en 1943 se promulgó otro. El Código de 1940 y 1943 critican la lentitud de las 

tramitaciones de la dotación y restitución, además impulsaron la modificación del marco 

jurídico agrario para construir instituciones como el Departamento Agrario. 

Los Códigos, las resoluciones presidenciales y las expropiaciones dieron lugar a la 

delimitación de los asentamientos humanos. El Departamento Agrario tuvo tareas en los 

trabajos técnicos de delimitación mediante el Plano Interno del ejido; el Registro Agrario 

Nacional desempeñó trabajos administrativos como el registro de los solares urbanos que se 

aprueben en zonas de urbanización. 

Código Agrario (1934) 

El Código de 1934 creó la figura de las “resoluciones presidenciales” para regular la dotación 

y la restitución de las tierras de uso individual, así como su fraccionamiento en los casos 

previstos. Las tierras laborables de los ejidos fueron definidos como de uso individual, 

                                                 
urbanizada del poblado solicitante; b) Las diversas propiedades rusticas; c) La obra de irrigación edificios y 

caminos; d) Las corrientes de agua; y e) Las superficies que en total correspondan a un mismo propietario. 
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generando de esta manera derechos de propiedad individuales en los ejidos50. También se 

especificaron las tierras de los montes, pastos, aguas, entre otros como de uso comunal, 

reconociendo así derechos de propiedad comunal (Ver Art. 139). En los ejidos aparecen dos 

formas de delimitar una zona de urbanización: 1) las resoluciones presidenciales y 2) la 

expropiación de las tierras.  

La primera se basa en las resoluciones que separaban, de acuerdo con las necesidades 

de la población una superficie del ejido destinada a la zona de urbanización. Esta incluyó 

además de los solares donde habitaban los ejidatarios, un lote para las escuelas rurales con 

campos deportivos y un espacio para la experimentación agrícola. La segunda dependió de 

las expropiaciones para crear o desarrollar centros urbanos y establecer vías de comunicación 

u obras hidráulicas. En la creación de un centro urbano, se era obligatorio entregar un lote 

gratuito a cada uno de los ejidatarios, separando la superficie necesaria para los servicios 

públicos de las áreas urbanas, si había lotes excedentes podían ser vendidos. El dinero 

obtenido de la venta de los solares sobrantes se destinaba a los servicios públicos y el saldo 

pasaba al fondo común. 

El fondo común 51 era destinado a la ejecución de obras de ordenamiento territorial, 

como escuelas, obras de irrigación, servicios urbanos. No todas las resoluciones 

presidenciales incluyeron zonas de urbanización, ni en todos los ejidos se promovieron 

expropiaciones para la creación de un centro urbano, lo que limitó la existencia formal de 

zonas de asentamientos humanos ejidales.  

La delimitación de una zona urbana en todos los ejidos no era indispensable, pues de 

acuerdo con el Censo de Población de 1930 del INEGI, de las 84 452 localidades que había 

en todo el país, el 85% de ellas tenía menos de 2 500 habitantes. Este es un indicador de que 

la delimitación de un área de asentamientos humanos no fuera tan importante, pero que a la 

postre limitaría la regulación y planeación de asentamientos humanos ejidales o zonas de 

urbanización. 

                                                 
50 El Artículo 34 del Código Agrario (1934) señala que las parcelas individuales de tierras de cultivo deben ser 

de 4 hectáreas en tierras de riego y 8 hectáreas en tierras de temporal. En el artículo 140, establece que la 

parcela ejidal es inalienable, imprescriptible e inembargable.  

51 Forman parte del Fondo Común: I. Montes, pastos y otros recursos del Estado, II. Cuotas acordadas por la 

Asamblea, IV, cualquier otro que no pertenezca en particular a los miembros de la comunidad (Ver Art. 154).  
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Código Agrario (1940) 

El Código Agrario de 1940 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el martes 20 

de octubre de 1940. Este ordenamiento creó una política implícita de asentamientos humanos 

ejidales por medio de las resoluciones presidenciales, pues en ella, se previó que los ejidos 

contaran con una zona de urbanización al dotarse. Todas las dotaciones emitidas por las 

resoluciones presidenciales podían incluir una parcela escolar, campos para la educación 

vocacional, el deslinde y fraccionamiento de los fundos legales. Esto debido a que gran parte 

de los ejidos no contaban con zona de urbanización (Exposición de motivos de Código 

Agrario, 1940).  

Con este Código (1940) los fundos legales dejan su carácter secundario que hasta ese 

momento habían tenido en los ejidos al asignar la “Sección Cuarta. Fundos Legales de los 

Núcleos de Población”. En ella, se prevé el deslinde y fraccionamiento, previo estudio del 

Departamento Agrario sobre la ubicación del nuevo centro de población, los proyectos de 

urbanización, saneamiento y servicios sociales que deban establecerse, así como costos de 

traslado, movilización e instalación de los beneficiados. 

Además, se planea la conformación de reservas de las zonas de urbanización, 

destinadas a prever el crecimiento de la población y la satisfacción de los servicios públicos52. 

Al menos en la legislación agraria, esto significó el inicio de la planeación del crecimiento 

urbano en los ejidos. El Departamento Agrario fue el actor fundamental para llevar a cabo la 

urbanización ejidal.  

Los proyectos de urbanización contemplaban la asignación de solares urbanos a cada 

uno de los ejidatarios. El excedente de los solares urbanos se arrendaba o enajenaba uno por 

cada individuo que quisiera radicar en el poblado. Aunque debía de cumplir con ciertas 

condiciones, tales como no abandonar el solar en un periodo de cuatro años, o por un año de 

forma consecutiva, de lo contrario se le retiraba y pasaba a dominio del ejido. Pero 

transcurridos los cuatro años, el solar pasaba a dominio del poseedor.  

                                                 
52 En los casos de expropiación para la creación de un centro urbano, se entregará un solar gratuito a los 

ejidatarios (Ver Art. 170 del Código Agrario de 1940). 
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La zona de urbanización en los ejidos era protegida incluso por encima de los 

derechos del núcleo de población ejidal, pues si los ejidatarios perdían sus derechos 

ejidales53, los solares urbanos le seguían perteneciendo. A partir de este Código Agrario de 

1940, hay protección de los solares urbanos que se asemejan a la propiedad plena de los 

titulares.  

Código Agrario (1943) 

El Código Agrario (1943) fue publicado el martes 27 de abril de 1943 en el Diario Oficial de 

la Federación, asigna un capítulo a tratar los asuntos de las zonas de urbanización, integrado 

por 10 artículos (175-184). En el artículo 175, se señala la forma de constituir una zona de 

urbanización y quién la podía realizar: 

“Las zonas de urbanización concedidas por resolución presidencial a los núcleos de población ejidal, 

se deslindarán y fraccionarán reservándose las superficies para los servicios públicos de la 

comunidad y las destinadas a prever el crecimiento de la población, de acuerdo con los estudios y 

proyectos que apruebe el Jefe del Departamento Agrario” (Art. 175). 

Con ello, se ratifica la planeación de las zonas de urbanización en los núcleos agrarios que 

inicia con el Código de 1934 y continúan con el de 1940. En este Código es clara la ausencia 

de las autoridades federales, estatales y municipales para delimitar las zonas de urbanización, 

pues se asigna los estudios y los proyectos al Jefe del Departamento Agrario. La urbanización 

ejidal dependía sólo de las autoridades agrarias. 

Este Código señala que los ejidos que no tengan un fundo legal o una zona de 

urbanización concedida por las resoluciones agrarias podían obtenerla con el apoyo del 

Departamento Agrario. Éste lo hacía mediante una resolución presidencial para que los 

terrenos ocupados por las personas para vivir (caserío) queden destinados a las zonas de 

urbanización. Con ello, se reconoce por primera vez en la legislación mexicana la 

“irregularidad” de los asentamientos humanos en los ejidos y una figura de “regularización” 

de áreas de asentamientos humanos en los ejidos. 

                                                 
53 Las causas de perdida eran: I. Por violación de los I, II y IV del Art. 128; II. Dejar ociosa la parcela por 2 

años; III, Las mujeres con parcela, al cambiar de estado, si en su nueva situación la familia disfruta de parcela; 

IV. Enajenación mental, degeneración alcohólica…; V. No tomar posesión de la parcela; VI. No cumplir con 

obligaciones fiscales; entre otras (Ver Art. 39 del Código Agrario de 1940). 
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Este cambio aparece incluso 30 años antes de la formación de la Comisión para la 

Regularización de la Tenencia de la Tierra (CORETT) que en los años 70 inició procesos 

expropiatorios de terrenos ejidales para regularizar los asentamientos humanos irregulares. 

La zona de urbanización permitió que todos los ejidatarios tuvieran derecho a un solar 

y los excedentes podrían ser arrendados o enajenados54. Pero no está claro si había 

restricciones para que fuera sólo personas que habitaran en el ejido, o podían acceder 

personas ajenas al ejido. El arrendamiento o enajenación debía ser aprobado por la asamblea 

general y por el Departamento Agrario. El comprador de un solar adquiría el pleno dominio 

al construir una casa, no abandonándola por un periodo de cuatro años y al cubrir el costo 

total. Los ejidatarios también estaban obligados a ocupar el solar y construir en él, pues de 

no habitarlo durante un año consecutivo perdían los derechos y no podían reclamar los pagos 

efectuados55. 

Las personas que adquirían derechos sobre los solares antes de la fecha de la 

resolución presidencial, y que no formaran parte del ejido se les respetaban sus derechos 

sobre los solares. La protección de los solares urbanos también se dio en los casos que los 

ejidatarios perdieran el derecho a ser ejidatarios o cualquier otro derecho como miembro del 

núcleo de población ejidal, pues conserva los derechos sobre los solares. El certificado que 

garantizaba los derechos sobre los solares urbanos era emitido por el Departamento Agrario, 

tanto para los ejidatarios como para los que no son ejidatarios. Con lo que, a partir de este 

año, los solares fueron propiedad de quien los posee.  

Este Código (1943) permitió la regulación y planeación de las zonas de urbanización 

en comunidades o bienes comunales, que hasta ese momento sólo se habían permitido y 

regulado en los ejidos. El Código Agrario otorgó dicha tarea al Departamento Agrario para 

que efectuara los estudios pertinentes para la asignación de fundos legales y zonas de 

urbanización. Al igual que con los ejidos, la resolución presidencial determinaba la superficie 

o superficies de los fundos legales y las zonas de urbanización en las comunidades. Y 

                                                 
54 En el caso de las expropiaciones, que crearan un centro urbano, y si el ejido careciera de zona de urbanización, 

se entregará un lote a cada uno de los ejidatarios (Art. 193) 

55 En el Art. 134, se señala que los solares y parcelas que hayan pertenecido a ejidatarios y que queden vacantes 

por ausencia de heredero o sucesor legal, volverán a la propiedad del núcleo de población correspondiente, 

para ser adjudicados a ejidatarios que carezcan de ellos. 
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señalaba que los títulos de derechos o títulos de propiedad sobre los solares urbanos debían 

inscribirse en el Registro Agrario Nacional. 

2.2 Constitución de la relación urbano-rural (1954) 

Reglamento de las zonas de urbanización de los ejidos (1954) 

El 25 de marzo de 1954 se publicó el Reglamento de las Zonas de Urbanización de los Ejidos 

en el Diario Oficial de la Federación. En los considerandos, se reconoce la necesidad de 

agrupar a los campesinos para organizar los servicios públicos y promover el progreso. El 

Reglamento recupera el sentido y las condiciones de las zonas de urbanización planteado por 

el Código Agrario de 1943, retomando los procesos irregulares en las zonas de urbanización. 

Por un lado, porque la constitución de las zonas de urbanización no tomaba en cuenta a los 

ejidatarios, por otro lado, la irregularidad en la asignación de solares urbanos a sujetos no 

ejidatarios mediante procedimientos irregulares, tales como simulaciones de las asambleas y 

se otorgaban títulos de solares sin cumplir los requisitos (Departamento Agrario, 1954).  

Además, en los ejidos cercanos a las ciudades, se sustrajo el patrimonio ejidal por 

medio de la especulación inmoral. Esto, a pesar de que el Código Agrario estableció la 

asignación de zonas de urbanización, exclusivamente para las necesidades de los ejidos y no 

de las ciudades. Además, añade una categoría más de irregularidad de las zonas urbanas de 

los núcleos agrarios, al denunciar que las ciudades estaban tomando parte de éstos para 

ampliar las ciudades, sin estar permitido en la legislación agraria.  

El Reglamento de la Zona de Urbanización de los Ejidos de 1954 estaba conformado 

por 17 artículos y 3 transitorios. El objetivo del Reglamento era delimitar la zona urbana en 

los expedientes cuyas resoluciones presidenciales no ordenaban la constitución de la zona de 

urbanización. Por lo anterior, podemos notar que se trata de un reglamento que pretendió 

regularizar los asentamientos humanos que había en la práctica, pero que no fueron 

reconocidos por la resolución presidencial con la que se había dotado o restituido.  
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En este reglamento se instaura la zona de urbanización mediante la resolución 

presidencial por medio de la “segregación” como una “acción agraria”56. La extensión de la 

zona de urbanización se fijaba con exactitud en la resolución presidencial y se determinaba 

de acuerdo a las necesidades de cada núcleo agrario, previendo el futuro crecimiento. No se 

tomaba en cuenta las necesidades de las ciudades cercanas e incluso sin considerar a otros 

núcleos agrarios. 

La forma de proceder, de acuerdo al Art. 4 es la siguiente: 

I. Deslinde del terreno con el plano correspondiente 

II. Trazo del poblado reservando sitios para las plazas, parques deportivos, 

edificios…, lotificándose el resto para los solares. 

III. Fijar el valor de los solares para establecer cuánto se debe pagar por cada 

uno. Se efectuará el avaluó para la adjudicación de solares a no ejidatarios. 

IV. En la asamblea general se sortearán los solares para los ejidatarios y no 

ejidatarios  

V. En la resolución presidencial se expresará con detalle la superficie que se 

fracciones y las condiciones específicas de los solares.  

VI. Cuando sea posible, en una sola resolución se decretará la zona urbana y la 

adjudicación de los solares, cuando sea posible. 

VII. Las resoluciones deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y 

en el Órgano Oficial de la entidad federativa. 

El Departamento Agrario como agente central, se encargaba de verificar las zonas de 

urbanización para comprobar el estado que guardaban los solares en los núcleos agrarios57. 

El Departamento tenía que hacer una inspección anual durante los primeros cuatro años a 

partir de la fecha en la que se ejecutó la resolución presidencial. En ella se verificaba que los 

posesionarios habitaran el solar, siendo así, se entendía que cumplían con dicha obligación. 

                                                 
56 Una acción agraria es el derecho que ejercitaban, principalmente, los núcleos agrarios y los grupos 

campesinos carentes de tierras…”. La Ley Federal de la Reforma Agraria establecía 64 acciones dentro de las 

que destacaban la restitución, dotación de tierras, ampliación de ejido, creación de nuevos centros de población 

y reconocimiento y titulación de bienes comunales (PA, 2009a, pág. 28).  

57 Verificará que los terrenos se destinen para los fines designados; la situación que guarda el solar adjudicado, 

indicando si conserva las dimensiones originales, si se ha construido, desde cuando se ocupó y el número de 

personas que lo habitan; y el estado en que se encuentran los solares vacantes (ver Art. 6).  
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Una vez cumplidas las 4 inspecciones sin encontrar alguna irregularidad, el Presidente podía 

emitir los títulos de propiedad de los solares, mediante resolución presidencial. 

Como actor central, el Departamento Agrario, cuidaba los solares urbanos, tomando 

las medidas necesarias para impedir el acaparamiento o la invasión de los solares en los 

núcleos agrarios58. La privación del acceso a los solares urbanos sólo se daba en los casos 

que los ejidatarios o avecindados no pagaran el precio convenido, se abandonara el solar por 

un año, por no construir una casa en los primeros cuatro años o por incurrir en acaparamiento 

de solares urbanos. En estos casos la pérdida del solar era decretado por el Presidente de la 

república.  

Los solares urbanos no se podían enajenar mediante un contrato de compraventa que 

transmitiera los derechos antes de expedirse el título de propiedad por parte del Departamento 

Agrario. Los acuerdos y disposiciones de la Asamblea no podían disponer de los solares 

excedentes o privar de derechos sobre un solar a los ejidatarios cuando no se hubiere 

aprobado por una resolución presidencial.  

Una vez asentada la zona de urbanización, con la previa organización, pasaba el 

control de las calles, plazas y demás sitios públicos a las jurisdicciones municipales, 

quedando sólo los solares vacantes a las autoridades agrarias. Con ello, se incorpora por vez 

primera la participación del municipio en la administración de los servicios públicos en las 

zonas de urbanización de los núcleos agrarios. 

Los cuestionamientos al Reglamento de la Zona de Urbanización Ejidal 

El Reglamento en temas específicos tiene algunas ambigüedades. Los derechos de propiedad 

sobre el solar urbano están condicionados a la construcción de las viviendas y la habitabilidad 

de los ejidatarios y los no ejidatarios en un periodo no mayor a los 4 años, su adjudicación 

inicial es con certificados de derechos a solares urbanos y tras los cuatro años el título de 

propiedad. Pero no hay forma de garantizar la prohibición para la venta o arrendamiento a 

personas dentro o fuera del ejido. Después de los cuatro años se entrega el título de propiedad 

                                                 
58 El Reglamento señala que las autoridades agrarias consignarán a los empleados o campesinos que incurran 

en falsedad, alteren hechos o documentos dolosamente. 
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y la obligación del Departamento Agrario para vigilar es sólo durante los siguientes cuatro 

años. 

No es claro si es el Departamento Agrario, la Asamblea del ejido o el Comisariado 

quién vende los solares urbanos sobrantes a los avecindados. Tampoco se puntualiza si el 

avecindado que adquiere un solar urbano tiene las mismas obligaciones de construirlo y 

habitarlo o tiene otras obligaciones. 

En el caso que las calles pertenecen a una zona de urbanización, se instituye que el 

municipio tome control sobre calles, plazas y demás sitios públicos, pero no se establecen 

cuáles son los mecanismos para transferir estos espacios a la jurisdicción de los municipios. 

No es posible saber si es el municipio es quien activa este mecanismo o sí es el ejido, en este 

último caso, no se señala si tiene que ser aprobado por la Asamblea ejidal o el Comisariado 

ejidal. 

 Marco normativo que regula los asentamientos humanos ejidales antes 

de las reformas de 1992 

La regulación de las zonas de urbanización ejidal, antes de 1992 estuvo dada por artículos 

constitucionales, leyes reglamentarias, planes e incluso la conformación de una Comisión 

(ver Cuadro 2.2). La Ley Federal de la Reforma Agraria (LFRA) de 1971 precisaba los 

mecanismos de dotación y restitución de la tierra, la estructura y funcionamiento de los ejidos 

y las comunidades. El tema de la urbanización ejidal, al igual que en ordenamientos 

anteriores, fue incluido, como se verá más adelante.  

Esto fue complementado con las reformas y adiciones a los artículos 27, 73 y 115 

constitucionales en 1976, con lo que se plantea ordenar, crear leyes y emitir disposiciones 

administrativas sobre los asentamientos humanos a nivel nacional, incluidos los ejidos y las 

comunidades. En el mismo año se publicó la Ley General de Asentamientos Humanos 

(LGAH). Retomamos estas reglamentaciones en materia de desarrollo urbano porque 

definieron al municipio como actor central en la regulación del crecimiento urbano. Aunque, 

como veremos más adelante, no se crearon mecanismos para coordinarse con las autoridades 

ejidales y planear la delimitación de tierras urbanas ni para la provisión de servicios públicos. 
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Cuadro 2.2 .  

Ordenamientos e instancias  que regulaban la urbanización ej idal antes de las 

reformas de 1992  

Ordenamiento Fecha Contenido principal 

Ley Federal de la 

Reforma Agraria 
16/04/1971 

 Reglamenta las disposiciones agrarias del artículo 27 Constitucional. 

 Establece las características de las autoridades agrarias, la 

organización interna (derechos individuales, zonas de urbanización) y 

de representación del ejido. 

 Señala la forma de redistribución de la propiedad agraria, los 

procedimientos agrarios (acciones agrarias) y su registro.  

 Define la organización económica del ejido. 

Comisión para la 

Regularización de 

la Tenencia de la 

Tierra 

1974 
 Regularizar los asentamientos humanos irregulares por la vía 

expropiatoria, tanto de terrenos de origen ejidal y comunal como los 

de origen privado. 

Artículo 27 

constitucional 
6/02/1976 

 Ordenar los asentamientos humanos, establecer provisiones, usos, 

reservas y destinos de tierras a efecto de ejecutar obras públicas y de 

planear el crecimiento de los centros de población. 

Artículo 73 

constitucional 
6/02/1976 

 Faculta al Congreso dictar leyes que establezca la concurrencia de los 

tres órdenes de gobierno en materia de asentamientos humanos (sobre 

la propiedad pública, privada y de los ejidos y comunidades). 

Artículo 115 

constitucional 
6/02/1976 

 Los Estados y Municipios expedirán las leyes, reglamentos y 

disposiciones administrativas para ordenar los centros urbanos. 

 Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales 

de dos o más Entidades Federativas tiendan a formar una continuidad 

geográfica, la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios 

planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo 

de dichos centros. 

Ley General de 

Asentamientos 

Humanos 

26/06/1976 

 Establece la concurrencia de Municipios, Estados y la Federación para 

la ordenación y regulación de los asentamientos humanos. 

 Fijar las normas para planear la fundación, conservación, 

mejoramiento y crecimiento de los centros de población. 

 Definir los principios con los que el Estado ejercerá sus atribuciones 

para determinar las provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y 

predios. 

Plan Nacional de 

Desarrollo 

Urbano 

12/06/1978 

 Promover el desarrollo urbano y equilibrar los centros de población. 

 Propiciar condiciones para que la población acceda a suelo urbano, 

vivienda, servicios públicos, infraestructura y equipamiento urbano. 

Artículo 115 

constitucional 
 

 Los municipios están facultados para formular, aprobar y administrar 

la zonificación y planes de desarrollo municipal;  

 Participar en las reservas territoriales; intervenir en la regularización 

de la tenencia de la tierra urbana. 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  los  o rdenamientos  mencionados.  

Otros mecanismos gubernamentales, como la Comisión para la Regularización de la 

Tenencia de la Tierra (Corett) de 1974 inició la regularización de asentamientos humanos 
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irregulares en tierras ejidales y comunales. O el Plan Nacional de Desarrollo Urbano (PNDU) 

de 1978 que establecerá las bases para planear el desarrollo urbano en los centros de 

población. A continuación, señalamos algunos aspectos relevantes de los artículos 

constitucionales, las leyes y otras instancias como la Corett o el PNDU (1978) que incidieron 

en la regulación de las zonas de urbanización ejidal antes de 1992.  

Ley Federal de la Reforma Agraria (1971) 

La Ley Federal de la Reforma Agraria (1971) sustituye los Códigos Agrarios. Esta Ley es el 

principio de un conjunto de cambios que transformaron las reglas de organización y 

funcionamiento de las zonas de urbanización en los núcleos agrarios (ver Titulo segundo, 

Capítulo tercero, artículos 90-100).  

Un aspecto importante en materia de urbanización fue que se podía establecer zonas 

urbanas ejidales y comunales de forma definitiva por medio de una resolución presidencial, 

con ello, inicia la planeación del desarrollo urbano en los núcleos agrarios de manera legal. 

Dándose la posibilidad de iniciar formalmente la urbanización en todos los núcleos urbanos.  

La Ley señala que toda resolución presidencial que dota tierras incluiría la 

constitución de una zona de urbanización ejidal59. Los ejidos y comunidades que no tengan 

delimitado formalmente un fundo legal o zona de urbanización, pero tengan asentamientos 

humanos instalados, el Departamento de Asuntos Agrarios y de Colonización podía solicitar 

una resolución presidencial para que las parcelas o tierras de uso común habitadas (caserío) 

quedaran legalmente destinados como fundo legal o zona de urbanización. Con ello, se norma 

la regularización de los asentamientos humanos en los núcleos agrarios.  

Las superficies de las zonas de urbanización respondían a las necesidades del 

momento, pero preveía su crecimiento. La necesidad efectiva de los campesinos tenía que 

justificarse, pero no contemplaba la de poblados o ciudades cercanas. Esto permitía 

interpretar una forma de urbanización ejidal local. La Ley señalaba que el deslinde y 

fraccionamiento de la zona de urbanización debía reservar las superficies para equipamiento 

                                                 
59 Ratifica, el derecho sobre los solares de los ejidatarios o comunero cuando pierdan sus derechos sobre la 

unidad de dotación y en general los que tenga dentro del núcleo agrario (Art. 85 de la Ley Federal de la 

Reforma Agraria), como se venía planteando desde los Códigos. 
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de la comunidad, previo estudio y acuerdo del Departamento de Asuntos Agrarios y 

Colonización. 

Al asignar la tierra para asentamientos urbanos, se otorgaba a todo ejidatario un solar 

en la zona de urbanización, sin exceder los 2500 metros cuadrados. De esta forma, se 

establece un límite a las superficies destinadas para los solares urbanos. Los excedentes de 

la tierra destinada al asentamiento humano podían ser enajenados a personas que deseaban 

avecindarse60. Cuando los ejidatarios o posesionarios enajenaban o perdían el solar urbano 

en los núcleos agrarios, no tenían derecho a otro. 

De acuerdo a la Ley para conservar el solar, el beneficiario debía ocuparlo y construir 

su vivienda con proyectos adecuados a cada zona y con asistencia técnica de los organismos 

oficiales gubernamentales. Respecto de la enajenación de los solares, los contratos de 

compraventa que el núcleo de población celebraba debían ser aprobados en Asamblea 

General y por el Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización. El comprador de un 

solar adquiría el pleno domino al cubrir totalmente el precio, al construir una casa y habitarla 

durante cuatro años desde que tomó posesión. Las personas que no formaban parte del ejido, 

pero que habían adquirido un solar anterior a la de la resolución presidencial, conservaban 

su derecho al solar. El abandono del solar durante un año consecutivo, tratándose de 

avecindados y dos si se trata de ejidatarios implicaba la pérdida de los derechos de su 

poseedor. 

Los solares que el ejidatario adquiría y quedaran vacantes por falta de heredero o 

sucesor legal eran devueltos al núcleo agrario. El Departamento de Asuntos Agrarios y 

Colonización expedía los certificados de derechos del solar a ejidatarios y no ejidatarios, y 

cuando cumplían con todos los requisitos se les expedían los títulos de propiedad que eran 

inscritos en el Registro Agrario Nacional y en el Registro Público de la Propiedad de la 

entidad correspondiente. Por primera vez, se obligó a los beneficiarios de los solares su 

inscripción en el Registro Público de la Propiedad. Esto significó que se amplían los derechos 

sobre la posesión de los solares urbanos, pues contaba con un título de solar urbano, pero la 

                                                 
60 Los avecindados, deberán ser mexicanos, dedicarse a ocupación útil a la comunidad y estarán obligados a 

contribuir para la realización de obras de beneficio social en favor de la comunidad (Ver Art. 93). El plazo 

máximo para el pago de solares urbanos vendidos a quienes no sean ejidatarios será de cinco años (Art. 96). 
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Ley no específica si era posible vender o rentar los solares. Por tanto, no es posible saber si 

se puede vender o rentar a cualquier persona o sólo a alguien del ejido. 

En el caso que las tierras ejidales han sido invadidas por la ciudad con asentamientos 

humanos irregulares, era posible expropiar las tierras ejidales para crear fraccionamientos. 

En estos casos, la expropiación de bienes ejidales y comunales se hacían a favor del Banco 

Nacional de Obras y Servicios públicos, S. A., del Instituto Nacional para el Desarrollo de la 

Comunidad Rural y de la Vivienda Popular o del Departamento del Distrito Federal, mismos 

que podían efectuar el fraccionamiento y venta de los lotes urbanizados61. La Ley establece 

el Fondo Nacional de Fomento Ejidal integrado, entre otros recursos, por los que resulten de 

los fraccionamientos urbanos, suburbanos e industriales. 

Finalmente, en lo que respecta a las tierras comunales, el Departamento de Asuntos 

Agrarios y Colonización, dentro de la resolución presidencial realizaba estudios y trabajos 

para la regularización de fundos legales y zonas de urbanización62. Cuando existían 

conflictos, entre los núcleos de población sobre los fundos legales, las zonas de urbanización, 

las parcelas escolares y las unidades agrícolas industriales de la mujer, eran resueltas por la 

resolución presidencial. En suma, la participación del Presidente fue clave en los 

procedimientos y acciones para crear y ordenar las zonas de urbanización en los núcleos 

agrarios. 

Corret; regularización de asentamientos humanos ejidales 

En 1973 se creó el Comité para la Regularización de la Tenencia de la Tierra63, con ello se 

reconoce el proceso de crecimiento irregular en muchas ciudades sobre tierras ejidales y 

                                                 
61 En cada ejido o comunidad se constituirá un fondo común que se formará con los recursos que se obtengan, 

entre otros temas, de la venta o arrendamiento de solares en la zona de urbanización (art. 164, fracc. IV). Estos 

podrán utilizarse, entre otros destinos para servicios urbanos (Art. 165, fracc. II). 

62 Otros estudios y proyectos se realizaban: I.- Económico y social; II.- Los necesarios para resolver las 

dotaciones complementarias; IV.- Para la parcela escolar y de la unidad agrícola industrial de la mujer; y V.- 

Acerca de la producción (art 365). 

63 “En agosto de 1973 se creó el Comité para la Regularización de la Tenencia de la Tierra, con el fin de realizar 

un programa nacional para prever la disponibilidad de espacios para el crecimiento urbano de las poblaciones. 

El Comité permitió hacer un diagnóstico de la magnitud de la problemática de vivienda irregular. Para 

resolverlo, un año después se creó la Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra (CORETT), 

(Carreras López, 2008, pág. 16). 
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comunales y en 1974 se convirtió en la Comisión para la Regularización de la Tenencia de 

la Tierra (Corett) (Carreras López, 2008). El objetivo de la Corett fue regularizar la tenencia 

de la tierra en asentamientos humanos irregulares en tierras de origen ejidal y comunal, por 

medio de la expropiación con el consenso de todos los involucrados en favor de dicha 

dependencia federal. La Corett realizaba la regularización de los predios y escrituraba los 

lotes a favor de las familias que ocupaban las viviendas. Los títulos de los lotes se inscribían 

en el Registro Público de la Propiedad (Duhau, 1991; Azuela de la Cueva, 1989; Varley, 

1994; 2000). La Corett tuvo como objetivo regularizar zonas de viviendas que ya eran parte 

de las ciudades. 

La Corett contaba con un mecanismo para planificar el crecimiento poblacional, pues 

además de la regularización promovía la compraventa de suelo y reservas territoriales en las 

zonas más adecuadas para el desarrollo urbano y la vivienda. La Corett tuvo cambios en su 

órgano de gobierno, al incluirse la Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas 

(SAHOP) y la Secretaría de la Reforma Agraria. Tuvo cambios al promulgarse la Ley 

General de Asentamientos Humanos y el Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores (INFONAVIT), como algunos de sus miembros (Carreras López, 2008). 

De acuerdo con Carreras López (2008) entre 1974 y 2008 la Corett ha beneficiado a 

2.16 millones de familias en todo el país, esto significa que ha incluido al desarrollo urbano 

150 mil hectáreas, aproximadamente el 10% del suelo incorporado al Sistema Urbano 

Nacional. Nuestro interés no es analizar o seguir el trabajo de la Corett, el cual ha sido 

ampliamente analizado por los investigadores urbanos (Varley, 1994; Salazar, 2012b; 2014).  

Reforma al Artículo 27 y 73 y 115 Constitucional (1976) 

Con respecto a la problemática del crecimiento poblacional y la necesidad de viviendas en 

los núcleos agrarios, la exposición de motivos de las reformas (artículos 27, 73 y 115) señaló 

que no hubo una previsión de la necesidad futura de superficies disponibles para el 

crecimiento urbano, provocando un déficit habitacional y el desbordamiento de población 

hacia zonas ejidales y comunales. Las autoridades no tuvieron la capacidad de enfrentar las 

necesidades, que implicó un complejo problema legal al crecer los asentamientos humanos 

urbanos sobre tierras ejidales y comunales. Esto significó problemas respecto a la tenencia 
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de la tierra: posesión al margen de la ley; insuficiencia de servicios públicos; viviendas sin 

las condiciones mínimas; y contaminación ambiental y problemas ecológicos.  

El 6 de febrero de 1976 se publicaron las reformas y adiciones al artículo 27, 73 y 

115 constitucional64 con la finalidad de establecer bases para el desarrollo de centros urbanos 

y asentamientos humanos. Esto constituyó un paso importante para la institucionalización de 

la planeación urbana en México (Azuela de la Cueva, 1989).  

El párrafo tercero del artículo 27 constitucional señaló:  

“…las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 

provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques a efecto de ejecutar obras públicas 

y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 

población; para el fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la Ley 

Reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades, para el 

desarrollo de la pequeña propiedad agrícola en explotación; para la creación de nuevos centros de 

población agrícola con tierras y aguas que les sean indispensables…” (Art. 27 constitucional, párrafo 

3). 

Con la adición de la fracción XXIX-C, del artículo 73 se facultó al Congreso dictar leyes 

para que estableciera la concurrencia de los tres órdenes de gobierno en materia de 

asentamientos humanos, para cumplir lo previsto en el párrafo tercero del artículo 27 de esta 

Constitución. Se reconoció la necesidad de ordenar y planear el desarrollo urbano, en el nivel 

legislativo. De igual manera, se creó la Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras 

Públicas, quién en conjunto con la Comisión Nacional de Desarrollo Urbano se ocuparon de 

diagnosticar la problemática urbana del país. 

Por su parte, las adiciones al artículo 115 constitucional fueron importantes porque 

confirieron al municipio la facultad de expedir normas sobre los centros urbanos. 

“Los Estados y Municipios en el ámbito de sus competencias, expedirán las leyes, reglamentos y 

disposiciones administrativas que sean necesarias para cumplir con los fines señalados en el párrafo 

tercero del artículo 27 de esta Constitución en lo que se refiere a los centros urbanos y de acuerdo 

con la Ley Federal de la materia” (fracción 4). 

“Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más Entidades 

Federativas formen o tiendan a formar una continuidad geográfica, la Federación, las Entidades 

Federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán 

de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros, con apego a la Ley Federal de la 

materia” (fracción V). 

                                                 
64 Ver el decreto por el que se reforma el párrafo tercero del artículo 27; se adicionan el artículo 73 con la 

fracción XXIX-C y el artículo 115 con las fracciones IV y V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos con fecha del 6 de febrero de 1976. 
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En suma, con esta reforma se reconoció a nivel constitucional, los asentamientos humanos 

en los núcleos agrarios. Otorgó a los tres niveles de gobierno atribuciones con efectos directos 

en la configuración de un espacio urbano. Se planteó la necesidad de definir planes de 

desarrollo urbano en cada uno de los niveles de gobierno como mecanismos para dar 

coherencia a la planeación urbana nacional.  

Ley General de Asentamientos Humanos (1976) 

El 26 de mayo de 1976 se promulgó la Ley General de Asentamientos Humanos (1976) 

reguló el crecimiento urbano en los distintos niveles de gobierno, estableciendo la obligación 

de crear un Plan Nacional de Desarrollo Urbano para la federación, los Planes Estatales de 

Desarrollo Urbano, que operaban en el ámbito interno de las Entidades Federativas, los 

Planes Municipales de Desarrollo Urbano. 

Esta Ley señaló que las áreas y predios de un centro de población, cualquiera que sea 

su régimen jurídico, estaban sujetos a las disposiciones que en materia de ordenación urbana 

dicten las autoridades federales, estatales o municipales (Ver Art. 47). Esto significa que los 

asentamientos humanos y los centros de población conformados en propiedad privada, estatal 

o ejidal tienen que subordinarse a los planes de desarrollo urbano.  

 Cuando en los procesos de urbanización se incluyan terrenos ejidales o comunales, 

los Ayuntamientos en cuya jurisdicción queden ubicados harán las gestiones 

correspondientes para que se expidan decretos de expropiación según las disposiciones de la 

LFRA.  

Plan Nacional de Desarrollo Urbano (1978) 

El Plan Nacional de Desarrollo Urbano (1978) surgió como elemento fundamental para 

completar la planeación integral del país. El reto principal era resolver los problemas 

derivados de los asentamientos humanos irregulares, por tanto, se encauzó a la ordenación y 

regulación de los asentamientos humanos con los siguientes objetivos:  

 Racionalizar la distribución en el territorio nacional, de las actividades económicas y 

de la población, localizándolas en las zonas de mayor potencial del país; 

 Promover el desarrollo urbano integral y equilibrar en los centros de población; 
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 Propiciar condiciones favorables para que la población pueda resolver sus 

necesidades de suelo urbano, vivienda, servicios públicos, infraestructura y 

equipamiento urbano; y 

 Mejorar y preservar el medio ambiente de los asentamientos humanos. 

No obstante, dichas políticas no consideraron a toda la superficie del territorio nacional para 

distribuir a la población. Si bien la acción pública incluía tanto a la propiedad privada como 

social, la legislación en materia de asentamientos humanos y la legislación agraria no estaban 

articuladas para la planeación urbana en las tierras ejidales y comunales. Hay diferentes leyes, 

reglamentos y disposiciones entre la propiedad privada y la propiedad social. La planeación 

privilegió la regulación de la propiedad privada y omitió planear sobre la propiedad social, 

quedando el crecimiento urbano al amparo de los lineamientos generales de la legislación 

agraria. En la práctica, las ciudades incorporaron propiedad social (ejidos y comunidades) 

con fines habitacionales desde la década de los 70´s como lo documentó Martha Schteingart 

(1989) y la tendencia sigue en las décadas posteriores, según los estudios de Clara Salazar 

(2009) y María Soledad Cruz (2008). 

Las reformas al artículo 115 de 1983 

En el marco de una reforma que transformó la organización, funcionamiento y atribuciones 

de los municipios se determinaron las facultades que tiene el municipio para regular los 

asentamientos humanos. En la modificación al artículo 115 constitucional, fracción V, se 

establece que los municipios estaban facultados para:  

 Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 

municipal; 

 Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

 Controlar y vigilar la utilización del suelo en sus jurisdicciones territoriales;  

 Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana y;  

 Otorgar licencias y permisos para construcciones. 

Con estas atribuciones el municipio se convirtió en la instancia principal para regular los 

asentamientos humanos. Si bien, hay concurrencia del municipio con los estados y la 

federación para los planes nacionales y estatales, el municipio es el encargado de regular los 

asentamientos humanos en localidades que transitan de lo rural a lo urbano, es decir, cuando 

tienen más de 2 500 habitantes. Esto es fundamental para el municipio, pues a partir de 1983, 

con las reformas al artículo 115, se encarga de organizar y planear el crecimiento urbano.  
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En ese mismo sentido, la reforma al artículo 115, permite al municipio tener una 

participación mayor en el ordenamiento del territorio en los siguientes términos:  

Los municipios, en los términos de las leyes federales y estatales relativas, estarán facultados para 

formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; participar 

en la creación y administración de sus reservas territoriales; controlar y vigilar la utilización del 

suelo en sus jurisdicciones territoriales; intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra 

urbana; otorgar licencias y permisos para construcciones, y participar en la creación y 

administración de zonas de reserva ecológica. Para tal efecto y de conformidad a los fines señalados 

en el Párrafo III del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 

administrativas que fueren necesarios (Art. 115, fracción V)65. 

Por lo expuesto anteriormente, no hay claridad del área de acción de los actores municipales 

y de los actores agrarios.  

Un balance del marco normativo de urbanización ejidal antes de 1992 

La planeación de las zonas de urbanización en los núcleos agrarios hasta 1976 se incluyó en 

las leyes reglamentarias, con la reforma al artículo 27 del 6 de febrero de 1976, tuvo rango 

constitucional66. El concepto designado para esta área fue “asentamientos humanos”, que no 

se había utilizado en las leyes y códigos reglamentarios agrarios. Los “asentamientos 

humanos” no sustituyeron al fundo legal, la zona de urbanización, solares urbanos o casco 

de población que hasta ese momento se habían utilizado en la normatividad agraria. 

La participación del municipio en la planeación del crecimiento urbano fue uno de 

los temas más novedosos. Con anterioridad solo el gobierno federal y los estados tenía 

concedida dicha función. La descentralización de las actividades de desarrollo urbano, como 

señala Azuela de la Cueva (1989) fue concedida del gobierno estatal al municipal, sin 

embargo, algunas preguntas quedaban latentes como: ¿cuáles eran las capacidades de los 

municipios para planear y regular el crecimiento urbano, sobre todo en los espacios ejidales, 

donde había otros actores como las asambleas? ¿Qué instrumentos de políticas podía utilizar 

el municipio para regular el desarrollo urbano? ¿Qué tipo de vinculación y con qué actores 

                                                 
65 El contenido del artículo 115, corresponde al 3 de febrero de 1983. 

66 Para profundizar en el proceso de elaboración de esta reforma consultar a Azuela de la Cueva (1989), quién 

da un panorama de la propuesta hecha por el Presidente Luis Echeverría, la opinión pública y los debates en 

el poder Legislativo. 
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tenía que articularse el municipio para implementar las políticas o programas de desarrollo 

urbano? 

Figura 2.1.  

Actores gubernamentales,  ej idales y  marco normativo que regula la urbanización 

ej idal antes de 1992     

                                          

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  e l  marco normat ivo:  Ar t ícu lo  27,  73  y  115 cons t i tuc ional  

( re formas y  adic iones  de  1996) ,  Ley  Genera l  de  Ase ntamientos  Humanos (1976)  y  Ley  

Federa l  de  la  Reforma Agrar ia  (1972) .  

El marco jurídico urbano planteado en la década de 1970 determinó que cualquier régimen 

jurídico, incluido el ejidal estaba sujeto a la ordenación urbana. Sin embargo, no hubo 

modificaciones a la Ley Federal de la Reforma Agraria (1972) para adoptar estos 

planteamientos en los apartados que regulaban la urbanización ejidal. En los ejidos la 

constitución o reconocimiento de una zona de urbanización, según la Ley dependía del 

Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización y las resoluciones presidenciales emitidas 

por el ejecutivo federal, sin tener un vínculo con el municipio, quién legalmente tenía a su 

cargo la regulación del crecimiento urbano.  

El papel de las instancias federales, estatales y municipales, junto con sus planes de 

desarrollo urbano quedaron al margen del marco jurídico agrario, no obstante que fue una 

atribución reconocida desde el artículo 27 y 115 constitucional. El municipio que desde 1976, 

establece las provisiones y destinos de la tierra (ver Art. 115) no tiene reconocida ninguna 
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participación la conformación o regularización de las zonas de urbanización ejidal en marco 

jurídico agrario. Estas eran algunas de las tareas pendientes. En las siguientes páginas 

analizamos los cambios al artículo 27 constitucional (1992), la Ley Agraria (1992) para 

determinar de qué manera regularon las zonas de urbanización ejidal.  

Definición del problema agrario con las reformas al Artículo 27 y la Ley 

Agraria de 1992 

Contexto de las reformas 

Las reformas al artículo 27 constitucional y la Ley Agraria de 1992, son parte del cambio de 

modelo económico a una economía de mercado iniciado a principios de la década de los 

1980’s. El Plan Nacional de Desarrollo planteó la necesidad de modernizar el campo 

mexicano, lo que implicaba la libertad de los campesinos para determinar sus programas de 

producción, sus compromisos y su sistema de trabajo, sin la intervención directa del Estado 

en la producción (Martínez Guerrero, 2007). Para ello era necesario transformar la política 

agropecuaria, así como el tutelaje del Estado sobre los ejidos y las comunidades.  

Con base en el argumento de que el país no podría modernizarse con una sociedad 

rural estancada, el gobierno salinista creó el Programa Nacional de Modernización del 

Campo (1990-1994), que tenía en cuatro ejes fundamentales: la transformación de las 

instituciones públicas de fomento agropecuario; la modernización de los instrumentos de la 

política rural; la restructuración de las organizaciones de productores y la adecuación del 

marco jurídico en torno a la tenencia de la tierra (Martínez Guerrero, 2007)67.  

Este modelo de desarrollo agrícola pretendía lograr la eficiencia de los sectores 

económicos, basada en productividad y en precios competitivos a escala internacional. En 

consecuencia, la política agropecuaria se restructuró radicalmente entre 1989 y 1992 con el 

retiro de los subsidios directos a la producción lo que afectó negativamente a los sectores 

campesinos (Appendini, 1992). Esta es una de las razones, por las que la atención de las 

reformas de 1992 estuvo centrada en la productividad de los ejidos, dejando de lado la 

regulación de las zonas de asentamientos humanos.  

                                                 
67 Paralelamente se desarrollarían políticas sociales, de educación, salud, vivienda, alimentación. 



93 

 Propuesta de la política de reforma constitucional 

La propuesta de reforma constitucional que afectaría a los derechos a la tierra de los 

campesinos mexicanos se publicó el 6 de enero de 1992. La exposición de motivos partió de 

la historia agraria del país y los principios del reparto agrario como resultado de la 

Revolución de 1910 y la Ley Agraria de 1915. Después de 70 años de reparto tierra a los 

campesinos mexicanos, la exposición de motivos justifica las razones y necesidades de 

examinar el marco jurídico y los programas que atañen al sector rural para que sean parte 

central de la modernización del país y de la elevación productiva del bienestar general.  

Los principales propósitos de las reformas fueron: 

 Eliminar el minifundismo68 provocado por el reparto agrario.  

 Poner fin al reparto agrario69 iniciado en 1915. 

 Dar certidumbre jurídica al campo y a la tenencia de la tierra. 

 Reconocer la forma de propiedad ejidal y comunal, junto con la propiedad privada y 

la nacional. 

 Establecer la materia agraria como competencia federal, con lo que se crean los 

Tribunales Agrarios como órgano de procuración de justicia agraria (Fr. XIX).  

 Capitalizar el campo con incentivos a la inversión, el desarrollo de la tecnología y a 

la productividad.  

 Propiciar un mercado de tierras, lo que implicó abolir las restricciones a la libre 

circulación de las tierras ejidales y comunales.  

En la exposición de motivos el tema urbano (fundo legal, asentamientos humanos, cascos de 

población, zona de urbanización) en los ejidos y las comunidades no tuvo importancia. Los 

fundamentos y las propuestas de reforma no incluyen el tema en ninguna de sus dimensiones.  

Los debates de la reforma al Art. 27 constitucional (1992) 

La reforma constitucional al artículo 27 constitucional (1992) tiene una vocación 

eminentemente agraria, se centra en la transformación del campo y en la actividad 

                                                 
68 Los minifundios son “…pequeñas superficies de propiedad ejidal, comunal o privada, con dimensiones 

menores a cinco hectáreas, en usufructo de integrantes del núcleo, posesionarios o propietarios privados…” 

(PA, 2009a, pág. 107).  

69 “La obligación del Estado de dotar de tierras quedó cancelada al derogar las fracciones X, XI, XII, XIII, XIV 

y XVI en su totalidad y la fracción XV y el párrafo tercero parcialmente. En estas fracciones se establecía la 

reglamentación de los mecanismos e instituciones encargadas de la aplicación del reparto de tierras” (Robles 

Berlanga H. M., 2008, pág. 15). 
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agropecuaria, y afirma que la tenencia de la tierra es clave en esa transformación (Gamboa 

Montejano & García San Vicente, 2005; González Pimienta, 1996). El resultado fue que la 

reforma publicada el 6 de enero de 1992 afectó lo que hasta ese entonces ningún gobierno se 

había atrevido a modificar (Bolívar Espinoza & Flores Vega, 2015).  

El debate para la aprobación de las reformas estuvo conformado al menos por tres 

posturas: a) las posturas en contra, b) los que pedían una discusión amplia y c) las voces que 

respaldaban la propuesta70. 

Las voces en contra denunciaban a las reformas porque legalizaba el rentismo, 

fortalecía la propiedad privada en el campo, abriendo las puertas al mercado de tierras 

ejidales. Además, el Estado renunciaba a su obligación constitucional de dotar de tierra a los 

pueblos, lo que llevaría a la liquidación de los ejidos y las comunidades.  

Otras voces pedían mayor debate para ampliar y aclarar los argumentos esgrimidos 

en audiencias públicas en todo el país con participación de: organizaciones campesinas, 

productores, uniones de ejidos, las asociaciones rurales, etc.71 

Las voces a favor argumentaban que las reformas ayudarían a superar la crisis del 

campo72. Insistían en la necesidad de fomentar la inversión y productividad, como ya se ha 

señalado. Rechazaban el término privatizar73, porque los ejidos y las comunidades no 

pasarían a manos de privados. 

                                                 
70 Para una visión total de los debates, véase. (1) Iniciativa del ejecutivo Reforma del artículo 27 del 7 de 

noviembre de 1991; (2) Dictámenes de primera lectura artículo 27 constitucional del 3 de diciembre de 1991; 

(3) Discusión/origen: diputados de la reforma del artículo 27 constitucional con fecha 4 de diciembre de 1991; 

(4) Minuta Cámara revisora: senadores del 10 de diciembre de 1991; (5) Dictamen/revisora del 12 de 

diciembre de 1991; (6) Discusión/revisora del 12 de diciembre de 1991. 

71 Varios de los argumentos en contra convergen con la necesidad de abrir el debate nacional donde se 

manifiesten las opiniones de los colectivos que conforman el campo mexicano. Véase el Proceso Legislativo 

de la iniciativa de reforma constitucional al artículo 27 constitucional. 

72 El grupo priista era fundamentalmente quién defendía la propuesta del Presidente Carlos Salinas de Gortari, 

los demás partidos estaban en contra la dicha política o al menos a favor de que el debate se ampliara a otras 

esferas públicas. Véase el Proceso Legislativo de la iniciativa de reforma constitucional al artículo 27 

constitucional. 

73 Se señalaba que se privatiza lo que es propiedad del Estado y pasa a la iniciativa privada, el ejido no es 

propiedad del Estado, el ejido es propiedad del núcleo de población y será éste y nada más que éste, aquel que 

habrá de tomar las medidas tendientes a perfeccionarlo. Véase la Discusión en la Cámara de Diputados. 
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El tema urbano en los debates 

El tema urbano no tuvo una consideración importante en los debates. Un análisis del diario 

de debates solo da cuenta de la postura del Dip. Gilberto Rincón Gallardo y Meltis, quién 

con insistencia abogó por el tema urbano en los ejidos y las comunidades. El diputado Rincón 

Gallardo señaló que el tema de los ejidos en las zonas urbanas fue menospreciado durante las 

sesiones de las comisiones y dejaba subsistentes las problemáticas urbanas en los ejidos, 

porque: 

“La fundación y expansión de las ciudades ha tenido por norma general la ocupación del suelo en 

propiedad social… aparecen innumerables asentamientos irregulares en los lugares menos aptos 

para ser habitados, lo que se traduce en crecimientos anárquicos y desarticulados de las ciudades” 

(Ver proceso legislativo). 

Hubo otras menciones respecto a los temas urbanos --el incremento de las zonas urbanas, la 

reglamentación de las reservas territoriales para el desarrollo urbano en tierras ejidales, 

enajenación de las zonas urbanas, el pleno domino en los ejidos urbanos, el crecimiento de 

las manchas urbanas sobre ejidos-- pero salieron a discusión cuando se tocaban otros temas, 

por lo cual no hubo posiciones claras sobre las zonas de asentamientos humanos ejidales.  

Principales cambios aprobados; Artículo 27 constitucional y Ley Agraria (1992) 

Los principales cambios aprobados con las reformas al artículo 27 constitucional y la Ley 

Agraria de 1992 se señalan en el Cuadro 2.3. Con los cambios al marco jurídico se dan por 

concluida la dotación y restitución de tierras a los pueblos. Con el propósito de otorgar 

certidumbre jurídica al campo, se crearon tribunales federales agrarios autónomos, quienes 

tienen a su cargo la resolución de los conflictos agrarios, así como la creación de la 

Procuraduría Agraria.  

Otro cambio fue el reconocimiento de la autonomía y personalidad jurídica de los 

ejidos y las comunidades, lo cual les permite tomar decisiones para el aprovechamiento de 

sus recursos productivos. La Asamblea, al ser el órgano supremo del ejido, tiene la facultad 

de tomar decisiones sobre el ejido, principalmente sobre el destino de las tierras y formas de 

organización interna, por medio de un Reglamento Interno, que regularía las formas de 

aprovechamiento de los recursos y la organización interna. 
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Cuadro 2.3 .  

Principales cambios entre el  marco jurídico agrario  antes  y después de 1992.  

Temas generales sobre ejidos y comunidades 

Instancias antes de 1992 Marco agrario de 1992 

Reforma agraria: dotación de ejidos y restitución de 

tierras comunales. 

Fin de la reforma agraria; creación de ejidos por la 

voluntad de 20 ejidatarios o más de otros ejidos, sin 

recibir nuevas tierras. 

Ejidos y comunidades sin personalidad jurídica 
Ejidos y comunidades con personalidad jurídica y 

patrimonio propio 

Máxima autoridad agraria es el Presidente de la 

República. 

La máxima autoridad agraria es la Asamblea ejidal; 

órgano de representación 

Sin Reglamento Interno reconocido 

institucionalmente. 

Reglamento Interno organiza la vida interna de cada 

núcleo agrario.  

Los derechos ejidales no se pueden transferir, sólo 

por herencia.  

Transferencia de derechos parcelarios a sujetos 

agrarios del ejido, decisión individual sobre la 

herencia.  

Sujetos agrarios con derechos directos: ejidatarios 
Sujetos agrarios con derechos directos: ejidatarios, 

posesionarios y avecindados. 

Autoridades administrativas en el ejido: Presidente 

de la República, Comisiones Agrarias Mixtas. 
Sin autoridades administrativas externas al ejido. 

“Procedimientos agrarios” por resoluciones 

presidenciales 

“Acciones agrarias” por voluntad de las Asambleas 

ejidales 

Sin vía de adopción de dominio pleno de las 

parcelas ejidales 

Las parcelas ejidales pueden adoptar el dominio 

pleno. 

Sin instancias exclusivas de justicia agraria 
Creación de los Tribunales Agrarios y Procuraduría 

Agraria. 

Asociaciones sólo entre ejidos y comunidades 
Sociedades mercantiles entre ejidatarios, 

comunidades, el estado y privados 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  las  re formas  ar t ículo  27 const i tuc iona l  y  la  Ley  Agrar ia  

aprobada  en  1992.   

Las reformas reconocieron otros sujetos agrarios, además de los ejidatarios: posesionarios y 

avecindados pues, aunque existían en la práctica, no estaban reconocidos legalmente. Sus 

derechos fueron certificados y registrados. La nueva legislación agraria instauró, además: la 

Asamblea ejidal como el órgano supremo ejidal o comunal; y al Comisariado ejidal o de 

bienes comunales responsable de ejecutar las resoluciones de la Asamblea. 
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Cada cambio generó nuevas estructuras en los núcleos agrarios y cursos de acción. 

La estructura general de los ejidos y comunidades se presenta a continuación.  

Estructura general de los ejidos y comunidades (1992)  

Con las reformas de 1992 el ejido74 tiene dos concepciones: la primera es considerada como 

un núcleo de población o persona moral con personalidad jurídica y patrimonio propio; y la 

segunda, es una forma de tenencia de la tierra sujeto a un régimen especial de propiedad 

social que protege su patrimonio (PA, 2009a, pág. 74). Por su parte las comunidades75 son el 

conjunto de personas que viven en el medio rural y comparten tradiciones, usos y costumbres; 

está conformada por el conjunto de tierras, bosques y aguas reconocidas con base en la 

legislación anterior a 1992 mediante acciones restitutorias, confirmatorias o de titulación de 

sus tierras (PA, 2009a, pág. 55) 

Los ejidatarios son los sujetos agrarios integrantes del núcleo ejidal mexicano, mayor 

de edad o de cualquier edad si tiene familia a su cargo, que cuenta con certificado de derechos 

agrarios; los posesionarios son personas que ejercen un poder de hecho sobre un bien 

ejercitando actos de uso y goce como si fuera su propietario; y los avecindados son los 

mexicanos mayores de edad, que hayan residido por un año o más en las tierras del ejido y 

que haya sido reconocido con ese carácter por la asamblea del núcleo o por el Tribunal 

Agrario competente (PA, 2009a, págs. 43, 74 y 117). 

El destino de las tierras ejidales son: 1) tierras destinadas al asentamiento humano 

integran el área necesaria para el desarrollo de la vida comunitaria del ejido, que está 

compuesta por los terrenos en que se ubique la zona de urbanización y su fundo legal; 2) 

tierras de uso común constituyen el sustento económico de la vida en comunidad del ejido y 

                                                 
74 Véase Art. 27, fracc. VII; Ley Agraria arts. 9-10; “Bienes ejidales” y “Tierras ejidales”. En el Art. 43 de la 

Ley Agraria se señala que: “Son tierras ejidales y por tanto están sujetas a las disposiciones relativas de esta 

ley las que han sido dotadas al núcleo de población ejidal o incorporadas al régimen ejidal.” Sus antecedentes 

se encuentran en la Ley de Ejidos de 1920. 

75 Véase. Ley Agraria en su art. 98 señala que el reconocimiento de una comunidad deriva de: una acción agraria 

de restitución para las comunidades despojadas de su propiedad; un acto de jurisdicción voluntaria promovido 

por quienes guardan el estado comunal cuando no exista litigio en materia de posesión y propiedad comunal; 

la resolución de un juicio promovido por quienes conserven el estado comunal cuando exista litigio u 

oposición de parte interesada respecto a la solicitud del núcleo; o el procedimiento de conversión de ejido a 

comunidad. 
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están conformadas por aquellas tierras que no hubieren sido especialmente reservadas por la 

asamblea para el asentamiento del núcleo de población, ni sean tierras parceladas; y 3) tierras 

parceladas76 corresponde a los ejidatarios el derecho de aprovechamiento, uso y usufructo 

de sus parcelas (ver figura 2.2) (Véase. Ley Agraria, Sección 4ta, 5ta y 6ta). 

Figura 2.2 .  

Estructura de los ej idos y comunidades en México ,  por t ipos,  sujetos  agrarios y 

dest ino de la t ierra ,  

1992 

 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  la  Ley  Agrar ia .  

Desafíos del tema urbano en el marco jurídico agrario 

La Ley Agraria (1992) tuvo como base los temas agrarios y la definición de nuevos derechos 

de propiedad sobre las tierras de los núcleos agrarios, donde está incluida la posibilidad de 

urbanizar tierras ejidales. Si bien se establecieron procedimientos para la delimitación y 

                                                 
76 La Ley Agraria en su Art. 79 establece que: “El ejidatario puede aprovechar su parcela directamente o 

conceder a otros ejidatarios o terceros su uso o usufructo, mediante aparcería, mediería, asociación, 

arrendamiento o cualquier otro acto jurídico no prohibido por la ley, sin necesidad de autorización de la 

asamblea o de cualquier autoridad”. 
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ampliación de asentamientos humanos ejidales, hubo poca claridad y precisión al momento 

de establecer la ruta a seguir por los sujetos agrarios, tampoco se detalló el tipo de 

participación que tendría el municipio, dado que es la instancia facultada para planear el 

crecimiento urbano.  

Los postulados de la Ley Agraria (1992) son ambiguos, porque no hay 

procedimientos específicos para la delimitación o constituciones de tierras para el 

asentamiento humano, la titulación de un solar urbano o una zona de urbanización y la 

existencia del fundo legal. Tampoco queda clara la diferencia jurídica entre la parcela escolar, 

la unidad agrícola industrial de la mujer, la unidad productiva para el desarrollo integral de 

la juventud y el solar urbano, pues este último no es inalienable, imprescriptible e 

inembargable. Si bien se permite a la Asamblea ejidal delimitar una zona de urbanización 

cuando el poblado ejidal esté ubicado en tierras ejidales, no hay mecanismos para forzar la 

delimitación del área de asentamientos humanos, aun cuando esté localizado un centro de 

población en el ejido.  

Otras preguntas que quedan latentes antes dichos cambios son: ¿Por qué no se 

determinó que todos los núcleos agrarios que se certificaron tuvieran una zona de 

asentamientos humanos, si desde 1954 se previó que todos los ejidos dotados o restituidos 

tuvieran una zona de urbanización?; en otro sentido, la pregunta es ¿Por qué no se cumplen 

las reglas y las normas establecidas en la Ley Agraria para delimitar, regularizar y ampliar 

asentamientos humanos ejidales? 

Ley General de Asentamientos Humanos (1993) 

La Ley en materia de Asentamientos Humanos (1993) tiene como objetivo “Establecer la 

concurrencia de los municipios, de las entidades federativas y de la federación, para la 

ordenación y regulación de los asentamientos humanos”. Para cumplir tal cometido, 

establece que la ordenación de los centros de población en los municipios debe llevarse a 

cabo mediante los planes o programas municipales de desarrollo urbano. 

Las áreas y predios de un centro de población, cualquiera que sea su régimen jurídico, 

están sujetos a las disposiciones que en materia de ordenación urbana dicten las autoridades. 

La fundación de centros de población debe realizarse en tierras susceptibles para el 
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aprovechamiento urbano. Los planes o programas municipales de desarrollo urbano señalan 

las acciones específicas para la conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 

población y establecen la zonificación correspondiente. 

El aprovechamiento de áreas y predios ejidales o comunales comprendidos dentro de 

los límites de los centros de población o que formen parte de las zonas de urbanización ejidal 

y de las tierras del asentamiento humano en ejidos y comunidades, se sujetan a lo dispuesto 

en esta Ley, en la Ley Agraria, en la legislación estatal de desarrollo urbano, en los planes o 

programas de desarrollo urbano aplicables, así como en las reservas, usos y destinos de áreas 

y predios.  

Para constituir, ampliar y delimitar la zona de urbanización ejidal y su reserva de 

crecimiento; así como para regularizar la tenencia de predios en los que se hayan constituido 

asentamientos humanos irregulares, la asamblea ejidal o de comuneros debe ajustarse a las 

disposiciones jurídicas locales de desarrollo urbano municipales y a la zonificación contenida 

en los planes o programas aplicables en la materia.  

El hecho de que un sujeto agrario tenga derecho a un solar en los terrenos de 

asentamientos humanos ha sido insuficiente para normar la irregularidad de las viviendas y 

servicios públicos instalados en tierras ejidales. Como veremos en nuestro caso de estudio, 

en la mayoría de los ejidos del país, no se instrumentan los procedimientos para regularizar 

los asentamientos humanos ejidales y las autoridades ejidales están apartadas de la 

normatividad urbana. No queda claro cómo las autoridades ejidales y municipales se pueden 

articular para definir los programas de desarrollo urbano, cuando la superficie susceptible de 

desarrollo urbano sea ejidal.  

Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de 

Solares  

El Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Certificación de Derechos Ejidales y 

Titulación de Solares (1993) establece los procedimientos para la delimitación y destino de 

las tierras para el asentamiento humano y la asignación y titulación de derechos sobre solares 

urbanos. De la misma manera, señala que la Asamblea puede acordar la constitución o 

ampliación de la zona de urbanización, la asignación de solares, la protección del fundo legal, 
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la creación de las reservas de crecimiento y la regularización de las tierras ocupadas por el 

poblado, delimitándolas como zona de urbanización. Cuando se constituya o amplíe la zona 

de urbanización, los solares que resulten son asignados por la Asamblea ejidal. 

La Procuraduría Agraria, verifica que se apegue a lo dispuesto en la legislación, 

planes, programas y declaratorias en materia de desarrollo urbano, ecología y 

fraccionamientos correspondientes. La facultad de regularización de la zona urbana ejidal 

resulta interesante y práctica porque establece diversas disposiciones relativas al 

reconocimiento del carácter de legítimo poseedor del solar y a los casos de posesión derivada. 

Ley General Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (2016) 

La discusión desde 1992 por algunos autores (Cruz Rodríguez M. S., 2002; Jiménez 

Dorantes, 2006; Olivera G. , 2001) dejaba ver la insuficiencia de Ley General de 

Asentamientos Humanos de 1993 para regular el crecimiento urbano de las ciudades y 

particularmente del crecimiento poblacional en las zonas ejidales. El 28 de noviembre de 

2016 se renovó dicha Ley por la Ley General Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano.  

Esta ley tiene como principales objetivo ordenar el uso del territorio y los 

asentamientos humanos del país, donde concurren la Federación, de las entidades federativas, 

los municipios. La preocupación es planear la fundación, crecimiento, mejoramiento, 

consolidación y conservación de los centros de población y asentamientos humanos con 

acceso a los espacios públicos, determinando provisiones, reservas, usos del suelo y destinos 

de áreas y predios e inculpando la participación ciudadana (art. 1).  

En lo que respecta a los núcleos agrarios, hay algunas precisiones para que sus 

superficies que formen parte de los centros de población77, zonas de urbanización ejidal o 

tierras de asentamiento humano78 se sujetan a esta Ley, a la Ley Agraria, a la legislación 

estatal de desarrollo urbano, a los planes o programas de desarrollo urbano (Art. 62). Habría 

                                                 
77 La Ley señala que los centros de población son: las áreas constituidas por las zonas urbanizadas y las que se 

reserven para su expansión (ver Art. 3) 

78 El asentamiento humano, según la Ley es: el establecimiento de un conglomerado demográfico, con el 

conjunto de sus sistemas de convivencia, en un área físicamente localizada, considerando dentro de la misma 

los elementos naturales y las obras materiales que lo integran (ver Art. 3) 
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que esperar para que se precise el papel de cada una de ella en las normas reglamentarias para 

acabar con la ambigüedad que se tenía en la anterior Ley. 

Según la Ley, la urbanización de los ejidos y comunidades debe contar con 

autorizaciones de impacto urbano, fraccionamiento o edificación por parte de las autoridades 

estatales y municipales. Si no se cuenta con ello, el Registro Agrario Nacional y el Registro 

Público de Propiedad no deben inscribir títulos o actos tendientes al fraccionamiento, 

subdivisión, parcelamiento o pulverización de la propiedad sujeta al régimen agrario (Art. 

62). Para constituir, ampliar y delimitar la zona de urbanización ejidal y su reserva de 

crecimiento o regularizar los asentamientos humanos se debe ajustar a esta Ley y sus 

disposiciones (zonificación, planes, programas y normas) donde interviene el municipio.  

Cabe tener en cuenta que es frecuente que los núcleos urbanos se establezcan en 

superficies parceladas o de uso común, pues, aunque no se reconozcan jurídicamente los 

asentamientos humanos, se siguen habitando las tierras ejidales. Por lo anterior, vemos 

necesario en primer lugar, una precisión para establecer que los asentamientos humanos de 

los ejidos y las comunidades deben regirse por esta ley con independencia de su personalidad 

jurídica y autonomía.  

En segundo lugar, se debe distinguir entre la regularización de superficies para su 

incorporación al desarrollo urbano y la regularización de superficies que se han destinado al 

asentamiento humano por el crecimiento poblacional del ejido y que no se urbaniza por el 

efecto de desarrollo urbano planeado, pues el artículo 82 y el 83 no hacen tal distinción. En 

tercer lugar, crear un programa permanente para que los ejidos regularicen los asentamientos 

humanos irregulares, pues si bien existe el Fanar, su finalidad es certificar los núcleos 

agrarios sin certificar. Esto debe ir acompañado de reglas de operación claras que indiquen 

las instancias (municipales y agrarias) y las etapas (en la certificación, posterior a la 

certificación, en planes y programas de desarrollo urbano, etc.) en que deben participar para 

implementar las normas. 

Un balance de la política institucional de la propiedad de 1992 

El recuento anterior no ha pretendido ser un análisis jurídico agrario, sino un seguimiento a 

los marcos jurídicos para comprender desde donde: 1) se modifican y crean instituciones y 
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autoridades agrarias; 2) se diseñan e implementan políticas, programas y cursos acción en los 

ejidos y; 3) se vinculan con otros marcos normativos para atender temas específicos, como 

los asentamientos humanos ejidales.  

Por lo anterior, el artículo 27, 73, 115 constitucional con sus reformas (1917-2014), 

la Ley Agraria (1992), la Ley General Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 

Desarrollo Urbano (2016) y los Planes de Desarrollo Urbano constituyen el marco general 

para crear o modificar instituciones agrarias (RAN, PA, etc.), urbanas (municipio, estados y 

federación, etc.) y autoridades ejidales (asamblea ejidal, comisariado ejidal, etc.).  

El Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Certificación de Derechos Ejidales y 

Titulación de Solares fue la base para la organización e implementación del Procede. Desde 

nuestra postura, es necesario crear un Reglamento y programas para dar mayor precisión a 

los derechos de propiedad sobre los asentamientos humanos y al mismo tiempo promover 

cursos de acción o acciones agrarias para la delimitación de asentamientos humanos ejidales. 

En este mismo sentido, es fundamental la organización de los diferentes tipos de superficies 

del asentamiento humano para dar claridad a los sujetos agrarios y las Asambleas sobre los 

procedimientos para reconocer solares urbanos y distinguirlos de las superficies destinadas a 

la parcela escolar, la unidad agrícola industrial de la mujer, la unidad productiva para el 

desarrollo integral de la juventud.  

En función de lo anterior, analizamos la implementación del programa Procede en el 

ejido de San Felipe Coamango, Chapa de Mota, México, o cursos de acción (como el cambio 

de destino de tierras de uso común a asentamientos humanos en ejidos).  

El interés central es analizar las políticas y programas de asentamientos humanos 

ejidales, en particular, estudiamos los procedimientos que los ejidatarios y la asamblea ejidal 

tienen para planear los asentamientos humanos. A partir de lo anterior, indagamos en los 

procedimientos, mecanismo y actores que forman parte de las relaciones institucionales para 

acceder a los servicios públicos, infraestructura y equipamiento urbano. A continuación, 

profundizamos tema de los asentamientos humanos en las reformas de 1992.  
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2.3 Asentamientos humanos en la Ley Agraria (1992) 

Definición de los asentamientos humanos en los núcleos agrarios 

Definición de las tierras de asentamientos humanos 

La Ley Agraria de 1992 definió tres destinos en el polígono ejidal: parcelas, uso común y 

asentamientos humanos. La tierra para el asentamiento humano es área necesaria para el 

desarrollo de la vida comunitaria del ejido, compuesta por los terrenos que se ubiquen en la 

zona de urbanización o del fundo legal, es decir, superficie dedicada al poblado, en ella 

encontramos: Centro de población o fundo legal, solares urbanos, reserva de crecimiento y 

los servicios urbanos (ver figura 2.3). En esta superficie encontramos: viviendas de los 

sujetos agrarios con sus familias, oficinas ejidales y municipales, escuelas, iglesias, clínicas 

de salud entre otras.  

Las parcelas con destino específico también gozan de la misma protección que las 

tierras de asentamiento humanos. Estas son: la parcela escolar, unidad agrícola industrial para 

la mujer, y la unidad productiva de apoyo para la atención de la juventud. Los solares urbanos 

no son de destino específico, pues están destinados al domicilio de los sujetos agrarios y de 

sus familias. Salvo los solares urbanos, el resto de la superficie de asentamiento humano no 

está individualizado, ni cuenta con títulos.  

Figura 2.3 .  

Tipos de dest ino de los ej idos mexicanos a part ir  de 1992  

    
 

  
 

 

 

     

     

    
  

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  la  Ley  Agrar ia  (1992) .  
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El área de asentamientos humanos y el fundo legal es protegida por la federación, los estados 

y los municipios y en especial la Procuraduría Agraria. Sin embargo, en el caso del fundo 

legal ha quedado solo como un término histórico, que fue desplazado por la inclusión de 

conceptos como: zona de urbanización, asentamiento humano, centro de población. Además, 

la certificación de los ejidos y las comunidades no incluyó un registro con sus características 

propias, es decir, en términos catastrales no se genera ningún registro, lo que significa la 

ausencia de datos para reconocer el fundo legal en los núcleos agrarios. 

La Asamblea ejidal tiene la facultad exclusiva para: 1) delimitar o relocalizar el 

asentamiento humano, fundo legal y parcelas con destino específico; 2) delimitar reservas de 

crecimiento urbano de los centros de población ejidal (Art. 65) y 3) regularizar los 

asentamientos humanos que estén ubicados en el ejido, pero que no estén reconocidos de 

manera legal. Para la delimitación de la zona de urbanización, se requiere la intervención de 

autoridades municipales con el Plan de Desarrollo Urbano y las normas técnicas de la 

Secretaría de Desarrollo social (Art. 66). Al delimitar la zona de urbanización o reserva de 

crecimiento se deben separan las superficies para los servicios públicos (Art. 67).  

Los solares urbanos son terrenos destinados a la edificación de casas, superficie 

lotificada ubicada en la zona de urbanización dentro de las tierras del asentamiento humano 

del ejido. Los solares son propiedad plena de sus titulares, al recibir el título correspondiente 

el ejercicio de sus derechos se regula por la legislación civil (PA, 2009a, pág. 141). Los 

solares urbanos tienen un estatuto distinto porque son propiedad plena de sus titulares y 

pueden enajenarse (Díaz de León, 2005).  

Cuando se constituye una zona de urbanización ejidal, todo ejidatario tiene derecho 

de recibir gratuitamente un solar con la extensión determinada entre la Asamblea y el 

municipio (Art. 68). La asignación de los solares se hace en presencia de un representante de 

la PA, el acta respectiva se inscribe en el RAN y los certificados que éste expida de cada 

solar constituyen los títulos correspondientes. Además de los títulos que ampara el derecho 

sobre los solares, se inscriben los planos y delimitación de las tierras de asentamientos 

humanos (Art. 152). Por lo anterior, jurídicamente sale del régimen ejidal para llevarlo al 

derecho civil (Gallardo Zúñiga, 2012). Por ello, los solares, implica una posesión inmediata 

sobre él, sin otra limitación que las establecidas por el artículo 27 constitucional.  



106 

Las alternativas para constituir, ampliar, reservar, regularizar e incluso reducir los 

asentamientos humanos en los ejidos son cinco:  

 El primero es la adquisición del domino pleno, que permite a las tierras parceladas 

transferirlas a domino pleno, con ello, se incorpora la superficie de la tierra al régimen 

civil para ser objeto de la Ley General de Asentamientos Humanos.  

 El segundo es la delimitación de solares urbanos cuando se constituyan asentamientos 

humanos ejidales. Los solares son terrenos destinados a la edificación de casas en 

donde habiten las familias de los sujetos agrarios. Su delimitación se da cuando se 

certifique el ejido o por aprobación de la Asamblea ejidal.  

 El tercero es la constitución de sociedades mercantiles para la creación y elaboración 

de proyectos inmobiliarios sobre tierras de usos común. Las sociedades mercantiles 

o civiles participan como accionistas del ejido. Esta alternativa permitió que tierras 

de uso común se destinen al desarrollo urbano.  

 El cuarto es el cambio de destino, donde se transfieren tierras parceladas o de uso 

común a asentamiento humano. Pero también se prevé la posibilidad que sea de 

manera inversa, es decir, que de asentamiento humano se cambie hacia tierras de uso 

común o parcelado.  

 El quinto es la expropiación por causa de utilidad pública, adoptada desde los años 

setenta por la Corett, para regularizar asentamientos humanos ejidales y otorgarle un 

título. La expropiación puede ser para crear o ampliar reservas territoriales para el 

desarrollo urbano.  

El municipio y el ejido; servicios públicos, infraestructura y equipamiento 

La existencia de superficie de asentamientos humanos ejidales genera un vínculo entre 

autoridades ejidales y municipales. El municipio establece planes y programas de desarrollo 

urbano, regula los usos y destinos de las tierras y establece reservas para el crecimiento 

urbano. Si la Asamblea ejidal quiere cambiar el destino de las superficies parcelarias ejidales 

para que se constituya, amplié o regularice asentamientos humanos, el municipio tiene que 

adecuar los destinos de las tierras de las superficies parcelarias o de uso común ejidales a 

zonas de urbanización.  

La Ley Agraria (1992) reconoce la participación del municipio para la localización, 

deslinde, fraccionamiento y reserva de superficies de asentamiento humano en los ejidos. Si 

el ejido cubre con las regulaciones urbanas, el municipio brinda servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento. En algunos casos, el municipio puede recibir tierras ejidales 

para destinarlos equipamiento o ampliar infraestructura, necesarios para la vida comunitaria.  
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En el caso de transferencias de derechos ejidales, el municipio tiene derecho de 

preferencia frente a personas ajenas al núcleo de población, siempre y cuando la superficie 

esté dentro de las reservas de crecimiento79 de un centro de población ejidal y reconocido por 

los planes de desarrollo urbano municipal.  

La Ley Agraria (1992) prevé la constitución de una Junta de Pobladores en los ejidos, 

detallada adelante, con capacidad para proponer mejoras al municipio sobre: servicios 

públicos, infraestructura y equipamiento. Esta instancia vincula al ejido con el municipio, sin 

embargo, su constitución para los ejidos es opcional y sólo puede emitir opiniones que no 

obligan al municipio.  

Junta de pobladores ejidal y la urbanización ejidal 

La “Junta de Pobladores” es un órgano de participación ejidal que tiene como finalidad hacer 

propuestas sobre las mejoras en los servicios públicos, equipamiento y trabajos comunitarios 

en la zona de urbanización y en general atender los asuntos referentes a las tierras del 

asentamiento humano. Dentro de la Junta es posible conformar las comisiones para atender 

temas en particular. (Véase Ley Agraria arts.41-42). 

Esta instancia surge como auxiliar de las asambleas ejidales80. En su integración 

participan ejidatarios y avecindados. La Junta de Pobladores opina sobre la organización y 

planeación del área de asentamientos humanos, los servicios públicos, infraestructura, 

equipamiento urbano frente al municipio, sin embargo, no tiene atribuciones para tomar 

decisiones sobre su aprobación o no de sus informes. Las funciones específicas se detallan 

en el artículo 42 de la Ley Agraria y señalan las siguientes funciones: 

a) Opinar sobre los servicios sociales y urbanos ante las autoridades municipales; 

proponer las medidas para mejorarlos; sugerir y coadyuvar en la tramitación de las 

medidas sugeridas;  

                                                 
79 La Reserva de crecimiento es un área ubicada dentro del asentamiento humano del núcleo para el desarrollo 

de la zona urbana. La asamblea del ejido o comunidad resolverá su delimitación conforme a las leyes de la 

materia; para su localización y fraccionamiento se requerirá la intervención de las autoridades municipales 

correspondientes y se observarán las normas técnicas que emita la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) 

(PA, 2009a, págs. 134-135). 

80 La integración y funcionamiento de la junta de pobladores se determina en el reglamento que al efecto 

elaboren los miembros de la misma (Art. 41). 
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b) Informar en conjunto con el comisariado ejidal a las autoridades municipales sobre el 

estado que guarden las escuelas, mercados, hospitales o clínicas, y en general todo 

aquello que dentro del asentamiento humano sea de interés de los pobladores; 

c) Opinar sobre los problemas de vivienda y sanitarios, así como hacer recomendaciones 

tendientes a mejorar la vivienda y la sanidad;  

d) Dar a conocer a la asamblea del ejido las necesidades que existan sobre solares 

urbanos o los pendientes de regularización; y  

e) Las demás que señale el reglamento de la junta de pobladores, que se limiten a 

cuestiones relacionadas con el asentamiento humano y que no sean contrarias a la ley 

ni a las facultades previstas por esta ley para los órganos del ejido. 

La existencia de una Junta de Pobladores no es imprescindible, pero si es una instancia que 

puede encargarse de los temas de asentamientos humanos en los ejidos. Con ello cada ejido 

tendría un vínculo legal y directo con las autoridades municipales para regularizar y resolver 

los problemas que se tienen en los asentamientos humanos. Por ello, uno de los problemas 

más graves los ubicamos, cuando vemos que gran parte de los núcleos agrarios no han 

constituido una Junta de Pobladores, el caso de San Felipe Coamango, como veremos 

adelante no es la excepción. Lo que está atrás de esta omisión, son la ausencia de un órgano 

o prácticas organizativas que organice y opine sobre el estado de los barrios.  

Asentamientos humanos en Ley Agraria (1992) a debate 

Los asentamientos humanos en el debate de las reformas de 1992 fueron prácticamente nulos, 

no obstante, la Ley Agraria (1992) permite a los ejidos delimitar, ampliar, reserva y 

regularizar asentamientos humanos. Estos planteamientos son confusos, especialmente en 

para su implementación porque no detallan los procedimientos y la participación de otros 

actores, como el municipio, para regular el desarrollo urbano.  

La constitución de una zona urbana, durante el proceso de certificación (Procede) 

ejidal se dejó a la voluntad de los ejidatarios, a pesar de que, desde 1940 el Código Agrario 

propuso que todos los ejidos tuvieran una zona de urbanización. Ante ello, la pregunta es 

¿Cuáles fueron las razones por las que el Procede, no registró las zonas que ya estaban 

ocupadas por viviendas, escuela, clínica, etc., como tierras de asentamiento humanos para 

los ejidos de manera obligada?, en casos como el de San Felipe Coamango que analizamos 

adelante, había escuelas, viviendas, servicios públicos, pero no se certificó como 

asentamiento humano, sino como parcelas. 
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La facultad exclusiva para crear, ampliar, reservar o regularizar una zona urbana 

ejidal fue otorgada a la Asamblea. Durante la certificación hubo apoyó técnico del INEGI y 

el RAN, y apoyo jurídico de la PA. Sin embargo, los ejidos certificados requieren de 

preparación técnica para ampliar, reservar o regularizar asentamientos humanos, pero para 

ello, no hay políticas o programas. 

A pesar de la poca claridad de los planteamientos de las reformas, el vínculo del ejido 

con el municipio reconocido por la Ley Agraria (1992) termina con la separación histórica 

surgida desde el nacimiento de ambas instancias a principios del siglo XX. El tema en lo 

general está latente, pues si se pretende planear el crecimiento urbano sobre terrenos ejidales, 

es necesaria la colaboración y coordinación de autoridades e instancias ejidales y 

municipales.  

2.4 Políticas mexicanas para el ordenamiento de 

asentamientos humanos ejidales (1992-2014) 

Política de certificación de los núcleos agrarios 

PROCEDE; Origen y objetivos del Programa 

En 1993 se lanzó la política de certificación, denominada Programa de Certificación de 

Derechos Ejidales y Titulación de Solares (PROCEDE) con el objetivo de otorgar certeza y 

seguridad jurídica en la tenencia de la tierra a los ejidos y comunidades81. El Programa fue 

voluntario para ejidatarios y comuneros, quienes a través de su Asamblea decidían y 

delimitaban el destino y la asignación de derechos de sus tierras (PA, 2009a, pág. 120). Esta 

política fue coordinada por la Secretaría de la Reforma Agraria (SRA), la Procuraduría 

Agraria, el Registro Agrario Nacional y el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática. 

                                                 
81 El Programa tiene su fundamento en el Artículo 27 constitucional (1992) y la Ley Agraria (1992), así como 

su Reglamento en Materia de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares, y las Normas 

Técnicas para la Delimitación de las Tierras al Interior de Ejido81. En ellos se especifican los procedimientos 

y requisitos que los ejidatarios y comuneros deben cumplir para la certificación. 
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El objetivo del programa era entregar certificados parcelarios y/o certificados de 

derechos de uso común, o ambos según el caso, así como títulos de solares en favor de los 

sujetos agrarios: ejidatarios, comuneros, posesionarios y avecindados, que accedieron de 

manera libre y voluntaria al programa (SRA, PA, INEGI, RAN, 2003). 

Para el funcionamiento el Programa se hicieron cambios institucionales. La SRA 

mantuvo sus funciones de capacitación, organización, promoción del desarrollo agrario y el 

ordenamiento y regularización de la propiedad rural; el RAN se desconcentró con el 

propósito de hacer más eficiente las actividades de registro. Por necesidad técnica, interviene 

el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI).  

Figura 2.4 .  

Funcionamiento de la cert if icación de la Propiedad social  en México  

 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  la  Ley  Agrar ia  y  en  e l  Programa.  

PROCEDE en funcionamiento  

La SRA, la PA y el RAN (2003) fueron parte importante en la puesta en marcha del Procede. 

La Procuraduría Agraria, en su carácter de institución al servicio de los campesinos, tenía la 

tarea de informar a los ejidatarios de los pasos a seguir para la obtención de sus certificados 

y títulos. La PA los orientaba en cada una de las etapas del programa, señalando los 
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mecanismos y procedimientos que debían seguir para obtener la certificación ejidal y 

titulación de solares. También apoyaba y asesoraba para preparar y llevar a cabo las 

asambleas, sobre todo las relativas a la aprobación del destino de las tierras. Y vigilaba que 

cada una de las actividades se realice dentro de un marco de legalidad.  

Los trabajos de medición y técnicos para la operación del programa correspondieron 

al INEGI. Para llevar a cabo las mediciones de los núcleos agrarios, el Registro elaboró 

normas técnicas; éstas fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 25 de 

septiembre de 1992 (ver figura 2.4). El RAN estaba encargado de la expedición, registro y 

control de los certificados de derechos parcelarios y de derechos comunes, así como de los 

títulos de los solares urbanos (ver figura 2.3). Debía prestar asistencia técnica para medir los 

ejidos, tal como lo señala el artículo 56 de la Ley Agraria.  

También participó la entonces Secretaría de la Reforma Agraria (SRA), la Secretaría de 

Desarrollo Social (SEDESOL) y la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural 

(SAGARPA) para generar la documentación de los núcleos agrarios, especialmente en temas 

de: aguas, bosques, selvas y el fraccionamiento y deslinde de la zona urbana, 

respectivamente82.  

El Procedimiento General Operativo del PROCEDE, básicamente estaba estructurado 

en 10 etapas (ver figura 2.3); 3 de ellas previas a la participación de las instituciones en los 

núcleos ejidales, 5 etapas que se desarrollaban al interior de los ejidos y las 2 últimas que 

correspondían a la formalización de los actos y acuerdos de la Asamblea y la certificación, 

inscripción y certificación de tales actos y finalmente, se entregaban certificados y títulos a 

los sujetos de derecho.  

El alcance de Procede en la certificación de núcleos agrarios (1992-2006) y Fanar 

El Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares se declaró cerrado 

a escala nacional en el año 2006. Para continuar con la certificación se crea el programa 

FANAR, como se verá adelante. Cada entidad federativa emitió en conjunto --con la 

                                                 
82 Los Gobiernos de los Estados y los Ayuntamientos participan en las tareas de coordinación y promoción, 

apoyando las actividades de regularización al favorecer las condiciones para la operación del Programa. Debe 

destacarse la importancia que para el PROCEDE tienen los Fedatarios Públicos, cuya intervención es 

imprescindible para las actividades de certificación y titulación, según lo prevé la Ley. 
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entonces-- Secretaría de la Reforma Agraria un acuerdo para el cierre operativo del programa. 

La cobertura alcanzada por el Procede entre 1993 y 2006, de acuerdo con las estadísticas del 

Padrón e Historial de Núcleos Agrarios del Registro Agrario Nacional fue del 90.01% de 

núcleos agrarios, de un total de 31, 940. De 28 749 núcleos agrarios certificados 27 001 

fueron ejidos y 1 748 fueron comunidades.  

 Cuadro 2.4 .   

Ej idos y comunidades cert if icados por Procede (1993 -2006) y  Fanar (2006-2014),  a  

nivel  nacional ,  en número y porcentaje.  

Tipo de Núcleos 

Agrarios 

 
Procede 

(1993-

2006) 

Fanar 

(2006-

2014) 

Sin 

certificar 

Total de núcleos 

agrarios 

Ejidos 
Número 27 001 1 173 1 403 29 577 

% 91.29 3.97 4.74 100 

Comunidades 
Número 1 748 158 457 2 363 

% 73.97 6.69 19.34 100 

Total certificado 
Número 28 749 1 331 1 860 31 940 

% 90.01 4.17 5.82 100 

Fuente :  E laborac ión  propia  con  base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núc leos  Agrar ios  (PHINA)  de l  

Regis t ro  Agrar io  Nac ional  (2014)  

El Procede (1993-2006) de un total de 29 577 ejidos certificó el 91.29%, por su parte el Fanar 

de 2006 hasta el 2014 había certificado el 4.17% respecto del total. Hasta 2014 faltaban por 

certificar el 4.74%. Hasta 2014, de acuerdo con el Padrón e Historial de Núcleos Agrarios 1 

860 núcleos agrarios no han sido certificados, de estos 1 403 son ejidos y 457 son 

comunidades (ver cuadro 2.4). 

Los ejidos y las comunidades que no han sido certificados, tanto al declarar el cierre 

del Procede en 2006, como con programa Fanar es por no cubrir las condiciones suficientes 

para ello. Es decir, no aceptaron el Programa, no pudieron acreditar la titularidad sobre las 

tierras, enfrentaban conflictos por la tenencia de la tierra, reportaban problemática social 

interna y no estaba definido el padrón de sujetos (PA, 2009b). 

El estudio de caso en el ejido de San Felipe Coamango, Chapa de Mota, México, 

mostrará el funcionamiento de las instituciones, su implementación y las problemáticas 

durante la implementación del programa Procede, con cada uno de los grupos locales. 



113 

Características de los núcleos agrarios a partir de la política de 

certificación 

Alcances y dimensiones de la política de certificación 

De acuerdo con el Padrón e Historial de Núcleos Agrarios (PHINA), hasta diciembre de 

2014, cuando se realizó esta investigación, la superficie total de México era de 196, 066, 800 

hectáreas, de ellas, 51.2% pertenecen a los núcleos agrarios, el resto pertenece a la propiedad 

privada y pública (ver anexo 2.1). La superficie que corresponde a la propiedad social se 

encuentra en 31, 940 núcleos agrarios, de éstos 2, 363 (7.4%) son comunidades y 29, 577 

(92.6%) son ejidos. La política de certificación ha logrado una certificación de 81% para el 

caso de las comunidades y un 95 % para los ejidos, es decir, se han certificado 30, 089 núcleos 

agrarios (ver gráfico 2.1). 

Las dimensiones de los ejidos y las comunidades no ponen en duda la importancia de 

diseñar e implementar políticas públicas dirigidas a su organización y funcionamiento. El 

comportamiento por entidad federativa varía de manera significativa, pues algunas superan 

ampliamente la media nacional (Ver Anexo 10).  

Gráfico 2.1 .   

Comunidades y  ej idos cert if icados y no cert if icados  a nivel  nacional ,   

en número y porcentaje,  (2014)  

 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (2014)  
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El promedio de hectáreas que tiene un ejido es de 2, 923.8, de ellas, 994.7 hectáreas 

corresponden al destino de la “tierra parcelada”, 1, 893.1 hectáreas a las “tierras de uso 

común”, 34.4 al “tierra de asentamiento humano”, 1.6 hectáreas a otros tipos de superficie. 

Si lo vemos respecto a los sujetos agrarios, cada ejido en promedio cuenta con 170 (Véase 

anexo 10). 

En los núcleos agrarios hay sujetos agrarios, estos son aquellas personas a las que es 

aplicable la legislación agraria, en esta investigación, se consideran como sujetos, las 

personas que poseen un derecho reconocido por la Asamblea y con posibilidad de adquirir 

derechos de propiedad, de acuerdo a la política de certificación son: ejidatarios, comuneros, 

posesionarios y avecindados83. Los ejidatarios y comuneros constituyen el mayor número 

con 3, 490,973 representado el 64.7% de los sujetos agrarios como se observa en el cuadro 

2.5. De ellos, el 54% pertenecen a ejidos y 10.6% a comunidades84. 

Cuadro 2.5.  

Ej idatarios o  comunero,  posesionarios y  avecindados a nivel  nacional  por t ipo de  

núcleos  agrarios,  en número y  porcentaje,  

2014 

Tipo de 

núcleos 

agrarios 

Ejidatarios o 

comuneros 

Posesionarios Avecindados Total sujetos 

agrarios 

Número % Número % Número % Número % 

Comunidad 574,584 10.6 2,126 0.0 33,353 0.6 610,063 11.3 

Ejido 2,916,389 54.0 705,992 13.1 1,166,950 21.6 4,789,331 88.7 

Total 

general 

3,490,973 64.7 708,118 13.1 1,200,303 22.2 5,399,394 100.0 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA)  

                                                 
83 Para la Ley Agraria y el Reglamento Interno de la Procuraduría (PA) Agraria son sujetos agrarios y objeto 

de los servicios de la PA, los siguientes: ejidatarios, comuneros, sucesores de estos, ejidos, comunidades, 

pequeños propietarios, avecindados, posesionarios, jornaleros agrícolas, colonos, poseedores de terrenos 

baldíos o nacionales y campesinos en general (PA, 2009a, pág. 142). 

84 Respecto de la participación en la Asamblea, son los únicos que tienen derecho a voz y voto en la toma de 

decisiones, derecho a designar al sucesor de sus derechos ejidales, derecho a transferir sus derechos y rentar 

la parcela al interior del ejido, derecho a participar con tierra en sociedades mercantiles (Appendini, 2010, 

págs. 74-75).  
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El segundo grupo son los posesionarios85 con 708, 118 (13.1%) de sujetos agrarios, de estos, 

2, 126 son de comunidades y 705, 992 son de ejidos. Estos sujetos a diferencia de los 

ejidatarios no poseen todos los tipos de derechos, pues no tiene derecho de exclusión o 

enajenación de la propiedad. Aunque puede tener una parcela cumpliendo los requisitos 

establecidos en la Ley Agraria puede ejercitar la acción de prescripción respecto de las tierras 

ejidales que detenta (PA, 2009a, pág. 117). 

Finalmente, los avecindados86 son 1, 200, 303 (el 22.2%), de los cuales el 0.6% 

corresponde a comunidades y 21.6% a ejidos. No todos los avecindados tienen posesión de 

tierras, aunque si son sujetos de estos derechos, porque pueden acceder a parcelas o solares 

urbanos. Estos sujetos tienen derecho a ser integrantes de la junta de pobladores (Ver Ley 

Agraria arts. 13, 19, 41, 57). 

Tipos de destino de la tierra 

En los ejidos y las comunidades hay varios tipos de tierra según el destino: tierras para el 

asentamiento humano, tierras de uso común y tierras parceladas y otros, a nivel nacional se 

pueden observar en gráfico 2.1, donde hay una clara tendencia de las tierras parcelarias y de 

uso común. Los registros del RAN indican que la superficie parcelada aglutina 29, 072.9 mil 

hectáreas (30.6%), de las cuales 29.5% corresponde a ejidos y 1.1 a comunidades (ver cuadro 

2.6). Esta es la superficie productiva de las tierras ejidales que fue fraccionada y cuyo derecho 

de aprovechamiento, uso y usufructo de cada parcela, corresponde al ejidatario que se le 

hubiere asignado ese derecho, cada una de ellas se puede ver en el cuadro 2.6.  

Las tierras de uso común representan el 67.3% con una superficie de 63, 970.4 mil 

hectáreas, 56.1% corresponde a los ejidos y 11.2% a las comunidades (ver Cuadro 2.6). Este 

tipo de superficie son terrenos ejidales o comunales que constituyen el sustento económico 

                                                 
85 En materia agraria, es el sujeto que posee tierras ejidales o comunales y que ha sido reconocido con tal 

carácter por la asamblea del núcleo o el Tribunal Unitario Agrario competente. En términos generales, es la 

persona que ejerce un poder de hecho sobre un bien ejercitando actos de uso y goce como si fuera su propietario 

(PA, 2009a, pág. 117).  

86 Los avecindados tendrán derecho, en su caso, a la asignación de derechos sobre tierras ejidales; a participar 

en la venta de los derechos correspondientes cuando no exista sucesor del sujeto agrario; a adquirir derechos 

parcelarios por enajenación; al derecho del tanto en la primera enajenación de parcelas con dominio pleno 

(PA, 2009a, pág. 43). 
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de la vida en comunidad de los núcleos y son inalienables, imprescriptibles e inembargables, 

con la única excepción permitida por la Ley Agraria (PA, 2009a, pág. 147). Las tierras de 

explotación colectiva son las que emplean los ejidatarios o comuneros que trabajan en forma 

conjunta los terrenos del núcleo; en esta figura no existe un parcelamiento de las tierras de 

cultivo (PA, 2009a, pág. 78). Estas últimas reúnen 87.4 mil hectáreas (0.1%), 55.7 mil 

hectáreas para los ejidos y 31.7 mil hectáreas para las comunidades (ver Cuadro 2.6).  

Cuadro 2.6.  

Superficie de ej idos y  comunidades por t ipo de dest ino a nivel  nacional ,  

en miles de hectáreas y porcentajes  

2014 

Tipos de superficie 
Comunidad Ejido Total general* 

Miles de has. % Miles de has. % Miles de has. % 

Parcelada 1,038.8 1.1 28,033.1 29.5 29,072.9 30.6 

Uso común 10,672.0 11.2 53,298.4 56.1 63,970.4 67.3 

Explotación colectiva 31.7 0.0 55.7 0.1 87.4 0.1 

Asentamiento 

Humano 
253.7 0.3 969.8 1.0 1,223.5 1.3 

Otros 11.0 0.0 45.3 0.0 57.3 0.1 

Achurada 23.4 0.0 440.4 0.5 464.8 0.5 

Sin Regularizar por 

medición parcial  
54.0 0.1 136.1 0.1 190.1 0.2 

Total 12,086.6 12.7 82,979.8 87.3 95,066.4 100 

Fuente :  Elaborac ión propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA) 2014.  

*  El  to ta l  só lo  inc luye  a  la  superf ic ie  que  ha  s ido  ce r t i f i ca da .  

La superficie que corresponde a la achurada, representa el 0.5% con 464.8 mil hectáreas, 

440.4 mil hectáreas a los ejidos y 23.4 mil hectáreas a las comunidades (ver Cuadro 2.6). 

Esta área es aquella que presenta conflicto con algún(os) colindante(s), una superficie en 

excedencia o algún área especial (PA, 2009a, pág. 34). Algunas otras superficies 

corresponden aquellas que no se han regularizado por medición parcial (dentro del ejido) y 

otros. 

Las tierras para el asentamiento humanos, en materia agraria es el área necesaria para 

el desarrollo de la vida comunitaria del ejido o comunidad; es facultad de la asamblea señalar, 

delimitar y reservar las áreas necesarias para el asentamiento humano. Estas tierras son 

inalienables, imprescriptibles e inembargables, salvo que se aporten al municipio o entidad 

federativa para dedicarlas al desarrollo urbano (PA, 2009a, pág. 41). Estas corresponden al 
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1.3%, respecto del total de la superficie de propiedad social a nivel nacional, con 1, 223.5 

mil hectáreas, de las cuales 969.8 mil hectáreas (1.0%) están ubicadas en ejidos y 253.7 mil 

hectáreas (0.3%) en comunidades (ver Cuadro 2.6).  

Gráfico 2.2.  

Tipos de dest ino de la t i erra respecto de cada ent idad federat iva:  

Parcelas,  uso común, y otros,  asentamientos humanos ,  en porcentajes ,  

 2014 

 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con  base  en  e l  Padrón  e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (2014) .   

**  Otros  inc luye  super f ic ie  de  explo tac ión col ec t iva ,  achurada ,  s in  regula r izar  por  

medic ión  parc ia l  y  o t ros .  
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El Estado de México tiene una superficie de 1, 057, 803.5 hectáreas que pertenecen 

al régimen de propiedad social. El 59.8% está destinado a la tierra parcelada, el 38.2% al uso 

común, el 2.0% al asentamiento humano y el menos del 0.03% a otros tipos de destinos. 

Una aproximación a los ejidos con asentamientos humanos 

Distribución de los asentamientos humanos en los núcleos agrarios 

Como ya se ha comentado, en un inicio los objetivos de la dotación de tierras a ejidos y la 

restitución a comunidades no previeron una zona de asentamientos humanos. Con el paso del 

tiempo se fueron modificando las leyes y los códigos agrarios para incluir zonas de 

urbanización87. A partir de 1992, con la política de certificación se delimitan los distintos 

destinos de la tierra. De los núcleos agrarios certificados 21, 741 (72.3%) cuentan con algún 

tipo de superficie destinada a los asentamientos humanos, sea delimitado, sin delimitar o en 

reserva de crecimiento (ver Cuadro 2.7).  

Cuadro 2.7 .  

Comunidades y  ej idos con asentamientos humanos  a nivel  nacional ,   

por ent idad federat iva ,  en número y  porcentaje,   

2014.  

Entidad 

Federativa 

Comunidad   Ejido   Total general 

Número % Número % Número % 

Veracruz 64 5.2 2558 12.5 2622 12.1 

Chiapas 46 3.7 1965 9.6 2011 9.2 

Michoacán 49 4.0 1263 6.2 1312 6.0 

Guanajuato 4 0.3 1231 6.0 1235 5.7 

Tamaulipas 3 0.2 1052 5.1 1055 4.9 

Jalisco 21 1.7 929 4.5 950 4.4 

Sinaloa 89 7.2 916 4.5 1005 4.6 

San Luis Potosí 125 10.1 864 4.2 989 4.5 

Guerrero 132 10.7 790 3.9 922 4.2 

Coahuila 2 0.2 760 3.7 762 3.5 

Durango 41 3.3 699 3.4 740 3.4 

Puebla 47 3.8 640 3.1 687 3.2 

Hidalgo 69 5.6 640 3.1 709 3.3 

Oaxaca 376 30.4 625 3.0 1001 4.6 

                                                 
87 El primer Código Agrario que prevé superficie para las zonas de urbanización es el 1934. Para 1954 se había 

creado el primer Reglamento de las Zonas de Urbanización de los Ejidos.  
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Zacatecas 8 0.6 620 3.0 628 2.9 

Chihuahua 18 1.5 554 2.7 572 2.6 

Nuevo León 12 1.0 529 2.6 541 2.5 

Sonora 22 1.8 523 2.6 545 2.5 

Yucatán 1 0.1 491 2.4 492 2.3 

México 62 5.0 451 2.2 513 2.4 

Tabasco 1 0.1 393 1.9 394 1.8 

Campeche  0.0 307 1.5 307 1.4 

Nayarit 26 2.1 299 1.5 325 1.5 

Querétaro 6 0.5 286 1.4 292 1.3 

Quintana Roo  0.0 261 1.3 261 1.2 

Baja California 1 0.1 171 0.8 172 0.8 

Aguascalientes 2 0.2 171 0.8 173 0.8 

Morelos 7 0.6 155 0.8 162 0.7 

Tlaxcala  0.0 151 0.7 151 0.7 

Colima 1 0.1 126 0.6 127 0.6 

Baja California S.  0.0 82 0.4 82 0.4 

D.F.  0.0 4 0.0 4 0.0 

Total General 1235 100.0 20506 100.0 21741 100.0 

Fuente :  Elaborac ión propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA) 2014.  

Tipos de superficies de asentamientos humanos 

La política de certificación permitió que el área de asentamientos humanos lo conformaran 

varias figuras al interior del ejido:  

 Área de asentamiento humano delimitado, se refiere al área del ejido o comunidad que 

se determinan para los asentamientos humanos.  

 Reserva de crecimiento, se refiere al área ubicada dentro del asentamiento humano del 

núcleo para el desarrollo de la zona urbana. Es decir, se han asignado títulos de solares 

urbanos a los sujetos agrarios.  

 Asentamiento humano sin delimitar, se refiere al área de asentamientos humanos que no 

ha sido delimitada dentro del ejido, pero que ha sido determinada como asentamientos 

humanos. 

Estos tipos de asentamientos humanos se encuentran en los 31, 940 núcleos agrarios. A 

continuación, se da cuenta de las distintas combinaciones. El 68.1% tienen al menos un tipo 

de asentamientos humanos y 26.1% de los núcleos no tienen ninguna figura de asentamientos 

humanos al interior del ejido y 5.8% no han sido certificados. De estos, 13, 192 núcleos 
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cuentan con asentamientos humanos delimitados, que representan el 41.3% de los núcleos 

agrarios, 38.7% ejidos y 2.6% comunidades (Ver Cuadro 2.8).  

Cuadro 2.8 .  

Comunidades y  ej idos con a sentamientos humanos  a nivel  nacional ,  por t ipo de 

asentamientos humanos,  en número y  porcentaje,  

2014.  

Tipos de Asentamientos 

Humanos 

Comunidad  Ejido Total general 

Número % Número % Número % 

AH delimitado 836 2.6 12356 38.7 13192 41.3 

Núcleo sin AH 671 2.1 7677 24 8348 26.1 

AH delimitado y reserva de 

crecimiento 
79 0.2 4498 14.1 4577 14.3 

AH sin delimitar 254 0.8 2328 7.3 2582 8.1 

Núcleos sin Certificar 457 1.4 1394 4.4 1851 5.8 

AH delimitado y sin 

delimitar 
30 0.1 675 2.1 705 2.2 

AH de reserva de 

crecimiento 
29 0.1 511 1.6 540 1.7 

AH delimitado y sin 

delimitar y reserva 
3 0 109 0.3 112 0.4 

AH sin delimitar y reserva 4 0 29 0.1 33 0.1 

Total general 2363 7.4 29577 92.6 31940 100 

Fuente :  Elaborac ión propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA) 2014.  

Los núcleos agrarios que cuentan con asentamientos humanos delimitados y reservas de 

crecimiento son 4, 577 (14.3%). En tanto, 2, 582 (8.1%) de los núcleos agrarios tienen 

asentamientos humanos sin delimitar, 7.3% de los ejidos y 0.8% de las comunidades. Los 

núcleos sin certificar reúnen 5.8%. Los núcleos agrarios que tienen asentamientos humanos 

delimitados y si delimitar constituyen el 2.2%, los que cuentan con reservas de crecimiento 

urbano son 1.7%, los que tienen asentamientos humanos delimitados, sin delimitar y reservas 

de crecimiento urbano son 0.4% y los núcleos con asentamientos humanos delimitados y 

reservas de crecimiento urbano son 0.1% (Ver cuadro 2.8). 

Superficie de asentamientos humanos 

El destino de los asentamientos humanos constituye el área necesaria para el desarrollo de la 

vida comunitaria del ejido, como son los terrenos de la zona de urbanización y fundo legal 

del ejido, así como la parcela escolar, la unidad agrícola industrial de la mujer, la unidad de 
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productividad para el desarrollo integral de la juventud y demás áreas reservadas al 

asentamiento humano (PA, 2009a).  

Cuadro 2.9 .  

Superficies de asentamientos humanos  de las comunidades y ej idos a nivel  nacional,  

por t ipo de superf icie ,  en hectáreas y porcentajes ,  

2014.  

Tipos de superficie 
Comunidad Ejido Total general 

ha % ha % ha % 

Asentamiento 

Humano Delimitado 
120,869.0 9.9 668,868.6 54.7 789,737.6 64.6 

Asentamiento 

Humano sin delimitar 
36,509.2 3.0 120,730.2 9.9 157,239.4 12.9 

Reserva de 

crecimiento 
96,282.6 7.9 179,751.0 14.7 276,033.6 22.6 

Total Superficie de 

Asentamientos 

humanos 

253,660.7 20.7 969,349.8 79.3 1,223,010.5 100 

Fuente :  Elaborac ión propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA) 2014.  

Los asentamientos humanos están conformados por 1, 223, 010.5 hectáreas. La distribución 

de las hectáreas de superficie de asentamientos humanos en ejidos corresponde 969,349.8 

(79.3%) y 253, 660.7 (20.7%) en las comunidades. El tipo de superficie que abarca más es el 

asentamiento humano delimitado con 789, 737.6 hectáreas (64.6%) de las cuales 54.7% son 

de los ejidos y 9.9% de las comunidades. La superficie de reserva de crecimiento reúne 276, 

033.6 (22.6%) hectáreas, siendo 14.7% para los ejidos y 7.9% para las comunidades. Y 

finalmente, los asentamientos humanos sin delimitar cuentan con 157, 239.4 (12.9%) en el 

que los ejidos cuentan con 9.9% y las comunidades con 3.0% (ver Cuadro 2.9). 

La relación urbana rural de los ejidos 

El crecimiento poblacional a partir de la década de los 1940 en México, fue generando 

presión sobre los ejidos cercanos a las ciudades. De manera formal e informal se han 

incorporado al desarrollo urbano (Suárez & Degado, 2007). En los últimos años, la presión 

demográfica en las periferias urbanas o cerca de ellas ha sido tal que se han incrementado la 

población de los núcleos agrarios que antes tenía una vocación predominantemente 

agropecuaria (Aguado Herrera & Hernández y Puente, 1997; Riveros Fragoso, 1998). Con 

ello, comienzan a ser aparentes los cambios en los modos de vida, como en la influencia de 



122 

la vida urbana en el campo que estudiosos de los rural se refieren como: nueva ruralidad 

(Arias, 2005), ruralidad sin agricultura (Appendini, 2008; Torres-Mazuera, 2008), ruralidad 

urbanizada (Torres-Mazuera, 2012), rururbanización (Delgado, 1990; Galindo & Delgado, 

2006).  

Los conceptos anteriores apuntan a entender los ejidos como espacios de encuentro 

entre los proceso rurales y urbanos en un mismo territorio. Los procesos que eran 

característicos de la ciudad ahora los encontramos en los ejidos, con una dinámica mayor de 

las economías locales, cambios demográficos, crecimiento de la actividad comercial, 

reducción de las actividades agrícolas, por mencionar algunos. Estos procesos influyeron 

para que se crearan nuevos procedimientos legales para regular el crecimiento urbano en los 

ejidos desde 1954. Con el paso de los años, y especialmente después de las reformas de 1992, 

se ampliaron los actores que participaban en la vida económica y social en los núcleos 

agrarios. La inclusión de un ejido en procesos con características urbanas, implica incidir no 

sólo sobre el territorio, sino sobre derechos de propiedad de los pobladores.  

Con las reformas al marco legal de la propiedad en 1992, se redefinen por un lado, 

los derechos de propiedad de los sujetos agrarios y el papel de la Asamblea ejidal; la junta de 

pobladores, el Registro Agrario Nacional, la Procuraduría Agraria, y por el otro, el papel que 

tiene el municipio en la constitución, ampliación, regularización y reserva de los 

asentamientos humanos ejidales. Es decir, se otorgan atribuciones y funciones a dichas 

instancias para resolver los problemas de urbanización de zonas ejidales. Esto muestra la 

urbanización al interior de los ejidos, pues no depende de procesos externos como la presión 

de las grandes urbes o zonas metropolitanas, sino que responde a patrones de comportamiento 

interno o locales. 

Esto obliga a pensar las razones de por qué la Ley Agraria de 1992 dio la función de 

constituir, ampliar zonas de reserva y regularizar el área de asentamientos humanos a la 

Asamblea ejidal, y también, sí fue una política deliberada o son efectos no deseados, porque 

no se pensó en las consecuencias sobre temas como el urbano en los ejidos, al dar prioridad 

a la cuestión agraria. Otro indicio de la poca atención que tuvieron los asentamientos 

humanos es la mención de los fundos legales, sin mencionar su forma de integración, 

organización y delimitación, pues no existe evidencia registral que avale su existencia.  
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La política de Ampliación, regularización y reserva de la zona de urbanización 

Cada uno de los polígonos de un ejido puede modificarse y cambiar de destino. En el caso 

del área correspondiente a los asentamientos humanos, este se puede ampliar, ya sea por la 

constitución de la zona de urbanización, la delimitación de una zona de urbanización para los 

ejidos en el caso de no contar con áreas para el asentamiento humano; la reserva de 

crecimiento, destinada al área ubicada dentro del asentamiento humano del núcleo para el 

desarrollo de la zona urbana. La asamblea del ejido o comunidad resuelve su delimitación 

conforme a las leyes de la materia (PA, 2009a, pág. 134). 

A partir de la reforma de 1992, la regularización es la acción por medio de la cual las 

tierras destinadas a las parcelas o de uso común que estén pobladas o en proceso de 

poblamiento se transfieran a las tierras para el asentamiento humano. 

Este proceso depende por un lado, de las decisiones de la Asamblea General, órgano 

supremo del ejido o comunidad, sin embargo, no incluye a todos los sujetos agrarios, pues 

sólo los ejidatarios son los que pueden participar en las votaciones sobre los acuerdos, 

excluyendo a los posesionarios, los avecindados, y los ciudadanos (Ley Agraria, 1992; PA, 

2009a). Por otro lado, debe ajustarse a la Ley General de Asentamientos Humanos, 

respetando las disposiciones jurídico-institucionales locales para el desarrollo urbano y la 

zonificación contenida en los planes y programas aplicables en materia urbana. En estos 

casos se requiere la autorización del municipio en que se encuentre ubicado el ejido o la 

comunidad (Ver: Art. 39).  

Los actores en la urbanización ejidal 

Los principales actores con competencia respecto al establecimiento y regularización de 

asentamientos humanos esta la Asamblea ejidal. La Asamblea determina el destino de las 

tierras que no estén formalmente parceladas, al asentamiento humano, al uso común o 

parcelarlas en favor de los ejidatarios, mediante los acuerdos plasmados en el Acta de la 

Asamblea (Art. 56, LA). El municipio está encargado de formular, aprobar y administrar los 



124 

planes o programas municipales de desarrollo urbano, de centros de población88 (Art. 9, 

LGHA). El Registro Agrario Nacional por otra parte, emite las normas técnicas, que debe 

seguir la Asamblea, al realizar la delimitación de las tierras al interior del ejido; además 

certifica el plano interno del ejido (Art. 56, LA). Junta de Pobladores: opina sobre los 

servicios urbanos ante autoridades municipales y propone medidas para mejorarlo; da a 

conocer a la Asamblea del Ejido las necesidades que existan sobre solares urbanos o los 

pendientes de regularización (Art. 42, LA). 

La Procuraduría Agraria se encarga de vigilar que quede protegido el fundo legal del 

ejido (Art. 64, LA). Además, vigila que la Asamblea cumpla con que la localización, deslinde 

y fraccionamiento de las tierras de que se trate, intervenga la autoridad municipal y que se 

separen las áreas necesarias para equipamiento en la comunidad; (Art. 8, RLAMCDETS). 

Finalmente, la Comisión Auxiliar elabora con el Registro Agrario Nacional la 

calendarización de los trabajos de delimitación de las tierras, levanta el acta de deslinde 

correspondiente y recabar la conformidad de los colindantes, y realiza las actividades que le 

encomiende la Asamblea, que estén relacionadas con las mencionadas acciones de 

delimitación (Art. 8, RLAMCDETS). 

Resultados de la política de ampliación, regularización y reserva 

La política de ampliación, regularización y reserva de crecimiento urbano en los ejidos ha 

impulsado 8 tipos de modificaciones sobre el destino de los asentamientos humanos. Estos 

pueden ser de tierras de usos común a parcela a asentamientos humanos, asentamientos 

humanos sin delimitar a delimitados, asignación y titulación de reservas de crecimiento, entre 

otros. El número de modificaciones del destino de asentamientos humanos a diciembre de 

2014 son 337 en todo el país. El más recurrente ha sido el del cambio de destino de tierras de 

usos común a asentamientos humanos con 174 acciones agrarias. Los datos por superficie se 

pueden ver en el Cuadro 2.10. 

La política ha convertido 19,509.4 hectáreas de los ejidos y comunidades que han tomado la 

decisión de destinar dicha superficie a los asentamientos humanos en el país. Gran parte de 

                                                 
88 La LGAH (1993) define como centro de población: las áreas constituidas por las zonas urbanizadas, las que 

se reserven a su expansión… (ver Art. 2). 
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las acciones se han concentrado en cambiar el destino de las tierras de uso común a las tierras 

para el asentamiento humano con un total de 70.1% (13,676.1 hectáreas) de la superficie 

transformada, de las cuales 17.3 hectáreas corresponden a comunidades y el resto a los ejidos 

(ver Cuadro 2.10). La Asignación y titulación de reserva de crecimiento por Tribunales 

Agrarios o Asamblea aglutina el 12.8% (2,497.2 hectáreas) con 12% para los ejidos y 0.8% 

para las comunidades. Ello no responde a la realidad al intenso crecimiento urbano de los 

ejidos y las comunidades. 

Cuadro 2.10 .  

Superficie de las acciones agraria con incidencia de los asentamientos humanos en 

ej idos y comunidades  a nivel  nacional ,  en hectáreas y porcentaje ,  

2014.  

Tipo de asentamientos humanos 

Comunidad  Ejido   Total general 

ha % ha % ha % 

Asignación de AH sin delimitar a 

AH delimitados 
370.7 1.9 1,464.5 7.5 1,835.2 9.4 

Asignación y titulación de reserva de 

crecimiento por Tribunales Agrarios 

o Asamblea 

152.9 0.8 2,344.3 12.0 2,497.2 12.8 

Cambio de destino de AH sin 

delimitar a área parcelada 
 0.0 26.2 0.1 26.2 0.1 

Cambio de destino de área parcelada 

a AH 
 0.0 770.8 4.0 770.8 4.0 

Cambio de destino de AH sin titular 

a reserva de crecimiento 
 0.0 17.8 0.1 17.8 0.1 

Cambio de destino de AH sin titular 

a uso común  
 0.0 81.8 0.4 81.8 0.4 

Cambio de destino, de uso común a 

AH  
17.3 0.1 13,658.8 70.0 13,676.1 70.1 

Cambio de destino, de uso común a 

reserva de crecimiento 
 0.0 604.2 3.1 604.2 3.1 

Total general 540.9 2.8 18,968.5 97.2 19,509.4 100.0 

Fuente :  Elaborac ión propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA) 2014.  

Los asentamientos humanos en el Estado de México 

El Estado de México de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2010 es la entidad 

federativa con el mayor número de habitantes con 15, 175, 862 habitantes, distribuidos en 

los 125 municipios. La ubicación geográfica de la entidad ha permitido que dos grupos de 

municipios pertenezcan a dos zonas metropolitanas la de: la Ciudad de México y la de 
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Toluca, lo cual ha impulsado la conformación de diversas zonas de urbanización en la 

entidad.  

Los municipios cuentan con 1, 532 núcleos agrarios, de los cuales, 513 cuentan con 

algún tipo de asentamientos humanos, 451 son ejido y 62 comunidades. El tipo de 

asentamientos humanos con mayor superficie es “asentamientos humanos delimitado” con 

15608.5 hectáreas, dicha tendencia se repite si consideramos el número de núcleos agrarios 

(402), además, es propia de los ejidos y de las comunidades de la entidad mexiquense (ver 

cuadro 2.11.). 

Cuadro 2.11 .  

Tipos de sentamientos humanos en los ej idos y comunidades del  Estado de México,  

por número y  superf icie .  

2014 

Tipo de asentamientos 

humanos 

Comunidad Ejido Total Sup. AH 

Número de 

comunidad

es 

Sup. de 

AH 

Número de 

ejidos 

Sup. de 

AH 

Número 

núcleos 

agrarios 

Sup. de 

AH 

AH con y sin delimitar   1 11.3 1 11.3 

AH de reserva de 

crecimiento 
  64 1629.3 64 1629.3 

AH delimitado 53 4055.3 349 11553.2 402 15608.5 

AH delimitado y 

reserva de c 
  10 563.3 10 563.3 

AH sin delimitar 9 1344.4 27 2136.9 36 3481.4 

Total general 62 5399.7 451 15894.0 513 21293.7 

Fuente :  E laborac ión  propia  con  base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  de l  RAN,  con 

fecha  de  d ic iembre  de  2014 .  

Los espacios geográficos donde se concentran los tipos de tenencia de la tierra ejidal con 

asentamientos humanos se encuentran en los municipios mexiquenses que forman parte de 

las dos zonas metropolitanas: la de la ciudad de México y la de Toluca. Por ejemplo, los 10 

núcleos agrarios con más superficie se encuentran en Tultitlán, Ecatepec de Morelos, 

Tepotzotlán, Ixtapaluca, Huehuetoca, Tequixquiac, Temascalcingo. En ellos encontramos a 

Temascalcingo, un municipio que cuenta con más hectáreas que todos los demás que no 

pertenece a ninguna de las dos zonas antes mencionada, con un total de 1141.2 hectáreas.  

A nivel municipal, en Chapa de Mota hay dos ejidos que cuentan con superficie de 

asentamientos humanos delimitados. Estos son “San Miguel Chapa de Mota”, con 25.3 
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hectáreas y el ejido de “La Palma” con 2.3 hectáreas. El primer ejido se encuentra ubicado 

en la cabecera municipal y el segundo en las afueras de esta. Sin embargo, como veremos 

más adelante, estos ejidos no son parte de las zonas más pobladas del municipio. 

El ejido de San Felipe se encuentra en un municipio donde no se delimitó tierra para el 

asentamiento humano. Esto puede obedecer a que la población es menor, pero donde hay 

condiciones que pueden acelerar el crecimiento poblacional, como lo veremos más adelante. 

Lo cual hace necesario delimitar y regularizar los espacios ejidales que se destinen la 

vivienda de las personas.  

Conclusión del capítulo 

Las legislaciones de principios del siglo XX estuvieron centradas en dotar y restituir la tierra 

a los pueblos, aun cuando se discutieron temas urbanos (fundos legales, cascos, dehesas, etc.) 

no se definió ningún tipo de zona urbana o procedimiento de regularización de las superficies 

habitadas en los núcleos agrarios. Esto puede explicarse porque la demanda central de la 

revolución iniciada en 1910 fue la distribución y la redistribución de las tierras a los pueblos.  

La articulación entre lo urbano y lo rural en los ejidos se fue constituyendo con la 

evolución de los derechos sobre la tenencia de la tierra. Los Códigos Agrarios reconocieron 

formas de delimitar (resoluciones presidenciales) y regular zonas urbanas. Los 

procedimientos que debían seguir los actores ejidales no fueron claros y la delimitación de 

zonas urbanas en ejidos considerados como áreas rurales, tuvo poco interés por las asambleas 

ejidales, pues la principal demanda seguía siendo la repartición de tierras, por tanto, no fue 

implementado de manera generalizada por los núcleos agrarios.  

El marco legal tuvo un cambio importante en la década de 1970´s al intensificarse la 

regulación y procedimientos para delimitar zonas de urbanización en la propiedad privada y 

en los ejidos. En materia urbana, el marco legal incorpora al municipio como un actor central 

para planear y regular el desarrollo urbano, sin embargo, los efectos sobre las tierras ejidales 

fueron muy limitados, porque no hubo modificaciones sustantivas en las ley agraria vigente 

para incorporar al municipio como regulador y planeador de los zonas de urbanización ejidal. 

Es decir, hubo cambio en los derechos de propiedad de los sujetos agrarios sobre tierras 
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ejidales, sin implementar políticas de planeación y desarrollo urbano en las superficies 

ejidales.  

Las reformas al marco legal agrario de 1992 incluyeron temas urbanos. La Ley 

Agraria (1992) reguló la organización y gestión de superficies de asentamientos humanos en 

los ejidos y en las comunidades con instrumentos tales como: la certificar la tenencia de la 

tierra con el Procede; la asamblea ejidal decide sobre los cambios de destino de tierras 

parceladas o uso común a asentamientos humanos; además se creó una junta de pobladores 

que opina ante el municipio sobre temas urbanos ejidales. A pesar de ello, los planteamientos 

de la ley y sus respectivos reglamentos son ambiguos, porque la delimitación y regularización 

de tierras ejidales era una atribución de la asamblea ejidal en la certificación, y escasa 

participación tuvo el municipio, quien tiene la función de planear y regular el desarrollo 

urbano. Como se mostró en el apartado 2.3, los ejidos que delimitaron alguna modalidad de 

asentamientos humanos son mínimos, la ambigüedad del tema urbano en los ejidos, obedece 

a que las propuestas de reformas y los debates no tuvieron como eje central la urbanización 

ejidal. 

La articulación de las instituciones agrarias y municipales para regular asentamientos 

humanos ejidales es complicada, porque no define con claridad el papel y los procedimientos 

que cada una de las instancias debe seguir para planear el crecimiento urbano en los ejidos. 

Esto ha provocado que las acciones agrarias de los ejidos que cambian el destino de tierras 

parceladas o de uso común a asentamientos humanos sean pocas en el país; y que los 

municipios no tengan capacidad para hacer valer los planes y programas de desarrollo urbano 

en superficies ejidales.   
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Capítulo III.  

La certificación del ejido y la gestión de 

equipamiento en el crecimiento urbano del 

ejido de San Felipe Coamango  
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Introducción de capítulo  

El objetivo de este capítulo es analizar las condiciones demográficas del ejido de San 

Felipe Coamango para comprender cómo se dan los procesos urbanos, el papel que han 

jugado los asentamientos humanos ejidales a partir de la dotación, el rol que tuvieron los 

asentamientos humanos durante y después de la certificación de la tenencia de la tierra. 

También se estudian las condiciones que impidieron la delimitación de un área de 

asentamientos humanos en el ejido durante la certificación de la tenencia de la tierra.  

En este capítulo se analizan las características sociodemográficas del municipio de 

Chapa de Mota, como parte del contexto de los procesos urbanos que intervienen en el ejido 

de San Felipe Coamango. Se investigó la historia del ejido desde la solicitud de restitución 

hecha por los habitantes del pueblo, hasta la dotación del ejido en 1931. También se indaga 

en la forma en que el ejido conoció y adoptó e implementó la política de certificación 

(Procede) en 1995, así como los tipos de destino delimitados (asentamientos humanos, uso 

común y parcelas) y los sujetos agrarios reconocidos (ejidatarios/comunero, posesionarios y 

avecindados). 

Por otra parte, se analizan los antecedentes históricos y el proceso de consolidación 

de los barrios del ejido: La Manga, La Chinda, Los Ailes y Emiliano Zapata, centrándonos 

en los factores sociodemográficos que promueven el crecimiento poblacional y la demanda 

de servicios públicos, infraestructura y equipamiento.  

Para la información sociodemográfica se recurrió a los Censos de Población y 

Vivienda del INEGI (1990-2010). La caracterización de la historia del pueblo y el ejido, 

implicó indagar en los documentos históricos del municipio de Chapa de Mota, pueblo y 

ejido de San Felipe Coamango. Para la historia de la dotación y la consolidación de los barrios 

ejidales se investigó en la carpeta básica del ejido de San Felipe Coamango, Base de Datos 

del Padrón e Historial de Núcleos Agrarios. Finalmente, para el análisis de la gestión de 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento se recurrió al archivo de documentación 

donde se tienen los oficios de gestión ante autoridades municipales, estatales y federales, 

además, de entrevistas a integrantes del Comisariado ejidal, Consejo de Vigilancia, Comisión 

Auxiliar, delegados, subdelegados, Consejo de Participación Ciudadana. 
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3.1 El municipio de Chapa de Mota y el contexto de la 

urbanización del ejido de San Felipe 

Características sociodemográficas 

Población y tipo de población 

El municipio de Chapa de Mota se encuentra ubicado al norte del Estado de México, limita 

al norte con Jilotepec, al este con Villa del Carbón, al sur con Morelos y al oeste con los 

municipios de Timilpan y de Morelos (ver Mapa 3.1, pág. 132). Su extensión territorial es de 

292 kilómetros cuadrados, lo que equivale al 1.31% del total de la superficie estatal. Su 

densidad de población en 2010 es de 95.2 personas por kilómetro cuadrado. 

La población total del municipio es 27 551 habitantes, de los cuales 13 532 son 

hombres y 14 019 son mujeres, de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2010. El 

municipio cuenta con 34 localidades, distribuidas en los 292 kilómetros cuadrados. De 

acuerdo con la clasificación elaborada por el Instituto Nacional para el Federalismo y el 

Desarrollo Municipal (INAFED) en 200589, con base en información del INEGI Chapa de 

Mota es un municipio rural, dado que, más del 50% de la población vive en localidades con 

menos de 2 500 habitantes. 

En el municipio gran parte de las localidades (31 de 34) tienen menos de 5 000 mil 

habitantes, por lo cual se identifica como un municipio rural. La población se distribuye en 

las categorías anteriores sin que sus localidades concentren un porcentaje de población mayor 

o igual al 50% en espacios urbanos. En el Cuadro 3.1 se plantea la clasificación de las 

localidades rurales (menos de 2 500 habitantes) y urbanas (2 500 o más habitantes). Con base 

en lo anterior, tenemos que en dicho municipio hay 31 localidades rurales y 3 localidades 

urbanas: San Felipe Coamango, Dongú y San Juan Tuxtepec.  

                                                 
89 El INAFED construyó una clasificación de municipios según el tamaño de sus localidades; la cual comprende 

los siguientes rangos: Metropolitano: más del 50% de la población reside en localidades de más de un millón 

de habitantes. Urbano Grande: más del 50% de la población reside en localidades entre 100 mil y menos de 

un millón de habitantes. Urbano Medio: más del 50% de la población vive en localidades entre 15 mil y 

menos de 100 mil habitantes. Semiurbano: más del 50% de la población radica en localidades entre 2500 y 

menos de 15 mil habitantes. Rural: más del 50% de la población vive en localidades con menos de 2500 

habitantes. Mixto: La población se distribuye en las categorías anteriores sin que sus localidades concentren 

un porcentaje de población mayor o igual al 50%. 
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Cuadro 3.1.  

Tipo de local idad,  número de local idades,  población femenina,  masculina y total  por 

tamaño de local idad en el  municipio de Chapa de Mota,  México (2010)  

Tipo de 

localidad 
Número de localidades  Población femenina Población Masculina Población Total 

Rural 31 7197 6984 14181 

Urbana 3 6822 6548 13370 

Total 34 14019 13532 27551 

Fuente :  E laborac ión propia  con base  en  e l  Censo de  Poblac ión y  Viv ienda  2010.   

NOTA.  Rura l :  cor responde  a  poblac ión  menor  a  2500 habi tantes ;  Urbana  corresponde  a  2  

500 habi tan tes  o  más.  

Las 3 localidades urbanas comparten límites territoriales, conformando un núcleo importante 

de población. Entre las localidades rurales (31) y las urbanas (3) hay una brecha poblacional 

amplia, la diferencia entre la localidad urbana con menos habitantes (Dongú) y la localidad 

rural con más habitantes (La Esperanza) es de 1, 719 habitantes. Las localidades de Tenjay y 

Santa María con poco más de 1, 000 habitantes son localidades potenciales para convertirse 

en localidades urbanas en los años próximos.  

Las áreas con posibilidades de crecimiento urbano se ubican en las localidades de San 

Felipe Coamango, San Juan Tuxtepec, Dungu al oriente de la cabecera municipal y al 

poniente las localidades de: La Esperanza, Bodenqui, Cadenqui, La Palma, San Francisco de 

las Tablas, Barajas, Damate y Mefi. En general las localidades del municipio se caracterizan 

por ser dispersa, incluso en las localidades con mayor población. 
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Mapa 3.1 

Ubicación del municipio de Chapa de Mota,  México  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  car tograf ía  de l  Ins t i tu to  Nac iona l  de  Es tadí s t ica  y  Geograf ía  (2010) .  
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Actividad económica 

La población económicamente activa90 (PEA) representa el 36.29% y la población 

económicamente inactiva91 (PEI) el 35.69% en el municipio de Chapa de Mota como se 

muestran en el cuadro 3.2, en tanto que el 28.02% es población menor a 12 años. De la 

población económicamente activa el 95.94% de las personas se encuentran ocupadas y el 

4.06% desocupadas. La PEA está conformada en un 75.81% por hombres y un 24.19% de 

mujeres. De la PEA ocupada, el 75.25% son hombres y 24.75% son mujeres.  

Cuadro 3.2 .  

Distribución de la PEA por condición de actividad económica según sexo,   

2010 

Indicadores de 

participación económica 
Total Hombres Mujeres 

% % % 

Total Hombres Mujeres 

Población 

económicamente activa 

(PEA)(1) 

9,998 7,579 2,419 100 75.81 24.19 

Ocupada 9,592 7,218 2,374 100 75.25 24.75 

Desocupada 406 361 45 100 88.92 11.08 

Población no 

económicamente activa 

(PEI)(2) 

9,834 2,031 7,803 100 20.65 79.35 

Notas :  (1 )  Personas  de  12 años  y  más que  t raba jaron,  tenían  t rabajo  pe ro  no t rabaja ron o  buscaron 

t rabajo  en  la  semana de  referencia .  (2)  Personas  de  12 años  y  más  pensionadas  o  ju bi ladas ,  

e s tudian tes ,  dedicadas  a  los  quehaceres  de l  hogar ,  que  t en ían  a lguna  l imi tac ión  f í s ica  o  

menta l  permanente  que  l e  impide  t raba ja r .  Fuente :  INEGI.  Censo de  Poblac ión y  Vivienda  

2010.  

La distribución por género y en porcentajes se puede apreciar en el cuadro 3.2, donde es 

visible la composición de la PEI es de 9 834 personas, de ellas, el 20.65% son hombres y 

79.35% son mujeres.  

Tipo de actividades de la PEA ocupada 

                                                 
90 El INEGI considera a la PEA como las personas de 12 años y más que trabajaron, tenían trabajo pero no 

trabajaron o buscaron trabajo en la semana de referencia. 

91 La población económicamente inactiva (PEI), es definida como las personas de 12 años y más pensionadas 

o jubiladas, estudiantes, dedicadas a los quehaceres del hogar, que tenían alguna limitación física o mental 

permanente que le impide trabajar. 
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La condición rural de las localidades del municipio en términos poblacionales indicaría que 

el tipo de empleos estarían concentrados en las actividades primarias. Sin embargo, cuando 

uno observa los datos sobre la población ocupada, éstos muestran una población que se 

encuentra principalmente en el sector industrial y de servicios con 37.5% y 33.7 

respectivamente, mientras que la agricultura, ganadería, caza y pesca representan el 28.3%.  

Cuadro 3.3  

Tipos de act ividades económicas de la  P EA ocupadas en Chapa de Mota,  México  

2010 

Tipo de actividad Absolutos Porcentaje 

Primario 2 717 28.3% 

Secundario 3 237 33.7% 

Terciario 3 598 37.5% 

No especificado 40 0.4% 

Total 9 592 100% 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  IGECEM (2010) .  Direcc ión  de  Es tadí s t i ca .  Elaborado  con  

base  en  in formac ión proporc ionada  por  l a s  unidades  productoras  de  in for mación de  los  

ámbi tos  federa l  y  es ta ta l .  

En el municipio no es notoria la diferencia entre la población con actividad económica, 

primaria, secundaria o terciaria (ver Cuadro 3.3). Sin embargo, si consideramos que se trata 

de un municipio con características predominantemente rural y las localidades urbanas no 

rebasan los 15 000 habitantes, llama la atención que los empleos se concentren en actividades 

secundaria y terciaría.  

Si bien la población está asentada en localidades rurales, muchas de las fuentes de 

trabajo se han concentrado en municipios aledaños que están en proceso de crecimiento. Por 

ejemplo, el caso de Jilotepec es importante, pues es el principal municipio a donde se 

desplaza la población para satisfacer muchas de sus necesidades de comercio y servicios, 

además, los medios de transporte colectivo se desplazan de las localidades de Chapa de Mota 

a Jilotepec. Es el lugar donde la población puede acceder a pequeños centros comerciales, 

así como el punto de traslado a otros municipios u otras entidades federativas.  
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Mapa 3.2  

Ubicación de los ej idos y comunidades del  municipio de Chapa de Mota,  México  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  in formación  de l  Regis t ro  Agrar io  Nacional .
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Usos de suelo 

De acuerdo con el Plan Municipal de Desarrollo Urbano, la superficie municipal, se estima 

en 28,949 hectáreas. Según el Prontuario de Información Geográfica Municipal de los 

Estados Unidos Mexicanos, Chapa de Mota (2009), la superficie destinada a la agricultura 

corresponde al 27.43%, la zona urbana abarca el 7.32%, el Bosque reúne un 42.42% y el 

pastizal con 21.83%.  

La zona destinada a la agricultura es muy visible, en algunas localidades del 

municipio, sin embargo, es notoria la construcción de viviendas en las parcelas, lo que ha 

significado la disminución constante de las tierras de cultivo. La parte que corresponde al 

bosque es el más amplio, pues se cuenta con una parte significativa de la superficie del 

municipio que corresponde a la prolongación de la Sierra de Timilpan y el Valle de Jilotepec.  

El municipio comparte una extensión de un Parque Estatal, conocido como Las 

Cascadas, que en su conjunto tienen una superficie de 6, 215 hectáreas. Las zonas de 

pastizales son poco visibles, pues se encuentran separadas entre las faldas de los bosques y 

los planes alrededor de los ríos y arroyos. Por otro lado, las zonas urbanas se concentran en 

el pueblo de San Felipe Coamango, San Juan Tuxtepec y Dongú como se señaló 

anteriormente.  

Régimen de la propiedad  

El régimen de la propiedad en el municipio comprende propiedad federal o estatal, ejidal, 

privada y comunal. El suelo ejidal es la proporción más importante con el 37.85% respecto 

del total de la superficie y corresponde a 28, 949 hectáreas. Ver la distribución de ejidos y 

comunidades en el mapa 3.2. Esto significa que una amplia extensión del territorio municipal 

no esté sujeto totalmente a las disposiciones que establece el ordenamiento jurídico estatal y 

municipal, con respecto a la organización de dicho territorio. Esto debido a que los ejidos 

cuentan con una Asamblea que de acuerdo a la Ley Agraria (1992), tiene la autoridad sobre 

la toma de decisiones que atañen a la superficie ejidal, lo cual puede no considerar lo 

planteado o recomendado por las autoridades municipales, como se verá en el estudio de caso 

en el Capítulo 4. Por otro lado, al régimen federal o estatal, corresponde el 36.25% del total, 
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lo que de alguna manera también imposibilita el actuar del municipio, pues el gobierno 

federal o estatal administran dicha superficie (ver Cuadro 3.4).  

Cuadro 3.4  

Régimen de la  propiedad en el  municipio  de Chapa de Mota,  2001  

Régimen de propiedad Superficie (Hectáreas) Porcentaje 

Federal o estatal 10,496.5 36.25 

Ejidal 10,956.0 37.85 

Privada 4,914.5 16.98 

Comunal 2,582.0 8.92 

Total 28,949.0 100.00 

Fuente :  H.  Ayuntamiento  de  Chapa  de  Mota  2000 -2003.  Catas t ro  Munic ipa l  de  Chapa  de  Mota .  

Sept iembre ,  2001.  

De la superficie con régimen ejidal, San Felipe Coamango ocupa el 16.17%, Dongú con el 

15.16%, Chapa de Mota con 13.05%, Santa Ana Macavaca con el 10.21%, La Palma con 

8.82%, San Juan Tuxtepec con el 7.82%, Santa María con el 6.62%, Barajas con el 5.41%, 

La Cañada con el 5.16%, Cadenqui con el 4.64%, San Francisco de las Tablas con el 4.26% 

y San Gabriel con el 2.67% (Ver PHINA 2014). 

En el Mapa 3.2 se muestra la distribución territorial de los ejidos y de las comunidades 

en el municipio de Chapa de Mota. El total de la superficie destinada a los núcleos agrarios 

es 12 284.07 hectáreas. De ellas, 5840.89 corresponde a tierras parceladas, 6 415 a tierras de 

usos común y 27.62 a asentamientos humanos. Algunos ejidos como Dongú, Santa Ana 

Macavaca y San Miguel Chapa de Mota tienen superficies en espacios físicos separados (ver 

mapa 3.2). 

En el municipio de Chapa de Mota también existe el régimen de propiedad comunal 

que representa 8.92% de la superficie del territorio municipal. Esto implica una serie de 

límites a las autoridades municipales porque cada núcleo comunal cuenta con un órgano de 

representación que se denomina la Asamblea de Bienes Comunales, que también decide 
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sobre la superficie que le corresponde. Esto significa que no hay derechos de propiedad 

individualizados, y por tanto, es necesaria la aprobación de dicha Asamblea para planear 

sobre dicha superficie, ya sea para cambios de uso o destinos de las tierras. 

El campo de acción más importante del municipio se encuentra en la propiedad 

privada que representa el 16.98% del territorio municipal. Pues es éste espacio justamente 

donde las autoridades municipales, incluidos presidente municipal, síndico, regidores, 

delegados y subdelegados92 y Consejo de Participación Ciudadana93 pueden desempeñar sus 

funciones que se establecen en la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, misma que 

se profundizará en el Cap. 4. 

Servicios públicos, bienes y tecnología en la vivienda 

Las viviendas que se aprecian en el municipio de Chapa de Mota en general son 

autoconstruidas. Las personas edifican las viviendas conforme se incrementan el número de 

familias al crecer los hijos y formar su propia familia. Las viviendas totales contabilizadas 

por el INEGI en 2010 fueron de 6, 316. Existe cierta variabilidad en los servicios con los que 

cuentan. Encontramos que el agua y la energía eléctrica ofrecen la mayor cobertura con más 

del 90% de las viviendas (ver cuadro 3.5).  

                                                 
92 Los delegados y subdelegados son autoridades auxiliares municipales de acuerdo al Art. 56 de la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de México. Además, en su Art. 57, Fracc. I. señala que algunas de sus 

funciones son: el cumplimiento del bando municipal, colaborar en la elaboración del Plan de Desarrollo 

Municipal, informar anualmente a los representados y ayuntamiento sobre los recursos a su cargo, elaborar 

programas de trabajo con los subdelegados, vigilar el estado de canales, vasos colectores, barrancas, canales 

alcantarillados y demás desagües, y emitir opinión motivada no vinculante, respecto a la autorización de la 

instalación de nuevos establecimientos comerciales, licencias de construcción y cambios de uso de suelo en 

sus comunidades. 

93 El Consejo de Participación Ciudadana son órganos de comunicación y colaboración entre la comunidad y 

las autoridades de acuerdo con el Art. 74 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México (2015), además, 

el artículo 64, establece que los ayuntamientos, para el eficaz desempeño de sus funciones públicas, podrán 

auxiliarse de los Consejo de Participación Ciudadana. Las funciones contenidas en el Art. 74 son: I. Promover 

la participación ciudadana en la realización de los programas municipales; II. Coadyuvar para el cumplimiento 

eficaz de los planes y programas municipales aprobados; III. Proponer al ayuntamiento las acciones tendientes 

a integrar o modificar los planes y programas municipales; IV. Participar en la supervisión de la prestación de 

los servicios públicos; V. Informar al menos una vez cada tres meses a sus representados y al ayuntamiento 

sobre sus proyectos, las actividades realizadas y, en su caso, el estado de cuenta de las aportaciones 

económicas que estén a su cargo. VI. Emitir opinión motivada no vinculante, respecto a la autorización de 

nuevos proyectos inmobiliarios, comerciales, habitacionales o industriales y respecto de la autorización de 

giros mercantiles. 
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Cuadro 3.5  

Disponibil idad de servicios públicos en la v ivienda en el  municipio de Chapa de 

Mota,  México,   

2010.  

Servicio  
Disponen No disponen No especificado Total 

Abs. % Abs. % Abs. % Abs. % 

Agua  5 889 93.2  400 6.3  27 0.4  6 316 100 

Drenaje  3 895 61.7  2 350 37.2  71 1.1  6 316 100 

Energía Eléctrica  6 070 96.1  217 3.4  29 0.5  6 316 100 

Fuente :  Elaborac ión propia  a  pa r t i r  de  IGECEM (2010) .  Di recc ión  de  Estadí s t i ca .  Elaborado  con 

base  en  in formac ión proporc ionada  por  l a s  unidades  productoras  de  in fo rmación de  los  

ámbi tos  federa l  y  es ta ta l .  

El drenaje es el servicio con el que menos se cuenta en las 34 comunidades que integra el 

municipio, pues sólo el 61.7% de las viviendas disponen de dicho servicio, el 37.2% no 

cuenta con él (ver Cuadro 3.5). Sin embargo no pudimos constatar que cuentan con dicho 

servicio en los recorridos en San Felipe Coamango y en las comunidades de Dongú y San 

Juan Tuxtepec. En el caso de San Felipe, se inició con un tipo de fosa séptica a finales de la 

década pasada que atendía a una parte de la población, pero era muy limitada y a principios 

de esta década se iniciaron las gestiones de una planta tratadora de aguas negras.  

Comunicaciones y transportes 

El municipio tiene una escaza red de comunicación y el transporte. Según el INEGI en el 

municipio de Chapa de Mota en 2010 se contaba con 130 kilómetros de carreteras que 

conectan al municipio, de los cuales 43 kilómetros se encuentran pavimentadas y 87 

kilómetros revestidos. El traslado entre las diversas comunidades es posible, debido a vías de 

comunicación revestida con tezontle.  

Se cuenta con servicios de transporte colectivo y taxis en varias localidades, entre 

ellas la cabecera municipal y San Felipe Coamango. El medio de transporte colectivo 

comunica con el municipio de Jilotepec, Villa del Carbón y algunos municipios de la Zona 

Metropolitana de la Ciudad de México. En los límites de Chapa de Mota y Jilotepec, se 

encuentra la carretera Jilotepec-Ixtlahuca, que comunica con Toluca, la capital mexiquense, 

así como Atlacomulco, Ixtlahuca, entre otros 
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Características socioeconómicas del pueblo y el ejido de San Felipe 

Coamango 

Relación entre el pueblo y el ejido 

El pueblo de San Felipe Coamango, como se explica más adelante, recibió la dotación de 

terrenos en 1931, constituyendo el ejido de San Felipe Coamango. El ejido se integró al 

pueblo, es decir, los ejidatarios vivían en el pueblo y se trasladaban a los terrenos ejidales 

para cultivarlos. Con el paso de los años, algunos ejidatarios y sus descendientes 

construyeron sus viviendas en superficies ejidales hasta conformar, lo que más adelante 

caracterizamos como barrios. A partir del Censo de Población de 1990 el INEGI consideró 

al pueblo como una localidad y al ejido como otra localidad (Ver Mapa 3.3). Por lo anterior, 

tomamos al pueblo y al ejido como dos espacios territoriales independientes, a pesar de que 

se generan procesos organizativos de manera conjunta como señalamos adelante. 

La mayoría de los ejidatarios tienen su vivienda en el pueblo, pero son quienes pueden 

tomar decisiones sobre los recursos del ejido, es decir, gobiernan el ejido. Por ello, es 

importante distinguir que: el ejido como terreno con parcelas y uso común está ubicado fuera 

del pueblo con límites que distinguen la superficie de uno y otro. Actualmente la mayoría de 

los miembros de ejido viven en el pueblo, pero sus descendientes han establecido viviendas 

en terrenos ejidales, como se caracteriza más delante de este capítulo.  

Los ejidatarios y los habitantes del pueblo no son dos grupos de personas distintas, 

sino que se sobreponen; hay un relación entre el pueblo y el ejido para gestionar servicios 

públicos; los ejidatarios utilizan recursos del pueblo, como el auditorio, el panteón, la iglesia, 

entre otros, y el pueblo accede a equipamiento (secundaria, preparatoria, pozo de agua 

potable) gestionados por ambos, pero establecidos en terrenos ejidales; y la gestión de 

servicios públicos, equipamiento e infraestructura en el pueblo y en el ejido se ha realizado, 

tanto por autoridades del pueblo, como autoridades ejidales (ver figura 3.1). Por ejemplo, el 

auditorio municipal del pueblo es utilizado por los ejidatarios para realizar las Asambleas 

ejidales sin pagar, pues basta con que se encuentre disponible y solicitar permiso al delegado 

del pueblo. 
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Figura 3.1 

Articulación histórica del  pueblo y el  ej ido de San Fel ipe Coamango  

1914-2016 

 

Fuente :  Nota :  e laborac ión propia  con  base  en  invest igac ión  documenta l  h i s tór ica  y  ent revis tas  a  

su je tos  agrar ias  y  autor idades  auxi l i a res  munic ipa les .  Nota :  *  COPACI:  Consejo  de  

Par t ic ipac ión Ciudadana .   

Otro caso importante es el uso del panteón ubicado en territorio del pueblo, sin embargo, los 

pobladores del ejido pueden enterrar a sus difuntos en el panteón sin ninguna restricción. 

Basta con dar aviso al delegado del pueblo y entregar una copia del certificado de defunción 

para obtener acceso al panteón y hacer uso de él. Cuando es necesario darle mantenimiento 

los pobladores del ejido y del pueblo colaboran con faenas y aportaciones económicas sin 

tener que hacer pronunciamientos o acuerdos especiales, basta con que se presente el punto 
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en la Junta General de Pobladores (ver sección 3 de este capítulo) y se apruebe por la mayoría 

de los presentes.  

Recuadro 3.1 .  

Espacios públicos y equipamiento compartido entre el  pueblo y el  ej ido de San 

Fel ipe Coamango 

 Espacios públicos compartidos Espacios independientes  

Pueblo 

 Iglesia 

 Panteón 

 Plaza cívica 

 Auditorio municipal 

 Registro Civil 

 Escuela primaria “Miguel Hidalgo” 

 Canchas de futbol 

 Delegación municipal 

 Comisaría ejidal 

 Kinder “Manuel Tolsá” 

 Depósitos de agua de los barrios 

 Clínica “San Felipe Coamango” 

 Tienda Liconsa 

Ejido 

 Kinder “Sor Juana Inés de la Cruz” 

 Primaria “Adolfo López Mateos” 

 Secundaria Oficial No. 291  

 Preparatoria Oficial. No. 77 

 Pozo de agua potable 

 Kinder “José Manuel Othón” 

 Primaria “Emiliano Zapata” 

 Capilla 

 Canchas de futbol 

 Depósitos de agua de los barrios 

 Clínica “Emiliano Zapata”  

 Tienda Liconsa 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  aná l i s i s  documenta l  y  ent revi s tas  a  su je tos  agrar ios  y  

autor idades  munic ipa les .  

En el caso del pozo de agua potable, la situación es inversa, pues se encuentra ubicado en 

terrenos que pertenecen al ejido, pero los habitantes del pueblo pueden acceder y se 

benefician de él, sin ninguna restricción. Durante el proceso de gestión ante las autoridades 

gubernamentales, las autoridades y los pobladores del pueblo y del ejido participaron 

activamente, sabiendo que sería un beneficio para ambos, además, realizaron faenas y 

contribuciones económicas para agilizar la implementación del pozo de agua potable. 

Actualmente el pozo de agua potable distribuye agua al ejido y al pueblo sin tener que pagar 

un costo extra por hacer uso de un servicio que se encuentra ubicado en un espacio distinto 

al del pueblo. 

Una parte del equipamiento del pueblo y del ejido de San Felipe Coamango tiene 

cierta independencia, aunque no son totalmente excluyentes. El caso de sus clínicas de salud 

es ejemplo de ello, pues los pobladores del ejido deben acudir a la clínica “Emiliano Zapata” 
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(ubicada en el ejido) y los pobladores del pueblo deben asistir a la clínica “San Felipe 

Coamango” (ubicada en el pueblo). Sin embargo, los casos de emergencia son atendidos sin 

distinguir el lugar de residencia. Los pobladores hacen uso del equipamiento sin ver como 

un límite que se encuentre en el ejido o en el pueblo. Las condiciones antes señaladas 

proporcionan condiciones para que haya una articulación de autoridades e instancias para la 

gestión de nuevos espacios públicos o para la mejora de los que ya existen. 

Población del pueblo y ejido de San Felipe Coamango 

La población del pueblo de San Felipe Coamango entre 1990 y 2010 prácticamente se duplicó 

en 20 años. De los 2, 581 habitantes que tenía en 1990, pasó a 4, 638 según en el Censo de 

Población y Vivienda del INEGI de 2010 (Ver Gráfica 3.1). Desde 1990 esta localidad ya 

contaba con características propias de un territorio urbano, si consideramos los 2, 500 

habitantes como referencia de un espacio urbano. El ejido por su parte en 1990 contaba con 

766 habitantes y para 2010 se contabilizaron 1, 341 habitantes.  

Gráfica 3.1 

Evolución poblacional del  Pueblo y  ej ido de San Fel ipe Coamango ,  

1990-2010 

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  los  Censos  y  Conteos  de  Poblac ión y  Viv ienda  (1990 -

2010)  de l  INEGI.   
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El crecimiento poblacional del pueblo de San Felipe Coamango, se tradujo en la 

creación de los barrios La Chinda, Los Ailes, La Manga y Emiliano Zapata en terrenos 

ejidales, pertenecientes a ejidatarios que vivían en el pueblo.  

La población que vive en los terrenos ejidales se caracteriza por ser dispersa con una 

tendencia a establecer las viviendas alrededor de los barrios que concentran el mayor número 

de población. La población ha construido sus viviendas cerca de los caminos principales de 

los distintos barrios. Los caminos primarios se encuentran consolidados y los de acceso a las 

viviendas marcados y en algunos casos con mantenimiento continuo, aunque no tengan 

acceso a electricidad, agua potable o alumbrado público. En los barrios se concentran gran 

parte de los servicios y la infraestructura hasta ahora implementados.  

Imagen 3 .1.  

Viviendas y caminos del  Barrio  Emiliano Zapata  

 

Tomada  por :  Leonel  Flores  Vega  

El crecimiento poblacional, la concentración de la población en barrios y su proceso 

de consolidación se ha dado por la organización que los habitantes han tenido para gestionar 

ante las autoridades correspondientes infraestructura, equipamiento y servicios públicos, 

como analizamos en la sección 3 de este capítulo. 
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Características productivas del ejido de San Felipe Coamango 

A pesar del crecimiento poblacional en las tierras del ejido, hay espacios destinados a la 

agricultura. El cultivo más importante es el maíz, con distintas variedades. Además del maíz 

se cultiva trigo, avena, frijol, calabaza y haba. Éstos últimos se siembran paralelamente al 

maíz, aunque no en todas las parcelas. En general, la producción de estos cultivos es para el 

consumo propio de los hogares. Hay pocas ventas e intercambios entre vecinos y algunas 

tiendas de abarrotes, pero no hay un mercado de productos agrícolas. 

La ganadería no es una actividad sustancial porque la superficie que existe se destina 

a las parcelas. La poca producción animal es doméstica, las personas que cuentan con él 

oscilan entre los 3 y 10 cabezas de bovinos. Hay una situación similar con el ganado ovino y 

el porcino, pues son actividades domésticas que no implican una dedicación exclusiva de los 

pobladores y mucho menos, que tengan estas actividades como el origen de los recursos 

económicos para su supervivencia.  

También observamos que algunas familias cuentan con pollos y guajolotes. Esta es 

una actividad de traspatio, pues no se procrean con fines comerciales. La excepción son dos 

granjas dedicadas a la producción de pollos, una ubicada en los terrenos del pueblo y la otra 

en tierras ejidales. En este caso, es una actividad destinada exclusivamente a la producción y 

venta de pollo a empresas. El tamaño de las granjas permite que puedan desarrollarse como 

una actividad familiar.  

Trabajo asalariado y producción local 

La necesidad de empleo para la población que no tiene acceso a la tierra y que no subsiste de 

ella y la ausencia de fuentes de trabajo en el municipio obliga a los habitantes a desplazarse 

para trabajar en los municipios cercanos en que se ha desarrollado cierta actividad industrial 

como Jilotepec, Tepeji del Río, Atlacomulco. En los últimos años han aumentado las 

empresas instaladas en Jilotepec constituyendo un parque industrial con varias empresas 

como: Truper, ADS Mexicana, Concreto Polimérico Castor, Flexico, Proto, entre otras. La 

cercanía al municipio de Chapa de Mota (18 kilómetros) permite que las personas se puedan 

desplazar sin problemas al trabajo y vuelvan al término de la jornada de trabajo. Este es uno 
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de los factores por el que la población ha crecido poblacionalmente, pues no tiene que migrar 

hacia las ciudades y se mantiene en su lugar de origen (el ejido).  

Los recursos naturales como los montes pertenecientes a los pobladores no han sido 

explotados en ninguna de sus modalidades. No hay un aprovechamiento industrial ni local, 

tampoco hay un cuidado intensivo de los recursos que perviven en la zona. Lo único es que 

se han plantado pinos en las orillas de los montes.  

Las actividades productivas de tipo doméstico o locales se centran en molinos de 

nixtamal, algunas carpinterías y herrerías, tanto de fierro como de aluminios destinados y 

organizados por procesos locales. La compra y venta de bienes y servicios se ha desarrollado 

con una intensidad media, para satisfacer a la población. Las actividades están relacionadas 

sobre todo con bienes y servicios domésticos, pues se han instalado negocios en los que se 

pueden atender las demandas de los servicios educativos como papelerías, negocios de 

internet.  

También han proliferado, algunos negocios relacionados con la venta de abarrotes, se 

han intensificado los negocios de tortillas hechas a mano, tortillerías con maquinaria 

industrial. Puede encontrar, también algunos negocios medianos relacionados con la industria 

de la construcción, entre ellos, destacan los centros de distribución de materiales como arena, 

grava, cemento, pero también hay, tlapalerías, ferreterías. En algunas de ellas están 

mezcladas con otros giros, como refacciones para automóviles, talleres mecánicos, entre 

otros.  

El poblado; ubicación e historia de la dotación 

Ubicación de San Felipe Coamango 

En la parte sur del poblado se encuentra un monte que cuenta con una vegetación rica en 

encino, roble, madroño, pino, entre otros. La organización y administración de dicha 

superficie corresponde a los bienes comunales que se han dividido en dos comunidades 

agrarias. Las superficies del monte fueron certificadas como tierras de uso común con el 

programa Procede. 
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Los montes funcionan como un medio de contención a la construcción de viviendas, 

pues no se pueden construir en los terrenos con vegetación, y ello ha sido respetado. Los 

terrenos con montes han funcionado como un límite natural que ha impedido el crecimiento 

de la población, por ello, el crecimiento poblacional ha sido hacia el norte, donde se 

encuentran las tierras ejidales. Del lado este, se colinda con la localidad de Dongú, donde se 

tiene claros los límites territoriales, y por ello, no es una alternativa para expandir la 

superficie para la construcción de las viviendas de la localidad de San Felipe Coamango. Por 

el lado oeste, de igual manera hay una localidad con la que se colinda, que es San Juan 

Tuxtepec, con las características similares a Dongú. 

El ejido de San Felipe Coamango, se encuentra en la parte norte del poblado, en cierta 

forma, en los primero años de su dotación, cumplía con las funciones del ejido: “…para que 

la gente se pueda recrear y salir los ganados sin hacer daño”94. Pues gran parte de los terrenos 

eran baldíos que permitían pastar a los ganados. Pero con el paso del tiempo, se fueron 

asignados, ello obligó a que las personas que tenían la posesión, comenzaran a trabajarlas, 

sembrando algún tipo de cultivo para la sobrevivencia. O bien, porque si en un plazo de 2 

años de no trabajarse, se las quitaban y se las asignaban a otros. 

Historia de San Felipe Coamango; la dotación del ejido 

San Felipe Coamango es parte de una comunidad otomí de la región noreste del Estado de 

México. Tiene conexiones históricas el señorío otomí de Chiapan Tepeticpac, vencidos por 

los mexicas en 1473 (Morales Estrada & Alejandro García, 2002). En la historia reciente hay 

un vínculo con el pueblo de Dongú, pues era parte del mismo pueblo, pero en 1934 le fue 

dotado un ejido a 157 beneficiarios, dicha situación separó a los dos pueblos. Sin embargo, 

los pobladores de San Felipe Coamango, habían presentado desde 1914 una solicitud de 

restitución de tierras. Una vez entrada en vigor la Ley Agraria de 1915 y en proceso de 

discusión del artículo 27 constitucional, el 1 de enero de 1917 se ratificó la petición. El 22 de 

junio de 1922 se presenta la solicitud de dotación a la Comisión Local Agraria, 

manteniéndose como haciendas afectables: Bodenquí, Cadenquí, Doxhichó y Docuay. 

                                                 
94 Ley XIII, Que se señale exido competente para el pueblo, consultado en (Fabila, 2005, pág. 8) 
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Mapa 3.3  

Ubicación geográf ica de l  pueblo y los  barrios del  ej ido de San Fel ipe Coamango  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  in formación de l  Regis t ro  Agrar io  Nacional  2015  y  ca lculos  propios  de  los  l ími tes  de  los  ba rr ios .
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Sin embargo, no pudieron demostrar la usurpación de tierras, por ello, se solicitó la dotación 

de terrenos suficientes para las necesidades de los vecinos. En la gestión de dicha solicitud 

se elaboró un censo del que resultaron 91 jefes de familia dotables, pero fueron retiradas a 

dos personas por no tener familia. En el informe técnico se informó que el pueblo carecía de 

una zona urbanizada, pues el caserío se encontraba diseminado (DOF, 1931, págs. 2-3)95. 

El dictamen de la dotación con fecha del 17 de noviembre de 1929 se solicitó una dotación, 

por improcedencia de restitución. Dicho poblado, tenía en su posesión 599-64 hectáreas, la 

Comisión consideró dotar de 400-36 hectáreas para que cada uno de los jefes de familia 

pudiera contar con 10 hectáreas. Turnado el dictamen al Gobernador del Estado, fue 

aprobado, con ello se dotó provisionalmente con 400 hectáreas y 36 áreas que se tomaron de 

las haciendas de Doxhicho y Docuay, dándose la posesión sin incidente el 3 de mayo de 

1930. 

Una vez que se transfirió el dictamen a la Comisión Nacional Agraria, ésta ratificó 

que se le negara la restitución y se dotara a los vecinos con 712 hectáreas. El 4 de marzo de 

1931 el poblado recibió la dotación del ejido, con una superficie de 712 hectáreas. Incluso en 

el archivo de la carpeta básica del ejido, se puede encontrar la posesión definitiva del ejido 

(ver Anexo 3). De acuerdo con el Padrón e Historial de Núcleos Agrarios (PHINA) son 100 

beneficiarios. No obstante, en la resolución presidencial en posesión de los ejidatarios, 

estableció que eran 89 beneficiarios a quienes se les asignó superficie de dicha dotación. 

La constitución de los barrios en el ejido de San Felipe Coamango 

Origen de los barrios en el ejido 

Los beneficiarios de la dotación del ejido de San Felipe Coamango en 1931 fue población 

del pueblo. La historia reciente de los barrios en el ejido, se remonta a las parcelas que 

cultivaban las haciendas de Docuay y Doxhicho, por lo cual no había viviendas. Y una vez 

                                                 
95 En el informe también explicó que además de la agricultura, la población se dedicaba a la producción del 

pulque, fabricación del carbón y manufactura de ayates y que aproximadamente un 50% de la población 

trabajaba en las haciendas cercanas. 
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dotado a 89 jefes de familia del pueblo de San Felipe Coamango en 1931, se constituyó el 

ejido de San Felipe Coamango (DOF, 1931). 

Según la memoria de los sujetos agrarios había dos “caminos reales” que permitían 

el paso de San Bartolo Morelos –municipio con el que actualmente colinda al sur— hacia 

Jilotepec –municipio con el que colinda al norte (Entr_Ávila Galindo, 2015).  

En la década de 1940´s las primeras familias de ejidatarios solicitaron al Comisariado 

ejidal un espacio para poder cultivar, pues de acuerdo con un ejidatario:  

“…la tierra cultivable la fue haciendo uno poco a poco, porque prácticamente todo era llano y la 

gente la utilizaba para pastar sus animales, hasta que vinieron algunos a crear sus parcelas…y 

algunas personas como mi papá decidió hacer un casita de piedra para guardar sus herramientas y 

en tiempos de cosecha, trillar el trigo y guardar el maíz…yo me quedaba algunos días para cuidar 

las cosas y me gustó el lugar por eso cuando me case luego luego me vine a vivir aquí, bueno, 

primero allá abajo y luego aquí…” (Entr_Contreras Lorenzo, 2016).  

Los testimonios de los ejidatarios señalan que las primeras viviendas fueron construidas en 

esta década. El ejido no era destinado a ser habitada, apenas se pueden recordar unas 10 

familias en las tierras del ejido, aproximadamente en la década de los 50´s (Entr_Contreras 

Lorenzo, 2016). La Chinda y Emiliano Zapata fueron los primeros poblados. Todos los 

pobladores que se desplazaron del pueblo a los terrenos del ejido eran ejidatarios, pues había 

control sobre ello por parte del Comisariado ejidal en funciones (Entr_Ávila Galindo, 2015).  

De acuerdo con los testimonios de los ejidatarios96, el Comisariado ejidal decidía a 

qué ejidatarios se les otorgaban o no “los permisos” para cultivar una parcela ejidal. En 

ocasiones no autorizaba los permisos por confrontaciones personales, incluso podía decidir 

si se les retiraban los derechos ejidales a las personas que no colaboraran con el pueblo, 

aunque no estuviera dentro de sus facultades97. La autorización del Comisariado para utilizar 

una superficie determinada, bastaba para que el ejidatario beneficiado tomara posesión 

inmediatamente de las parcelas (Entr_Ávila Galindo, 2015; Entr_Contreras Lorenzo, 2016). 

En la década de los 50´s, el ejido no contaba con infraestructura, servicios públicos o 

equipamiento. Sólo se disponía de “dos caminos reales” y los caminos improvisados por los 

                                                 
96 Información, basada en las entrevistas hechas a los ejidatarios del ejido de San Felipe Coamango 

97 La colaboración se refiere: la realización de faenas para las obras públicas del pueblo; colaboración en puestos 

públicos como delegados, el antiguo Consejo de Colaboración (actualmente COPACI), mayordomías, 

policías; al pago de cuotas para obras del pueblo, en el que se incluía la realización de la fiesta del pueblo, el 

mejoramiento de la iglesia, entre otros.  
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ejidatarios para transportar los insumos y los productos obtenidos del cultivo de las parcelas. 

Las condiciones de los caminos según un ejidatario eran:  

“Los caminos fueron brechas que se hicieron porque la gente pasaba continuamente para cuidar sus 

animalitos o para ir a su parcelas, este este los caminos sólo se hacían por el paso de las personas, 

pero te cuento que a penas y podían pasar dos burros cargados con el zacate o el maíz que recogíamos 

de las tierras que se sembrábamos…” (Entr_Contreras Lorenzo, 2016). 

La superficie ejidal no estaba conformada sólo por parcelas, sino de pastos y pedregales. Los 

pobladores arreglaban los espacios más aptos para el cultivo y las cuidaban construyendo 

cercas de piedra para resguardar los espacios de cultivo (Entr_Reyes Antonio, 2015).  

La construcción de viviendas entre la década de 1940´s y 1960´s fue poca y dispersa, 

de hecho, no se veía principio a los actuales barrios, debido a que la superficie del pueblo era 

destinada a la vivienda de los ejidatarios, por lo cual no fue necesario constituir un fundo 

legal o una zona de urbanización.  

El Comisariado en funciones entre 1980 y 1986, comentó que durante su gestión se 

hizo una depuración del padrón para determinar quien trabajaba la tierra y quién no, quién se 

había muerto y no había dejado sucesor. Ante ello, pregunté ¿Si con esta depuración se tomó 

en consideración la formación de fundos legales o zonas de urbanización en el ejido?, a lo 

cual respondió: 

“Para la cuestión de los fundos legales sí, porque le quiero comentar que para entonces ya algunos 

ejidatarios habían bajado [construyeron sus viviendas en el ejido], porque todos estaban aquí 

concentrado en la pequeña propiedad, pero ya habían bajado algunos para edificar sus casitas, pero 

no de tal suerte como un fundo legal de un nuevo centro de población. No se tomó así, se…no más 

fueron construyendo como le fuera en ganas. Se le hizo el planteamiento pero dicen, no es que mi 

terreno está allá y yo quiero vivir allá” (Entr_Ávila Galindo, 2015). 

En función del lugar de residencia presentado anteriormente, podemos señalar a los 

ejidatarios como los pobladores impulsores de la urbanización en el ejido y de la 

conformación de los barrios. La urbanización se torna más evidente con la dotación de 

servicios urbanos como la luz, y el mejoramiento de la infraestructura con el mejoramiento 

de los medios de acceso a los lugares. Es aproximadamente en la década de los 1970´s, 

cuando se comienza a visibilizar la conformación de los actuales barrios: La Chinda, La 

Manga, Los Ailes y Emiliano Zapata. A partir de estos años, cada uno de los barrios va 

gestionando sus propios servicios y es así como comienza las dinámicas propias en cada uno 

de los barrios.  
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El barrio de La Chinda 

En la década de 1970´s el pueblo de San Felipe Coamango gestionó la electrificación para 

las viviendas. Esto benefició al pueblo, pero también impulsó la construcción de más 

viviendas en el actual barrio La Chinda, ya que la infraestructura gestionada pasó en medio 

de dicho barrio, por la carretera principal El Quinte-Chapa de Mota para llegar al centro del 

pueblo. A principios de la década de los 1980’s, una vez que la infraestructura estaba cerca, 

los pobladores del barrio se organizaron y solicitaron la instalación de la infraestructura 

necesaria para llevar la electricidad a las viviendas de los habitantes y está fue implementada 

a mediados de esa misma década (Entr_Ávila Galindo, 2015).  

En los años 1970´s comenzaron las gestiones ante autoridades municipales y estatales 

para que se construyera la actual Secundaria Oficial “Dos de Marzo”. Las gestiones fueron 

realizadas por el Director de la Escuela Primaria “Miguel Hidalgo” –que se encuentra ubicada 

en el pueblo de San Felipe Coamango--, la delegación del pueblo, el Consejo de Colaboración 

(Actual COPACI), las autoridades agrarias y algunos dirigentes del pueblo. Las gestiones 

obtuvieron resultados favorables a finales de los años 1970´s y ante la petición de un terreno 

para la instalación de la escuela, los ejidatarios donaron la superficie para que se construyera. 

A principios de la década de los 1980´s inició el funcionamiento de la secundaria (Entr_Ávila 

Galindo, 2015).  

En los años 1980´s, las vías de comunicación no estaban muy desarrolladas. Las 

carreteras principales que conectaban con la cabecera municipal y hacia el centro del pueblo 

eran de terracería, las demás carreteras estaban en las condiciones precarias, pues solo 

contaban con el mantenimiento de los vecinos. Eran escasos los medios de transportes, pues 

sólo pasaban en la mañana y en la tarde para comunicarse con el municipio de Jilotepec. Eran 

contadas las personas que tenían un medio de transporte automotor propio (Entr_Ávila 

Galindo, 2015).  

A mediados de la década de los 1980’s, los pobladores del barrio, iniciaron el proceso 

de gestión de una escuela primaria. La ubicación geográfica del barrio La Chinda, permitió 

que los barrios de Los Ailes y La Manga se unieran a las gestiones, pues de construirse la 

escuela los beneficiaba para no tener que trasladarse hasta el centro del pueblo. Para finales 

de esa década se aprobó la construcción de dicha escuela, incluso las clases iniciaron antes 
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en casa de vecinos, acondicionadas para impartir clases, en tanto se terminaba de construir 

dos aulas que aún permanecen como parte de las instalaciones de la escuela primaria “Adolfo 

López Mateos”. Por esos años, se gestionó y aprobó también el Jardín de Niños “Sor Juan 

Inés de la Cruz” que se encuentra ubicado a un lado de la escuela primaria (Entr_Cruz Susana, 

2015).  

A finales de la misma década las mismas instancias que gestionaron la instalación de 

la secundaria, se organizaron para gestionar una preparatoria. Para ello, se auxiliaron de todas 

las instancias posibles para tener mayor fuerza ante la Secretaría de Educación Cultura y 

Bienestar Social y aprobara la construcción (Entr_Ávila Galindo, 2015). Ello se puede ver 

en los documentos de gestión a los que se tuvo acceso, en donde es posible observar apoyo 

del Director de la Secundaria, el Presidente Municipal de Chapa de Mota, Delegados 

municipales, Consejo de Colaboración, Comisariado Ejidal y como se señaló en las 

entrevistas: “…participaban y apoyaban las peticiones todas las instancias que tuvieran 

sellos, a todos se recurría para darle más fuerza a las solicitudes…” (Entr_Leyva Ramírez, 

2015).  

La Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social del Gobierno del Estado de 

México, solicitó una serie de estudios previos para ver la factibilidad de la construcción de 

una preparatoria. En los documentos de gestión, destacan estudios sobre la demanda mínima 

de alumnos en la región, los pueblos a quién se beneficiaría y la disponibilidad de los terrenos. 

En los resultados, se mostró que era más viable construir la preparatoria en San Felipe 

Coamango, que en la cabecera municipal (Chapa de Mota) por las condiciones demográficas. 

Con respecto a la superficie para su construcción, los ejidatarios acordaron la donación del 

terreno el 27 de enero de 1991, cuya superficie fue de 20, 625 metros cuadrados, en el barrio 

de la Chinda a un costado de la escuela Secundaria.  

Con los servicios educativos en marcha, en los años posteriores se dedicaron a mejorar la 

infraestructura que se tenían en el pueblo, y por ende, en el barrio La Chinda. En la década 

de los 1990’s se pavimentó la carretera de El Quinte-Chapa de Mota y la carretera hacia el 

centro del pueblo, se introdujo dos líneas de transporte que permitieron los traslados más 

rápidos y con mayor frecuencia de las rutas que comunican con otros pueblos y con otros 

municipios. Se iniciaron trabajos para la construcción de un pozo de agua profundo en 
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terrenos ejidales que fueron donados para tal fin, en el barrio La Chinda, que alimentaría al 

pueblo de San Felipe, pero que incluía a todos los barrios del ejido de San Felipe Coamango. 

También, se instaló la infraestructura para el teléfono fijo en toda la comunidad, la cual fue 

distribuida en el mismo barrio.  

Imagen 3 .2 .  

Imagen del  barrio La Chinda,  del  ej ido de San Fel ipe Coamango  

 

Foto  tomada :  Foto  tomada de  google  maps ,  fo to  de  2009.  

A partir del año 2000, según, los oficios de gestión consultados, lo que más importa 

a la población es la mejora del equipamiento y la infraestructura existente. Por ejemplo, los 

delegados, subdelegados, el Copaci y las Asociaciones de Padres de Familia hicieron 

gestiones para ampliar y mejorar las instalaciones de la primaria, el Jardín de Niños, la 

Secundaria y la Preparatoria, proporcionando laboratorios, talleres, espacios de recreación, 

bibliotecas, etc. El aumento de la demanda de alumnos en todos los niveles ha hecho que las 

gestiones se centren en incrementa el número de salones y profesores para que se atienda a 

la demanda.  

En la últimas dos gestiones los delegados, subdelegados y el Copaci del pueblo 

gestionaron la infraestructura necesaria para la instalación del drenaje en San Felipe 
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Coamango. El proyecto inició con una propuesta de campaña del actual gobernador (Eruviel 

Ávila) que se comprometió a construir el drenaje con una planta tratadora de aguas residuales. 

El drenaje no tiene cobertura en todo el pueblo, ni en los barrios del ejido, el único barrio del 

ejido beneficiado es La Chinda, por la demanda de las escuelas.  

El equipamiento educativo del barrio de La Chinda ha provocado que se instalen 

negocios locales que atiendan las necesidades de la población que confluye en el barrio. 

Puede verse una zona de negocios variados como vulcanizadora, carpintería, sitios de taxis, 

farmacias, tiendas de abarrotes, tortillerías hechas a mano, carnicería, rosticería, papelerías, 

pollería, herrerías, reparadoras de calzado, una recolectora de envases de pet, entre otros. 

El barrio Emiliano Zapata 

La zona de urbanización del barrio Emiliano Zapata comenzó a desarrollarse durante la 

década de los 1970´s, sin embargo, el proceso estuvo guiado por la dinámica de crecimiento 

del pueblo, pues los servicios necesarios para la vida colectiva se atendían allá98. Una muestra 

de ello es la educación, los habitantes del barrio tenían que trasladarse al pueblo para cursar 

la primaria. Los problemas y las demandas de la población no eran atendidos en el barrio, 

sino en el pueblo con las autoridades municipales o agrarias, dependiendo del asunto a tratar. 

Además para acceder a los bienes de consumo básico, las familias tenían que trasladarse al 

pueblo donde dichos servicios podían cubrirse, situación que los unía aún más 

(Entr_Contreras Martínez, 2015; Entr_Contreras Lorenzo, 2016). 

La construcción de la secundaria vinculó al barrio Emiliano Zapata con La Chinda, 

pues los hijos de las familias acudían para seguir sus estudios. A principios de la década de 

los 1980’s se inició la gestión de una escuela primaria que se concretaría a mediados de esa 

década (Entr_Contreras Martínez, 2015). De hecho, el 20 de mayo de 1984, los ejidatarios 

se reunieron y acordaron la donación 16, 005. 50 metros cuadrados de superficie para la 

construcción de la escuela. 

                                                 
98 Los entrevistados señalan que los habitantes del barrio Emiliano Zapata tenía que colaborar con los servicios 

del pueblo de San Felipe Coamango, para mejorar la escuela primaria, para atender las necesidades de la 

iglesia del auditorio del pueblo, de la plaza cívica, entre otros servicios, ya sea por medio de faenas o 

cooperaciones económicas y eran pocos los benéficos que obtenían de ellos (Entr_Contreras Martínez, 2015; 

Entr_Contreras Lorenzo, 2016). 
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Si bien, en el barrio del ejido hay algunos servicios públicos, sobre todo en 

instalaciones educativas, hasta el día de hoy, la mayoría de los servicios se encuentran en el 

pueblo de San Felipe Coamango a la que acceden los barrios, incluyendo Emiliano Zapata. 

En el barrio Emiliano Zapata las condiciones de infraestructura eran escazas, pues el barrio 

no contaba con energía eléctrica, agua, teléfono, alumbrado público. La infraestructura 

carretera era muy deficiente, la carretera que comunica con la carretera El Quinte-Chapa de 

Mota era de terracería y era la única forma de acceder al barrio. Los caminos internos eran 

abiertos con brechas que hacían los vecinos para acceder a sus parcelas y viviendas, por lo 

que cada familia iba acondicionando los caminos conforme los necesitaba (Entr_Contreras 

Martínez, 2015; Entr_Contreras Lorenzo, 2016). 

En la década de los 1990’s fueron pocos los avances en infraestructura, servicios 

públicos y equipamiento, ya que gran parte de las gestiones se concentraron en la gestión del 

agua potable. La articulación entre delegados, subdelagados, el Copaci, las instancias ejidales 

y otras que se puedan sumar, en la Junta General de Pobladores era recurrente entre los 

pobladores. El caso del agua potable muestra esta tendencia, pues cuando se gestionó en el 

pueblo la construcción del pozo profundo, los barrios se incorporan en la gestión, mediante 

participación directa a las instancias gubernamentales, con faenas y cooperaciones 

económicas. Durante la construcción de la infraestructura del pozo de agua potable se unieron 

para lograr los trabajos y una vez terminado, cada barrio gestionó la infraestructura de 

distribución y organizó la forma en que se llevan a cabo los trabajos (fines de 1990’s principio 

del 2000). Los barrios de La Manga, Emiliano Zapata y La Chinda –el barrio de los Ailes se 

unieron con La Chinda-- construyeron su propio depósito para redistribuir el agua a las 

familias. Cada barrio creó su propio Comité de seguimiento de la obra (Entr_Cruz Susana, 

2015; Entr_Contreras Martínez, 2015).  
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Figura 3.2 .  

Historia de los barrios del  ej ido de San Fel ipe Coamango,  Chap a de Mota México  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  invest igac ión  documenta l  de  gabine te  y  ent revi s tas  a  su je tos  agra r ios  y  pobladores .  
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A partir del año 2000, las gestiones se concentraron en una clínica de salud. Los 

pobladores iniciaron la gestión con la presidencia municipal y la Secretaría de Salud a nivel 

estatal, una vez aprobado el proyecto de construcción de la clínica, solicitaron a la Asamblea 

ejidal la donación de un terreno de uso común para su construcción. Por falta de coordinación 

con dicha instancia, como se ve más adelante, la Asamblea ejidal negó dicha donación. Los 

pobladores gestionaron la electrificación en las zonas del barrio que no se tenía acceso en 

varias fases, así como el alumbrado público. A partir de 2010, se ha procurado el 

mejoramiento de los caminos, la pavimentación del concreto hidráulico de la carretera que 

dan acceso, la ampliación de los servicios de la escuela primaria y acondicionamiento técnico 

y de personal de la clínica99 (Entr_Contreras Martínez, 2015).  

El barrio La Manga 

El barrio La Manga en la década de los 1980’s era un núcleo de población en formación con 

pocas familias habitando el lugar y pocos servicios básicos. La carretera de acceso estaba en 

malas condiciones, pues no se le daba mantenimiento adecuado y cuando se le daba, en 

épocas de lluvia, se llevaba lo poco que se le arreglaba. No se contaba con luz eléctrica, agua 

potable, banquetas, alumbrado público o espacios públicos, red de telefonía fija, drenaje, 

algunos de ellos siguen sin existir en dicho barrio (Entr_Zaldivar Centeno, 2015).  

En la década de los 1990’s, el vínculo con el barrio La Chinda fue recurrente, porque 

este último contaba con equipamiento educativo: primaria, secundaria y bachillerato. La 

distancia al barrio La Chinda era accesible y con la participación en las Asociaciones de 

Padres de Familia de las escuelas se articularon para solicitar mejora en el camino, 

ampliación de red eléctrica, agua potable que benefició al barrio Los Ailes porque se 

acercaron los servicios a sus viviendas. El barrio La Chinda albergaba las redes para el acceso 

y permanencia a programas sociales como el Programa Solidaridad, luego el Programa de 

Alimentación, Salud y Alimentación (Progresa) con sus distintas nominaciones. Hasta la 

actualidad, las familias tienen que trasladarse al barrio de La Chinda para sus reuniones o 

para recibir los apoyos –también lo hacía el barrio Los Ailes (Entr_Zaldivar Centeno, 2015).  

                                                 
99 En los últimos años, se han preocupado por la ausencia de transporte en el barrio y los servicios a los que no 

pueden acceder por la lejanía con el pueblo y con los demás barrios (Entr_Contreras Martínez, 2015). 
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Recuadro 3.2 .  

Servicios públicos,  infraestructura,  equipamiento urbano y  característ icas  de los 

barrios del  ej ido de San Fel ipe Coamango (2016)  

Barrio La Chinda Emiliano Zapata La Manga Los Aíles 

Equipamie

nto urbano 

- Kinder “Sor Juana 

Inés de la Cruz” 

- Primaria “Adolfo 

López Mateos” 

- Secundaria Oficial 

No. 291  

- Preparatoria Of. 

No. 77 

- Pozo de agua 

potable 

- Depósito de agua 

- Kinder “José 

Manuel Othón” 

- Primaria “Emiliano 

Zapata” 

- Clínica “Emiliano 

Zapata” 

- Tienda Liconsa 

- Capilla 

- Campo de futbol 

- Depósito de agua 

- Depósito de agua -Sin equipamiento  

Servicios 

Públicos 

- Electricidad,  

- Agua potable 

- Teléfono  

- Recolección de 

basura 

-Alumbrado público 

(limitado) 

Servicios no 

disponible 

- Gas doméstico 

- Drenaje (en 

proceso) 

- Mercados 

-Parques 

-Panteón  

- Electricidad  

- Agua potable 

- Recolección de 

basura 

-Alumbrado público 

(limitado) 

Servicios no 

disponible 

- Teléfono 

- Gas doméstico 

- Drenaje (en 

proceso) 

- Mercados 

-Parques 

-Panteón 

- Electricidad 

- Agua potable 

- Recolección de 

basura 

-Alumbrado público 

(limitado) 

Servicios no 

disponible 

- Teléfono 

- Gas doméstico 

- Drenaje (en 

proceso) 

- Mercados 

-Parques 

-Panteón 

- Electricidad 

- Agua potable 

- Recolección de 

basura 

-Alumbrado público 

(limitado) 

Servicios no 

disponible 

- Teléfono 

- Gas doméstico 

- Drenaje (en 

proceso) 

- Mercados 

-Parques 

-Panteón 

Infraestruc

tura 

- Carreteras con 

pavimento o 

concreto hidráulico 

(escaza). 

-Transporte local 

(dos líneas) 

- Carreteras 

terracerías (mayoría) 

- Tubería 

distribución de agua 

potable 

- Eléctrica 

- Carreteras con 

pavimento o 

concreto hidráulico 

(escaza)  

- Sin transporte local 

- Carreteras 

terracerías (mayoría) 

- Tubería 

distribución de agua 

potable 

- Carreteras con 

concreto hidráulica 

(escaza) 

- Sin transporte 

local. 

- Carreteras 

terracerías (mayoría) 

- Tubería 

distribución de agua 

potable 

- Carreteras con 

concreto hidráulico 

(escaza)  

-Sin transporte local 

- Carreteras 

terracerías (mayoría) 

- Tubería 

distribución de agua 

potable 

Otras 

característi

cas 

Cuenta con servicios 

locales de: tiendas, 

farmacias, 

papelerías, 

tortillerías, herrerías, 

vulcanizadoras, 

puestos de comida y 

mecánicos. 

Cuenta con servicios 

locales de: tiendas de 

abarrotes. 

Cuenta con servicios 

locales de: tiendas y 

mecánico. 

Cuenta con servicios 

locales de: tiendas de 

abarrotes. 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  Programas Anuales  de  Obras  Públ icas  y  ent revi s tas  semi -

es t ruc turas  a  pobladores  de l  e j ido .  
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A finales de los 1990’s, se impulsaron solicitudes para el mantenimiento de los 

caminos y la instalación de la red eléctrica. Los esfuerzos fueron separados y en algunas 

ocasiones de manera individual, lo que provocó respuestas fragmentarias por parte de las 

autoridades municipales, estatales para apoyar la instalación de la infraestructura eléctrica. 

Por ello, la electrificación se ha dado en varias etapas y por varios años. A partir de 2012, 

retomaron las gestiones porque por primera vez se designa un delegado para el barrio de La 

Manga, lo que permite que las demandas de las familia se visibilicen y presente con las 

autoridades municipales. Lo anterior, debido a que en el municipio de Chapa de Mota es 

importante tener el apoyo de una autoridad auxiliar cuando se solicita servicios, 

infraestructura o equipamiento para cualquier comunidad o barrio (Entr_Zaldivar Centeno, 

2015).  

El barrio Los Ailes 

El barrio Los Ailes como núcleo de población ha estado vinculado al barrio La Chinda para 

algunos servicios, pero para otras ha sido relativamente independiente. Hasta la década de 

los 1990’s siguió los mismos procesos que La Chinda, sin embargo han gestionado de manera 

independiente el mantenimiento de los caminos, alumbrado público y ampliación de 

electricidad. En la misma década gestionaron la electrificación, pues cuando se solicitó en el 

barrio La Chinda no llegó hasta Los Ailes. El problema fundamental fue la distancia entre La 

Chinda y Los Ailes, pues los beneficiarios eran pocos –a principios de los años 1980’s— y 

la infraestructura necesaria tenía un coste muy elevado (Entr_León, 2015; Entr_Reyes 

Antonio, 2015).  

La instalación de la luz eléctrica a finales de los 1990´s, permitió que, a principios de 

la década del 2000 este barrio y los demás del ejido, tuvieran acceso al alumbrado público. 

La gestión para el mejoramiento y la ampliación de los caminos que se venía impulsando 

cobró más fuerza, pues los caminos con los que se contaban eran prácticamente “caminos 

saca cosechas”. Los dueños de las parcelas eran quienes les daban mantenimiento para 

cultivar sus parcelas y las familias que construyeron sus viviendas fueron ampliando los 

caminos para tener acceso. El camino principal que comunica al barrio con La Chinda y la 

carretera El Quinte-Chapa de Mota se le aplicó concreto hidráulico gracias a la colaboración 

de los dos barrios, sin embargo, en un primera fase, sólo llegó hasta la zona de escuelas y en 
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la segunda fase, se ha ampliado algunos metros hacia el barrio (Entr_León, 2015; Entr_Reyes 

Antonio, 2015).  

En los últimos años, los pobladores del barrio se han organizado para que mejorar los 

caminos y han conseguido que se le de mantenimiento con tezontle y se construyan puentes 

en las zonas en donde en época de lluvias el agua se llevaba el material de la carretera, por 

no contar con cunetas o por darle poco mantenimiento. El desafío para el barrio es gestionar 

concreto hidráulico para toda la carretera de acceso, pues hasta 2015 contaba con ese material 

hasta la ubicación del barrio La Chinda, el resto es de terracería (Entr_León, 2015; 

Entr_Reyes Antonio, 2015). 

Las reformas de 1992 en el ejido de San Felipe Coamango 

En San Felipe Coamango, las reformas legales de 1992 cambiaron algunas de las dinámicas 

con los sujetos agrarios y los órganos de representación. Entre ellas, destacan el 

reconocimiento como “posesionarios” a personas que siendo parte de la comunidad, 

participar en la vida colectiva (cooperaciones económicas y faenas ciudadanas), cultivando 

parcelas que había heredado de sus familiares no habían tenido reconocimiento legal porque 

no ostentaban el título de ejidatarios. Esto se corrobora porque al momento de certificar el 

ejido en 1995 hubo más posesionarios (249) que ejidatarios (198), no obstante, no pueden 

participar en la asamblea ejidal para tomar decisiones sobre los recursos exclusivos del ejido, 

como lo son sus recursos y los destinos de las tierras.  

El ejidatario Pedro Gómez (2015) recuerda que resultado de las reformas en el ejido 

se crearon diversas instancias, entre ellas, el Consejo de Vigilancia, del cual formó parte entre 

1993 y 1995, una Asamblea ejidal “formal” en la que participó de año 2013 al 2015, el 

Comisariado ejidal y el Reglamento Interno. La Asamblea ejidal garantizó el disfrute de los 

derechos de propiedad y la validez de las decisiones tomadas en colectividad, según el 

Comisariado ejidal Ezequiel Castro (2015) en funciones de 1993 a 1995. 

La conformación de un Reglamento Interno para la organización de la vida colectiva del ejido 

fue creado en 1993. El entonces Comisariado ejidal y el Consejo de Vigilancia recuerdan que 

el apoyo recibido de las instituciones agrarias, como el Registro Agrario Nacional y la 

Procuraduría Agraria, fue imprescindible para discutir, diseñar y aprobar el Reglamento 
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Interno. El Reglamento Interno reguló la organización socioeconómica, el funcionamiento 

del ejido, estableció los derechos y las obligaciones de los integrantes. Además, estableció 

algunas sanciones cuando no se cumplan con algunas prácticas organizativas del ejido, como 

se detalla en el Capítulo 4. 

Recuadro 3.3  

Benef icios percibidos por los sujetos agrarios  ante los cambios al  marco jurídico de 

1992 en el  ej ido de San Fel ipe Coamango  

Comisariado ejidal Pedro Gómez Martínez 

Sucesión de derechos 

“Yo por ejemplo, soy ejidatario de base y doy de alta a mi sucesor y cuando yo me muero, mi sucesor va a 

quedar como ejidatario porque de hecho ya esos documentos ya no se pueden mover para nada…Yo he 

platicado eso a todos, dale de alta a su sucesor, yo no sé quién sea, pero a la persona a la que se le tenga más 

confianza y dale de alta, porque aparte de que hay esos detalles se queda intestado y sale más caro”.  

Reglamento Interno protege el patrimonio familiar 

“…en el Reglamento Interno, en donde si por decir, yo quiero vender mi terreno pero primero debo de ir a 

dar la notificación por escrito al Comisariado y avisarle a quién le voy a vender. Entonces el Comisariado 

me dice ¿Cuántos hijos tienes?, ah pues que son 4, ah pues me los vas a traer todos y tú esposa también y 

ellos tienen que firmar a donde digan que si están de acuerdo que se venda el terreno, porque mientras uno 

de ellos no está de acuerdo, no hay venta 

Comisariado Ejidal Ezequiel Castro Victoria 

Seguridad de los derechos familiares y ejidales 

“…todo aquel ejidatario que quiera vender una parcela, primero tiene que avisarle a la familia, y 

posteriormente si de ahí nadie le interesa vienen los colindantes, se les tiene que ofrecer, mira mi parcela 

no te interesa, si en el caso de que nadie lo quisiera en la Asamblea lo tiene que manifestar para decir, sabe 

qué, yo tengo una parcela que no puedo trabajarlo por x motivo, quiero venderlo, en la Asamblea, alguien 

le puede interesar” 

 

Fuente :  Basado en  las  en t revi s tas  rea l izadas  

La certificación fue iniciada, en julio de 1993 con los trámites formales para la 

delimitación del plano interno del ejido. Con trabajos técnicos previos, se delimitó el plano 

interno del ejido en tierras parceladas y de uso común, además, se separó de sus derechos 

ejidales a las personas que no colaboraban con el ejido. Algunos detalles de la definición del 

problema y su implementación en el ejido se comentan a continuación.  

3.2 La certificación del ejido en San Felipe Coamango 

(1995) 

Política de certificación del ejido 1995 

Los ejidatarios frente a la certificación mediante el programa Procede 
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El problema definido en San Felipe Coamango para implementar la política de certificación, 

estuvo determinada por la escaza seguridad en la tenencia de la tierra, según el Comisariado 

en funciones durante su implementación (Entr_Castro Victoria, 2015). Es decir, cada 

ejidatario tenía sus parcelas, sin embargo, en este ejido las parcelas no estaban medidas, por 

lo que no había certeza en la posesión de la parcela a pesar de ser previsto al menos desde la 

Ley Federal de la Reforma Agraria de 1971 (ver Capitulo II, arts. 66-89). 

De acuerdo con los informantes entrevistados, antes de 1992 en el ejido de San Felipe 

Coamango se contaba con un “número” (de certificado) que hacía a las personas parte del 

ejido, pero no contaba con la cantidad de superficie o la cantidad de parcelas con las que 

contaba el ejidatario, sólo te avalaba como ejidatario, pues el documento no especificaba 

nada. Asimismo se reconocían a los colindantes, incluso se establecían mojoneras para 

marcar los límites de las parcelas, pero no había medidas específicas (al menos en este ejido). 

Lo anterior daba lugar a invasiones de superficies que le correspondía a alguien más, pues 

bastaba con que se movieran las cercas o las mojonera para que la propiedad de un ejidatario 

se viera reducida y la de otro se viera ampliada (ver Recuadro) (Entr_Castro Victoria, 2015; 

Entr_Ávila Galindo, 2015).  

Recuadro 3.4 .  

Presentación y aprobación de Procede en el  ej ido de San Fel ipe Coamango,  Chapa 

de Mota,  México  

Felipe Rosendo, Secretario del de la Comisión Auxiliar 

Presentación y convencimiento de implementación de Procede 

“El Comisariado somete a una Asamblea, que si queríamos aceptar la medición de INEGI para que se nos 

midieran los terrenos del ejido y así nos dieran un título de cada parcela o fracción que tenga uno de 

ejidatario, entonces se sometió a la Asamblea, pero había dudas porque la gente no sabía si estaba bien o 

estaba mal…entonces se convencieron a los ejidatarios, diciéndoles que tienen un certificado, pero ahí no 

dice cuántas parcelas tienes, metros, ni con quién colinda, nada más era un certificado y con este programa 

por cada fracción va haber un documento…con eso poco a poco se fue convenciendo a la gente”.  

Comisariado Ejidal Ezequiel Castro Victoria 

Decisión de implementar Procede 

“…cuando se presentó el programa a los ejidatarios todos aceptaron, era una necesidad y no era un gusto, ni 

tampoco un privilegio, era una necesidad de tener que delimitar todas las parcelas y obviamente que ellos 

dijeron perfecto, está bien, así conoceremos qué tipo de superficie tenemos y además lleva nombre y apellido 

cada parcela, eso era lo importante, entonces obviamente que cuando se presentó el programa, no pues 

adelante, todos aceptaron, obviamente al final se les entregó el trabajo…” 

Aprobación “Asamblea dura” 

“Haga de cuenta que para que se llevara a cabo la certificación…., se tuvo que llevar mínimo el 75% de la 

Asamblea, para que avalara si se podía certificar o no, obviamente se hizo una Asamblea dura que se le 

llamó. Esa Asamblea, es con la que fuimos y le dijimos al Registro Agrario Nacional, que solicitábamos el 

programa porque nuestro ejidatarios legalmente reconocidos de la Asamblea, la máxima autoridad ya había 

autorizado que diéramos ese paso…” 

Fuente :  Ent revi s tas  rea l izadas  en  e l  e j ido  de  San Fel ipe  Coamango.  
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Otro problema que se detectó fue la actuación discrecional de los Comisariados ejidales para 

retirar los derechos de los ejidatarios, como se manifiesta por un Comisariado ejidal (2012-

2015) 

“…los malos manejos que había antes, pero también eso provocaba la Ley porque daba la facilidad 

de hacer esos malos manejos, porque ya nada más iba el Comisariado, para ese tiempo existían las 

Oficinas de Reforma Agraria en Xonacatlán, llegaba y decía, este número le quiero dar a persona y 

ya lo daban de alta. Esos eran los malos manejos y al mismo tiempo daba la facilidad la Ley Agraria, 

de hacer esos malos manejos y lo tomaban mucho en cuenta al Comisariado. El Comisariado era el 

que mandaba aquí y últimamente ya no, hay una ley y hay un artículo que establece cuáles son sus 

facultades que puede desempeñar” (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

La recepción del Procede en el caso del ejido de San Felipe Coamango se debió a que 

el Comisariado en funciones en 1993 acudió a las oficinas del RAN a realizar trámites, ahí 

se enteró del programa. Él comunicó a algunos de los ejidatarios las características del 

programa de certificación y decidieron que les beneficiaría porque cada quién tendría un 

documento que les amparara sus parcelas. Ante la aceptación de algunos ejidatarios y la 

viabilidad de implementar la política de certificación en el ejido, el Comisariado ejidal 

decidió convocar a una Asamblea, el 24 de febrero de 1994, para informar a los “ejidatarios 

de base”100 y tomar la decisión de certificar o no con el Procede al ejido. 

Posteriormente, se realizó la Asamblea para avalar o no la certificación del ejido, en 

donde se tuvo que contar con una mayoría de por lo menos el 75% de los ejidatarios, quienes 

la denominaron “asamblea dura”. Una vez aprobada se acudió al RAN, solicitando se pusiera 

en marcha el Procede, pues los ejidatarios legalmente reconocidos de la Asamblea ejidal y 

máxima autoridad del ejido había acordado la certificación, considerando que era un paso 

más para la posesión. El RAN autorizó la certificación del ejido de San Felipe Coamango y 

envió a ingenieros para realizar los trabajos de preparación para la delimitación y asignación 

de las parcelas (Entr_Castro Victoria, 2015; Entr_Gómez Martínez, 2015). 

Implementación de la política de certificación 

Los ingenieros enviados por el RAN se coordinaron con el INEGI, el RAN y la PA, quienes 

en una Asamblea explicaron a los ejidatarios el proceso de certificación. En la misma 

                                                 
100 Ejidatarios de base es la forma en la que se reconoce en el ejido de San Felipe Coamango el pleno derecho 

dentro del ejido, en tanto a los posesionarios, después de certificarse se les conoce como “ejidatarios de nuevo 

ingreso”. 
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Asamblea se constituyó la Comisión Auxiliar101 conformada por 6 ejidatarios para llevar a 

cabo los trabajos, si bien el Comisariado Ejidal estaba al frente, se conformó un equipo de 

trabajo entre los ingenieros del INEGI, la Comisión Auxiliar, el Consejo de Vigilancia y el 

Comisariado ejidal (Entr_Castro Victoria, 2015; Entr_Gómez Martínez, 2015).  

La Comisión Auxiliar jugó un papel importante, porque se encargó de los trabajos de 

campo para definir los límites de las parcelas y de las tierras de uso común, utilizando como 

referencia el plano del ejido entregado en la dotación. El Comisariado ejidal, tenía que 

organizar las asambleas, además revisaba cómo se estaba ejecutando el trabajo de campo de 

la Comisión Auxiliar y los trabajos de los ingenieros de INEGI así como las problemáticas 

que surgieran (Entr_Rosendo, 2015; Entr_Castro Victoria, 2015). El Consejo de Vigilancia 

en algunas ocasiones acompañaba a la Comisión Auxiliar para verificar que el trabajo se 

realizara de manera normal y con base en el marco legal (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

La Comisión Auxiliar realizó una delimitación de las parcelas previa e informal entre 

los ejidatarios para que se establecieran los límites y fuera más ágil el proceso cuando 

midieran las tierras los ingenieros del INEGI. La Comisión Auxiliar realizó un recorrido por 

todo el polígono del ejido para establecer los límites, se inició con los colindantes de otros 

ejidos o comunidades. En dicho recorrido se hizo una lista de colindantes, se iba preguntando 

a los vecinos por la identidad de ejidatarios que trabajaban las tierras, se invitaba a los 

ejidatarios colindantes para hacer el deslinde (Entr_Rosendo, 2015). En palabras del 

Secretario de la Comisión Auxiliar: 

“Nosotros lo que teníamos que hacer era juntar a los de las parcelas y ponerlos de acuerdo para ver 

en donde llegaban sus parcelas y si había un lindero o no tenían, en ese caso tenía que definirse con 

el acuerdo de todas las partes, sean ejidatarios u otros pueblos donde pensamos que tendríamos 

muchos problemas, pero al final no hubo tantos…” (Entr_Rosendo, 2015). 

Los trabajos se iniciaron con la definición de los límites con otros pueblos. El primero fue el 

pueblo de San Juan Tuxtepec, después con San Gabriel, luego con Dongú, después con las 

                                                 
101 Las funciones de la Comisión Auxiliar eran coadyuvar en: I. Recibir, ordenar y clasificar la documentación 

para integrar los expedientes de ejidatarios con certificados, ejidatarios sin certificados, posesionarios y 

terceros; II. Recibir, ordenar y clasificar la documentación sobre los posibles conflictos de derechos 

individuales, de límites ejidales o interparcelarios que hubiere; III. Elaborar con el Registro la calendarización 

de los trabajos de delimitación de las tierras; IV. Levantar el acta de deslinde correspondiente y recabar la 

conformidad de los colindantes, y V. Realizar las demás actividades que le encomiende la Asamblea, que 

estén relacionadas con las mencionadas acciones de delimitación (RLA MCDETS, Art. 26) 
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Manzanas, del municipio de Jilotepec, y después con Dexcaní, del mismo municipio y 

finalmente con Santa Elena (Entr_Gómez Martínez, 2015). Una vez establecidos los límites 

con otros pueblos, se procedió la delimitación interna. El Comisariado ejidal en funciones en 

1995 señaló que: “…se trabajó bien, pues cada quién entendió su papel que tenía que 

desempeñar y lo hacía de la mejor manera”102.  

Durante el recorrido se tuvo un plano de la carpeta básica que se tenía desde 1930 –

como parte de los documentos que garantizaron la dotación del ejido—y con base en este se 

trabajó. Cuando pasaron los ingenieros de INEGI a medir las parcelas ya se tenían los límites 

acordados entre los ejidatarios, esto facilitó y agilizó el trabajo. En algunos casos se 

presentaron incidentes de los límites entre los “ejidatarios de base” (ejidatarios) o “ejidatarios 

de nuevo ingreso” (posesionarios) al momento de las mediciones los ingenieros del INEGI, 

pero estos no se involucraban y solicitaban la intervención del Consejo de Vigilancia y el 

Comité Ejidal, quienes hacían valer los acuerdos del estancamiento previo (Entr_Gómez 

Martínez, 2015; Entr_Rosendo, 2015).  

Al terminar el INEGI la delimitación de las parcelas ejidales se convocó al 20 de 

febrero de 1995 a una “Asamblea Dura” o Asamblea de Delimitación y Destino de las Tierras 

de Uso Común, del Asentamiento Humano y Parcelas y Asignación y/o Reconocimiento de 

Derechos Ejidales en el auditorio del pueblo de San Felipe Coamango. En la Asamblea 

participaron tanto a los “ejidatarios de base” (ejidatarios legalmente reconocidos) como los 

“ejidatarios de nuevos ingreso” (posesionarios), el INEGI, la PA, y el RAN.  

Durante la Asamblea se colocó un plano del el ejido en una pared del auditorio y 

fueron pasando uno por uno de los “ejidatarios de base” y los “ejidatarios de nuevo ingreso”, 

cada quién ubicaba sus parcelas en el plano con un número asignado y se les preguntaba si 

reconocían el lugar y el número de parcelas, una vez que no había inconformidad firmaban 

de conformidad. Después se solicitó las identificaciones de los “ejidatarios de base” y los de 

                                                 
102 Sin embargo, el Presidente del Consejo de Vigilancia comentó que hubo algunos incidentes durante el trabajo 

de la Comisión Auxiliar, él comenta que: “…empezaron a pedir dinero a la población para decir que el límite 

esta acá”. A partir de ello, se hizo una demanda, pero dicha demanda fue dirigida al Comité Ejidal y no a la 

Comisión Auxiliar, con lo cual no procedió en las instancias correspondientes (Entr_Gómez Martínez, 2015).  
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“nuevo ingreso”103 y se entregó la documentación en las oficinas de RAN en Toluca para que 

se expidieran los certificados de cada una de las parcelas (Entr_Gómez Martínez, 2015).  

Los conflictos de delimitación 

Los conflictos en la delimitación de las superficies de tierras al interior del ejido, fueron 

fundamentalmente de límites internos. Sólo hubo un problema de límites externos con la 

comunidad de Santa Elena que se encuentra ubicada al este del ejido, donde los límites de un 

camino no estaban claros. La Asamblea ejidal pidió cotejar los planos de para superar el 

conflicto. Las autoridades de Santa Elena no presentaron documentación y el Comisariado 

ejidal presentó el plano interno con el que se dotó al ejido, con ello, se ratificaron sus límites 

y se solucionó el problema. Una vez establecidos los límites internos y externos se iniciaron 

los trabajos de delimitación del INEGI (Entr_Gómez Martínez, 2015).  

Los conflictos internos, se refirieron a la inconformidad de los ejidatarios o 

posesionarios para determinar los límites de sus parcelas. Cada uno tenía identificado sus 

límites de acuerdo a lo que les beneficiara con una mayor superficie. Sin embargo, fueron 

resueltos estos problemas. Los más complicados fueron cuando se trataba de delimitar un 

camino, porque los ejidatarios o los posesionarios no querían ceder parte de sus parcelas para 

destínalas como parte de los caminos (Entr_Gómez Martínez, 2015).  

Para la Asamblea de delimitación o “asamblea dura” no se presentó ningún conflicto, 

pues los problemas, habían sido resueltos antes. Por ello, prácticamente en dicha asamblea 

sólo se ratificaron las mediciones que se habían hecho en el trabajo de campo realizado. Se 

presentaron representantes de la Procuraduría Agraria, el registro Agrario Nacional, el INEGI 

y la Notaría Pública para dar fe de dicha verificación (Entr_Gómez Martínez, 2015; 

Entr_Castro Victoria, 2015). 

Reconocimiento de los posesionarios 

Al momento de la certificación, se distinguió entre “ejidatarios de base” (ejidatarios 

legalmente reconocidos) y de “nuevo ingreso” (posesionarios). Los de base cuentan con un 

                                                 
103 Se solicitó acta de nacimiento, copia de su credencial de elector. 
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documento independientemente de la parcela. Los de nuevo ingreso sólo tienen los 

certificados parcelarios otorgados por el RAN. Los posesionarios se incorporaron al proceso 

de certificación porque en su gran mayoría fueron hijos de ejidatarios a quienes se les asignó 

una superficie de tierra para trabajar y/o para vivir. Cuando los hijos de los ejidatarios tenían 

familia propia, el ejidatario le daba una parcela o parte de una parcela para cubrir sus 

necesidades. Pero esta asignación había sido nada más en palabras, porque no había 

documentos. Entonces el ejidatarios a la hora de medir las superficies decía esta parte es de 

mi hijo y quisiera que salga a su nombre (Entr_Castro Victoria, 2015).  

Hubo otros casos en que los ejidatarios habían vendido las parcelas a hijos de 

ejidatarios y al momento de la delimitación se registraban a nombre de la persona que la 

había comprado. En otros casos más, los ejidatarios aprovecharon para ceder algunas parcelas 

a sus hermanos o familiares, pues no existía medio legal para transferirlas, lo que había 

provocado problemas entre hermanos y demás familiares. De esta manera, los familiares de 

los ejidatarios se convirtieron en posesionarios del ejido (Entr_Castro Victoria, 2015). Por 

estas circunstancias en el ejido de San Felipe Coamango la cantidad de ejidatarios (198) fue 

menor a la cantidad de posesionarios (249) en 1995. Esto significó que una parte delos sujetos 

agrarios, quedaran excluidos en la toma de decisiones de la Asamblea, y que los ejidatarios 

pueden decidir sobre los recursos de otros sujetos agrarios. 

Destino de la tierra en el ejido: sin asentamientos humanos 

Cuando se aceptó el programa de certificación, los ejidatarios discutieron sobre el destino de 

las superficies. El debate se presentó en torno a la forma de determinar las superficies que 

serían designadas como tierras de uso común y tierras parceladas. Al final de la Asamblea 

acordaron el reconocimiento y la delimitación de estos dos destinos (Entr_Gómez Martínez, 

2015). Respecto de las tierras destinadas al asentamiento humano no hubo discusión, no hubo 

ninguna postura de las autoridades agrarias (RAN, INEGI o PA), no se puso a consideración 

de la Asamblea el tema, tampoco los sujetos agrarios no emitieron una opinión o punto sobre 

el tema.  
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Mapa 3.4 

Dest inos de las t ierras del  ej ido de San Fel ipe Coamango,  Chapa de Mota,  México  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con  base  en  Regis t ro  Agrar io  Naciona l ,  
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El indicador que tomaron para determinar si una superficie se delimitaría como tierras 

de uso común o como parcelas fue si se podía sembrar o no. Las parcelas corresponderían a 

las tierras que los ejidatarios o posesionarios pudiesen cultivar. Por ello, algunos ejidatarios 

y posesionarios comenzaron a ampliar lo más que se podía la zona de cultivo. Incluso, durante 

las mediciones los ejidatarios “de base” y de “nuevo ingreso” hicieron lo posible para 

demostrar que cultivaban una superficie mayor y así se ampliaran las medidas de la parcela 

que se certificaría, a pesar de que durante años no se había sembrado (Entr_Gómez Martínez, 

2015).  

Las tierras de uso común fueron determinadas en función de la imposibilidad de sembrarlas. 

Las zonas pedregosas se designaron de uso común porque se consideró que podía ser útil a 

los pobladores en un futuro para realizar alguna obra para la comunidad, lo mismo ocurrió 

con los caminos, los ríos, las zonas boscosas. De esta manera, las tierras de uso común 

quedaron como un recurso natural del ejido (Entr_Castro Victoria, 2015; Entr_Gómez 

Martínez, 2015). 

Características de los beneficiarios de la certificación  

De acuerdo con el PHINA, de los ejidos que se encuentran en el municipio de Chapa de 

Mota, San Felipe Coamango fue el tercer ejido en certificarse al ser inscrito en el Procede el 

23 marzo de 1995, después de San Gabriel (30 de diciembre de 1993) y Santa María 

Macavaca (7 de diciembre de 1994). Los beneficiarios de la certificación de la superficie de 

la tierra del ejido se recuperan de los anexos de la Asamblea de Delimitación y Destino de 

las Tierras de Uso Común, del Asentamiento Humano y Parcelas y Asignación y/o 

Reconocimiento de Derechos Ejidales del 20 de febrero de 1995. 

De acuerdo con el Acta de acuerdos de la Asamblea antes señalada hubo 198 ejidatarios y 

249 posesionarios, lo que da un total de 447 sujetos agrarios de beneficiarios, resultado de la 

política de certificación (Grafica 3.2 y Cuadro 3.6). La certificación aprobada por la 

Asamblea ejidal en 1995 no se reconoció a ningún avecindado, pero con el paso de los años 

se incluyeron, por ejemplo, en 2014, el número de avecindados es de 25. 

Gráfico 3.2  

Tipo de sujetos  agrarios y sexo de los  sujetos  agrarios en el  ej ido de San Fel ipe 
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Coamango,  Chapa de Mota,  México,  

1995.   

Fuente :  e laborac ión propia  a  par t i r  de l  ac ta  de  la  Asamblea  de  De l imi tac ión y  Dest ino  de  la s  

T ier ras  de  Uso  Comú n,  de l  Asentamiento  Humano y  Parce las  y  Asignación y /o  

Reconoc imien to  de  Derechos  Ej ida les  de l  20  de  febrero  de  1995.  

En los mismos anexos se recupera la información básica de los ejidatarios y 

posesionarios del ejido, esto permite tener una visión de la estructura de estos sujetos agrarios 

según sexo, estado civil y lugar de residencia al interior del ejido de San Felipe Coamango. 

Ello a su vez permite conocer como quedaron organizados y distribuidos los derechos de 

propiedad de los sujetos agrarios. 

En principio, es de notar que la dinámica señalada en apartados anteriores sobre la 

formación de posesionarios en el ejido, influyó de manera importante. Esto se muestra con 

la existencia de 54% de posesionarios sobre el 44% de los ejidatarios; en términos absolutos 

esto representa una diferencia de 51 posesionarios más que los ejidatarios (Gráfica 3.2). Las 

personas que jurídicamente no tenían derecho en 1995, pero que en la práctica ocupaban una 

superficie para cultivar o para vivir (posesionarios) eran mayor a las personas que tenían un 

derecho legalmente reconocido (ejidatarios). 

 

Ejidatari

os

44%

(198)
Posesionarios

56% (249)

Ejidatarios Posesionarios

Mujeres

17%

(76)

Hombres

83%

(371)

Mujeres Hombres
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Cuadro 3.6.   

Sujetos  agrarios beneficiados de la pol ít ica  de cert if icación en el  ej ido de San Fel ipe 

Coamango,  Chapa de Mota,  por sexo y estado civi l .   

1995 

 Ejidatarios Posesionarios Total general 

Femenino 38 38 76 

Casado 12 6 18 

Soltero 1 1 2 

Unión libre  3 3 

Viuda 25 28 53 

Masculino 160 211 371 

Casado 145 184 329 

Divorciado  1 1 

Soltero 8 12 20 

Unión libre 2 10 12 

Viudo 5 4 9 

Total general 198 249 447 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  e l  ac ta  de  la  Asamblea  de  De l imi tac ión y  Des t ino  de  la s  

T ier ras  de  Uso  Común,  de l  Asentamiento  Humano y  Parce las  y  Asignación y /o  

Reconoc imien to  de  Derechos  Ej ida les  de l  20  de  febrero  de  1995.  

Por otro lado, observamos que una proporción importante de los derechos ejidales, tanto de 

los ejidatarios como de los posesionarios pertenecían a hombres, estos representan el 83% de 

los sujetos agrarios a quienes se les otorgaron derechos (371 sujetos agrarios). Entre tanto, 

las mujeres representan el 17% (76 mujeres) (Gráfica 3.2). Esto está asociado a que, durante 

el proceso de gestión de la dotación del ejido, se registraba al jefe de familia, que 

normalmente era hombre y sólo en el caso en donde la mujer no estuviera casada y tuviese 

familia, entonces se le otorgaba el derecho como ejidataria en el núcleo agrario.  

De las 38 mujeres ejidatarias, con derechos de propiedad sobre las tierras ejidales, 12 

estaban casadas, 1 ejidataria era soltera y 25 eran viudas. Esto pude significar, que son 

ejidatarias, no porque se les haya reconocido el derecho, sino porque les fue heredado el 

derecho tras el fallecimiento de sus esposos104. En contraste con los hombres, donde de los 

                                                 
104 En este caso, pueden existir mujeres que efectivamente se les otorgó el derecho de ejidatarias y que lo siguen 

siendo una vez que su esposo ha fallecido. Con los datos que hemos recuperado no es posible comprobar esto, 

sin embargo, las entrevistas realizadas apuntan a que las mujeres ejidatarias los son por haber heredado el 

derecho de sus esposos.  
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160 hombres ejidatarios, 145 son casados, 8 se encuentran solteros, 2 en unión libre y 5 son 

viudos. Esta tendencia es similar con respecto a los posesionarios, pues de las 38 ejidatarias, 

sólo 6 están casadas, y 28 son viudas, una soltera y 3 en unión libre. En tanto, de los 211 

hombres ejidatarios, 184 se encuentran casados, 4 viudos, 10 en unión libre, 12 soltero y 1 

divorciado (Cuadro 3.6).  

Lugar de residencia 

La certificación registró también el lugar de residencia (domicilio) de los sujetos agrarios en 

1995. El caso del ejido de San Felipe Coamango muestra que gran parte de los sujetos 

agrarios residen fuera de la superficie del ejido. De los sujetos agrarios (447) en el ejido, 87 

(19.46%) tienen su morada en la superficie del ejido, en tanto, el 79.12% habita fuera del 

ejido, pero tiene su residencia en el pueblo y 12 personas viven fuera del ejido y del pueblo 

de San Felipe Coamango, pero tienen derechos en el ejido (Cuadro 3.7).  

Cuadro 3.7 .  

Lugar de residencia de ej idatarios  y posesionarios  al  cert if icarse el  ej ido de San 

Fel ipe Coamango,  Chapa de Mota,  México  

1995.  

Tipo de 

sujetos 

agrarios 

En el ejido  En el pueblo 
Fuera del ejido y del 

pueblo 
Total 

Número % Número % Número % Número % 

Ejidatarios 45 10.07 151 33.78 2 0.45 198 44.30 

Posesionarios 42 9.40 197 44.07 10 2.24 249 55.70 

Total  87 19.46 348 77.85 12 2.68 447 100.00 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  e l  ac ta  de  la  Asamblea  de  De l imi tac ión y  Des t ino  de  la s  

T ier ras  de  Uso  Común,  de l  Asentamiento  Humano y  Parce las  y  Asignación y /o  

Reconoc imien to  de  Derechos  Ej ida les  de l  20  de  febrero  de  1995.  

Si consideramos sólo a los 198 ejidatarios, tenemos que 45 de ellos tienen ubicado su 

domicilio en la superficie del ejido, lo que representa el 22.73% del total de los ejidatarios, 

entre tanto, 151 tienen su domicilio en el pueblo de San Felipe Coamango (76.26%), y 2 
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están ubicados fuera del ejido. En el caso de los posesionarios tienen la tendencia a vivir 

fuera del ejido un poco más acentuada, pues solo 42 (16.87%) tienen su morada en el ejido, 

197 (79.12%) viven en el po blado de San Felipe Coamango y 10 (4.02%) tienen ubicado su 

domicilio fuera del ejido (Cuadro 3.7).  

¿Por qué no delimitaron un área de asentamientos humanos? 

La certificación de la tenencia de la tierra 

El acta de la Asamblea de Delimitación y Destino de las Tierras de Uso Común, del 

Asentamiento Humano y Parcelas y Asignación y/o Reconocimiento de Derechos Ejidales 

(1995) aprobada por la asamblea ejidal, como parte de la certificación con el Procede: no 

constituyó un área de asentamientos humanos en el polígono ejidal para la edificación de la 

vivienda de los sujetos agrarios; no reconoció como asentamientos humanos las superficies 

donde se construyeron viviendas que actualmente son barrios en proceso de consolidación 

en el ejido; no contempló espacios para la provisión de servicios públicos, equipamiento e 

infraestructura y los espacios que se habían destinado a equipamiento hasta ese momento se 

registraron como parcelas ordinarias, con un número de parcela y en el nombre del sujeto 

agrario se asentó el nombre del equipamiento urbano (Cuadro 3.8). 

Dada las circunstancias anteriores, formulamos la siguiente pregunta ¿Cuáles fueron las 

motivaciones o circunstancias que orientaron orillaron a la asamblea ejidal no delimitar un 

área de asentamientos humanos o superficies destinadas a la provisión de servicios públicos? 

¿Qué rol tuvieron la Procuraduría Agraria y el Registro Agrario Nacional en el ejido para no 

delimitar un área de asentamientos humanos? 

A continuación esbozan algunas respuestas. 

En el ejido de San Felipe Coamango no se tienen registros documentales sobre las 

discusiones de las asambleas en donde se discutieron los tipos de destinos de las superficies 

ejidales, sólo se cuenta con los testimonios de los ejidatarios y las autoridades ejidales 

funciones en esas fechas. Los testimonios de los actores muestran que durante las Asambleas 

ejidales el tema de asentamientos humanos no estuvo en la agenda del Comisariado Ejidal ni 

de los sujetos agrarios (Recuadro 3.5).  
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Cuadro 3.8 .  

Superficies dest inadas al  equipamiento en el  ej ido de San Fel ipe Coamango,  Chapa 

de Mota,  México,  

1995.  

Equipamiento Nombre Barrio del ejido Número de parcela  Superficies (Has.) 

Escuela 

Preescolar “Sor 

Juna Inés de la 

Cruz” 

La Chinda 464 00-18-88.173 

Escuela 
Preescolar “Jaime 

Torres Bodet” 
Emiliano Zapata 639 00-35-36.404 

Escuela 
Primaria “Adolfo 

López Mateos” 
La Chinda 

462 00-67-47-.277 

659 01-64-09-.211 

Escuela 
Secundaria “Dos de 

Marzo” 
La Chinda 776 02-36-33.390 

Escuela 
“Preparatoria 

Oficial No. 77” 
La Chinda 789 02-20-71.734 

Escuela Parcela Escolar La Chinda 367 01-53-54.273 

Escuela Parcela Escolar La Chinda 930 00-08-78.889 

Escuela Parcela Escolar La Chinda 953 00-23-54.228 

Campo deportivo Emiliano Zapata Emiliano Zapata 596 00-82-10-.107 

Pozo 
Pozo de Agua 

Potable 
La Chinda 790 00-06-44.253 

Iglesia 
Iglesia “San Felipe 

Coamango” 
Emiliano Zapata 289 00-08-30.372 

Fuente :  e laborac ión propia  a  par t i r  de l  ac ta  de  la  Asamblea  de  De l imi tac ión y  Dest ino  de  la s  

T ier ras  de  Uso  Común,  de l  Asentamiento  Humano y  Parce las  y  Asignación y /o  

Reconoc imien to  de  Derechos  Ej ida les  de l  20  de  febrero  de  1995.  

El Comisariado ejidal y el Consejo de Vigilancia que representaban al ejido durante la 

implementación de la certificación (1995) no contaron con la información de la posibilidad 

de delimitar un área de asentamientos humanos. Esto tuvo tres efectos directos: 1) No 

brindaron información a los ejidatarios y posesionarios para que decidieran qué superficies 

se destinarían como área de asentamientos humanos; 2) El tema urbano no estuvo en ningún 

orden del día de las asambleas ejidales realizadas para determinar los tipos de destinos que 

adoptaría el ejido; 3) No se delimitó un área de asentamientos humanos en el ejido.  

Las personas que habitan el ejido tampoco tuvieron algún interés en impulsar o 

promover la delimitación de un área de asentamientos humanos porque no tuvieron acceso a 
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dicha información (al igual que los ejidatarios y posesionarios) y no tenían ningún tipo de 

participación en la asamblea ejidal, por lo tanto, no podían incidir en la toma de decisiones 

de los tipos de destinos del ejido.  

Recuadro 3.5 .  

Discusión de la del imitación de un área de asentamientos humanos en el  ej ido de 

San Fel ipe Coamango y el  papel del  municipio.  

 

Discusión de asentamientos humanos en el ejido 

Leonel: En la Asamblea que definió las parcelas y las tierras de usos común ¿Se discutió sobre crear zonas 

de asentamientos humanos o espacios destinados a los usos urbanos como las escuelas? 

Sr. Ezequiel: No, ahí si no, tal vez se nos pasó, pero no hablamos de eso eh.  

Leonel: Y las personas de INEGI, la Procuraduría Agraria o el RAN ¿Les comentaron la posibilidad de 

delimitar un área de asentamientos humanos? 

Sr. Ezequiel: No, tampoco. Lo único que nos comentaron es sobre las parcelas escolares, que podíamos 

destinar algunas superficies para cuando quisiéramos que crecieran las escuelas. Y al final la Asamblea le 

dio terrenos a las escuelas. Pero de los demás no… 

Comisariado Ejidal Ezequiel Castro Victoria (1993-1995) 

 

Discusión de asentamientos humanos en el ejido 

Leonel: ¿Usted recuerda si en las Asambleas que se hicieron o de las visitas realizadas por la Procuraduría 

Agraria o el Registro Agrario Nacional se comentaron algunas cuestiones sobre áreas que se iban a destinar 

a usos urbanos? 

Sr. Pedro: No, esa si no. Sobre eso todavía no se platicó nada. En ese tiempo no se habló de terrenos de usos 

urbanos no. Nada más de habló de terrenos de uso común. 

Consejo de Vigilancia Ejidal 1993-1995 Pedro Gómez Martínez 

 

Participación del municipio durante la certificación 

Leonel: ¿Usted tiene información sobre la participación que tuvo el municipio cuando en 1992 se certificaron 

los ejidos? ¿El municipio reguló el crecimiento urbano de los ejidos durante la certificación? 

Arq. Gemma: No porque los Planes Municipales de Desarrollo se iniciaron a hacer hasta después del 2000, 

para ser más específicos se aprobó en 2004 y sin un Plan pues no hay forma de que se imponga a los ejidos 

qué deben tomar como parcelas y qué como zonas urbanas. Incluso con el crecimiento actual no hay forma 

de regular porque no se actualizan los planes, si hay varios municipios a nivel estado que han actualizado 

sus planes, pero aquí no lo hemos hecho.  
Subdirectora de Desarrollo Urbano del Municipio 2013-2015, Gemma Martínez Balderaz 

  

Fuente :  Ent revi s tas  rea l izadas  en  e l  e j ido  de  San Fel ipe  C oamango.  

Temas que impidieron la delimitación de asentamientos humanos durante la certificación  

La delimitación de un área de asentamientos humanos durante la implementación de la 

certificación de la tenencia de la tierra en el ejido de San Felipe Coamango tuvo varias 

complicaciones:  

En primer lugar, la falta comunicación de los objetivos del programa al ejido. De 

acuerdo con las entrevistas realizadas, fue insuficiente la asesoría y asistencia técnica por 
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parte de la Procuraduría Agraria y el Registro Agrario Nacional para delimitar un área de 

asentamientos humanos en el ejido. Los entrevistados no recordaron haber recibido 

información para reconocer como área de asentamientos humanos los espacios destinados a 

los servicios públicos, equipamiento e infraestructura para cada uno de los barrios; o 

delimitar un área del ejido para destinarlo al futuro crecimiento de la población en las 

superficies. En la investigación no fue posible tener el punto de vista de los representantes 

de las instituciones agrarias, porque es difícil rastrear a las personas que las representaron en 

el ejido estudiado.  

En segundo lugar, la certificación con el Procede, la delimitación de un área de 

asentamientos humanos ejidal no fue obligatorio para todos los núcleos agrarios, sólo era una 

posibilidad que debía decidirse en la asamblea ejidal. En el ejido de San Felipe Coamango 

no se discutió dicho tema, por lo tanto, sólo delimitaron tierras con destino parcelario y tierras 

de uso común.  

En tercer lugar, la delimitación del área de asentamientos humanos no dependía sólo 

de las instituciones agrarias. La aprobación de un área de asentamientos humanos en el ejido 

dependía en primer lugar de la asesoría técnica de las autoridades agrarias, en segundo lugar 

de la aprobación de la asamblea ejidal, en tercer lugar del cumplimiento de los trámites por 

parte de los sujetos agrarios y en cuarto lugar la aprobación del municipio y quinto el 

cumplimiento de las normas técnicas de acuerdo con el INEGI. 

En cuarto lugar, durante la certificación no hubo interés de los sujetos agrarios y las 

autoridades ejidales para poner en claro el status legal del equipamiento instalado hasta 1995 

en la superficies del ejido. Los ejidatarios tampoco se interesaron por el crecimiento 

poblacional que hasta 1995 había tenido el ejido y la necesidad de destinar más espacios para 

ampliar o crear servicios públicos, infraestructura y equipamiento en tierras ejidales.  

En quinto lugar, el municipio no intervino durante la certificación de los ejidos, ni 

para regular los asentamientos humanos, ni para promover la conformación de zonas urbanas. 

Esto se debió a que durante la certificación en San Felipe Coamango (1995) no constaban 

con un Plan Municipal de Desarrollo Urbano. Es decir, no se había elaborado una estructura 

de los tipos de destino de las tierras en el municipio, por lo cual no tenían elementos técnicos 

del Plan para aprobar, desaprobar o impulsar la delimitación de zonas urbanas en los ejidos 
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(recuadro 3.4). Por ello, el municipio antes de 1995 no podía exigir que hubiera una zona de 

urbanización delimitada en los ejidos para poder brindar los servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento al ejido. Además, como veremos en la sección siguiente, los 

pobladores del pueblo y del ejido habían conformado una Junta General de Pobladores para 

atender sus necesidades. 

¿Quiénes habitan en los asentamientos humanos del ejido? 

Censo de viviendas en los barrios del ejido 

Con la información recaba en la carpeta básica del ejido de San Felipe no es posible dar 

cuenta de qué tipo de sujetos agrarios son los que habitan en los asentamientos humanos. El 

Acta de la Asamblea de Delimitación de Tierras Ejidales y Delimitación de Asentamientos 

Humanos de 1995 recuperó el lugar de residencia de los ejidatarios y posesionarios. De ello 

se desprende que los posesionarios y ejidatarios vivían en la superficie del pueblo y una 

proporción menor vive en el ejido y son menos aún quienes viven fuera del ejido y del pueblo. 

La pregunta que surge de lo anterior es ¿Quiénes son los habitantes de las viviendas del ejido 

de San Felipe Coamango?, en otras palabras ¿Quiénes son las personas que están ampliando 

los asentamientos humanos sin cambiar el destino de las tierras parceladas a asentamientos 

humanos en el ejido de San Felipe Coamango? 

Para responder esas preguntas es necesario determinar la condición jurídica de los 

habitantes para saber si eran: 1) ejidatarios, 2) posesionarios o 3) familiares de sujetos 

agrarios del ejido o del pueblo. Es importante aclarar que durante la realización del censo no 

se identificaron viviendas que correspondieran a avecindados, aunque se sabe que en el ejido 

hay 25 personas con esta categoría, es probable que vivan en el pueblo. 

En la categoría “familiares de sujetos agrarios” se incorporaron a los hijos de 

ejidatarios, hijos de posesionarios, hermanos, tíos o personas con algún vínculo familiar con 

los ejidatarios o posesionarios. No incorporamos a los avecindados, porque formalmente no 

tienen condición legal para heredar o trasferir derechos sobre tierras ejidales, con lo cual se 

incluyen en la categoría de “familiares de los sujetos agrarios”.  
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Esto último porque los hermanos o parientes de los ejidatarios o posesionarios reciben 

superficies para construir sus viviendas como parte de una herencia o han adquirido los 

derechos ejidales de un posesionario, pero como no se han formalizado dicha transferencia, 

no tienen reconocimiento legal como sujetos agrarios.  

En varias cesiones me reuní con distintas autoridades ejidales, ejidatarios, 

posesionarios y familiares de los sujetos agrarios. Hicimos un recorrido por cada barrio con 

la finalidad de identificar a qué tipo de sujetos agrarios pertenecían las viviendas. Las 

unidades censadas son hogares que se encuentran asentados en terrenos ejidales. A 

continuación se presenta la información obtenida de dicho censo de hogares.  

Tipo de pobladores que habitan el barrio La Chinda del ejido 

En el censo realizado en los barrios se contabilizaron 381 viviendas distribuidos en el espacio 

territorial identificado por los ejidatarios, posesionarios y habitantes. En el gráfico 3.4 se 

puede identificar que el mayor número de viviendas habitadas en el ejido de San Felipe 

Coamango pertenecen a familiares de los sujetos agrarios y no a los ejidatarios y 

posesionarios. De las 381 viviendas, el 73% están habitadas por personas que tienen algún 

tipo de parentesco con los ejidatarios o avecindados, el 18% están habitadas por los 

posesionarios y el 9% por ejidatarios.  

Esta tendencia se repite en los 4 barrios del ejido. Si se tomara en cuenta sólo el barrio 

Emiliano Zapata, la proporción de viviendas habitadas por familiares es de 68%, en la Chinda 

71%, en la Manga 76% y en los Ailes 83%.  

Los familiares de los sujetos agrarios no tienen voz ni voto en la Asamblea ejidal, por lo cual 

no tienen un espacio para plantear sus demandas o propuestas, ya sea para regularizar las 

zonas de asentamientos humanos o para plantear las demandas de la población ejidal. A ello 

agregamos a los posesionario, quienes tampoco pueden tomar decisiones en la Asamblea 

ejidal sobre el destino de las tierras o los recursos con los que se cuentan.  

La Asamblea ejidal no es un espacio en donde se presenten los problemas de todos 

los habitantes del ejido. Si consideramos que los posesionarios y los familiares de los sujetos 

agrarios no tienen voz y voto para decidir sobre los recursos y destinos del ejido, entre ellos 

la creación un área urbana o la regularización de los asentamientos humanos, tenemos 
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entonces que en el ejido el 91% (ver Gráfica 3.3) de las familias con una vivienda no pueden 

tomar ninguna decisión frente a la Asamblea ejidal sobre los asentamientos humanos. La 

ausencia de un espacio para analizar y discutir los problemas públicos en el ejido ha 

propiciado que los habitantes busquen otros espacios de participación y de gestión de 

necesidades públicas.  

Gráfica 3.3  

Porcentaje del  t ipo de pobladores de las v iviendas de  los  barrios del  ej ido de San 

Fel ipe Coamango 

 

Fuente :  Elaborac ión propia  de  un “Censo  de  la s  v iv iendas  de l  barr io  La  Chinda  2017”  con apoyo  

de  e j ida ta r ios ,  posesionar ios  y  habi tantes  de l  e j ido .  

Estos espacios se han encontrado en la Junta General de Pobladores, donde hay una rol 

importante de los delegados, subdelegados y Consejo de Participación Ciudadana. La Junta 

integra a los sujetos agrarios reconocidos y los ciudadanos sin distinguir su condición legal. 

De hecho, entre mayor sea el número de personas, mejor se colabora para ejecutar los trabajos 

del pueblo y el ejido. Las personas que no son ejidatarios encuentran en las autoridades 

municipales la única instancia a la que pueden acudir bajo la misma condición que todas las 

personas.  

La falta de un espacio para plantear problemas para familiares de los sujetos agrarios 

y otros que habitan territorios del ejido y la atención de los problemas públicos en los 

asentamientos humanos ejidales por medio de instancias municipales, deslinda a la Asamblea 

ejidal y a los sujetos agrarios de sus responsabilidades sobre la delimitación, regularización 

de los asentamientos humanos.  

73%

9%

18%

Familiar de sujetos agrarios Ejidatario Posesionario
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Cuadro 3.9.  

Número de v iviendas por t ipo de habitantes de  los  barrios  del  ej ido  de San Fel ipe 

Coamango 

Tipo de habitante La Chinda Emiliano 

Zapata 

La Manga Los Ailes Total 

general 

Ejidatario 13 11 6 3 33 

Posesionario 24 31 10 6 71 

Familiar de sujetos agrarios 77 104 52 44 277 

Total general 114 146 68 53 381 

Fuente :  Elaborac ión propia  de  un “Censo  de  la s  v iv iendas  de l  barr io  La  Chinda  2017”  con apoyo  

de e j ida ta r ios ,  posesionar ios  y  habi tantes  de l  e j ido .  

Una caracterización de los barrios ejidales 

Los procesos de urbanización en el ejido de San Felipe Coamango, no están asociados a 

proceso de expansión de las ciudades. La demanda de tierras para el asentamiento humanos 

de los pobladores no ha generado presión sobre las autoridades de los ejidos. Hay dinámicas 

económicas internas que permiten a la población mantener en el ejido sin tener que emigrar 

a las ciudades cercanas o incluso a las grandes ciudades como la de Toluca o la Ciudad de 

México. Algunos de ellos, los enunciamos a continuación.  

El acceso a los bienes de consumo. El abastecimiento de bienes de consumo es 

accesible en la localidad, pues se han instalado negocios familiares de distribución de bienes 

y servicios, tanto en el pueblo, como en el ejido de San Felipe Coamango, en donde incluso 

personas de otras localidades acuden para satisfacer sus necesidades105. Además, han 

proliferado una serie de servicios asociados a la construcción de viviendas, otros relacionados 

con los servicios educativos (palerías, cafés internet, centros de copiado), algunos otros como 

centros de expendio de abarrotes familiares, tanto en el pueblo, como en el ejido106.  

                                                 
105 En el caso de las frutas, verduras y legumbres se cuenta con varias recauderías que se abastecen en el 

municipio de Jilotepec a un poco más de 15 kilómetros o en el municipio Ixtlahuaca a poco más de 50 

kilómetros.  

106 El centro de abastecimiento de los bienes necesarios para vivir de la localidad, incluido el ejido de San Felipe 

Coamango, son el municipio de Jilotepec, en él destaca el tianguis de los días viernes, donde una población 
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El desarrollo de actividades económicas en los barrios se caracteriza por la 

urbanización sin industrialización. Si bien la población trabaja en empresas industriales tiene 

que trasladarse a otros municipios para acceder a estos empleos, pues en el ejido y el pueblo 

no hay industrias. La concentración poblacional ha sido lenta con demandas de 

infraestructura, obras públicas y servicios urbanos. Estas demandas, han significado nuevos 

retos para los habitantes, pues antes del año 2000, la hegemonía del Partido Revolucionario 

Institucional, acompañaba a las gestiones, a partir de 2000, con el triunfo del Partido Acción 

Nacional, la alternancia política generó una polarización entre los dos grupos políticos. Como 

más adelante se analizará, antes del año 2000, las gestiones se hacían de manera conjunta, 

pues, aunque había personas de otros partidos políticos, todos se unían para hacer las 

gestiones de la infraestructura, obras públicas y servicios públicos. Además, había unión 

entre todas las instancias que, de alguna manera, tenía alguna autoridad en algún ámbito de 

la vida pública, ello significaba la unión de todos los sectores de la localidad para impulsar 

las gestiones. 

“El desarrollo urbano con respecto a la necesidad…”107 es una frase que resume la 

forma en qué se ha dado el crecimiento urbano en el Ejido de San Felipe Coamango. Se dejan 

de lado jurisdicciones, tanto de las autoridades agrarias, como de las municipales. Pero se 

unen ciertos esfuerzos, más del lado municipal para atender las necesidades de la población, 

puesto continuamente hacen peticiones al municipio, por intermedio de los delegados y el 

Copaci del pueblo y los subdelegados de los barrios del ejido para que se le doten de mejores 

caminos, mejoramientos en las escuelas, pavimentación, entre otros. 

El acceso a un trabajo que permite “sobrellevarla”, es decir, conseguir un empleo 

que satisface sus necesidades cotidianas de alimentación, salud, educación, entre otras, sin 

necesidad de cambiar su lugar de residencia. Los pobladores de los barrios se han dedicado 

a diferentes actividades productivas, entre las que destacan las siguientes: 1) empleo en zonas 

industriales de los municipios aledaños, como mano de obra industrial (Jilotepec, Tepeji de 

                                                 
importante hace compras necesarias para su subsistencia. En días ordinarios, Jilotepec tiene mercados y 

algunos centros comerciales donde se pueden adquirir bienes y servicios, y dado que parte de la población de 

San Felipe Coamango trabaja en dicho municipio, se vuelve asequible conseguir materiales o bienes 

necesarios. 

107 Entrevista a Ar. Jesús Sandoval, Director de Desarrollo Urbano y Obras Públicas en el periodo 2013-2015, 

fue realizada el 19 de septiembre de 2015. 
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Rio, Atlacomulco); 2) empleo en la Ciudad de México entre semana con retorno los fines de 

semana; 3) creación de negocios propios en las inmediaciones del ejido y pueblo (tiendas, 

refaccionarias, papelerías, tortillerías, etc.); y 4) empleos administrativos en instituciones 

municipales, estatales o federales (auxiliares administrativos, docentes, abogados, 

enfermeras, etc.). Estas actividades han permitido que la población no cambie su residencia, 

sino que permanezca en el ejido. De esta manera, se han ido concentrando más la población 

en los barrios del ejido, pues el acceso a un trabajo no los obliga a abandonar sus viviendas 

para trasladarse a la ciudad de México u otra ciudad.  

El acceso a los servicios públicos e infraestructura es parte de la concentración 

poblacional. El municipio, delegados, subdelegados Copaci y autoridades ejidales han 

gestionado: la electrificación de las viviendas; la construcción y mantenimiento de las vías 

carreteras; instalación de infraestructura necesaria para el alumbrado público en zonas con 

concentración poblacional. Esto ha sido, tanto en los barrios del ejido, como en el pueblo. La 

construcción del pozo profundo para la distribución de agua potable a toda la localidad, en 

donde se incluyen los distintos barrios del ejido. En el barrio La Chinda, se cuenta con acceso 

a la red telefónica y se ha iniciado la construcción de la red de drenaje. 

La construcción de equipamiento educativo ha impulsado el crecimiento poblacional 

de los barrios. Al contar con niveles de preescolar hasta preparatoria, significa que no es 

necesario que la población en edad escolar salga de la localidad, al menos hasta los 18 años, 

cuando pueden ingresar a la educación superior. Al mismo tiempo ha sido necesario contar 

con bienes y servicios para los alumnos. Ante ello, proliferaron servicios de papelería, café 

internet de manera importante, pues al estar juntas, sobre todo en el barrio La Chinda, donde 

la presencia de niveles preescolar, primaria, secundaria y preparatoria intensificaron otros 

servicios108. La gestión de una preparatoria, en el Ejido de San Felipe Coamango, es un 

detonante de la concentración de la población en el barrio de la Chinda, y además tiene 

                                                 
108 La ampliación de los servicios educativos en todos sus niveles, fueron acompañados de la ubicación de 

dichas escuelas, de la confluencia de dos rutas de transporte colectivo y por menos dos sitios de taxis. Al 

encontrarse por la carretera el Quinte-Chapa de Mota, carretera que cruza gran parte del territorio municipal, 

impulsó el establecimiento de otros servicios que no están asociados a los servicios educativos, pero que ya 

se venían desarrollando por la lógica del crecimiento urbano. Además, se ha convertido en un punto de 

encuentro para la población por los centros educativos y al mismo tiempo, el beneficio de la localización se 

ha manifestado en los que tienen terrenos alrededor o quienes rentan algunos locales para proporcionar bienes 

o servicios a la población. 
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efectos en el resto de la localidad. Especialmente, en este barrio ha incrementado el núcleo 

urbano de manera considerable, pues la gente lo ve como un lugar estratégico para vivir, por 

lo que plantea Morales Schechinger (2006) sobre el “privilegio de la localización de las 

tierras”, no sólo por el acceso a los servicios, sino también por el incremento en el valor de 

las tierras. Por ello, en el barrio de La Chinda se ha concentrado la población con mayor 

rapidez que en otros barrios. 

Cuestiones sobre el crecimiento población de los barrios 

En el ejido de San Felipe Coamango no se delimitó un área de asentamientos humanos en el 

polígono ejidal, sin embargo, hay cuatro barrios en proceso de consolidación. De acuerdo 

con la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Urbano (2016) 

todas las áreas y predios de los centros de población, sin distinguir su régimen jurídico, están 

sujetas al ordenamiento urbano, este marco legal ya estaba plasmado desde la Ley General 

de Asentamientos Humanos de 1993. Es decir, el ejido de San Felipe Coamango debe 

respetar los destinos de la tenencia de la tierra que reconoce el Plan Municipal de Desarrollo 

Urbano (2004) en el que la superficie del ejido no está reconocido como una zona urbana ni 

como un espacio potencial para el crecimiento urbano, sino como un espacio con vocación 

agrícola. 

La misma Ley (art. 56) señala que: 1) cuando se lleve a cabo un aprovechamiento 

urbano fuera de los límites de un centro de población no reconocido por los planes o 

programas de desarrollo urbano; y 2) Los proyectos en áreas rurales que requieran la 

construcción o introducción de obras o de redes de infraestructura primaria. En ambos casos, 

es indispensable la aprobación de la creación de un nuevo centro de población o la 

modificación previa del plan o programa municipal. 

Los barrios del Ejido de San Felipe Coamango, además de no delimitar un área de 

asentamientos humanos con la certificación, no fueron reconocidos como espacios urbanos 

o como susceptibles del crecimiento urbano. Sin embargo, los barrios: 1) se han estado 

consolidando al menos desde la década de 1980; 2) han aprovechado de tierras parcelarias 

con vocación agrícola para establecer sus viviendas, para establecer servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento sin ser reconocidas por los planes y programas de desarrollo 
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urbano del municipio de Chapa de Mota; 3) se han construido obras, y redes de 

infraestructura primaria, como se ha señalado en esta sección de la investigación, sin la 

creación un centro de población en el ejido.  

Antes las condiciones anteriores, las preguntas que surgen son: 

¿Cómo han gestionado el proceso de consolidación de los barrios del ejido de San Felipe 

Coamango? ¿Qué mecanismos han utilizado para acceder a los servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento en los barrios del ejido? ¿Qué tipo de actores ejidales y 

municipales inciden para gestionar la consolidación de los barrios?  

¿De qué manera los sujetos agrarios y las autoridades ejidales impiden o fomentan el 

crecimiento poblacional de los barrios? ¿Cómo ha incidido la asamblea ejidal en el 

crecimiento poblacional en superficies ejidales? ¿Cuál es el rol del Reglamento Interno del 

ejido en el proceso de consolidación de los barrios? 

¿Cuál ha sido el papel del marco legal en materia de desarrollo urbano en los barrios del 

ejido? ¿Cómo se ha regulado el crecimiento poblacional de los barrios con los programas y 

los cursos de acciones del gobierno estatal? ¿Cuál es el rol del Plan Municipal de Desarrollo 

Urbano y los Programas de Obras Públicas del municipio de Chapa de Mota para regular o 

fomentar el crecimiento poblacional en los barrios del ejido? 

Conclusión del capítulo 

El ejido de San Felipe Coamango cuenta con características propias de las zonas rurales como 

dispersión de la población rural, un uso agrícola aún perceptible de las parcelas y con 

presencia de comercio y servicios, pero no de empresas con actividad industrial. Es decir, es 

un poblado con bases rurales que no ha sido interés de los agentes externos. Por ello, no se 

ha tenido incidencia externa en la consolidación de los barrios del ejido. De hecho, los límites 

de las zonas de urbanización van ampliándose –de manera irregular—, en la medida de que 

ha crecido la población y establecido nuevas familias. 

Los servicios públicos, infraestructura y equipamiento gestionado en los últimos 30 

años por los pobladores del ejido con el apoyo de las instancias del pueblo, la diversificación 

de las actividades económicas locales más allá de la agricultura, la concentración de los 
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servicios educativos indican el crecimiento continuo y cada vez más acelerado de las 

viviendas y la población de los barrios. El crecimiento y el proceso de consolidación de los 

barrios han ido acompañados de la gestión de equipamientos educativos como la Preparatoria 

Oficial No 77 y la Secundaria Oficial No. 291, o el equipamiento de salud como la Clínica 

gestionada o las diversas actividades económicas locales.  

Estas dinámicas no se vieron reflejadas en las decisiones que tomaron los ejidatarios 

y la asamblea ejidal al momento de certificar la tenencia de la tierra, dado que no delimitaron 

un área de asentamientos humanos durante la certificación, a pesar de que contaba con 

servicios educativos, infraestructura y la conformación de núcleos de población, que 

actualmente se han constituido en barrios. Los sujetos agrarios y la asamblea dieron más 

importancia a sus derechos de propiedad sobre tierras parceladas y de uso común, dejando 

de lado las tierras de asentamiento humanos.  

La certificación en el ejido de San Felipe Coamango se dio por acuerdo generalizado 

de los ejidatarios de individualizar las parcelas y tener un documento para evitar los 

problemas de límites internos. Ello contrasta con los planteamientos de Hernando de Soto 

(2001), pues el impulso no fue tener activos económicos, sino seguridad en el patrimonio de 

los ejidatarios porque antes de 1992 no tenían derechos individualizados. Las personas que 

habían comprado o heredado los derechos de las parcelas aprovecharon para tener un 

documento que garantizara la transmisión de los derechos sobre la tierra, de este modo se 

conformaron los posesionarios.  

En este sentido, hubo una desajuste de la política de certificación para delimitar tierras 

de asentamiento humanos con las condiciones sociodemográficas y de economía regional del 

ejido de San Felipe Coamango. La política de certificación no incluyó de manera obligatoria 

la delimitación de una zona de urbanización, a pesar de que desde la década de 1940 se 

estableció legalmente la obligatoriedad de que todos los ejidos contaran una. La certificación 

fue voluntaria y la asamblea ejidal decidió el destino de las tierras, por lo cual sólo 

delimitaron tierras parcelarias y de uso común. Hubo escaza orientación a los ejidatarios para 

saber que podían delimitar, regularizar o reservar tierras para crecimiento urbano, de hecho, 

el municipio no tuvo ningún tipo de participación para orientar o sugerir áreas susceptibles 
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de desarrollo urbano, pues desde la década de 1970, es quién regula el crecimiento urbano 

por medio de planes y programas de desarrollo urbano. 

Los ejidatarios no tuvieron interés por regularizar las superficies en donde habían 

construido sus viviendas, entre tanto, los pobladores sin condición jurídica de ejidatario, 

además de la desinformación y el desinterés, no tuvieron derecho a participar en la toma de 

decisiones, por lo cual no tenían forma de incidir en la elección de los tipos de destino de las 

tierras ejidales. Otra razón por la que no se han preocupado de los temas urbanos es porque 

los pobladores actuales del ejido son familiares de los ejidatarios y posesionarios, con lo cual 

no ven ningún riesgo o incertidumbre en tener su vivienda en tierras parceladas, porque son 

de sus familiares y hasta ahora han prevalecido sin problemas sustantivos para mantener el 

usufructo de las viviendas.  

  

  

 

  



189 

Capítulo IV.  

La asamblea ejidal y las autoridades 

municipales después de 1992 en la 

consolidación de los barrios del ejido de San 

Felipe Coamango  



190 

Introducción del capítulo 

 El objetivo de este capítulo es analizar los mecanismos, procedimientos y actores que han 

influido en el proceso de consolidación de los barrios, sobre todo a partir de la gestión de 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento en el ejido de San Felipe Coamango antes 

y después del año 2000. Se examina el proceso de coordinación formal y de prácticas 

organizativas entre actores ejidales y municipales para atender las necesidades de la creciente 

población de los barrios del ejido estudiado, después de los cambios a los derechos de 

propiedad de 1992. 

En la primera sección del capítulo, se analizan algunas “prácticas organizativas”, 

como la Junta General de Pobladores para gestionar servicios públicos, infraestructura y 

especialmente equipamiento educativo con la gestión de la actual Preparatoria Oficial No. 77 

en el barrio La Chinda del ejido. La investigación busca definir los actores que participan en 

ella, comprender su forma de funcionamiento y los mecanismos utilizados para la 

implementación de los procesos de gestión ante diversas autoridades gubernamentales para 

atender las demandas de la población de los barrios del ejido.  

En la segunda sección, se analiza la evolución que tuvo la organización y de los 

pobladores del ejido, ante el crecimiento poblacional y los cambios en los derechos de 

propiedad (1992) para acceder a equipamiento, con el caso específico de la gestión de una 

clínica de salud en el barrio Emiliano Zapata del ejido. También de indaga el papel de 

variables políticas como la transición política municipal del PRI al PAN en el año 2000, 

como factor que influye o no en la coordinación entre actores municipales y ejidales. Con 

ello, se analiza la interacción entre autoridades ejidales y municipales, esto a partir de 

entrevistas a miembros del Comité de la Clínica, delegados, subdelegados y Consejo de 

Participación Ciudadana y documentos de gestión.  

En la tercera sección, se analiza el papel que ha jugado el Reglamento Interno del 

ejido de San Felipe Coamango y sus órganos de representación para regular los asentamientos 

humanos y para impulsar los procesos de gestión de equipamiento educativo y de salud. Se 

discute el papel que tiene el Reglamento Interno como promotor o regulador del crecimiento 

de los asentamientos humanos. Se estudiaron los Reglamentos Internos del ejido aprobados 

en 1993 y 2007 para comprender su incidencia en el equipamiento de los barrios. Se analizan 
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otros mecanismos internos y las prácticas organizativas que impidan, sancionen o faciliten la 

construcción de viviendas en las zonas parceladas y la dotación de servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento. 

En la última sección se analizan las relaciones entre las autoridades ejidales y 

municipales para regular los asentamientos humanos ejidales. Para ello se busca comprender 

el uso de normas y prácticas que favorecen el proceso de consolidación de los barrios entre 

la asamblea ejidos y las autoridades auxiliares municipales (delegados, subdelegados y 

Consejo de Participación Ciudadana). Finalmente se analizan las fortalezas y debilidades del 

marco regulatorio en materia de desarrollo urbano del municipio y su efecto en la 

consolidación de los barrios por medio de la planeación de servicios públicos, infraestructura 

y equipamiento en los Programas Anuales de Obras Públicas municipales.  

4.1 La Junta General de Pobladores en la gestión de 

equipamiento educativo en el ejido antes de 1992; 

Preparatoria Oficial No. 77 

Junta General de Pobladores: de las instituciones a las prácticas 

organizativas 

Entre las instituciones y las prácticas organizativas 

La Ley Agraria (1992) previó la opción de crear una Junta de Pobladores en los ejidos para 

opinar sobre el estado de los asentamientos humanos frente al municipio (ver sección 5). En 

el ejido de San Felipe Coamango no se constituyó dicha Junta de Pobladores. Una de las 

razones es porque no era una instancia obligatoria para los ejidos, otra porque en el ejido ya 

formaban parte de una Junta General de Pobladores que al menos desde la década de los 

1980´s ha desempeñado sus funciones. Una distinción clara entre estas dos instancias, es que 

la Junta de Pobladores (formalmente ejidal) sólo incorporaba a sujetos agrarios, en tanto la 

Junta General de Pobladores de San Felipe Coamango incluyó a sujetos agrarios del ejido y 

a la población mayor de 18 años del pueblo y del ejido.  

La Junta General de Pobladores se caracteriza por una participación activa de las 

familia del pueblo y del ejido dando aportaciones económicas y realizando faenas ciudadanas 
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como “prácticas organizativas”. Esta Junta General de Pobladores no desplazan las funciones 

o atribuciones de las instituciones formales como el municipio, el delegado, subdelegados o 

Copaci, más bien se complementan como acciones y estrategias que sigue la población para 

atender sus necesidades de servicios públicos, infraestructura y equipamiento. Esta práctica 

organizativa se ha convertido en una forma de “ordenación” y solución de los problemas de 

la población. 

Ello ha otorgado legitimidad a dichas prácticas, a tal grado que la población no ha 

cuestionado su legalidad ni su eficacia. En las reuniones a las que asistí nadie puso en tela de 

juicio la legitimidad de la Junta General de Pobladores, tampoco se interrogaban si era una 

instancia formal o informal, si era una forma comunitaria que no se utiliza en otros espacios 

y por ello, tenía más o menos legitimidad. Pareciera que todos los ciudadanos reconocen a 

esta Junta como una organización y deciden participar como en las instituciones reconocidas 

jurídicamente. Al igual que en las instituciones jurídicas, en ocasiones: carece de 

participación, pues los representantes señalaban la baja asistencia a algunas asambleas; la 

resistencia de las personas a participar como Comités Ciudadanos de Control y Vigilancia, 

como colectores de las aportaciones económicas, como vocales, etc.; tienen dificultades para 

que los integrantes cumplan con las cuotas establecidas.  

La Junta General de Pobladores en San Felipe Coamango puede ser una instancia 

alternativa y ejemplo de cómo proceder para instrumentar las políticas, programas o cursos 

de acción para organizar el crecimiento de los asentamientos humanos en los ejidos. Dada la 

debilidad y ausencia de instancias locales (como la Junta de Pobladores que puede 

conformarse en el ejido) que articulen a los actores jurídicamente reconocidos (delegados, 

subdelegados, Copaci), las instancias ejidales y las agrupaciones locales, la conformación de 

instancias como la Junta General de Pobladores atiende las necesidades de infraestructura, 

servicios públicos y equipamiento de los asentamientos humanos ejidales.  

Junta General de Pobladores 

La existencia de una Junta General de Pobladores en el pueblo y ejido de San Felipe 

Coamango antes de las reformas de 1992 puede ser una de las razones por la que no se creó 

la Junta de Pobladores en el ejido. La Junta General de Pobladores incluye a todas las 
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personas mayores de 18 años (incluyendo a los sujetos agrarios) del pueblo y el ejido, 

además, están presentes las autoridades municipales (delegados, subdelegados y Copaci) y 

las ejidales (Comisariado ejidal). Para su organización tienen un padrón actualizado de 

manera constante de las personas que pueden participar y deben colaborar.  

 La Junta General de Pobladores es un órgano de participación que reúne a los 

ciudadanos del pueblo, a los sujetos agrarios (ejidatarios, posesionarios y avecindados) y 

ciudadanos del ejido. En las reuniones y asambleas no hay una distinción por pertenecer o 

no pertenecer al pueblo o al ejido. La finalidad de la Junta General de Pobladores es atender 

cuestiones relacionadas con la consolidación de los barrios del ejido y de pueblo o cualquier 

problemática que se juzgue de interés general para la población. En el pleno de la asamblea 

se reconocen las instancias del pueblo y la comunidad, en palabras de un Delegado y 

Comisariado las instancias participantes de la Junta General de Poblados son: 

“El Consejo de Participación Ciudadana y el Comisariado y el Delegado… presidentes de la 

Asociación de Padres de Familia hasta el presidente de festejo del pueblo, el mayordomo, los 

delegados, el Comisariado ejidal, el de bienes comunales, hasta con el curita del pueblo” (Entr_Ávila 

Galindo, 2015). 

En la Junta General de Pobladores las instancias participantes mantienen sus status de 

autoridad legal, en casos necesarios se les realizan consultas sobre sus competencias o áreas 

de acción. Si dentro de los planes de acción o las actividades para atender algún tema hay 

tareas para algún comité o instancia, se asigna y la instancia se compromete o no a realizarla. 

Elección y funcionamiento de la Junta General de Pobladores 

La forma de plantear, atender y resolver los problemas del pueblo y el ejido a la Junta General 

de Pobladores está asociada a la capacidad de los representantes de las autoridades 

municipales (Figura 3.3). Los comités locales y algunos líderes del pueblo con experiencia 

por haber ocupado varios puestos. Uno de los líderes con amplia trayectoria en San Felipe 

Coamango comentó que: 

“Nuestra forma de liderar era primero te comentaba yo a ti, luego le comentabas tú a fulano, a final 

de cuentas nos juntábamos 20 o 30 personas, después nos íbamos a hacer una junta general, pero 

previamente ya habíamos consensado. Y la misma gente a la que le habíamos platicado la idea y 

que estaba de acuerdo en la Asamblea nos apoyaba” (Entr_Ávila Galindo, 2015). 
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Los temas que se definen como problemas en la Junta General de Pobladores dependen del 

consenso que logren reunir los delegados, subdelegados, Consejo de Participación Ciudadan, 

Comités de Agua, líderes del pueblo y del ejido, etc., pues ellos, previo a las reuniones, 

debaten sobre el orden del día de las asambleas para conocer los diversos puntos de vista, a 

partir de ahí se establecen consensos.  

Al momento de presentar el tema públicamente se plantean las problemáticas que se 

han identificado, de ser el caso, las causas y las consecuencias de no hacer nada por 

resolverlas. Después, se plantean las propuestas de resolución, las instancias y los actores 

que deben interferir para implementarlas. Por ejemplo, en el caso de la Preparatoria se reunió 

la Junta General de Pobladores y se presentaron como problemáticas: la dificultad que tienen 

los alumnos para trasladarse a otros municipios para continuar con sus estudios; el bajo nivel 

de escolaridad debido a la falta de acceso a este nivel educativo; la necesidad de tener una 

población preparada para atender hacer frente a los problemas de la comunidad y del 

municipio.  

La solución fue gestionar una escuela Preparatoria, para lo cual se creó un Comité de 

la Escuela Preparatoria, quién con cooperaciones económicas de los ciudadanos para el 

proceso de gestión y el apoyo de instancias municipales, ejidales, comunales, de Asociación 

de Padres de Familia, Directores las escuelas se hicieron solicitudes a los gobiernos 

municipales, estatales y nacionales. Más adelante se detalla parte de esta gestión.  

La Junta General de Pobladores es convocada generalmente por el delegado del 

pueblo o el Consejo de Participación Ciudadana cuando se considera que hay un tema que 

atañe al pueblo y al ejido. Aunque otras instancias como el Comité de Agua Potable también 

pueden convocarlo. La autoridad convocante somete a discusión de la asamblea el tema de 

interés. Todos los presentes pueden externar sus puntos de vista para encontrar una salida o 

la resolución del problema. Si es necesario dar un seguimiento al tema o realizar alguna 

gestión en otras instancias o espacios se conforma un Comité especialmente para dicho tema.  

Cada Comité se conforma por: 1 presidente, 1 tesorero, 1 secretario, los vocales que 

se consideren necesarios y si se acuerda una cooperación económica por parte de los 

pobladores se eligen colectores para cada uno de los barrios, como aportación para la 

construcción de infraestructura o para cubrir los viáticos del comité durante las gestiones que 
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sean necesarias realizar. Los vocales designados pueden informar a la población sobre 

algunos asuntos que no requieren una convocatoria a una Junta General de Pobladores. 

Figura 3.3   

Proceso de gest ión de la Junta General de Pobladores en el  ej ido y pueblo de San 

Fel ipe Coamango,  Chapa de Mota,  México.  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  e l  t raba jo  de  campo rea l izado  en  e l  e j ido  de  San  Fe l ipe  

Coamango,  Chapa  de  Mota ,  México.  
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individual. En caso de haber varias propuestas, la elección de los integrantes es por votación 

directa.  

Por ejemplo, de acuerdo con la documentación analizada hubo un “Comité Pro 

Construcción del Pozo de Agua Potable” encargado de dar seguimiento a las solicitudes de 

gestión ante autoridades municipales, estatales y federales. Al aprobarse se generó otro 

“Comité para la Construcción del Pozo de Agua Potable” y actualmente hay un “Comité de 

Agua Potable” quien administra el recurso en la comunidad y el ejido. En el tema del agua 

no pueden interferir otras autoridades o instancias, salvo que el Comité solicite el apoyo con 

el aval de la Junta General de Pobladores y las otras instancias estén de acuerdo. El delegado 

durante el periodo de 2013-2015 lo confinó al señalar que:  

“Ahorita lo del agua pues hay un Comité que lo rige, hay un Comité que tiene única y 

exclusivamente la facultad, yo como delegado, pues no y así también lo dije, o sea para muchos 

creen que soy la máxima autoridad…” (Entr_González Ramírez, 2015). 

Las instancias del pueblo y el ejido en la Junta General de Pobladores mantienen su condición 

legal, pero una vez elegido un comité para determinada obra o actividad, las demás instancias 

deben respetar el área de acción de cada comité. Aunque la ausencia de reglamentos o 

regulación de estas instancias locales, en algunos casos dificultan determinar con certeza, 

cuando pueden apoyar otras instancias locales y cuando se pueden realizar tareas que les 

corresponden a otras instancias. 

El Comité Ciudadano de Control y Vigilancia  

Para la implementación de infraestructura o equipamiento se designa un Comité Ciudadano 

de Control y Vigilancia (Cocicovi) integrado por un Presidente, un Vocal y un Tesorero. Éste 

tiene el objetivo vigilar que los encargados de construir la obra pública o de prestar un 

servicio cumpla con las normas técnicas. Para ello, se les proporciona un manual técnico en 

donde se muestra el proceso de construcción o de la dotación del servicio. En palabras de un 

delegado el Cocicovi: 

“…es un Comité que se encarga de estar checando ahí que los trabajos que se estén efectuando 

conforme lo marcan las normas, que se aplique el material como tenga que ir y que ese Comité debe 

estar al pendiente de los detalles que estén surgiendo, entonces ese Comité se va a respaldar con el 

delegado y a su vez pues todos hacemos equipo y de esa forma se trabaja. La misma población está 

ahí presente para vea que los trabajos se estén avanzando” (Entr_González Ramírez, 2015). 
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El Cocicovi cotidianamente tiene que estar visitando la obra para vigilar que todo vaya bien. 

En caso de tener conflictos, se puede detener la obra y con apoyo del delegado y del Consejo 

de Participación Ciudadana exigir que se cumplan las normas técnicas aprobadas. De acuerdo 

con el Presidente con el Consejo de Participación Ciudadana (2013-2015) el Cocicovi 

funciona de la siguiente manera:  

“…vamos a decir un pavimento, van a ser 800 metros, vienen las características de los materiales 

que se van a utilizar en qué tiempo, qué empresa lo va realizar, ello se tiene que asegurarse en 

conjunto con nosotros de que realmente así sea, ajá, si ellos determinan en algún momento, oye qué 

crees la empresa no lo está ejecutando como lo marca aquí, ellos tienen la autoridad de parar la obra 

y obviamente nosotros ya entraríamos como, hay razón no lo están cumpliendo, párate, o sea las 

cosas no son así, entonces esas son las partes con las que tenemos que ver prácticamente…” 

(Entr_Santana Martínez, 2015). 

Para cumplir con las tareas, se busca que los integrantes del Cocicovi sean personas con 

conocimientos sobre el tema o la actividad de la obra (ver Anexo 8.1 y 8.2). Debe ser una 

persona del mismo ramo para que puedan exigir que la obra se lleve a cabo con las 

especificaciones señaladas de la obra, croquis, plano, etc.  

Al finalizar la obra el Cocicovi, el delegado y el Consejo de Participación Ciudadana 

firman y sellan para dar fe que la obra se ha concluido y cumplido con las especificaciones 

técnicas con las que se aprobó. Ante la pregunta al presidente del Consejo de Participación 

Ciudadana si hay una observación del Cocicovi por no cumplir o corregir la ejecución de la 

obra ¿Y eso es suficiente para que no se le pague a la empresa, que no vaya el visto bueno 

tuyo?, la respuesta fue:  

“Sí, porque al final de cuentas es un protocolo que se tiene que seguir, en donde nosotros como 

representantes como ciudadanos, pues al final de cuentas debemos dar el visto bueno, de lo contrario 

a lo mejor puede ser que si logren cobrar, pero se les va a tener que hacer un descuenta. Y nosotros 

tenemos que dar el visto bueno final” (Entr_Santana Martínez, 2015). 

A partir de la aprobación del Cocicovi, el delegado y Consejo de Participación Ciudadana la 

empresa o las personas que ejecutaron la obra pueden hacer el cobro correspondiente. De no 

existir dicha aprobación del Comité, se tienen que atender las observaciones que se hayan 

realizado por el Comité. Una vez resulto las observaciones técnicas, o en el caso de no existir, 

se declara el término de la obra o servicio público, ya sea para el ejido o para el pueblo de 

San Felipe Coamango. Esta forma de funcionar ha existido con antelación a las reformas de 

1992 y después de dichos cambios. 
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El caso de la Preparatoria Oficial No. 77 

Inicio de gestión de la Preparatoria Oficial No. 77 

La articulación entre los actores agrarios, se puede percibir en todo el proceso de gestión para 

la construcción de una Preparatoria a finales de la década de los 1980´s y principios de los 

1990’s. Durante el proceso de gestión, fueron múltiples los oficios dirigidos a instancias 

gubernamentales para conocer el status de la petición realizada por los pobladores del pueblo 

y del ejido. El Consejo de Colaboración y el Delegado como autoridades municipales 

participaron activamente en la gestión de la preparatoria que se ubicaría en el ejido de San 

Felipe Coamango, incluso antes de saber en dónde quedaría ubicada la preparatoria. La 

distribución de funciones no limitaba el actuar de las instancias municipales o agrarias, pues 

la importancia mayor era el logro de las gestiones que beneficiaría al ejido y al pueblo109.  

A finales de la década de los 1980’s, los dirigentes del poblado que incorporaron a la 

agenda del pueblo y del ejido la necesidad de tener una preparatoria para que sus hijos 

tuvieran un espacio en donde continuar con sus estudios. Las primeras reuniones fueron de 

carácter informal, pero poco a poco fueron formalizando al solicitar el apoyo de actores 

municipales y agrarios (Entr_Ávila Galindo, 2015).  

En 1990 y 1991, hubo oficios dirigidos a las instancias educativas del Estado, en el 

que se solicita información sobre el proceso de asignación del servicio educativo solicitado, 

una vez que los estudios de factibilidad resultan positivos. En dichos oficios se plasman 

firmas y sellos que corresponden de la Delegación y el Consejo de Colaboración del pueblo 

de San Felipe Coamango, del Comisariado Ejidal y del Presidente Municipal. Se cuenta 

también con documentación en los directivos de la escuela Secundaria Oficial “Dos de 

Marzo”, ubicada también en el ejido de San Felipe Coamango, solicita al Presidente 

Municipal apoyo con materiales y mano de obra para la construcción de la Preparatoria que 

se está gestionando.  

Aun cuando no se aprueba la construcción por parte de la Secretaría de Educación, 

Cultura y Bienestar Social del gobierno del Estado de México, los vecinos y los dirigentes 

                                                 
109 A ello se le suma que gran parte de los ejidatarios encuentran sus domicilios en el pueblo, en consecuencia 

los beneficios son para las mismas personas.  
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prevén los trabajos necesarios para la edificación, especialmente para las aulas de clases. Para 

ello, no sólo se recurrió a las cuotas de los pobladores, sino también, hubo organización para 

que se solicitara la incorporación del pueblo al Programa Nacional de Solidaridad 

(PRONASOL) para que fuesen apoyados con la construcción de mínimo 3 aulas para la 

escuela110. En este caso, actuaron de manera coordinada el delegado del pueblo, el Consejo 

de Colaboración municipal, y el Comisariado Ejidal y el representante de Bienes Comunales 

(ver Anexo 5).  

Creación del Comité para la gestión 

Para tener una mayor organización y fuerza en la gestión la Junta General de Pobladores 

decidió crear un Comité. Éste se creó en 1991 y se denominó “Comité de la Escuela 

Preparatoria”. Este se dedicó a hacer estudios previos de demanda por parte de las 

comunidades vecinas que por la distancia eran demanda potencial de la escuela preparatoria. 

El Comité presentó la siguiente información: 

“…se hizo el estudio de alumnos que egresan de San Felipe Coamango, San Juan Tuxtepec y Dongú, 

dando un censo escolar de 150 alumnos, los cuales en un 90% se quedan por la distancia que hay de 

Jilotepec a estas comunidades y la falta de transporte, también informamos que habarcamos (sic) un 

80% del municipio de Chapa de Mota…”111. 

Esta nueva instancia se incorporó para los últimos trabajos de gestión de la Preparatoria 

solicitando apoyos necesarios para la construcción del edificio ante diversas instancias y 

organizó a los vecinos para que colaboraran de manera económica y con faenas.  

En ese mismo contexto, se iniciaron los diálogos para buscar una superficie que fuese 

destinada a las instalaciones de la preparatoria en gestión. Para ello, se propuso utilizar el 

espacio que tenía la escuela Secundaria, pues no había ocupado todo el espacio disponible. 

Las autoridades del pueblo se reunieron con el Director para comentarle el proyecto de 

construcción en los terrenos desocupados. El Director aceptó ceder parte de la superficie no 

utilizada para su designación a la preparatoria. Sin embargo, no era un espacio suficiente para 

todos los servicios requeridos con el tiempo (Entr_Ávila Galindo, 2015). 

                                                 
110 Oficio presentado el 30 de junio de 1990 al Presidente Constitucional de Chapa de Mota por parte de las 

autoridades agrarias y municipales del pueblo y ejido de San Felipe Coamango.  

111 Oficio del 16 de enero de 1991 dirigido al Lic. Jaime Almazán Delgado, Secretario de Educación Cultura y 

Bienestar Social.  
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Las autoridades al frente del proyecto, comenzaron a buscar alternativas para que los 

ejidatarios que colindaban con la secundaria cedieran parte de sus parcelas para ampliar la 

superficie destinada a la preparatoria. En esta parte fue en donde se encontraron los mayores 

problemas, pues los ejidatarios no estaban dispuestos a ceder parte de sus terrenos. Este es 

un tema recurrente cuando se trata de construcción o ampliación del equipamiento en el ejido 

(Entr_Ávila Galindo, 2015; Entr_Gómez Martínez, 2015).  

La articulación de autoridades agrarias y municipales 

En el caso de la preparatoria, el Comisariado Ejidal y el Presidente Municipal se encargaron 

de conversar con los ejidatarios para persuadirlos para dotar el terreno de la Preparatoria. 

Ellos hacían ver que era por el bien de la población y aunque no se beneficiaban de manera 

directa, pero si sus hijos, nietos o bisnietos. Parte fundamental de la tarea es del Comisariado 

ejidal, pero si se requiere de buena voluntad de él para que se lleven a cabo todos los trabajos 

que requiere la comunidad. En este periodo todas las autoridades se encontraban unidas, 

aunque fueran de otro partido político (Entr_Ávila Galindo, 2015).  

En el caso de un ejidatario, se le retiró una parte importante de su parcela, por lo que 

la asamblea ejidal decidió asignarle una parcela que se destinaba como campo de futbol en 

un lugar cercano. Una vez que se reunió la superficie necesaria para la construcción de la 

preparatoria, se convocó a una asamblea para formalizar la entrega del terreno (Entr_Castro 

Victoria, 2015). En el acta de la asamblea de ejidatarios, con fecha del 27 de enero de 1991, 

se acuerda la donación de un terreno ejidal de 20, 625 metros cuadrados a favor de la 

Secretaria de Educación, Cultura y Bienestar Social del Gobierno del Estado de México se 

encuentran múltiples actores (ver Anexo 4.1)112.  

Por parte de las autoridades ejidales, firmaron el Comisariado Ejidal con su Comité, 

el Consejo de Vigilancia. Pero también, firman por parte de las autoridades municipales, el 

Delegado y Consejo de Colaboración del pueblo del San Felipe Coamango. Y, por último, 

                                                 
112 En 1995, cuando se certificó el ejido, la preparatoria y las demás escuelas se reconocieron, pero no tienen 

una asignación individualizada. No hubo asignación, según los testimonios del Presidente del Consejo de 

Vigilancia en 1995, Pedro Gómez (2015), porque no había quién representara a la institución y como no hubo 

contacto con los directivos o la Asociación de Padres de Familia, no se presentaron en esa calidad. Entonces 

está en el plano interno, está enumerada la parcela escolar, pero no está asignado.  
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aparecen las firmas y sellos de la Unión de Ejidos “Lic. Adolfo López Mateos” del municipio 

y la Promotoria No. 1 de la Secretaría de la Reforma Agraria del municipio vecino de 

Jilotepec.  

Imagen 3 .3.  

Foto de la  Escuela Preparatoria Oficial  No.  77,  ubicada en el  barrio La Chinda,  del  

ej ido de San Fel ipe Coamango.  

 

Fuente :  tomada de  Google  maps ,  2009 .  

La colaboración y el trabajo de las autoridades iban por buen camino, a tal grado que 

los pobladores se adelantaron a la resolución positiva para la fundación de la escuela 

preparatoria. Hubo cooperación y respuesta favorable de los pobladores y para iniciar la 

construcción se realizaron reuniones de diversas autoridades. Pero especialmente, se elaboró 

una Asamblea General de Pobladores113 el 17 de marzo de 1991, en la que participaron 

regidores municipales, el Delegado y el Consejo de Colaboración municipal, el Comisariado 

Ejidal y vecinos del lugar en el que se acordó: 1) iniciar la construcción de la Preparatoria 2) 

continuar las gestiones con el Comité para la Construcción de la Preparatoria, 3) recabar una 

                                                 
113 La Asamblea General de Pobladores reúne a todas las autoridades del pueblo y del ejido, en el que todos 

tienen los mismos derechos frente a la Asamblea, a diferencia de la Asamblea Ejidal, en donde sólo participan 

los ejidatarios. La asamblea referida corresponde al 17 de marzo de 1991.  
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cuota de 50, 000 mil pesos aportada por los vecinos y administrada por el Consejo de 

Colaboración Municipal con el apoyo del Presidente Municipal y el Diputado Local. 

En la misma acta de la Asamblea General de Pobladores, en los asuntos generales, se 

señaló que se otorgarían dos meses de plazo para efectuar dicha cooperación. Para ello, cada 

semana pasarían los colectores con cada uno de los ciudadanos, incluidas las madres solteras 

y los jóvenes mayores de 18 años. En el caso de que los ciudadanos no cooperaran serían 

llamados por el delegado municipal para persuadirlo y de continuar con la negativa, sería 

turnado a las autoridades municipales.  

El trabajo de gestión de todas las autoridades, junto con el resultado favorable de los 

dictámenes de estudios de factibilidad para la construcción del servicio educativo, permitió 

que la Secretaría de Educación Cultura y Bienestar Social, el 13 de mayo de 1991, aprobara 

la construcción de la preparatoria (ver Anexo 4.2). Lo expresó en el oficio de aprobación de 

la siguiente manera: 

“Considerando la demanda existente para la Educación Media Superior que asciende a 70 alumnos 

como mínimo, para el ciclo escolar 1990-1991 y que además nuestra (sic) característica de 

crecimiento de su matrícula, y por la escasa oferta educativa de este nivel en la región, se hace 

necesaria la creación de una Escuela Preparatoria General en la localidad de San Felipe Coamango, 

en virtud de localizarse como Centro Geográfico de otras comunidades cercanas y por mostrar la 

infraestructura necesaria para la construcción del edificio escolar”114  

Este oficio de aprobación, indicaba que se tenían que poner en contacto con el Departamento 

de Educación Media Superior, quién determinaría los trámites y requisitos correspondientes 

para iniciar los cursos en el mes de septiembre de ese mismo año, en el ciclo escolar 1991-

1992. Los pobladores se reunieron para definir un plan de acción a seguir, una vez recibida 

la aprobación. Las autoridades municipales, ejidales y directivas de las escuelas primarias y 

secundarias se unieron, como parte del proceso de gestión.  

Para los primeros días del ciclo escolar 1991-1992, cuando los alumnos ya estaban en 

clases, se enfrentó al problema de falta de recursos económicos y humanos. Los pobladores 

se organizaron y presionaron a diversas instancias para agilizar la asignación del presupuesto 

a la preparatoria. Las peticiones llegan incluso al gobernador del Estado de México, a quién 

                                                 
114 Corresponde a un oficio remitido el 13 de mayo de 1991, al Consejo de Colaboración Municipal del pueblo 

de San Felipe Coamango, por parte del Director General de Operación Educativa en el que se aprueba la 

fundación de la ahora Preparatoria Oficial No. 77.  
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se le solicita “…su colaboración para que intervenga, se agilice y se ejecute lo contenido en 

el oficio No. 206-018-1729/91”, mismo que aprobaba la construcción de la preparatoria, pero 

que aun cuando se habían iniciado los cursos, y no se había asignado ningún presupuesto por 

parte de la Coordinación Regional No. 13, con sede en Jilotepec. Con estas peticiones logran 

recibir inmobiliario e insumos necesarios para poder realizar las actividades cotidianas de la 

enseñanza-aprendizaje 

Instancias y actores en la consolidación de los barrios 

Los problemas resueltos para la construcción de la Preparatoria Oficial No. 77 revelan la 

forma en que se articulaban las diversas autoridades para lograr crear y mejorar el 

equipamiento de los barrios del ejido. El diálogo y la negociación eran muy recurrentes para 

lograr los proyectos del pueblo y del ejido. El presidente municipal, de manera directa o por 

conducto de los delegados y del consejo de colaboración municipal, interactuaban 

conjuntamente con el Comisariado Ejidal, el Consejo de Vigilancia y demás autoridades 

reconocidas para el beneficio común de los barrios del ejido y del pueblo.  

Figura 3.4  

Instancias que inician la  gest ión equipamiento,  infraestructura y servicios  públicos  

en el  ej ido de San Fel ipe Coamango,  Chapa de Mota México.  

 

Fuente :  e laborac ión  pr opia  con base  en  la  invest igac ión de  campo rea l izada ,  2015.  
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Los pobladores y ejidatarios de San Felipe Coamango, junto con autoridades municipales no 

distinguen las competencias jurídico-administrativas, pues el interés central de los actores es 

que el municipio atienda las solicitudes de la población, con independencia de las instancias 

a las que se apelen y de los procesos legales establecidos (ver Anexo 5.1 y 5.2). Los comités 

que se crean en la comunidad recurren a diversas instancias sin distinguir su calidad jurídica 

o administrativa.  

Figura 3.5  

Actores que inf luyen en el  proceso de la gestión de servicios públicos e  

infraestructura  en el  ej ido de San Fel ipe Coamango,  Chapa de Mota,  México.  

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  la  invest igac ión de  c ampo rea l izada ,  2015.  
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estatales, programas federales o promesas de campaña con ellas acuden todos los actores que 

sean posibles para ejercer presión (ver Anexo 7). De hecho, una de las características que 

encontramos en el trabajo de campo fue que con el sólo hecho de tener un sello de alguna 

instancia local, municipal, estatal o federal, es una razón suficiente para que recurran a ella, 

en busca de su apoyo para gestionar las dementadas o necesidades que tienen. Los actores 

básicos que influyen en el proceso de gestión se pueden observar en la figura 3.5.  

Las diversas autoridades recurrentemente enviaban solicitudes a diversas instancias 

para que se agilizara el trámite de sus peticiones. En ocasiones, era necesario formar una 

Comisión entre los vecinos, dirigentes y autoridades para solicitar audiencias públicas en las 

que se manifestaba o preguntaban sobre el status de sus solicitudes. Hay algunos casos, en 

donde incluso el Presidente Municipal acompañaba a las Comisiones para mostrar el apoyo 

necesario y atendieran positivamente las demandas. De hecho, era una forma cotidiana de 

gestionar y como se señala por un subdelegado: “hay que fastidiarle a veces, hay que 

fastidiarle, como dice el dicho, fastidiarle hasta que diga, órale ahí está” (Entr_Peña Cristina, 

2015). 

Hemos expuesto los mecanismos de funcionamiento entre autoridades ejidales y 

municipales en la gestión de equipamiento educativo. Con ello, se ha mostrado la unidad que 

tenían los distintos actores y la población en general para gestionar un bien para el poblado 

como para el ejido. Pues cuando tenían que trabajar, organizarse o cooperar para el ejido, los 

pobladores de San Felipe Coamango realizaban las mismas actividades y daban las mismas 

cuotas que las personas que habitan el ejido de San Felipe Coamango, y viceversa. A pesar 

de esto, se reconocían las funciones de cada una de las autoridades, los delegados y 

subdelegados tenían conocimiento sobre los límites de sus facultades con el Comisariado 

ejidal, pero también con el Consejo de Colaboración, quién se encarga de los temas de los 

asentamientos humanos frente al municipio. 

No obstante, esta relación no ha sido permanente, pues en los últimos años, la 

coordinación ha perdido protagonismo y han aparecido otras condiciones que limitan los 

procesos de gestión en los barrios, como se analiza en el siguiente apartado. 
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4.2 Ruptura de autoridades municipales y agrarias: la 

Clínica de salud 

Antecedentes de la relación entre autoridades agrarias y municipales  

Las autoridades auxiliares municipales y ejidales 

Durante la dotación del ejido de San Felipe Coamango (1931), las autoridades “auxiliares” 

municipales, según Cerda Adame (2008) eran los “Comisarios” y los “Jefes de Cuartel”, 

quienes eran designados por los Ayuntamientos. Esto supone que el pueblo de San Felipe 

Coamango tenía al menos una de estas instancias “auxiliares” municipales, dado que el 

pueblo fue el beneficiado de la dotación.  

 Con la dotación, el ejido formó parte del régimen ejidal, por lo cual tuvo conforme a 

la Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierra y Agua de 1927 una Junta de Ejidatarios, que 

sería sustituida por la Asamblea Ejidal prevista en el Código Agrario de 1934 de la siguiente 

manera:  

“Cada dos años, con anticipación de treinta días, los Delegados del Departamento Agrario 

convocarán a los ejidatarios de los núcleos de población que tengan posesión de ejidos, para que 

cada uno de ellos y en asamblea general, a la que deberán concurrir cuando menos el 60 por ciento 

de los individuos que disfruten parcela y por mayoría de votos, elijan un representante propietario y 

un suplente”, Art. 15, Código Agrario (1934). 

Además de lo anterior, el Código previó: la conformación de Comisariado Ejidal para la 

administración de los bienes agrarios y la vigilancia de los fraccionamientos por parte del 

poblado; y el Consejo de Vigilancia Ejidal, tuvo como objeto vigilar los actos del 

Comisariado Ejidal y revisar las cuentas mensuales de los Comisariados, entre otros.  

Las autoridades “auxiliares” municipales y las instancias ejidales legalmente 

existieron desde estos años. En el caso del pueblo y del ejido de San Felipe Coamango no se 

tuvo acceso a documentos o medios para corroborar su existencia, sin embargo a finales de 

la década de 1970, se cuenta con documentación que avala la articulación entre autoridades 

del pueblo y del ejido.  

Las funciones de las autoridades agrarias y municipales a finales de la década de 1970 

y sobre todo en 1980, se orientaron a atender las necesidades de la población, tanto del pueblo 

como del ejido. El esquema de articulación y funcionamiento se ha planteado en el apartado 
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anterior (4.1). Los ejidatarios podían hacer solicitudes de apoyo a los delegados y eran 

atendidas y viceversa. Esto se muestra en lo comentado por el Comisariado ejidal en 

funciones de 1980-1986: 

“…el delegado puede platicar con el Comisariado, oye me llegó un grupo de gente, pero pertenece 

a tu sector écheme la mano o viceversa, me llegó un grupo de gente, pero tú vives en la zona en 

donde ellos viven delegado, vamos a trabajar coordinadamente, cuando se piensa en beneficio de la 

sociedad, en el beneficio común…” (Entr_Ávila Galindo, 2015). 

Las autoridades municipales, tenían tareas que desempeñaban en el poblado, y al 

surgir autoridades ejidales con la dotación del ejido, las dos instancias funcionaron de manera 

paralela. Al menos por dos razones: la primera es porque las autoridades municipales 

representaban y organizaban a las mismas familias que las autoridades ejidales; la segunda 

por el interés y apoyo que ambas instancias se brindaban al gestionar algún beneficio para el 

pueblo y el ejido. 

La articulación entre autoridades “auxiliares” municipales y autoridades ejidales fue 

importante para la dotación de servicios públicos, infraestructura y equipamiento en el pueblo 

y en el ejido. Las acciones de estas instancias locales antes de las reformas agrarias de 1992 

no se orientaron a regularizar la zona de urbanización previstos, por la Corett o por la Ley 

Federal de la Reforma Agraria (1971); después de 1992, no hubo preocupación ni interés por 

delimitar un área de asentamientos humanos con Procede. En las gestiones participaban 

ambos grupos de actores. Y dependiendo del tipo de servicios solicitado se incorporaban 

otros actores, como Asociación de Padres de Familias de las escuelas en sus distintos niveles, 

los directivos de las escuelas y en grupos de vecinos (Entr_Ávila Galindo, 2015). En los 

casos en donde se han solicitado apoyos a instancias estatales o federales, el municipio se 

convertía en gestor, como es el caso de la creación de la Preparatoria Oficial No. 77, que se 

analiza adelante.  

Relación de actores municipales y agrarios en el Ejido de San Felipe 

Para llevar a cabo sus funciones en cada una de sus localidades, el municipio de Chapa de 

Mota instala autoridades auxiliares, entre los que se encuentran: Consejo de Participación 

Ciudadana, delegados, subdelegados, quienes son electos popularmente por los habitantes de 
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la comunidad115. Los delegados y subdelegados auxilian al municipio en los asuntos de las 

comunidades, manteniendo el orden, la seguridad de los vecinos, y el Consejo de 

Participación Ciudadana se encarga del funcionamiento y de las mejoras de los servicios 

públicos (Salazar Medina, 2009), así como el equipamiento e infraestructura. 

Las funciones del delegado establecidas en la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

México no son claras al definir si las autoridades auxiliares pueden intervenir o no en la 

organización y gestiones de servicios, infraestructura y equipamiento de los asentamientos 

humanos ejidales. De acuerdo a un informante del ejido, los habitantes del pueblo y del ejido 

de San Felipe Coamango tienen la siguiente percepción de las autoridades auxiliares: 

“…el delegado es el inmediato responsable en la zona que se encuentre, la Ley lo dice así, cuando 

el gobernador va al municipio, el inmediato responsable es el gobernador, es el que da las órdenes 

o manda o arresta. En ausencia del gobernador es el presidente, en las comunidades en ausencia del 

presidente, el delegado es el inmediato responsable de la comunidad…” (Entr_Ávila Galindo, 2015). 

La relación de las autoridades municipales con las ejidales se generó a partir de los cambios 

al marco legal agrario porque fue incluyendo y reconociendo las funciones que tiene el 

municipio. Lozano (2012) al analizar el marco jurídico agrario concluyó que los ejidos 

cuentan con funciones que si bien no imponen límites a las decisiones de gobierno, si los 

obligan a considerar el parecer de las autoridades ejidales. En otro sentido, López Nazario 

(2014) encontró en un caso de estudio, que la relación es distinta a la de San Felipe 

Coamango, ya que las autoridades agrarias tienen mayor preponderancia que las municipales.  

Ruptura de los actores municipales y agrarios: la clínica del barrio 

Emiliano Zapata 

Los cambios legales de 1992; continuidad e inercia en actores ejidales y municipales 

Al implementarse las reformas de 1992, el ejido de San Felipe Coamango adoptó algunas 

figuras legales como: la aprobación de la certificación de acuerdo al programa Procede, la 

conformación de un reglamento interno, la regulación de las tierras de uso común, el 

reconocimiento de los derechos de propiedad de posesionarios y avecindados, por mencionar 

algunas. 

                                                 
115 Ver Ley Orgánica Municipal del Estado de México (2015) 



209 

Sin embargo, los cambios legales en materia de asentamientos humanos no fueron 

incorporados por los pobladores del ejido de San Felipe Coamango. El caso más evidente, 

como se ha señalado en el capítulo 3, fue la ausencia de discusión en la Asamblea de 

Delimitación la asignación de un área de asentamientos humanos, por lo tanto, no se 

constituyó un área de asentamientos humanos en el polígono ejidal (ver Capítulo 2 y 3) o el 

hecho de no constituir la Junta de Pobladores que opinara sobre el estado que guarda el área 

de asentamientos humanos, la sugerencia de obras públicas e infraestructura, como se prevé 

en la Ley Agraria (ver capítulo 2).  

El proceso de consolidación de los barrios del ejido de San Felipe Coamango no se 

vio interrumpido ni intensificado por los cambios al marco legal agrario. De acuerdo con la 

información recabada en el ejido, a partir de entrevistas e investigación de gabinete 

(documentos de gestión ejidal y municipal), la articulación entre los actores municipales y 

ejidales no tuvo una transformación en 1992. El hecho destacable fue la adopción del 

Procede, la aprobación de su Reglamento Interno y la adopción de funciones y facultades 

legalmente asignadas. En temas urbanos no hubo modificaciones o acciones directas, pues el 

proceso de consolidación de los barrios intensificada a finales de 1970, tanto formal como 

informal no tuvo cambios en la forma de operar.  

Después de 1992 los pobladores siguieron gestionando servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento al municipio u otras instancias tal como se realizaba antes. El 

apoyo que brindaban las autoridades en cada uno de los niveles de gobierno, se había 

consolidado debido a la coordinación de autoridades municipales del pueblo (delegado, 

subdelegados y Consejos de Colaboración) ejidales (asamblea ejidal y ejidatarios,) 

principalmente (Entr_Pérez, 2015; Entr_Leyva Ramírez, 2015). El sistema de gestión estaba 

enlazado por cualquier grupo organizado del pueblo o del ejido, pasando por las autoridades 

auxiliares municipales, las agrarias, las municipales, de diputados locales, federales, 

senadores, gobierno del estado y hasta el gobierno federal. 

Esta dinámica cambiaría al terminar la década de los 90’s, especialmente para 

gestionar una clínica, el drenaje, la ampliación de la red eléctrica y solicitudes de menor 

envergadura (ver Anexo 6.1, 6.2 y 6.3). La articulación se modificó al mismo tiempo que la 

hegemonía del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el inicio de gestiones 



210 

municipales del Partido Acción Nacional (PAN). Ante la fragmentación organizativa como 

veremos en el caso de clínica, todo parece indicar que la funcionalidad de los procesos de 

gestión estaba determinadas por su apego al partido que tenía canales abiertos en instancias 

superiores por el hecho de pertenecer al mismo partido.  

Partidismo después de 2000; la ruptura de actores ejidales y municipales 

La incidencia del gobierno en el poder no es un foco de atención de la presente investigación. 

Con el apoyo de información documental y del Cuadro 4.1, identificamos la continuidad de 

los gobiernos emanados del Partido Revolucionario Institucional (PRI). Desde la década de 

1940´s hasta el año 2000 se mantuvo en el gobierno municipal, con lo cual permeó en todos 

el espacio público y en los actores sociales que se desarrollan en las diversas comunidades 

del municipio.  

Cuadro 4.1  

Cronología de los periodos de gobierno y partido polít ico gobernante en el  

municipio de Chapa de Mota  

(1940-2018)  

Período de gobierno Partido político 

1940-2000 PRI 

1997-2000 PRI 

2000-2003 PAN 

2003-2006 APT (PRI-PVEM) 

2006-2009 PAN 

2009-2012 C.C. (PRI-PVEM, NA) 

2013-2015 PAN 

2016-2018 PAN-PT 

Fuente :  Ins t i tu to  Nac ional  pa ra  e l  federa l i smo y  desar ro l lo  munic ipa l  ( INAFED),  consul tado en  

h t tp : / /www.inafed .gob.mx/work/enc ic lopedia /EMM1 5mexico/munic ip ios /15026a .html .  

Después del año 2000, el PRI pierde su lugar en el gobierno municipal y se inicia un 

periodo de alternancia –al mismo tiempo que el gobierno federal. Por esa razón, se fracturan 

los procesos de gestión propulsores de la consolidación de los barrios del ejido. Los partidos 
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generan división al momento de buscar el bien común de los barrios. Un subdelegado del 

barrio Emiliano Zapata (2009-2012) comentó lo siguiente: 

“…en su momento nos dejamos llevar (por los partidos políticos), nos fanatizamos y eso también 

influye en que nos dividamos en grupos y eso repercute en la actividad que después pueda suceder, 

porque yo lo veo y lo he visto aquí en la Emiliano Zapata…por ejemplo, ahorita que está el 

presidente de este partido, pues no sé, hay gente que nada más está esperando a que lo haga este 

partido y después está el otro partido y lo mismo y no tenemos todavía esa capacidad de poder 

dialogar entre todos” (Entr_Fuentes Pérez, 2015). 

La dinámica de gestión de servicios y obras públicas se transformaría a partir del año 2000, 

cuando algunos actores serían excluidos en función de su cercanía con un partido político 

distinto al establecido en el gobierno municipal como ocurre en el barrio Emiliano Zapata, 

donde la Asamblea ejidal, con representantes ligados al PRI según la subdelegada del barrio 

(2009-2015) niega la donación de un terreno de uso común para construir una clínica de salud 

ya aprobada por el municipio y la Secretaría de Salud del Estado de México, como lo 

detallamos adelante (Entr_Ávila Galindo, 2015; Entr_Leyva Ramírez, 2015).  

La fragmentación por orientación partidistas ha pasado a romper con las prácticas 

organizativas con las instituciones formales (delegados, subdelegados y el Copaci). Un 

delegado lo manifestó de la siguiente manera: 

“…cuando hay una estructura de delegados y subdelegados por lo general todos los que lo integran 

ya van a fines de un partido. Es como los que están ahorita aquí en la comunidad, son gente de 

acción nacional, no hay un priista que esté metido entre ellos. Entonces un conflicto podría ser que 

dentro de tu equipo tuvieras alguien que no fuera del partido que está en el poder, ahora te puedo 

mencionar que cuando yo estuve, todos éramos del partido del PRI, y si hubiésemos metido a alguien 

que no fuera a fin al partido, tal vez esa persona no asistiría a las reuniones…” (Entr_Leyva Ramírez, 

2015). 

Las autoridades auxiliares municipales y la población tienen que estar en la misma sintonía 

partidista, de lo contrario, pueden tener obstáculos para ejecutar sus funciones. Tener a una 

persona afín a otro partido del que gobierna el municipio en las autoridades auxiliares 

paraliza los trabajos de gestión. Esto es reconocido por los simpatizantes de los partidos del 

PRI y del PAN, pues ante la pregunta: ¿Cuáles son las principales problemáticas a los que se 

enfrenta el pueblo o el ejido?, la respuesta común tanto de autoridades vinculadas al PRI 

como al PAN que fue: la división de la población por causa de los partidos políticos (ver 

recuadro 4.1). 
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Recuadro 4.1  

Respuestas de autoridades ej idales y  municipales a  la  pregunta ¿Cuáles son las 

principales problemáticas a  los  que se enfrenta el  pueblo o el  ej ido?  

Consejo de Participación Ciudadana (2013-2015), Alejandro Santana Martínez 

“Acabar con la división política, este, yo creo que ya debe entrar la juventud a interesarse por los problemas 

de la comunidad, desgraciadamente ahora todavía tenemos la oposición de los partidos políticos y si uno 

trabaja, los de otros partidos les tratan de poner trabas para que no avance…en lugar de estarnos peleando, 

que tú eres azul, rojo o amarillo, ah caray, tú eres azul y yo rojo, pero eso que tiene que ver, si se va abrir 

una calle es para los dos, tú cedes y yo cedo parte del terreno y que se haga el comino, pero no es así…”.  

Delegado del pueblo de San Felipe Coamango (2013-2015), Juan González Ramírez. 

En la administración del agua hay malos manejos de los recursos económicos porque “[Una persona] se 

presume que es de un partido, [otras dos personas] que no se presentaron se presume que son de otro partido 

y el objetivo era quitar [al primero que era de otro partido]… esa no es más que una traba para que esta 

administración [del agua]…”.  

Subdelegado del Barrio Emiliano Zapata (2009-2012) Crispín Fuentes Pérez 

“…todos pensamos diferente en la política, pero…vamos a separar esto [partidos políticos] de lo otro 

[gestión de servicios para la comunidad] y pues vamos a echarle para delante, para poder lograr lo que se 

quiere en la comunidad, bueno yo así lo veo”.  

Delegado del pueblo de San Felipe Coamango (2009-2012), Ascensión Leyva Ramírez. 

Yo creo que el conflicto es que no compartimos los ideales, por el partidismo, porque cuando hay una 

estructura de delegados y subdelegados…un conflicto podría ser que dentro de tu equipo tuvieras alguien 

que no fuera del partido que está en el poder esa persona no asistiría a las reuniones que programásemos 

aquí en la delegación, saben qué muchachos vamos a organizar esto o lo otro y ese sería el conflicto que 

fueran a fines los elementos a un partido…”.  

Fuente :  e laborac ión propia  con base  en  las  ent revi s tas  rea l izada  en  e l  e j ido  y  pueblo  de  San Fe l ipe  

Coamango.   

Un factor importante que ha posibilitado esta ruptura es el estilo de gobierno del PAN que 

inicia en el año 2000, al prescindir de dos prácticas organizativas que eran pilar en la gestión 

de servicios públicos, infraestructura y equipamiento: las aportaciones económicas y las 

“faenas ciudadanas”. Con ellas cada ciudadano colaboraba en las actividades del pueblo y 

del ejido. El gobierno de la alternancia en los primeros años apoyaba a las comunidades, 

entre las que se encontraba el pueblo y el ejido de San Felipe Coamango, otorgando 

materiales para las obras, incluyendo la mano de obra. Con ello, se encausó a los ejidatarios 

y a los ciudadanos en general a no participar con aportaciones económicas y faenas 

(Entr_Pérez, 2015; Entr_Leyva Ramírez, 2015).  

Como señala las entrevistas citadas, los ciudadanos que llegan a formar parte del 

gobierno municipal como regidores o incluso delegados y subdelegados están más 

preocupados por hacer quedar mal el trabajo de las autoridades que son de un partido distinto 
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al suyo que a impulsar las gestiones para obtener más apoyos para los barrios del ejido o el 

pueblo (Entr_González Ramírez, 2015).  

El acceso a los servicios públicos, infraestructura y equipamiento ha sido más 

complicado en la medida que las autoridades municipales y agrarias trabajan de manera 

independiente, lo cual resta fuerza para la gestión (Entr_González Ramírez, 2015). Además, 

los pobladores del ejido y el pueblo de San Felipe Coamango se acostumbraron rápidamente 

a que las instancias del gobierno, especialmente los delegados, subdelegados y los consejos 

de participación ciudadana fueran quienes dieran respuesta a sus necesidades.  

La intermitencia de los partidos políticos en el gobierno municipal ha socavado la 

cohesión de los actores para gestionar obras públicas. Pues en los periodos de los partidos 

dominantes (PAN y PRI con sus alianzas) respectivamente no se han logrado articular para 

a gestión ante autoridades gubernamentales. Las demandas y solicitudes elaboradas después 

del año 2000, han sido de manera dispersa e incluso han provenido de grupos con menos 

fuerza en las décadas pasadas en el ejido y en el pueblo de San Felipe. Los actores que antes 

del 2000 fueron imprescindibles han pasado a ser secundarios e incluso han estado al margen 

de las gestiones de equipamiento (ver Anexo 6.1, 6.2 y 6.3). El caso específico de la 

construcción de una clínica en barrio Emiliano Zapata muestra la apatía para articularse entre 

autoridades municipales y agrarias, pero, además, en algunas etapas de las gestiones se 

pueden apreciar trabas para su implementación. 

Gestión de una clínica en el ejido; agenda y definición del problema 

En el barrio Emiliano Zapata, a principios de la década del 2000, las titulares del programa 

de desarrollo humano “Oportunidades”, iniciaron la petición para que se construyera una 

clínica en el ejido de San Felipe. La participación de las beneficiarias del programa fue muy 

activa, pues en varias ocasiones se reunieron en el barrio y fueron a manifestarse en las 

instalaciones del municipio de Chapa de Mota, especialmente con el Coordinador de Salud, 

como lo señala la Secretaria del Comité de Gestión Estela Contreras Martínez: 

Todas las titulares de oportunidades íbamos a manifestarnos ahí a Chapa con el Coordinador de 

Salud a decirle que queríamos un centro de salud porque nos agarraba muy lejos San Felipe y era de 

todo el día allá y si se nos hacía muy pesado (Entr_Contreras Martínez, 2015).  
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La solicitud de la clínica en el barrio Emiliano Zapata estaba fundada por tres grandes 

problemas. El primero tenía que ver con la distancia para desplazarse al centro de San Felipe 

Coamango, pues entre el barrio y el pueblo existen aproximadamente 5 kilómetros de 

recorrido para llegar a la clínica del centro del pueblo de San Felipe Coamango y no había 

un medio de transporte directo. El segundo, por el tiempo que se tardaba la atención médica, 

pues al crecer la población, la demanda de los servicios incrementó, pues asistía la población 

del pueblo y de los barrios del ejido, por lo tanto, el tiempo de espera era mayor. El tercero, 

la población del ejido de San Felipe era frecuentemente enviada a clínicas de poblados 

vecinos, como el de San Juan Tuxtepec y después de San Gabriel, sobre todo a partir de la 

incorporación del Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), que después 

sería Oportunidades y ahora Prospera (Entr_Contreras Martínez, 2015)116. 

Para que la presidencia municipal y la Secretaría de Salud del Estado de México 

aceptaran el proyecto de la clínica se recurrió al apoyo de los delegados y subdelegados para 

que proporcionaran los sellos que respaldaran las solicitudes realizadas. El pueblo de San 

Juan Tuxtepec, pueblo vecino de San Felipe, también estaba solicitando el servicio, al igual 

que el barrio de La Manga del propio ejido. Los representantes del sector salud a nivel estatal, 

señalaron a los pobladores del barrio Emiliano Zapata que si se juntaban una cantidad 

representativa de población, se les asignaría.  

Los pobladores del barrio Emiliano Zapata recurrieron a los delegados y 

subdelegados y COPACI para que coadyuvaran en la recolección de las firmas de todos los 

vecinos. Las titulares del programa Oportunidades realizaron trabajo comunitario para 

recabar las firmas en el menor tiempo posible. Con el objeto de conseguir el apoyo, 

recurrieron a poblaciones vecinas, pero pertenecientes a otros pueblos como Santa Elena, 

incluso otros municipios, como secciones del municipio de Jilotepec, que serían beneficiarias 

por la cercanía y la construcción de los servicios de acceso a la clínica. Así, lograron reunir 

el apoyo necesario para que se aprobara la edificación de la clínica. El elemento central que 

les preocupaba eran “…las ganas de trabajar para la Emiliano Zapata y para que se lograra la 

clínica que tanta falta hace…” (Entr_Contreras Martínez, 2015).  

                                                 
116 Recordemos que la pertenencia a estos programas obliga a la población a citas médicas de rutina para todos 

los integrantes de la familia (Campos Alanís, 2003). Esta situación, incrementó la demanda de servicios de 

salud en todas las comunidades del municipio.  
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En ese mismo contexto, se constituyó un “Comité de Gestión de la Clínica” en el 

barrio para que le diera seguimiento a todos los trámites necesarios, tanto en el ejido, como 

en el pueblo y el municipio. Dicho Comité fue constituido por pobladores sin distinguir si 

eran o no sujetos agrarios. 

Ruptura en acción; problemas de implementación de la clínica 

En el 2006 inició el proceso de gestión para la construcción de una Clínica en el barrio 

Emiliano Zapata del ejido de San Felipe Coamango. Para ello, el “Comité de Gestión de la 

Clínica” creado se encargaría de representar a los pobladores. El “Comité de Gestión de la 

Clínica” tuvo un papel importante, entre las tareas que realizó, algunas fueron en voz de la 

Presidenta del Comité: 

“…estar gestionando con el sector salud, el Presidente, estar viendo con la gente cooperaciones, 

buscando el terreno, estar hablando con el dueño de la parcela que compramos para la clínica porque 

haga de cuenta que el señor lo fuimos a ver y nos dijo si les vendo mi terreno, pero es esta cantidad 

y tal plazo quiero el dinero. Llegó el día del plazo y nosotros aún no teníamos el dinero completo y 

tuvimos que ir a verlo nuevamente y a pedirle una prórroga y pues era nuestro trabajo estar viendo, 

invitar a los vecinos a cooperar, pues era para algo bueno para la comunidad y fue nuestro trabajo” 

(Entr_Contreras Martínez, 2015). 

En el mismo año, se logró la aprobación de la construcción de la clínica en el barrio Emiliano 

Zapata por parte de la Secretaría de Salud del gobierno del Estado. Para ello, se solicitó a los 

gestores del proyecto los planos del terreno donde se construiría la clínica. Los habitantes del 

barrio se habían reunido previamente y habían acordado que el terreno utilizado como campo 

de futbol sería destinado a la clínica. No obstante, al dirigirse a la Asamblea de ejidatarios 

para solicitar que cedieran dicha superficie de tierras de uso común ejidal, no aceptaron ceder 

dicho terreno. De acuerdo con la Secretaria del Comité de Gestión:  

Y ya cuando el sector salud nos dijo que sí, que sí se iba autorizar si nosotros teníamos el lugar. Y 

nosotros confiada que ese era de nosotros (el terreno del campo de futbol) y a la mera hora los 

ejidatarios nos dijeron que no. 

En el debate de la Asamblea ejidal efectuada el 20 de julio de 2007117, no se pudo defender 

la propuesta para designarla a la construcción de la clínica, pues sólo había entre 10 y 15 

“ejidatarios de base” del barrio Emiliano Zapata que estaban a favor, contra un grupo mayor 

                                                 
117 Acta de la Asamblea del 20 de julio de 2007, con orden del día “Aprobación de donación de una fracción de 

71.81 x 18.50 metros de la parcela número 596, con una superficie de 00-82.10.107 hectáreas ubicada dentro 

del plano interno del ejido para la construcción de un centro de salud”. 
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en contra de ceder dicho terreno de uso común. Como señaló la Presidenta del Comité: “Y 

luego para acabarla, nosotros los del Comité no éramos, no somos ejidatarios de base”. En 

entrevista con la delegada del barrio, misma que formó parte del “Comité de Gestión de la 

Clínica”, señaló que además de su solicitud, hubo una petición formal de la presidencia 

municipal –del Partido Acción Nacional--, a la Asamblea de ejidatarios para que cedieran 

dicho. A pesar de lo anterior, la Asamblea no cedió la superficie solicitada (Entr_Contreras 

Martínez, 2015).  

Imagen 4 .1  

Clínica del  Barrio Emiliano Zapata del  ej ido de San Fel ipe Coamango  

 

Foto  tomada  por :  Leonel  F l ores  Vega  en  los  recorr ido  de  campo.   

El sector salud del Gobierno del Estado de México y la Presidencia Municipal de 

Chapa de Mota condicionó al barrio. Si no había un terreno disponible para la construcción, 

los recursos aprobados para la construcción de la clínica serían destinados a otro lugar que 

contara con la superficie necesaria. Ante la negativa de los ejidatarios, la Presidenta 

Municipal propuso que los pobladores buscaran un terreno, el municipio se encargaría de 

construir toda la infraestructura necesaria para el funcionamiento de la clínica. El sector salud 
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por su parte se comprometió dotar e instalar todo el equipo médico necesario para atender a 

la población.  

Los pobladores del barrio se reunieron y apoyados por el subdelegado del barrio, 

buscaron otra alternativa, determinado finalmente: adquirir un terreno parcelario a un 

ejidatario en un lugar cercano del mismo barrio. El ejidatario estableció el precio de 140, 

000.00 mil pesos que tenían que pagar los pobladores. Para ello, acordaron una cooperación 

de 400 pesos por persona que tuvieran entre 18 y 60 años para juntar el dinero necesario para 

pagar el terreno (Entr_Contreras Martínez, 2015). Un subdelegado del barrio lo recuerda de 

la siguiente manera:  

“…hace unos años atrás nosotros como comunidad en La Emiliano Zapata, hicimos un proyecto, se 

dio, cooperamos 400 pesos por ciudadano, en ese tiempo éramos 150 ciudadanos y compramos un 

terreno en donde se construyó una clínica que actualmente ya está en servicio, ya tenemos dentista, 

ya tenemos un doctor de cabecera…” (Entr_Fuentes Pérez, 2015). 

Con dicha cooperación resolvieron la demanda de la Secretaría de Salud del Estado de 

México, para continuar con la gestión de la clínica. Sin embargo, las trabas de la Asamblea 

ejidal no terminaron ahí, pues no agilizaron los trámites administrativos necesarios para la 

transferencia de los derechos del terreno adquirido por los pobladores para destinarlo a la 

clínica. Recordemos que la transferencia de los derechos sobre la tierra ejidal, tiene como 

uno de los requisito la autorización de la Asamblea ejidal.  

Mientras se esperaba la aprobación de la Asamblea, la presidencia municipal inició 

la construcción de la clínica sin contar con el documento que garantizaba la posesión legal 

del terreno. Dado el compromiso de la Presidenta Municipal, la construcción de la clínica fue 

una tarea realizada con recursos económicos y humanos del municipio en su totalidad, por lo 

que los pobladores del barrio ya no intervinieron con faenas ni cooperaciones económicas. 

Pasaba el tiempo y la Asamblea no realizaba la transferencia de derechos de la parcela 

para la construcción de la clínica118. Por ello, fue necesario que el “Comité de Gestión de la 

Clínica” solicitara una reunión con el comisariado ejidal con la finalidad de agilizar el 

trámite. En el debate de la asamblea de ejidatarios, para hacer el cambio de parcelas a tierras 

                                                 
118 A partir de las fuentes de información, especialmente las entrevistas a Comisariados, se desprende que los 

ejidatarios o posesionarios que venden sus terrenos no los regularizan de inmediato. Por ello, llama la atención 

que no se hiciera la transferencia, si en la práctica son pocos los casos donde se siguen las reglas de solicitar 

el permiso de transferencia a la asamblea ejidal.  
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de uso común, en donde finalmente se construyó la clínica, los ejidatarios comentaron que el 

cambio de uso de suelo era un parte aguas para regularizar las zonas de asentamientos 

humanos (Entr_Pérez, 2015). 

El status actual de la parcela en donde se construyó la clínica según la secretaria del 

Comité de Gestión de la Clínica, Estela Contreras Martínez (2015), “…era ejido, pero ahorita 

está en trámite para que salga a nombre de la comunidad, porque ya se deslindó, ya lo 

donamos al sector salud, ya prácticamente ya es del sector salud”. Esto es, la parcela de 

cambió a uso común en el ejido y posteriormente, se donó a la Secretaría de Salud del Estado 

de México. 

La construcción de la clínica se terminó en 2009, sin embargo, como no había un 

documento que ampara la posesión legal de la tenencia de la tierra a la Secretaría de Salud 

del Gobierno del Estado de México, ésta no quiso equiparla. El periodo de gobierno 

municipal terminó, por lo que no se pudo poner en funcionamiento la clínica. En las 

elecciones de 2009, el partido opositor (PRI) logró ganar las elecciones para presidente 

municipal. Una vez instalado, el “Comité de Gestión de la Clínica” acudió para solicitar el 

apoyo para hacer funcionar la clínica. El nuevo presidente municipal tuvo diferencias con el 

Comité por no aceptar las condiciones que él plantó. La subdelegada que estuvo en el Comité 

señaló lo siguiente:  

“…Lo fuimos a ver [al nuevo presidente municipal], a volver a gestionar y decir que nosotros 

queríamos que nuestra clínica funcionara, ese fue el propósito. Y nos dijo que pues nosotros 

teníamos que firmarle un documento, que tenía que ser, donde nosotros aceptábamos que la 

Presidenta saliente no lo terminó. Y le dije, es que no le podemos firmar eso porque ahí está, está la 

clínica, ya está terminada ya con todo todo todo. Lo único que requerimos es que usted gestione 

para que nos manden un doctor. Se pasaron esos tres años y no nos hicieron caso”. 

De esta manera, el proyecto de la clínica en el barrio Emiliano Zapata se mantuvo en espera. 

La clínica comenzó a funcionar a principios de 2012 de manera informal, pues había una 

médica encargada de la atención, pero no contaba con un sello, para identificarla como una 

clínica más. Además, para acceder a medicamento y los instrumentos de trabajo, la médica 

tenía que solicitar a la clínica del pueblo vecino de San Gabriel y los pobladores del barrio 

tenían que organizarse para recogerlos.  

Con el cambio de gobierno municipal en 2012, el PAN vuelve a ganar las elecciones 

y se reactivó el proyecto. La diputación local fue ganada también por el PAN y estuvo como 
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aspirante la persona que fue Presidenta Municipal cuando se iniciaron las gestiones de la 

clínica, con lo cual estaba enterada de las dificultades que habían tenido. Entonces se 

coordinaron las instancias locales que solicitaban la clínica, las municipales y la diputada 

local para impulsar su apertura con un nombramiento propio y para que los recursos 

económicos, materiales y humanos sólo dependieran de la misma. Es así como en agosto de 

2013, se inaugura la clínica “Emiliano Zapata” por el Gobernador del Estado de México.  

La preferencia política como factor de ruptura y desorganización 

Como se puede observar, la división para gestionar y organizar los barrios del ejido ha 

obstaculizado las formas de gestión y por tanto las “prácticas organizativas” que se daban 

antes del año 2000, debido al cambio de partido en el gobierno municipal. La transición 

política ha conformado grupos con intereses que responden a partidos políticos. Si gana un 

partido político distinto al de la preferencia de las autoridades ejidales se oponen a las 

iniciativas de los delegados, subdelegados y el Copaci y viceversa. Es decir, no colaboran 

para que se lleven a cabo los proyectos de desarrollo del ejido y el pueblo. El sub delegado 

afín al PRI, del barrio Emiliano Zapata durante el periodo 2009-2012119 lo expone de la 

siguiente manera:  

“…por ejemplo, ahorita que está el presidente de este partido, pues no sé, hay gente que nada más 

está esperando a que lo haga este partido y después está el otro partido y lo mismo y no tenemos 

todavía esa capacidad de poder dialogar entre todos” (Entr_Fuentes Pérez, 2015). 

Al privilegiar las ideologías políticas partidistas sobre el trabajo en beneficio del ejido y del 

pueblo, se propicia la desorganización en el pueblo y ejido de San Felipe Coamango. Cuando 

gana un partido político la presidencia municipal, los delegados y subdelegadas son afines al 

mismo partido. El delegado en funciones de 2009-2012 tiene presente la conformación de 

equipos de trabajo de las autoridades auxiliares municipales de la siguiente manera:  

“…cuando hay una estructura de delegados y subdelegados por lo general todos los que lo integran 

ya van a fines de un partido. Es como los que están ahorita aquí en la comunidad, son gente de 

acción nacional, no hay un priista que esté metido entre ellos…” (Entr_Leyva Ramírez, 2015). 

                                                 
119 El periodo de las funciones incoaba en abril del año 2009 y terminaba en marzo de 2012. A partir de 2013, 

el periodo inicia justo en enero y culmina en diciembre del tercer año.  
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La identificación de las personas con un partido político genera grupos específicos con 

proyectos en el pueblo y ejido incompatibles a las organizaciones de otros partidos políticos. 

Esto puede está generando división entre las autoridades agrarias y las municipales, si unas 

pertenecen a un partido político y las otras a otro. Desde el punto de vista del mismo 

delegado, la transición política provocó que las personas dejen de colaborar para atender las 

necesidades del pueblo y el ejido. 

“…la gente se ha dejado de involucrar porque han venido partidos a decir, no hay que cooperar, no 

hay que hacer esto. Entonces la gente ya se volvió muy atenida, ah pues al fin que el gobierno nos 

va hacer todo, ya dicen que no metamos las manos a recoger una basura porque dicen que va a venir 

el Ayuntamiento a barrer, sí, la gente se están mal acostumbrando a no trabajar” (Entr_Leyva 

Ramírez, 2015). 

El estilo de los partidos políticos para atender las demandas de la población ha sido 

divergente. Unos apuestan por la colaboración de las personas por medio de faenas y 

cooperaciones económicas y otros prefieren atender las necesidades sin el apoyo de la 

población. Esto afecta la cohesión de la población con los grupos organizados y en ocasiones 

lleva a la confrontación y la ruptura de las relaciones entre autoridades municipales y 

agrarias. Sobre todo porque el municipio ha atendido las necesidades de la población sin su 

apoyo, como ocurrió en el caso de la construcción de una clínica, entonces no hay razón para 

que la Asamblea ejidal done terrenos y colabore con la autoridad municipal. A final de 

cuentas las instancias municipales logran de alguna manera atender los problemas de la 

población sin apoyo de las autoridades ejidales ni de la población en su conjunto, sino por 

grupos específicos que demandan un bien o un servicio.  

Otros espacios de ruptura 

Otro espacio de acción pública donde se percibe la fractura entre las autoridades ejidales y 

las municipales en San Felipe Coamango es la atención y mantenimiento del panteón. El 

panteón se encuentra ubicado en terrenos que corresponden al pueblo, pero es utilizado por 

los pobladores del ejido para enterrar a sus difuntos. Durante la administración 2013-2015, 

el Consejo de Participación Ciudadana destacó la negatividad del Comisariado ejidal para 

colaborar en la construcción de una barda perimetral del panteón. El Presidente del Consejo 

de Participación Ciudadana señaló lo siguiente:  

 “…el bardeado del panteón, por ahí tuvimos varias complicaciones pero afortunadamente lo 

pudimos realizar, ahí se nos negó por parte del Comisariado lo que es la piedra, este el proyecto no 
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contemplaba piedra, sólo la mano de obra y los otros materiales, nosotros en dos ocasiones hicimos 

solicitudes al Comisariado y en las dos ocasiones recibimos respuestas negativas…” (Entr_Santana 

Martínez, 2015). 

El Consejo de Participación Ciudadana solicitó de manera escrita al Comisariado ejidal donar 

piedra de las tierras de uso común. El ejido generalmente había colaborado con el material 

necesario en otras obras públicas, pero en esta ocasión hubo una respuesta negativa en dos 

ocasiones. Por lo menos con la información recabada en esta investigación no encontramos 

respuestas negativas de las autoridades del ejido para colaborar en proyectos del pueblo antes 

del año 2000, menos por material que se encuentra en tierras de uso común y que beneficiaría 

a la población en su conjunto, incluidos los sujetos agrarios.  

Cambio de funcionamiento de las autoridades municipales ante la ruptura 

Las autoridades municipales tienen clara su responsabilidad en el desarrollo urbano mediante 

el Plan Municipal de Desarrollo Urbano. El municipio tiene que planear las zonas donde 

pueden constituirse, regularizarse, ampliarse o crear reservas de asentamientos humanos, 

incluidos los ejidos. Lo anterior implica actualizar constantemente el Plan para incorporar las 

zonas que van creciendo poblacionalmente. No obstante, hay tareas pendientes por parte del 

municipio como lo reconoce la Subdirectora de Desarrollo Urbano (2013-2015) al señalar: 

“…la intención es actualizar el Plan de Desarrollo Urbano Municipal, lamentablemente no se ha 

podido por ciertas cosas, pero esa es la idea. Estudiar cómo han crecido las manchas urbanas hasta 

donde ha abarcado y obviamente a partir de esos generar las gráficas y las tablas de cuanto más va 

a crecer en 5 o 10 años para extender el suelo habitable” (Entr_Martínez Balderaz, 2015). 

Por parte de la gestión de servicios públicos, los cambios legales en materia agraria y urbana 

no especificaron si los delegados, subdelegados y Copaci tienen incidencia en los procesos 

de gestión de servicios públicos. En el ejido de San Felipe Coamango, las reformas de 1992 

no modificaron la forma de organización y operación de estos actores con las instancias 

ejidales. Es en el año 2000, con la transición política en donde cambia su funcionamiento, al 

trabajar con cierta distancia de autoridades ejidales.  
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Antes del año 2000, las autoridades municipales, los Delegados, subdelegados y el Consejo 

de Participación Ciudadana120 se articulaban con la Asamblea ejidal, el Comisariado ejidal, 

los sujetos agrarios para atender las necesidades del pueblo y del ejido como se pudo apreciar 

con la gestión de la escuela Preparatoria Oficial No. 77. Después del año 2000, con el cambio 

de gobierno del PRI al PAN se fragmentó dicha articulación, lo cual ha significado el 

desarrollo de sus funciones con cierta independencia. Las instancias del ejido toman algunas 

decisiones sobre los recursos de las tierras parcelarias y de uso común sin considerar las 

necesidades colectivas del pueblo o del ejido, como se ha comentado en la gestión para la 

construcción de la clínica en el barrio Emiliano Zapata del ejido. 

Las autoridades municipales, los delegados, subdelegados y el Copaci han continuado 

prácticamente de manera independiente con sus actividades de gestión para mejorar las 

condiciones de vida la población de ambos espacios. Antes del año 2000 no había razón de 

designar subdelegados en los barrios del ejido, porque las instancias ejidales funcionaban 

como enlaces con las autoridades municipales. Hasta el 2015 había tres barrios con 

subdelegados y la administración iniciada en 2016 nombró a un subdelegado en cada uno de 

los barrios.  

Las autoridades municipales tienen conocimiento sobre los procedimientos legales 

(toma de decisiones para constituir o regularizar un área de asentamientos humanos) que 

deben seguirse en las tierras ejidales para incidir en el desarrollo urbano. Pero en la práctica 

realizan tareas sobre superficies ejidales no regularizadas, pues las viviendas están 

construidas en superficies donde el destino formal es para la agricultura. Esto significa que 

están ejecutando trabajos de desarrollo urbano sobre superficies que están destinadas las 

parcelas.  

La consolidación de los barrios del ejido se ha dado por inercia y las prácticas 

históricas, tanto porque la Asamblea ejidal no han delimitado ni regularizado los 

asentamientos humanos, como de las autoridades municipales por no imponer las reglas y 

procedimientos del Plan Municipal de Desarrollo Urbano.  

                                                 
120 El Consejo de Participación Ciudadana es la instancia municipal que tiene funciones legales de atención de 

los procesos de urbanización. En el caso estudiado, el presidente del Consejo de Participación Ciudadana 

gestiona y administra las obras crea los Comisión de Control y Vigilancia de las obras que se estén realizando. 
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El municipio ha dejado que los sujetos agrarios construyan sus viviendas en tierras 

parceladas sin apego a los marcos jurídicos. Tampoco se han creado mecanismos locales o 

prácticas organizativas para planear, controlar, organizar, administrar o distribuir la zona de 

asentamientos humanos, tanto en el ejido como en el pueblo. Pero, si se atienden las 

demandas de desarrollo urbano sobre todo por las autoridades municipales por los recursos 

anuales con los que cuentan para distribuir en todas las localidades.  

Los delegados, subdelegados y el Copaci en la consolidación de los barrios del ejido 

Los delegados, subdelegados y el Copaci tienen una participación muy importante en la 

consolidación de los barrios del ejido. Ello a pesar, que el municipio no actualice e fomente 

el cumplimiento de la legislación en materia de asentamientos humanos. En el ejido 

estudiado, encontramos que no sólo tiene injerencia el delegado en el ejido, sino, se han 

designado cuatro subdelegaciones en el barrio La Chinda, Emiliano Zapata, La Manga y en 

su primera administración de la subdelegación Los Ailes. La creación de dichas instancias, 

señalan algunos subdelegados, es para atender las demandas que la población tiene y que no 

pueden ser atendidas por el delegado, quién se concentra en los temas del pueblo. 

También los delegados, subdelegados y el Copaci canalizan las demandas de la 

población al municipio para que se dé una respuesta a la población. Además, las solicitudes 

que hace la población deben estar respaldadas por los subdelegados, delegados y Consejo de 

Participación Ciudadana, de lo contrario es poco probable que se atiendan porque el 

municipio y las delegaciones y el Consejo de Participación Ciudadana organizan anualmente 

el Programa de Obras Públicas que ejecutan durante el año. El subdelegado de La Manga 

(2013-2015) señala la necesidad de que haya un respaldo por parte del delgado para las 

solicitudes de la siguiente manera:  

“…el Presi [Presidente municipal] mismo lo comenta, dice, no sé si la señora [persona que solicitaba 

la extensión de la red eléctrica] le tomaron la atención en su momento o no sé si simple y 

sencillamente son solicitudes que llegan, no pasa nada. Porque no venía el respaldo de un delegado, 

ajá, porque no hay un respaldo de un delegado…” (Entr_Zaldivar Centeno, 2015). 

En algunos casos, la delegación decide el sector de la población beneficiada con 

infraestructura, equipamiento o servicios públicos que el municipio tiene disponibles para las 

comunidades anualmente. Las autoridades municipales se comunican con las delegaciones 

para que éstos se organicen y decidan a qué barrio o parte de la comunidad van a destinar los 
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apoyos. Ello se puede hacer en función de las necesidades de cada una de las partes que 

integran la comunidad, en donde también se incluye el ejido.  

Un recuento de la ruptura de actores después de 2000 

Como se ha mostrado en la construcción de la clínica, hay poca o escaza coordinación entre 

el delegado y el Comisariado ejidal, porque pese a que se solicitan los apoyos cuando les 

compete algo, no hay una relación coordinada que permita gestionar obras e infraestructura 

de manera conjunta. Ello ha dificultado la dotación de servicios con la rapidez demandada 

por el pueblo y el ejido, como se daba antes del 2000, porque a partir de ese año se polarizó 

la organización de la población por las posiciones ideológicas de los partidos políticos. 

La participación de los delegados, subdelegados y consejos de participación no fue 

muy relevante, pues aun cuando apoyaron con sellos y con gestiones, no pudieron incidir de 

manera importante en la persuasión a los ejidatarios para brindar el apoyo a los pobladores 

del barrio. En gran parte, se debe al alejamiento de las autoridades auxiliares municipales 

con las agrarias. En los proyectos gestionados a partir del año 2000, los delegados, 

subdelegados y consejos de participación han tomado mayor protagonismo en la atención de 

las demandas de la población. El trabajo en conjunto se ha desgastado y la organización de 

las personas gira en torno a los partidos políticos.  

Los delegados, subdelegados y consejo de participación ciudadana al depender del 

municipio ha estructurado una forma de operar en el poblado y en el ejido. El trabajo entre 

estos actores era conjunta antes del año 2000, ahora sigue siendo conjunta, pero ya sólo entre 

delegados, subdelegados y consejo de participación. Cuando se trata de gestionar 

equipamiento, por ejemplo, para las escuelas, se unen con las Asociaciones de Padres de 

Familia, dependiendo de las instancias involucradas. Sin embargo, ya no están articuladas 

con las autoridades agrarias. 

4.3 Las autoridades agrarias y el Reglamento Interno 

ejidal 

Asamblea ejidal, comisariado y consejo de vigilancia 
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Órganos de representación ejidal e instancias agrarias 

En este apartado examinamos las funciones de las autoridades agrarias y el papel del 

Reglamento Interno. En el ejido de San Felipe Coamango --al igual que en todos los ejidos-

- la vida colectiva del núcleo agrario, formalmente está organizada por sus órganos de 

representación: Asamblea ejidal, Comisariado Ejidal y Consejo de Vigilancia (Ver Figura 

4.1). Estos son los órganos supremos de representación, a partir de las reformas de 1992. El 

artículo 25, de la Ley Agraria, establece que la asamblea debe celebrarse dentro del ejido o 

en el lugar habitual, aunque no es claro si por “lugar habitual” se entiende o acepta la 

posibilidad de ser fuera del núcleo agrario.  

En el caso del ejido de San Felipe Coamango, las asambleas se efectúan en el 

auditorio del pueblo de San Felipe Coamango, un lugar fuera de sus límites del plano interno 

del ejido. En las asambleas ejidales participan solamente “ejidatarios de base” o legalmente 

reconocidos, quienes pueden discutir y tomar decisiones sobre la organización colectiva y 

los recursos con los que cuente el ejido. Los posesionarios y avecindados no tienen 

participación en la toma de decisiones, sin embargo, los acuerdos tomados en la asamblea 

ejidal, tienen el carácter obligatorio para todos los sujetos agrarios. 

El Comisariado ejidal, de acuerdo con el art. 32 de la Ley Agraria, “…es el órgano 

encargado de la ejecución de los acuerdos de la asamblea, así como de la representación y 

gestión administrativa del ejido”121. En San Felipe Coamango, para cumplir con sus 

actividades, se tiene habilitada una oficina en el pueblo, donde los sujetos agrarios acuden 

para atender o resolver cualquier tema relacionado con el ejido. Las Asambleas ejidales se 

llevan a cabo en el auditorio del pueblo, sin que ello haya generado problemas con las 

autoridades municipales. 

En el ejido no hay una oficina o un espacio de reunión para las asambleas o donde se atiendan 

los problemas de los sujetos agrarios. Este es un indicador del grado de fusión de las 

autoridades e instancias ejidales con las autoridades municipales y las instancias de 

                                                 
121 La Ley Agraria (1992) en el artículo 33, señala que las principales funciones del Comisariado son: 

representar al núcleo de población ejidal, administrar los bienes comunes del ejido, apoderado general para 

actos de administración y pleitos, proteger los derechos de los ejidatarios, convocar la Asamblea y hacer 

cumplir sus acuerdos y dar cuenta a la Asamblea de las labores y el aprovechamiento de las tierras de uso 

común. 
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organización local como la Junta General de Pobladores, pues las prácticas desarrolladas 

entre el ejido y el pueblo distinguen área de acción legal, pero no necesariamente territorial, 

como se analiza más adelante.  

Figura 4.1  

Instancias  legales del  ej ido vinculadas con el  funcionamiento de la Asamblea ej idal .  

1992 

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  la  Ley  Agrar ia  (1992)  

El Consejo de Vigilancia, conformado por un Presidente y dos Secretarios, es una 

instancia de supervisión del ejido (PA, 2009a). Según la Ley Agraria (1992) tiene como 

funciones el vigilar los actos del comisariado ejidal y asegura que concuerden con el marco 

jurídico aplicable y que se cumplan los acuerdos de la asamblea. Puede revisar las cuentas y 

operaciones desarrolladas por el comisariado y denunciar ante la asamblea la existencia de 

irregularidades, así como convocar a la asamblea cuando el comisariado no lo haga.  

En el ejido de San Felipe Coamango, según el presidente del Consejo de Vigilancia, 

durante el periodo 1993-1995:  

“… su papel del Consejo de Vigilancia es vigilar los bienes de los ejidatarios, podemos ver que no 

le vayan a quitar un terreno a fulano o darle otro, que si se maneja dinero, aquí no se maneja, si se 

maneja algún dinero que ese dinero se maneje bien. Ese el trabajo de un Consejo de Vigilancia para, 

está claro su nombre Consejo de Vigilancia para vigilar” (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

Órgano de 
representación

Asamblea Ejidal Ejidatarios

Comisariado 
Ejidal

Presidente

Secretario

Tesorero
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Presidente
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En el ejido de San Felipe Coamango, de acuerdo a varias entrevistas realizadas en el ejido, 

se agregaron otras tareas asociadas a la certificación de las tierras ejidales, como la mediación 

entre colindantes (ejidatarios o posesionarios) en caso de disputas durante la implementación 

del Procede en 1995. El Comisariado ejidal en funciones durante la certificación del ejido 

explicó de la siguiente manera su participación: 

“El Consejo de Vigilancia, su papel era precisamente vigilar, él haga de cuenta que lo que hacía 

cuando tenía la oportunidad de acompañar a los de la Comisión Auxiliar, era vigilar y ver que todo 

el trabajo se llevara bien y de alguna forma fuera legal todo” (Entr_Castro Victoria, 2015). 

Cuando los colindantes de las parcelas no se ponían de acuerdo en los límites de sus terrenos, 

el Consejo de Vigilancia los convocaba y arbitraba para determinar los linderos de manera 

pacífica. También ha sido tarea del Consejo la mediación de conflictos en el caso de los 

perjuicios a los recursos o cultivos de las parcelas, cuando un sujeto agrario ha invadido un 

terreno ajeno o ha dañado algún tipo de cultivo, planta, camino o condición de las parcelas. 

El Consejo de Vigilancia es la instancia que debe lograr que se pongan de acuerdo en cómo 

resarcir el daño en caso de afectarse algo en la parcela o reconocer la propiedad de los demás 

(Entr_Gómez Martínez, 2015).  

Acción pública de la Asamblea ejidal 

La asamblea ejidal como instancia de representación del ejido tiene delimitado su campo de 

acción por el artículo 27 constitucional y la Ley Agraria, sus principales funciones se 

muestran en el Cuadro 4.2. A continuación, a partir del trabajo de campo realizado, 

describimos de qué manera la Asamblea del ejido de San Felipe Coamango ha utilizado sus 

áreas de acción y los efectos que tiene sobre el crecimiento de asentamientos humanos, 

dotación de servicios públicos, infraestructura y equipamiento.  

En razón de la autonomía y personalidad jurídica obtenido desde 1992, los ejidatarios, 

tienen la obligación de elaborar y aprobar un Reglamento Interno en donde se señalan los 

derechos y obligaciones de los ejidatarios, posesionarios y avecindados. En el Reglamento 

pueden incluir formas locales de organización y administración de los recursos ejidales, por 

ejemplo, se establecen mecanismos de explotación colectiva de las tierras comunales, formas 

de organizar y regular el crecimiento urbano en las tierras parceladas del ejido, entre otras 

(ver Art 27 fracción VII y Arts. 10 y 23, fracción I de la Ley Agraria). En el ejido de San 



228 

Felipe Coamango, no ha sido un instrumento para regular el crecimiento y consolidación de 

los asentamientos humanos ejidales.  

La delimitación de tierras de uso común se efectuó en el ejido en 1995, cuando 

implementó el Procede. Posterior a ello, las decisiones sobre dichas superficies han sido sobre 

los recursos existentes en dichas áreas, atendiendo las solicitudes de autoridades municipales 

o Comités locales para el uso de los materiales como piedra, tierra, madera, entre otros para 

el establecimiento de infraestructura (sobre todo vial). La asignación de los recursos de las 

tierras de uso común a los sujetos agrarios se da cuando ceden sus parcelas para el bien 

colectivo del pueblo o del ejido.  

La aceptación o separación de los sujetos agrarios de sus derechos ejidales fue una 

facultad utilizada al momento de certificar al ejido en 1995, esto se reflejó en el Acta de la 

Asamblea de Delimitación y Destino de las Tierras de Uso Común, del Asentamiento 

Humano y Parcelas y Asignación y/o Reconocimiento de Derechos Ejidales del 19 de enero 

de 1995: en esa asamblea se separó de sus derechos a 15 ejidatarios. En el Acta consta lo 

siguiente: 

“La Asamblea conforme a lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley Agraria solicita se cancelen los 

certificados que se detallan en el anexo número cinco que es parte integrante de la presente acta, con 

nombre del titular registrado, toda vez que estos no cuentan con posesión de las tierras ejidales…” 

La certificación de las parcelas de igual manera reconoció los derechos de 249 posesionarios 

de manera formal a personas que trabajaban o vivían en las parcelas, con lo cual hay una 

regularización de las tierras de los posesionarios, al entregarle certificados parcelarios. 

Respecto de los informes del Comisariado y el Consejo de Vigilancia son presentados al final 

de su mandato, de acuerdo con el trabajo de campo realizado. En el ejido no se delimitaron 

asentamientos humanos, ni se han regularizado las superficies en donde se encuentran 

ubicados los barrios.  

Durante el trabajo de campo y la investigación documental (2015) no habían utilizado 

la acción agraria del dominio pleno. Esta es una alternativa formal para que las zonas ejidales 

con asentamientos humanos puedan regularizarse, sobre todo en las parcelas en donde hay 

más de una vivienda, pues los conflictos de posesión pueden incrementarse, conforme una 

parcela tenga varias viviendas.  
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Recuadro 4.2   

Área de acción de la asamblea ej idal a  part ir  de las reformas al   

art ículo 27  const itucional  y la  ley agraria   

(1992)  

 

Fuente :  e laborac ión  propia  con base  en  la  Ley  Agrar ia  (1992) .   

Respecto de las demás actividades presentadas en el recuadro 4.2, en el Ejido de San Felipe 

Coamango, no se han llevado a cabo otros procesos de gestión para otras acciones agrarias. 

La asamblea ha permanecido pasiva a las acciones agrarias de parcelamiento económico122, 

a la aprobación de las ganancias, de conversión del régimen ejidal, de la división fusión de 

ejidos y a la delimitación de asentamientos humanos y especialmente a la delimitación de la 

zona de urbanización del ejido. La pasividad de la asamblea se ha dado, a pesar de la 

existencia, de por lo menos cuatro barrios con una zona de urbanización evidente y en 

proceso de ampliación continua. En la inactividad de la Asamblea ejidal el comisariado es 

corresponsable, pues es la instancia encargada de la ejecución de los acuerdos, de la 

representación y la gestión administrativa de la asamblea.  

                                                 
122 De acuerdo con la Procuraduría Agraria es: “Es el fraccionamiento de hecho de las tierras del núcleo… sin 

contar con un certificado que legitime de manera precisa su derecho sobre el bien que ocupa” (PA, 2009a, 

pág. 113). Esta decisión se califica de económica o “de hecho”, porque, una vez que se concreta, debe remitirse 

a las autoridades agrarias y, especialmente, al RAN para su oficialización, y es precisamente entre la fecha de 

la asamblea en que se hace el parcelamiento y la diversa en que se oficializa para considerarlo “de derecho”, 

que a dicha decisión se le reconoce como económica o “de hecho”. Ver Tercer Tribunal Colegiado en materia 

administrativa del segundo circuito 11 de abril de 2014. 

Área de acción de la 
Asamblea

Formular y modificar el Reglamento Interno

Aceptar y separar a ejidatarios de sus derechos por las causas previstas en la Ley

Recisar informes del Comisariado y Consejo de Vigilancia

Organizar colectivamente al ejido

Señalar y delimitar asentamientos humanos, fundo legal y parcelas con destino 
específico, y localización o relocalización del área de urbanización

Autorizar el dominio pleno a ejidatarios

Dividir y fusionar a los ejidos 

Convertir el regimen ejidal 

Parcelar y regularizar la tierra de posesionarios

Aprobar los contratos y convenios/distribución de ganancias

Delimitar y asignar las tierras de uso común
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Funciones de la asamblea para regularizar asentamientos humanos 

El marco jurídico agrario concede una función primordial a la Asamblea ejidal para delimitar 

y regularizar los asentamientos humanos ejidales. La Ley Agraria (1992) y el Reglamento de 

la Ley Agraria en Materia de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares 

Urbanos (1993) prevén la participación de la Junta de Pobladores y el Municipio como 

instancias encargadas de opinar sobre la necesidad de constituir y regularizar asentamientos 

humanos ejidales (Ver figura 4.2). En primer lugar, el Comisariado ejidal se encarga de emitir 

una convocatoria para la Asamblea de Cambio de Destino de Tierras Ejidales. La asamblea 

ejidal debe ser de formalidades especiales123 para tomar este tipo de decisiones.  

Si la Asamblea ejidal aprueba el cambio de destino, en segundo lugar se elabora el 

Acuerdo de la Asamblea de Cambio de Destino de Tierras Ejidales. El Registro Agrario 

Nacional emite las normas técnicas que sigue la Asamblea al realizar la delimitación de las 

tierras al interior del ejido. La Procuraduría Agraria se encarga de vigilar que quede protegido 

el fundo legal del ejido (Art. 64, LA), además vigila que la Asamblea cumpla con que la 

localización, deslinde y fraccionamiento de las tierras de que se trate, intervenga la autoridad 

municipal y que se separen las áreas necesarias para los servicios públicos de la comunidad 

(Art. 8, RLAMCDETS) (…la infraestructura y equipamiento). 

En tercer lugar, la Comisión Auxiliar elabora con el Registro Agrario Nacional la 

calendarización de los trabajos de delimitación de las tierras, levanta el acta de deslinde 

correspondiente y recaba la conformidad de los colindantes, y realiza las actividades que le 

encomiende la Asamblea, que estén relacionadas con las mencionadas acciones de 

delimitación (Art. 8, RLAMCDETS). Cumplido este trámite puede expedir los títulos de 

solares urbanos a los ejidatarios, posesionarios y de ser el caso a los avecindados.  

La localización, deslinde y asignación de los solares urbanos se aprueba en una 

Asamblea, de no existir conflictos con los límites o forma de distribución, en cuarto lugar, se 

                                                 
123 De acuerdo a la Ley Agraria (28-31), la asamblea de formalidades especiales se realizará para tomar acuerdos 

sobre los puntos señalados en las fracciones VII a XIV del Artículo 23 de la Ley Agraria. Se requiere una 

convocatoria expedida por lo menos con un mes de anticipación a la fecha de la Asamblea; deberán estar 

presentes cuando menos tres cuartas parte de los ejidatarios en caso de que sea la primera convocatoria, en 

segunda convocatoria cuando se reúna la mitad más uno de los ejidatarios; los acuerdos serán válidos el voto 

de dos terceras partes de los asistentes a la Asamblea; para ser válidas se deberá contar con un representante 

de la Procuraduría Agraria, así como de un fedatario público, los cuales deberán firma el acta de la Asamblea. 
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hacen los trámites necesarios para inscribir el Acta de la Asamblea en el Registro Agrario 

Nacional. Con ello, registra y queda asentado en la Carpeta Básica del ejido y posteriormente 

el Registro Agrario Nacional emite los plano del ejido con los asentamientos humanos 

delimitados y finalmente entrega los títulos de los solares urbanos a los sujetos agrarios que 

hayan resultado beneficiados.  

Figura 4.2.   

Resumen del  Diagrama de Cambio de Dest ino d e Tierras Ejidales   

a  Asentamientos Humanos  

 

Fuente :  Elaborac ión propia  con base  en  Ley  Agrar ia  y  e l  Reglamentos  de  l a  Ley  Agrar ia  en  

Mater ia  de  Cer t i f i cac ión de  Derechos  E j ida les  y  Ti tu lac ión  de  Sola res  Urbanos .  

Ausencia de asentamientos humanos y el papel de las instituciones agrarias 

Los sujetos agrarios, el Comisariado ejidal y las autoridades agrarias no incorporaron a la 

agenda de la asamblea ejidal el destino de las tierras de los barrios del ejido. Tampoco las 

instituciones agrarias impulsaron dichas acciones. La Procuraduría Agraria, encargada de 

proteger el fundo legal de los ejidos, con las reformas de 1992, no incidió para que los 

ejidatarios delimitaran un área de asentamientos humanos. Esto se debió a que la 
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Procuraduría tenía funciones de asesoría jurídica a petición de la Asamblea ejidal, pero no 

para crear políticas de regularización de asentamientos humanos ejidales. Su participación 

en la certificación de las tierras, no tiene facultades para obligar a delimitar un área de 

asentamientos humanos y la protección al fundo legal no tiene instrumentos jurídicos o de 

políticas públicas. 

Por su parte el Registro Agrario Nacional y el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía durante la certificación cumplieron con tareas técnicas, apartadas de políticas o 

mecanismos legales de delimitación de asentamientos humanos. Actualmente el Registro 

Agrario Nacional sólo cumple con funciones catastrales de las tierras ejidales, con lo que no 

puede incidir en el crecimiento urbano de los ejidos.  

El papel del Reglamento Interno en el ejido 

El Reglamento Interno (1993) 

El Reglamento Interno en el ejido de San Felipe Coamango fue creado en el contexto de la 

certificación de las tierras ejidales. El Presidente del Consejo de Vigilancia entre 1993 y 1995 

comenta que “los ejidatarios de base” discutieron los puntos y después se sometió a la 

Asamblea de ejidatarios. Él mismo recuerda que se presentaron aproximadamente el 80% de 

los ejidatarios a dicha Asamblea con la presencia de “…un representante de la Procuraduría 

Agraria para levantar el acta y después de que se aprobó se registró en el Registro Agrario” 

(Entr_Gómez Martínez, 2015). 

La posibilidad de regular las actividades colectivas al interior del ejido por medio del 

Reglamento Interno organizó algunas actividades. Entre ellas, el Presidente del Consejo de 

Vigilancia señala que se reguló: 

“…el perjuicio, son perjuicios acá internamente, acá entre nosotros, pero ahí viene también, cuánto 

se va cobrar por mata o por mazorca, si es avena, cuánto se va cobrar por metro, ahí viene también, 

esos ya son acuerdos internos de los ejidatarios… la avena, lo de maíz, bueno de lo que sembramos 

aquí. Por decir, que yo fui y metí mis animales en un terreno ajeno, ahí también hay una fracción 

cómo se va a sancionar.” (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

La misma persona señala que se incluyó en el Reglamento Interno que las personas que 

transfieran o adquieran derechos ejidales deben aportar al ejido 50 salarios mínimos cada uno 

en beneficio del ejido, ya sea para algún trabajo o para los viáticos del Comisariado cuando 
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tenga que ir a alguna institución a hacer un trámite del ejido. Otro elemento es el 

procedimiento interno para transferir los derechos ejidales, señalando lo siguiente: 

“…debe de avisar que vas a vender, no que ya hasta acabaste tu dinero de que vendiste el terreno y 

a penas vienes a avisar. Y le digo al que compra, que tal si al otro día se murió el señor, o al mes, 

¿cuánto hace?, no pues ya como dos o tres años, que tal si al mes o los dos meses se murió el dueño, 

ya perdiste, pero ¿Por qué?, si el sucesor viene toma el derecho y lo primero que no le puede 

reclamar, quién sabe mano, a mí no me compraste nada, el terreno es mío, a mí me lo dejaron todo 

y hazle como quieras” (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

El uso del Reglamento Interno en el ejido ha tenido la finalidad de evitar o resolver 

conflictos internos. Hasta el momento de formular el Reglamento Interno, los asentamientos 

ubicados en tierras parceladas, a pesar de ser irregulares no provocaban problemas suficientes 

sobre la tenencia de la tierra o algún conflicto para la Asamblea ejidal para ser atendido.  

Un nuevo Reglamento Interno del ejido (2007) 

El Reglamento Interno vigente en el ejido de San Felipe Coamango fue aprobado el 29 de 

julio del año 2007, en segunda convocatoria, 12 años después de haber certificado con el 

programa Procede. En la primera convocatoria del día 20 de julio de 2007 sólo asistieron 34 

ejidatarios legalmente reconocidos (ver Anexo 11). En el acta se señala que, por tratarse de 

la segunda convocatoria, la instalación de la asamblea se hace con los ejidatarios asistentes, 

en este caso 56124.  

El Comisariado ejidal hizo una exposición sobre el proyecto del Reglamento Interno, 

que se analizó en la asamblea. Una vez resueltas las dudas y comentarios de los ejidatarios, 

se solicitó a la Asamblea manifestarse en sentido aprobatorio o desaprobatorio. La Asamblea 

se pronunció a favor del nuevo Reglamento Interno con todos los 56 votos asistentes. Con el 

mismo número de votos se solicitó la inscripción en el Registro Agrario Nacional.  

Las funciones y la organización del Reglamento Interno fueron definidas de la 

siguiente manera:  

“…es un instrumento jurídico formal que tiene por objeto regular la organización económica y el 

funcionamiento del ejido, establecer los derechos y las obligaciones de sus integrantes, normar sus 

actividades productivas conforme al régimen de explotación adoptado, para garantizar el 

aprovechamiento integral de sus ejidatarios y la violación de sus preceptos será sancionada con lo 

                                                 
124 En esta sesión de la Asamblea, tras el pase de lista, se corroboró que el número de asistentes fue de 56 

ejidatarios legalmente reconocidos de 203 (Acta de la Asamblea del 20 de julio de 2007).  
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que establece el propio reglamento…” (Reglamento Interno del Ejido de San Felipe Comanago, 

2007). 

 En el Reglamento Interno falta una reglamentación, con respecto a las zonas de 

urbanización. Esto queda claro al revisar los diversos títulos del Reglamento Interno: En el 

título primero “Disposiciones Generales”, se establece el área de acción del Reglamento, En 

el título segundo “De los ejidatarios, avecindados y posesionarios” se establece los derechos 

y obligaciones de los sujetos agrarios de manera puntual (Reglamento Interno del Ejido de 

San Felipe Comanago, 2007).  

En el título tercero “De los Órganos del ejido” se replican y detallan algunos preceptos 

establecidos por la Ley Agraria que se refieren a la Asamblea, el comisariado ejidal y el 

Consejo de Vigilancia. En el título cuarto “De las Tierras ejidales” se menciona la condición 

de las tierras ejidales, de las tierras de uso común, de las tierras parceladas y de las tierras 

con destino específico, especialmente la parcela escolar, pero no se menciona nada respecto 

a los asentamientos humanos. En el título quinto “Del uso y aprovechamiento de las aguas 

del ejido”, se señala el carácter del vital líquido para los ejidatarios. En el título sexto “Fondos 

Comunes” se señala la aplicación de los recursos económicos que se obtengan por parte del 

ejido. En el título séptimo “Sanciones”, se señalan las sanciones económicas que se imponen 

a los sujetos agrarios cuando se incumplan con las obligaciones (Reglamento Interno del 

Ejido de San Felipe Comanago, 2007).  

En este último caso, se prevén algunas sanciones establecidas, que han sido usuales 

por parte de los sujetos agrarios, por ejemplo se imponen una multa de 5 salarios mínimos 

por: “No cumplir con los trabajos comunitarios o de faenas acordados por la asamblea”, por 

“negarse a cumplir sin causa justificada las resoluciones de la asamblea o de los acuerdos de 

los órganos de representación y vigilancia ejidal”125 (Ver art 52 del Reglamento Interno del 

Ejido de San Felipe Comanago, 2007).  

Lo anterior, muestra que la asamblea tiene y puede ejercer acciones para regular el 

comportamiento de los sujetos agrarios a partir de sus prácticas internas establecidas. En el 

                                                 
125 En el mismo Reglamento (Art. 52) se considera “Asistir a la asamblea portando armas o bajo efectos de 

drogas, enervantes o bebidas alcohólicas; Pastar a los animales al interior de las parcelas sin consentimiento 

del dueño; el ejidatarios que acumule 2 faltas consecutivas e injustificadas será separado como ejidatario por 

el tiempo que determine la asamblea…” (Reglamento Interno del Ejido de San Felipe Comanago, 2007).  
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mismo sentido la Asamblea podría acordar otras facultades con respecto a otros temas, como 

es determinar reglas internas capaces de regular los espacios y de acuerdo a las prácticas de 

los pobladores, la delimitación y regularización de asentamientos humanos o el 

establecimiento de sanciones o multas a quienes construyan sobre terrenos parcelados.  

En el caso de las tierras para el asentamiento humano ni siquiera se retoma lo 

instituido en la Ley Agraria. Lo que muestra un desinterés de la Asamblea, del Comisariado 

ejidal y los sujetos agrarios por regular los asentamientos humanos, a pesar de haber sido 

aprobado en 2007, 17 años después de haber sido certificado y donde el crecimiento urbano 

era más evidente, que durante la política de certificación en 1995.  

En el ejido de San Felipe Coamango, el Reglamento Interno no es un instrumento que 

se utilice de manera importante para organizar los bienes y recursos del ejido para su 

desarrollo interno. El Reglamento Interno del ejido ha regulado algunas prácticas 

organizativas, como las que señalamos anteriormente (multa por no cumplir con sus 

obligaciones comunitarias), pero otras asociadas a la consolidación de los barrios del ejido 

(gestiones de equipamiento) han sido omitidas a pesar de ser utilizadas al menos desde la 

década de los 80´s.  

Ausencia de disposiciones sobre asentamientos humanos en el Reglamento Interno 

El Reglamento Interno aprobado no incluye en ninguna de sus modalidades la creación de la 

Junta de pobladores. Se omiten las referencias a los asentamientos humanos y la forma en 

que se organizan y gestionan los barrios establecidos en el ejido. El Reglamento está 

planteado como si el destino de las tierras fuera sólo de parcelas y uso común. No se reconoce 

ninguna condición de las viviendas construidas en las parcelas del ejido.  

La Ley Agraria permite a los ejidatarios normar sus prácticas cotidianas por medio 

del Reglamento Interno. Pero no hay forma de obligarlos para que establezcan cada una de 

dichas prácticas en el Reglamento, incluida la creación de la Junta de Pobladores y los temas 

de asentamientos. Sin embargo, la Ley Agraria en su artículo 70 establece que el Reglamento 

Interno del ejido debe normar el uso de las parcelas escolares. En San Felipe Coamango los 

terrenos destinados a las actividades educativas quedaron reconocidas simplemente como 

“parcelas” (ver Cuadro 3.5). Las Asamblea y los ejidatarios han omitido esta obligación.  



236 

En conclusión, el reglamento quedó configurado como mecanismo de organización 

del ejido. A partir de éste, la asamblea puede definir el funcionamiento de las actividades 

establecidas en el artículo 27 constitucional, en la Ley Agraria vigentes, pero esencialmente 

puede establecer las formas de administrar los recursos del ejido, sin menoscabar los 

derechos de los sujetos agrarios. Esto puede inclusive comprender reglas y normas basadas 

en usos y costumbres. Con este instrumento, se habilitó a la asamblea para resolver los 

problemas colectivos al interior del ejido, sin oponerse a los municipios o de las entidades 

federativas, por ejemplo, sin contradecir o actuar al margen de los Programas de Desarrollo 

Urbano. 

Entre dichas facultades se puede o debe incluir la administración de las tierras para el 

asentamiento humano. En colaboración con la Junta de Pobladores, los ejidatarios pueden 

planear, administrar y regularizar las zonas de urbanización generadas o las que se pretenden 

urbanizar en las parcelas y tierras de uso común en los ejidos. A partir de ello, la asamblea 

podría establecer las condiciones internas para destinar algunas áreas estratégicas de los 

barrios del ejido para el crecimiento urbano.  

La organización del ejido de San Felipe Coamango se ha encontrado con varios 

problemas para implementar este tipo de acciones en los terrenos ejidales. Se ha comentado 

la ausencia del debate sobre las zonas urbanas, la falta de delimitación de una zona de 

urbanización cuando se llevó a cabo el programa de certificación (Procede) y el nulo interés 

por constituir la Junta de Pobladores prevista en la Ley Agraria, para guiar la consolidación 

de los barrios del ejido, que se han comentado en apartados anteriores.  

El municipio en la delimitación de asentamientos humanos ejidales 

La inacción pública frente a las políticas y múltiples programas para el desarrollo urbano 

Como ya se ha señalado repetidamente, las tierras del ejido puede ser objeto de obras y 

servicios de urbanización con base en los procedimientos señalados en el capítulo II. Para 

delimitar zonas urbanas ejidales, de acuerdo a la Ley Agraria, es necesaria la aprobación de 

la Asamblea ejidal, pero debe considerarse la Ley General de Asentamientos Humanos y las 

regulaciones del Plan de Desarrollo Urbano Municipal.  
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En el capítulo III, hemos dado cuenta de que en San Felipe Coamango no existe 

formalmente un área de asentamientos humanos delimitada. El municipio regula los 

asentamientos humanos ejidales, pero tiene que haber una articulación con las autoridades 

ejidales. Es decir, las autoridades ejidales o municipales no pueden ordenar y regular de 

manera autónoma los asentamientos humanos ejidales. No obstante, se tiene que clarificar el 

papel de cada ordenamiento jurídico, pues no se han reglamentado los procedimientos que 

cada una de las leyes tiene en la delimitación y regularización de los asentamientos humanos 

ejidales.  

La posibilidad de delimitar un área de urbanización implica hacer frente a lo que 

Flores Rodríguez (2008, pág. 53) ha denominado “una confusa superestructura jurídica” para 

cualquier política de asentamientos humanos ejidales en los núcleos agrarios por la 

confluencia de marcos legales, programas, políticas y cursos de acción agrarios y urbanos 

con la incidencia de los tres niveles de gobierno.  

Los mecanismos de delimitación de asentamientos humanos ejidales se complican, 

pues la organización interna de los ejidos y sus prácticas no obligan a regular y regularizar 

las superficies donde construyen sus viviendas. El Reglamento Interno puede regular los 

asentamientos humanos porque así lo establece la Ley Agraria, pero en los hechos no se elige 

la Junta de Pobladores, no hay sanciones a los sujetos agrarios que construyen viviendas en 

tierras parcelarias. La Asamblea ejidal y las autoridades agrarias tampoco se preocupan por 

regularizar la superficie parcelada que la población usa para la vivienda en los barrios.  

En el ejido estudiado, confluyen las disposiciones, contradicciones y acciones 

externas e internas. Hay un plan estatal de desarrollo urbano, pero no hay un plan de 

desarrollo urbano para la región o un plan parcial; el plan municipal de desarrollo urbano 

aprobado en 2004 no señaló proyecciones de crecimiento poblacional en el ejido de San 

Felipe Coamango y ha quedado al margen de la consolidación de los barrios. De acuerdo con 

Martínez Balderaz (2015), Subdirectora de Desarrollo Urbano del municipio, hasta finales 

de 2015 no ha habido iniciativas o propuestas por parte del gobierno municipal para 

actualizarlo o crear uno nuevo. 

Los planes o programas de desarrollo urbano (federal, estatal o municipal) inciden de 

manera directa en la regulación de la urbanización en la propiedad privada, pero no en la de 
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los ejidos, ya que la Asamblea ejidal tiene que aprobar la delimitación de asentamientos 

humanos. En el municipio de Chapa de Mota, sólo el ejido de San Miguel Chapa de Mota y 

La Palma cuenta con área de asentamientos humanos, reconocidas en el Padrón e Historial 

de Núcleos Agrarios. El primero ubicado en la cabecera municipal y el segundo, en el sur 

poniente de dicha cabecera. En el resto de ejidos, y especialmente en el ejido de San Felipe 

Coamango, las superficies destinadas a la urbanización siguen siendo parcelas y el Plan 

Municipal de Desarrollo Urbano lo considera como tierras agrícolas.  

La asamblea del ejido, más bien se ha caracterizado por la inacción, que, por la 

planeación, el control o la prohibición de uso de zonas parceladas para las viviendas. Primero, 

porque durante la política de certificación no fue un tema abordado en el pleno de las 

asambleas, por tanto, no se delimitó una zona de urbanización, pese a contar con barrios en 

proceso de consolidación, escuelas, pozo profundo, etc. Segundo, porque la asamblea 

delimitó como parcelas las superficies destinadas a escuelas, pozo profundo, entre otras. 

Tercero, porque desde 1992 hasta 2015 la Asamblea sólo ha discutido de manera secundaria 

estos temas y no ha tomado ningún acuerdo para su regularización o regulación, pese a la 

existencia de cuatro barrios en el ejido. 

El municipio como vínculo informal entre asamblea e instituciones agrarias 

La Subdirectora de Desarrollo Urbano del municipio señaló en la entrevista realizada, que el 

municipio establece un vínculo de comunicación entre las asambleas de los ejidos y los 

representantes de las instituciones agrarias (RAN y PA). El municipio brinda información 

sobre las instancias a las que deben acudir la Asamblea ejidal o los sujetos agrarios para 

regularizar sus parcelas, especialmente cuando recién se eligen a los integrantes del 

Comisariado ejidal, pues no tienen información sobre las actividades que deben 

desempeñarlas y cómo las deben realizar. En las entrevistas a los miembros del Comisariado 

ejidal, se señala que hay un proceso de transición dentro Asamblea ejidal, cuando los 

integrantes salientes apoyan a los integrantes elegidos. Cuando con las consultas a las 

autoridades anteriores no se resuelven los problemas acuden al municipio a solicitar apoyo.  

De hecho, el municipio no otorga de manera directa el apoyo solicitado, pues el 

municipio no es una instancia legalmente reconocida para otorgar apoyo jurídico, técnico o 
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de cualquier otra índole. El municipio sólo sugiere las instancias a las que los solicitantes 

pueden acudir o consultar sus asuntos. Estas tareas, de acuerdo con la Ley Agraria, le 

corresponden a la Procuraduría Agraria o al Registro Agrario Nacional, de acuerdo al tema 

de que se trate. El municipio sólo puede ofrecer apoyo, cuando se trate de la delimitación de 

asentamientos humanos, para que ratifique que determinada superficie no transgrede la 

reglamentación en materia de desarrollo urbano del municipio.  

El municipio también puede asesorar, según la entrevistada a la Subdirección de 

Desarrollo Urbano, para que las parcelas adopten el dominio pleno como una alternativa para 

regularizar los asentamientos humanos (Entr_Martínez Balderaz, 2015). En el mismo 

sentido, se pronunció el Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano, quién señaló que 

el cambio de las tierras ejidales a dominio pleno da mayor valor a los terrenos para venderlos, 

por el simple hecho de haber pagado el impuesto predial de manera individual 

(Entr_Sandoval Jaimes, 2015).  

El papel que ha tenido el municipio para promover la adopción del dominio pleno es 

informal, porque el municipio no es una instancia legalmente reconocida por la legislación 

agraria para promoverla. Y en caso de que fuera una instancia legal, podríamos señalar que 

no se ha cumplido con dicha tarea, pues su promoción ha sido insuficiente para impulsar la 

regularización de los asentamientos humanos de los ejidos, porque de todos los núcleos 

agrarios del municipio de Chapa de Mota, de acuerdo con el Padrón e Historial de Núcleos 

Agrarios (PHINA) hasta diciembre de 2014, de 10 ejidos, sólo en un ejido se había adoptado 

el dominio pleno. Este es el ejido de Dongú, que de una superficie total de 1304.71 hectáreas 

parceladas (sólo cuenta con delimitación de parcelas) ha adoptado el domino pleno en una 

superficie de 2.5 hectáreas. 

Urbanización ejidal vista desde el municipio 

La reforma al marco jurídico permitió que los núcleos agrarios delimitaran una zona de 

asentamientos humanos, al momento de implementar la política de certificación y de 

registrarlo en el plano interno de los ejidos y de las comunidades. En el municipio de Chapa 

de Mota, de acuerdo con el PHINA (2014), sólo los ejidos de San Miguel Chapa de Mota y 
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La Palma acordaron delimitar una superficie de asentamientos humanos delimitada. El 

primero delimitó 25. 28 hectáreas y el segundo, 2.33 hectáreas.  

Desde el punto de vista de la Subdirección de Desarrollo Urbano del municipio (2012-

2015), la delimitación de asentamientos humanos fue un mecanismo acertado. Sin embargo, 

en el municipio de Chapa de Mota, no estuvo precedido por estudios donde se proyectara el 

crecimiento de la zona urbana ejidal para determinar las superficies necesarias para delimitar, 

ampliar, regularizar o reservar, en función de las necesidades de los núcleos agrarios 

(Entr_Martínez Balderaz, 2015).  

En este sentido, la política de certificación se desaprovechó para la planeación y 

constitución de zonas de asentamientos humanos. Si desde 1954, con el Reglamento de las 

Zonas de Urbanización Ejidal ya se tenían contemplada delimitar una zona de asentamientos 

en el ejido, la política de certificación tenía condiciones para establecer de manera obligatoria 

un área de asentamientos para la vida colectiva de los núcleos agrarios.  

4.4 La fragilidad y el conflicto de la asamblea con el 

municipio 

Tipo de relación entre la asamblea y el municipio  

Asentamientos humanos ejidales; entre el respeto a las normas y las prácticas 

Las autoridades municipales (Dirección de Obras Públicas y Desarrollo Urbano y la 

Subdirección de Desarrollo Urbano) de Chapa de Mota señalan que no tienen injerencia sobre 

los ejidos. La autonomía y la personalidad jurídica del ejido de San Felipe Coamango, impide 

que las autoridades municipales puedan regular la construcción de viviendas y la dotación de 

servicios públicos, infraestructura y equipamiento en los ejidos. Las autoridades municipales 

se ponen límites frente a las autoridades de las asambleas ejidales, a pesar de tener facultades 

legales que vincula al municipio con el ejido para regular el crecimiento urbano.  

Ante la pregunta expresa ¿Ustedes tienen algún tipo de colaboración con las 

Asambleas de los núcleos agrarios, para tratar los asuntos de urbanización?, la respuesta del 

Director de Desarrollo Urbano y Obras Públicas fue: 
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En sí, no hay ningún tipo de comunicación… aquí nosotros resguardamos la situación del desarrollo 

urbano con respecto al crecimiento por la necesidad, esto a qué lo enfoco yo, la necesidad que tiene 

el individuo en crecer y cubrir sus situaciones hace que esas zonas parcelarias que eran en un 

momento dado de gran extensión se vayan terminando ya por construcciones…No podemos decir 

un no, cuando la propiedad no es municipal ni nuestra, sino nada más tener una organización para 

que ese crecimiento dentro de ese primer cuadrante, por ejemplo, de escuelas, cafés internet, 

papelerías…” (Entr_Sandoval Jaimes, 2015). 

Las autoridades ejidales también establecen límites claros con el municipio, al no reconocer 

vínculo alguno entre las dos instancias, porque tienen su propio campo de acción donde las 

decisiones sobre cualquier tema, incluido los asentamientos humanos, depende de los sujetos 

agrarios. El Comisariado ejidal (2012-2015) señaló que: 

“…el delegado él lo único que le vas a pedir un apoyo que te firme y te selle las Convocatorias 

cuando se hace las reuniones, eso sí le pedimos de favor a los delegados de la comunidad de que nos 

hagan favor de firmar y sellar las convocatorias para la elección o para alguna reunión que hay. 

Entonces si nada más, pero lo que es el municipio eso si cero… No, ahí no, lo que es el municipio, 

ese no interviene en nada para lo que es acá de los ejidos.” (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

El municipio no tiene forma de incidir sobre las decisiones de los sujetos agrarios y la 

asamblea ejidal. Las autoridades ejidales no han asumido sus facultades para regularizar los 

asentamientos humanos. La asamblea del ejido no regula el crecimiento urbano con 

instancias legalmente reconocidas, como el Reglamento Interno o con la creación de la Junta 

de Pobladores, pero tampoco las regula con las prácticas cotidianas.  

Las autoridades ejidales forman parte (cada vez con menor intensidad después del 

año 2000) de las instancias que gestionan equipamiento, servicios públicos e infraestructura 

en el ejido de San Felipe Coamango; sea donando las tierras de uso común o parcelas de los 

sujetos agrarios; acompañado a los Comités creados para solicitar los apoyos en instancias 

federales, estatales o municipales; respaldando a los delegados, subdelegados y Consejo de 

Participación Ciudadana para gestionar ante las instancias gubernamentales.  

Incluso en funciones exclusivas de las autoridades ejidales, según el Comisariado 

ejidal Pedro Gómez, reciben apoyo del delegado. Por ejemplo, el Comisariado tiene la 

facultad de convocar a la Asamblea ejidal, pero recibe apoyo del delegado del pueblo, quién 

firma y sella las convocatorias. El delegado no tiene ninguna función o atribución relacionada 

con la convocatoria de la Asamblea ejidal, aun así, la firma y sella para que se distribuyan en 

los lugares más concurridos del ejido y del pueblo.  
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El municipio ha invertido en infraestructura, equipamiento y servicios públicos (Ver 

Cuadro 4.2) a pesar de que las autoridades municipales establecen un límite de actuación 

frente a las autoridades ejidales. El municipio no reconoce en el Plan Municipal de Desarrollo 

Urbano de 2004 al ejido de San Felipe Coamango como una zona susceptible de desarrollo 

urbano y la Asamblea ejidal no ha delimitado una zona urbana ejidal. Además, la presidencia 

municipal ha designado subdelegados en cada uno de los barrios del ejido. 

El marco jurídico de 1992 previó la interacción de las autoridades ejidales y 

municipales para regular el crecimiento urbano en el plano interno de los ejidos. Si bien 

cuenta con poca claridad para que ambas instancias cumplan con sus funciones, las 

autoridades municipales de Chapa de Mota y el ejido de San Felipe Coamango en las 

entrevistas realizadas no reconocen los espacios de colaboración de acuerdo con el marco 

jurídico, pero en la práctica si interactúan y ellos mismos lo comentan. El mismo Director de 

Obras Públicas del municipio de Chapa de Mota expresó: 

“…en lo que vamos del trienio del señor presidente, se han gestionado electrificaciones…en el ejido 

tenemos, sino mal estoy, Los Ailes…de acá de la Emiliano Zapata, hacia la derecha se hizo una zona 

de electrificación que se hace por gestión. Del 2014 al 2015 se siguieron haciendo gestiones, se 

hicieron gestiones que por ejemplo ahorita entraron electrificaciones en San Felipe Coamango, te 

hablo por ejemplo de La Manga… nosotros lo que podemos apoyar es en algún proyecto o en alguna 

situación de beneficio para ellos [ejidatarios]” (Entr_Sandoval Jaimes, 2015). 

El Comisariado ejidal señala que el municipio es quién realiza las obras públicas en el ejido 

al describir lo siguiente: 

“…cuando se quiera abrir un camino o ampliar un camino, hay beneficiarios, los que tienen sus 

terrenos por ahí, son los que solicitan un beneficio del camino o una ampliación de camino para el 

caso por ejemplo de electrificación, el caso de la instalación del drenaje y eso para que entre el 

municipio a trabajar necesita los metros. Pero para eso ahí se debe de formar un Comité beneficiario, 

que es el Presidente, el Secretario y el Tesorero, tres personas y las tres personas vienen a solicitar, 

por ejemplo, el tesorero, viene a solicitarme el apoyo para llamar a todos los beneficiarios del camino 

o afectados al mismo tiempo se afecta porque le quitan 1 metro, 2 metros” 

En la práctica, ambas instancias desarrollan cursos de acción o inciden en la dotación de 

obras públicas, infraestructura y servicios públicos sin seguir la reglamentación urbana en 

los ejidos. Cuando solicitan proyectos al municipio para construir escuelas o para ampliarlas, 

se convoca a la Asamblea ejidal y viene un representante del municipio a manifestar su deseo 

de realizar una obra pública, bajo qué condiciones y en qué parte del ejido. En este tipo de 

reuniones el Comisariado ejidal invita a la Procuraduría Agraria para asesorarlos y para que 

levanten y firmen el acta, en función de lo que se decida. 
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El municipio tiene una relación en la práctica con la Asamblea ejidal cuando se trata 

de atender las demandas de la población. Si bien el municipio no puede participar o incidir 

en las decisiones tomadas al interior de la Asamblea, si se acerca a ella para que cedan las 

superficies necesarias para la construcción o mejoramiento de equipamiento, que se 

construya la infraestructura carretera, para que se instalen los postes de electricidad, 

alumbrado público, teléfono, entre otros. El municipio brinda el apoyo cuando es posible 

incluirlo en los Programas de Obras Públicas (Entr_Martínez Balderaz, 2015; Entr_Sandoval 

Jaimes, 2015).  

El Comisariado interviene en la gestión de obras públicas en el ejido, aun cuando son 

escazas para dialogar con los beneficiarios o los que se sientan afectados por tomar superficie 

para la construcción de equipamiento educativo, de salud u otro. Dicha participación es para 

reunir a los ejidatarios o posesionarios y puedan plantear las condiciones en las que cedan 

parte de sus terrenos (Entr_Gómez Martínez, 2015). 

La acción pública de la asamblea y autoridades auxiliares municipales  

Para el desarrollo de servicios públicos, infraestructura o equipamiento en el ejido de San 

Felipe Coamango se han coordinado las instancias municipales y ejidales, a veces más y a 

veces menos. Las iniciativas pueden surgir desde distintos actores (ver capítulo III), donde 

las instancias agrarias y municipales tienen una participación activa. Los sujetos agrarios, 

como favorecidos directos, tienen una incidencia directa en la organización de la iniciativa e 

incluso, solicitan apoyo a las autoridades municipales para tener un apoyo mayor. Los 

delegados, subdelegados y consejo de participación ciudadana, acompaña el proceso de 

gestión ante las instancias adecuadas, incluso colaboran en la construcción de los servicios e 

infraestructura, aun cuando son superficies ejidales.  

La Asamblea ejidal no tiene incidencia de manera directa, salvo que la dotación de 

los servicios o la construcción de infraestructura afecten los terrenos de uso común. En el 

caso de los equipamientos el Comisariado ejidal convoca a la Asamblea, para decidir, si se 

cede la superficie de tierras de uso común o no. El Comisariado ejidal también interviene 

para dialogar con los beneficiarios o los afectados por utilizar superficie para la construcción 

de equipamiento o ampliación de la infraestructura, les hace saber los beneficios y las 
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condiciones en las que cedan parte de sus terrenos. Cuando los ejidatarios o posesionarios se 

niegan a ceder parte de la superficie de sus parcelas, el Comisariado apela a la valorización 

de sus terrenos, planteado por Morales Schechinger (2006) como el beneficio de la 

localización de los terrenos, porque un terreno con acceso a los caminos, la luz, el teléfono o 

con acceso instituciones educativas o de salud da mayor valor a las parcelas cuando se 

quieran vender.  

Hay algunas situaciones, como el caso de la construcción de la clínica, donde se 

aprueba su construcción por parte del gobierno municipal (estatal o federal) y posteriormente 

se convocó a una asamblea (en caso de ser tierras de uso común) o las partes interesadas para 

informales sobre su construcción, en donde se levanta un acta que tienen las superficies 

cedidas y la firma de autoridades ejidales y autoridades auxiliares municipales.  

Sin embargo, también encontramos casos como el de la construcción de la 

Preparatoria Oficial No. 77, en donde previo a la aprobación de construcción de la escuela, 

los ejidatarios se reunieron en asamblea para levantar un acta de acuerdo en donde cedían 

parte de la superficie del ejido126. En la reunión de todos los interesados hubo representantes 

del gobierno municipal para atestiguar los acuerdos de los sujetos agrarios y al mismo tiempo, 

informa el tipo de trabajo a realizar, las condiciones técnicas de su posible realización y las 

afectaciones a las superficies de los terrenos ejidales.  

La fragilidad de las instituciones municipales en la regulación del 

crecimiento urbano 

La debilidad del Código Administrativo del Estado de México (Libro V) 

En el Libro V del Código Administrativo del Estado de México se fijan “…las bases para 

planear, ordenar, regular, controlar, vigilar y fomentar el ordenamiento territorial de los 

asentamientos humanos y el desarrollo urbano de los centros de población en la entidad” 

(Art. 5.1). El Código establece el marco de acción del gobierno estatal y los municipios de 

manera detallada (Art. 5.1-5.64).  

                                                 
126 En este proceso, se mostró la participación de las autoridades ejidales y de las autoridades auxiliares 

municipales de manera activa, pues no sólo prescinden las Asambleas, sino también firman en el acta de 

acuerdos.  
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Se redefinen los ámbitos de competencia de las autoridades estatales y municipales, 

para transferir a estas últimas las nuevas funciones que les atribuye el artículo 115 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En este sentido, se consignan las 

atribuciones de los municipios para: “Formular, aprobar, ejecutar, evaluar, modificar y 

actualizar los planes municipales de desarrollo urbano y los parciales que de ellos deriven” 

(Art.5.10, fracción I). Se establece el dictamen de impacto regional, como un requisito para 

obtener la autorización municipal, tratándose de usos que produzcan un impacto significativo 

sobre la infraestructura, equipamiento y los servicios públicos previstos para una región o 

para un centro de población en relación con su entorno regional (Ver Art. 5.57). 

La Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda del Estado de México, de acuerdo con 

el artículo 5.9, fracción X, tiene la atribución de “Aprobar el plano de lotificación para la 

localización, deslinde y fraccionamiento de las zonas de urbanización ejidal o comunal y su 

reserva de crecimiento”. En la sección octava “Del plano de lotificación de las zonas de 

urbanización ejidal o comunal” se señala que “la asamblea de ejidatarios o de comuneros 

respectiva, deberá sujetarse a las disposiciones de este Libro, su reglamentación, los planes 

de desarrollo urbano y demás disposiciones jurídicas de la materia” (Art. 5.53) Pero no hay 

claridad en otros ordenamientos jurídicos o reglamentos de cuál es el mecanismo para que 

los municipios pueden hacer uso de dicha localización de las zonas de urbanización ejidal y 

ante qué instancias debe de acudir la Asamblea ejidal para iniciar los procedimientos. 

Además, los planteamientos de este Código no han sido adoptados por el Plan Municipal de 

Desarrollo Urbano para establecer la ruta que deben seguir los ejidos del municipio que 

quieran delimitar o regularizar los asentamientos humanos. 

El Código Administrativo del Estado de México, con base en el análisis realizado, es 

un instrumento que permite organizar los asentamientos humanos y el desarrollo urbano en 

los centros de población, asignando funciones al gobierno del estado y los municipios. Pero, 

cuenta con varias debilidades que dificultan la regulación de los asentamientos humanos en 

el ejido de San Felipe Coamango. Entre ellas se pueden destacar: 1) No tiene un vínculo 

directo con otros marcos jurídicos, como la Ley Orgánica Municipal del Estado de México 

para que el municipio establezca mecanismos precisos en el Plan Municipal de Desarrollo 

Urbano y diseñe otros programas para que los ejidos delimiten o regularicen sus 

asentamientos humanos; 2) No existen reglamentos que faciliten a los municipios la 
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implementación de sus funciones contenidas en el Código Administrativo, pues depende de 

la actuación de las instancias estatales, y estas últimas sólo tiene programas regular para 

regular el crecimiento poblacional de las zonas rurales; 3) Las instancias encargadas de 

vigilar que los municipios cumplan con lo dispuesto en el Código son muy débiles, pues la 

Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda no ha sido suficiente para vigilar que los Planes 

Municipales de Desarrollo Urbano sean viables para regular los asentamientos humanos 

ejidales; y 4) No se establece la relación entre las autoridades ejidales y municipales para 

regular y regularizar los asentamientos humanos ejidales. 

La regulación urbana municipal de los asentamientos humanos ejidales 

El Plan Municipal de Desarrollo Urbano municipal se publicó en la Gaceta de Gobierno el 

31 de marzo de 2004. En el Plan Municipal de Desarrollo Urbano (PMDU) de Chapa de Mota 

(2004) tiene como dos de sus objetivos:  

Analizar la dinámica urbana del municipio con el fin de conocer su problemática y sus tendencias y 

garantizar su desarrollo, sin afectar ni perjudicar al medio natural, social o urbano. 

Proponer la estructura y normatividad urbana en usos y destinos, que permita el ordenamiento 

urbano y garantice el bienestar social. 

El Plan se encuentra conformado por 10 apartados:  

1. Antecedentes y fundamentación jurídica; se describe el marco jurídico que respalda al PMDU en el 

nivel federal, estatal y municipal, así como los alcances esperados.  

2. Diagnóstico: se elabora una valoración de la vocación y las potencialidades del territorio, las 

características demográficas y socioeconómicas, el desarrollo urbano, la infraestructura, 

equipamiento urbano y de servicios públicos en el municipio especialmente, la cabecera municipal, 

San Felipe Coamango, San Juan Tuxtepec y Dongú. 

3. Prospectiva: se proyectan las circunstancias que vivirá el municipio en caso de continuar con las 

características urbanas y poblacionales con los ritmos actuales, pero sólo se hace para las zonas 

urbanas, dejando de lado los espacios rurales como espacios potenciales de crecimiento.  

4. Políticas: se reconoce el crecimiento disperso de las localidades del municipio y dos áreas urbanas: 

a) Área urbana de la cabecera municipal y b) Área urbana de las localidades La Esperanza, San Felipe 

Coamango, San Juan Tuxtepec y Dongú.  

5. Estrategia: se plantea la introducción de infraestructura básica sólo en áreas a consolidarse de las 

localidades de Chapa de Mota, San Felipe Coamango, Dongú, San Juan Tuxtepec, La Esperanza; 

Implementar el diseño de traza urbana plasmado en el Plan Municipal de Desarrollo Urbano. 

6. Catálogo de proyectos, obras y acciones: se enlistan los proyectos a corto, mediano y largo plazo que 

se pueden implementar en planeación urbana, vialidad y transporte, equipamiento, agua potable, 

drenaje, alcantarillado, energía eléctrica, entre otras en todas las localidades del municipio.  
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7. Instrumentación: se define las características y condiciones de los usos y destinos de las tierras, sin 

embargo, no se cuenta en este apartado con la tabla de usos de suelo y no hay una asignación, de 

acuerdo a los usos y destinos establecidos en las zonas urbanas (cabecera municipal, San Felipe 

Coamango, La Esperanza, etc.).  

8. Anexo Gráfico: Contiene todos los planos desarrollados en la elaboración y definición del Plan 

estructurado en 20 rubros. 

9. Anexo Estadístico y Metodológico” se presentan los aspectos teóricos desarrollados por el consultor 

para la identificación de la problemática urbana y definición de la estrategia aplicable en el municipio.  

10. Epílogo: se certifica la aprobación del Plan Municipal de Desarrollo Urbano. 

Como parte de las políticas de ordenamiento urbano, el Plan distingue dos zonas: 1) Área 

urbana de la cabecera municipal y 2) Área urbana de las localidades: La Esperanza, San 

Felipe Coamango, San Juan Tuxtepec y Dongú. El Plan señala como políticas lo siguiente: 

“La política fundamental será la de ordenar y regular el crecimiento urbano del municipio 

vinculado a un desarrollo regional sustentable, abatiendo los déficit en equipamiento y 

servicios”, sin señalar cursos de acción o programas, es decir, sólo se enuncian los objetivo, 

pero en ningún momento las políticas o programas. 

Asimismo señala que: “…es importante concientizar a la población a través del 

presente Plan, para hacer respetar las leyes y ordenamientos en materia urbana”. Aquí 

encontramos una debilidad del Plan, pues estos enunciados no son políticas o programas, más 

bien parecen ser objetivos de políticas. Ante el reconocimiento de dos zonas urbanas, no 

plantea ninguna alternativa para regularizarlas y menos para planear sobre esas superficies 

previendo el futuro crecimiento poblacional.  

En el Plan no hay ninguna mención a procedimientos o cursos de acción a seguir en 

las superficies donde las tierras sean ejidales, pues ello implica un vínculo con las asambleas 

ejidales. Para regularizar las tierras ejidales que se han destinado a usos urbanos se deben 

constituir zonas de asentamientos humanos ejidales, realizar el cambio de régimen a domino 

pleno, pero ninguna de estas vías son señaladas en Plan. Tampoco se señalan procedimientos 

de coordinación para que el ejido cree zonas de asentamientos humanos y el municipio 

actualice los usos del suelo reconocidos en Plan de Desarrollo Urbano.  

Usos y destinos del Plan 
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El Plan Municipal de Desarrollo Urbano de Chapa de Mota (2004) plantea que la zonificación 

de usos y destinos en zonas urbanas y urbanizables responde a la consolidación del área 

urbana actual, así como a las zonas destinadas a absorber el crecimiento futuro. La superficie 

habitacional del municipio es de 165.48 hectáreas, representando el 0.57% del territorio 

municipal (ver Cuadro 4.2). Está distribuida en el municipio, pero gran parte de ella se ubica 

en la cabecera municipal y las localidades de San Felipe Coamango, Dongú y San Juan 

Tuxtepec. Como veremos más adelante, en San Felipe Coamango se han conformado barrios 

en el ejido que comienzan a ser una extensión de la zona considerada urbana, pero que no 

han sido integradas en el Plan como tierras ejidales que pueden ser incorporadas al desarrollo 

urbano, para así ser objeto de adquirir servicios públicos, infraestructura y equipamiento. 

La superficie que el Plan destina en el municipio al equipamiento urbano es de 22.11 

hectáreas lo que representa un 0.08% de la superficie. Sin embargo, como la población 

municipal ha incrementado y el Plan no reconoce a la superficie del ejido de San Felipe 

Coamango como urbana la demanda de equipamiento tiende a ser mayor de la reconocida en 

el Plan. Por ello, la población ha generado prácticas alternativas para organizarse, como se 

muestra con los habitantes del ejido de San Felipe Coamango que utilizan una Junta General 

de Pobladores, con la participación de autoridades municipales auxiliares e instancias ejidales 

que han funcionado y podrían ser una alternativa de gestión que el municipio puede adoptar. 

Cuadro 4.2  

Usos y  destinos del  Plan Municipal  de Desarrollo Urbano de Chapa de Mota,  México 

en Hectáreas y porcentajes ,  

2004 

Usos y destinos 
Superficie  

(Hectáreas) 

Superficie  

% 

Habitacional 165.48 0.57 

Centros urbanos 22.11 0.08 

Industria 11.42 0.04 

Equipamiento 22.11 0.08 

Área no urbanizable 28749.99 99.24 

Total 28971.11 100.00 

Fuente :  e laborac ión propia  con base  en  e l  P lan  Munic ipa l  de  Desar rol lo  Urbano de l  munic ip io  de  

Chapa  de  Mota ,  México (2004) .  
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El municipio de Chapa de Mota no tiene una zona industrial en formación o consolidada, 

pero según el Plan, esta zona es “donde la cabecera municipal alberga una industria mediana 

no contaminante”. La superficie contabilizada como tal en el Plan es de 11.42 hectáreas, 

0.04% del total del territorio municipal.  

Las áreas no urbanizables del municipio, se encuentran integradas por zonas 

forestales, agropecuarias y de riesgo representan el 99.24% del territorio municipal (Ver 

Cuadro 4.2). Bajo esta premisa se plantea que es necesario regular el crecimiento urbano de 

estas superficies del municipio, de lo contrario se estaría atentando contra las zonas forestales 

o la población estaría en riesgo constante por ubicarse en zonas inseguras. 

San Felipe Coamango en el Plan Municipal de Desarrollo Urbano 

En el Plan de Desarrollo Urbano de Chapa de Mota (2004) se reconoce a San Felipe 

Coamango (pueblo y ejido) como una localidad urbana y como un área con posibilidades 

moderadas y altas para el crecimiento urbano, pues apunta como uno de sus objetivos 

particulares  

“Establecer como centro de población la cabecera municipal de Chapa de Mota, sus cuatro barrios 

La Loma, Mefi, Venú y Xhoñe y las localidades de Dongú, San Felipe Coamango y San Juan 

Tuxtepec, La Esperanza y Tenjay, con el fin de aprovechar la infraestructura, servicios y 

equipamiento existentes”. 

Esta localidad, junto con Dongú y San Juan Tuxtepec son reconocidas como las de mayor 

población y vivienda (ver capitulo III), pero al mismo tiempo con un grado importante de 

dispersión en los asentamientos humanos (200 metros cuadrados por vivienda). El Plan 

reconoce que el crecimiento urbano en la localidad de San Felipe Coamango se ha dado sin 

planeación urbana. 

En algunos casos el Plan, sin presentar los límites espaciales de cada uno, hizo una 

separación entre San Felipe Coamango y ejido de San Felipe Coamango. Incluso en un 

cuadro de resumen que titula “Ejidos de Chapa de Mota, 2001” incluye al ejido de San Felipe 

Coamango, con una superficie de 1,403.50 hectáreas, sin embrago, los documentos de la 

carpeta básica y el Padrón Historial de Núcleo Agrarios (2014) establece que son 716.65 

hectáreas. En otros casos, se refiere al aprovechamiento del suelo, distingue que el primero 

cuenta con “posibilidades bajas para uso urbano, pero cuentan con aptitudes para actividades 
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forestales y agropecuarias. Se recomienda actividades de reforestación, recreación extensiva 

y conservación”. En tanto, señala que para el segundo el aprovechamiento del suelo “…se 

recomiendan para la recarga de los mantos acuíferos, por prevalecer pendientes menores al 

5%, zonas de recreación intensiva y construcción a baja densidad”. 

En otros apartados del Plan integra al ejido con el pueblo, por ejemplo, al referirse a 

equipamiento educativo declara que San Felipe Coamango tiene tres planteles de educación 

primaria: Miguel Hidalgo y Costilla, Adolfo López Mateos y Emiliano Zapata. Pero sólo uno 

de ellos se encuentra en el pueblo y los otros dos en los barrios del ejido. Y que cuenta con 

una secundaria (Secundaria Oficial No. 291) y una preparatoria (Preparatoria Oficial No. 77), 

cuando ambos están ubicados en el barrio La Chinda del ejido. 

Deficiencias del PMDU 

Encontramos una seria debilidad en la construcción del Plan, en el caso de la síntesis del 

diagnóstico (punto 2.8) no se resumen o enlistan las problemáticas encontradas sobre la 

vialidad, equipamiento urbano, infraestructura, riesgos urbanos, medio ambiente u otros. El 

contenido de los puntos señalados en dicho apartado, según nuestra interpretación, se remite 

a las especificaciones técnicas solicitadas en este apartado por la reglamentación legal de los 

planes de desarrollo urbano.  

Por ejemplo, en uno de los puntos dice: “● Pronóstico tendencial: Descripción de los 

efectos en la población, en los bienes, en infraestructura, etc., que pueden generarse en caso 

de no solucionarse el problema encontrado”. Es una parte del Plan que no fue desarrollado, 

al igual que todo el apartado “Síntesis del diagnóstico”. Este es un vacío que desde el punto 

de vista de las políticas públicas ya que debilita la capacidad de acción del Plan Municipal 

de Desarrollo Urbano.  

Esta ausencia indica, por un lado, que no se concretaron las problemáticas 

encontradas, y por lo tanto, el diseño e implementación de políticas, programas o cursos de 

acción pueden no tener clara la definición de las problemáticas. Por otro lado, que no hubo 

una revisión sistemáticas por las autoridades e instancias encargadas de la aprobación del 

Plan, tanto en el nivel municipal, como en el estatal, puesto que la Secretaría de Desarrollo 
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Urbano y Vivienda emitió un dictamen de congruencia con los objetivos, políticas y 

estrategias establecidas en el Plan Estatal de Desarrollo urbano.  

El PMDU se centra en las cuatro localidades consideradas urbanas: cabecera 

municipal, San Felipe Coamango, San Juan Tuxtepec y Dongú, que en términos de población 

pueden ser consideradas urbanas, pero poco interés se muestra en la planeación del 

crecimiento urbano de las localidades rurales. Se confirma de esta manera, el interés por 

regularizar y normar las localidades con características urbanas, pero poco interés hay en 

planear la forma en que las localidades rurales se van a incorporar, a corto, mediano y largo 

plazo a la urbanización en el municipio. 

Otra deficiencia del Plan Municipal de Desarrollo Urbano es la falta de atención de 

las instancias municipales para actualizarlo. De acuerdo con el artículo 5.10, fracción I del 

Código Administrativo del estado de México, considera que “Los planes de desarrollo urbano 

municipal, se actualizarán cada dos años para verificar el cumplimiento del objeto para el 

cual fueron creados, y en su caso, determinar la necesidad de formular planes parciales a 

ejecutar de manera inmediata”. Esta tarea no la ha realizado el municipio, pues desde 2004 

no se ha actualizado el Plan de Desarrollo Urbano Municipal de Chapa de Mota.  

Obras públicas e infraestructura dotadas por el municipio 

Las autoridades ejidales tienen poco interés en delimitar y regularizar los asentamientos 

humanos ejidales. Las autoridades municipales no han aplicado la legislación en materia de 

desarrollo urbano en el ejido de San Felipe Coamango, obstante, en la práctica si destinan 

esfuerzos para atender las necesidades de los barrios para consolidarse. Las obras públicas 

presupuestadas por el gobierno municipal en el ejido de San Felipe Coamango han sido 

prolíferas.  

La documentación de gestión para los servicios educativos desde preescolar hasta la 

preparatoria da cuenta de la participación del municipio, tanto en el proceso de gestión, como 

con apoyos materiales y monetarios para atender las demandas de la población del ejido. La 

reforma de 1992 al marco jurídico parece no haber transformado esta dinámica, pues el 

Cuadro 4.3 muestra un resumen de los Programas Anuales de Obras Públicas del Municipio 
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de Chapa de Mota (2009-2015) en el que los barrios de los ejidos han recibido varios apoyos 

para mejorar los asentamientos humanos establecidos en las parcelas del ejido.  

Entre 2009 y 1915 se realizaron 44 obras en la demarcación perteneciente a San Felipe 

Coamango, 24 de ellas pertenecieron al menos a alguno de los 4 barrios del ejido de San 

Felipe Coamango (ver Cuadro 4.3). Esto sin incluir los servicios que el municipio estable en 

los Programas de Obras como espacio de ejecución de la obra “Todo el municipio”. Algunos 

de los servicios que forman parte de esta categoría son: apoyo a escuelas, apoyo a la vivienda, 

apertura de caminos, bacheo de caminos, alumbrado público, construcción de losas, 

construcción de letrinas, construcción de obras comunitarias, construcción de puentes, 

construcción de paraderos, mantenimiento de instituciones educativas, construcción de 

banquetas o guarniciones, drenaje sanitario, líneas de agua potable, apoyo con materiales 

(arena, grava, cemento, etc.) entre otros. 

Cuadro 4.3 

Obras públicas e infraestructura dotada al  pueblo y al  ej ido de San Fel ipe 

Coamango por el  municipio de Chapa de Mota,  México  

2009-2015 

Año Nombre de la obra 

Ubicación 

barrios del 

Ejido*  

Ubicación según 

el programa 

Presupues

to 

autorizado 

2009 Construcción de pavimento hidráulico  San Felipe C. 507889.28 

2010 Ampliación de la red de agua potable Los 4 barrios 
Ejido San Felipe 

C. 
251100 

2010 
Ampliación de la red de energía 

eléctrica 

La Manga y 

Emiliano Zapata 

Ejido San Felipe 

C. 
600000 

2010 Construcción de pavimento hidráulico  San Felipe C. 3000000 

2011 
Construcción de pavimento hidráulico 

de la avenida principal 
 San Felipe C. 2098935.7 

2011 

Construcción de 2500 mts. Lineales 

de pavimento hidráulico en diferentes 

manzanas (1a. Etapa) 

La Manga San Felipe C. 500000 

2011 
Construcción de módulos sanitarios 

en dos campos deportivos 
Emiliano Zapata San Felipe C. 160172 

2011 
Construcción de cerco perimetral de 

la escuela “Emiliano zapata” 
Emiliano Zapata San Felipe C. 298084.42 

2011 
Construcción de pavimento hidráulico 

en el libramiento 1ra. Etapa 
 San Felipe C. 196632 

2012 

Construcción de módulos sanitarios 

en dos campos deportivos, San Felipe 

C. 

Emiliano Zapata San Felipe C. 163168.2 
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2012 

Construcción de cerco perimetral de 

la escuela “Emiliano zapata”, San 

Felipe C. 

Emiliano Zapata San Felipe C. 223671.64 

2012 

Construcción de 2500 mts. Lineales 

de pavimento hidráulico en diferentes 

manzanas, San Felipe C. 

La manga y 

Emiliano Zapata 
San Felipe C. 999276.91 

2012 Construcción de pavimento hidráulico  San Felipe C. 58455.6 

2013 Revestimiento de caminos  San Felipe C. 478071.38 

2013 

Ampliación de línea de energía 

eléctrica en la localidad de ejido de 

San Felipe C. bo. Emiliano zapata, los 

Ailes y avenida filadelfia. 

Los Ailes y 

Emiliano Zapata 

Ejido San Felipe 

C. 
323999.83 

2013 

Pavimento hidráulico del estanco 

hacia ex hacienda de Docuay (1a. 

Etapa) 

La Chinda San Felipe C. 399687.23 

2013 
Ampliación de red eléctrica bo. La 

manga 
La Manga San Felipe C. 288411.62 

2013 

Ampliación de línea de energía 

eléctrica en la localidad de ejido de 

San Felipe C. bo. Emiliano zapata, los 

Ailes y avenida filadelfia. 

Los Ailes y 

Emiliano Zapata 

Ejido San Felipe 

C. 
1728000 

2013 

Ampliación de línea de energía 

eléctrica en la localidad de ejido de 

San Felipe C. bo. Emiliano 

zapata, los Ailes y avenida filadelfia. 

Los Ailes y 

Emiliano Zapata 

Ejido San Felipe 

C. 
108000 

2013 Pavimento camino antigua cárcel  San Felipe C. 1500000 

2013 
Construcción de la biblioteca en la 

escuela preparatoria no. 77 1ra. Etapa 
La Chinda 

Ejido San Felipe 

C. 
420000 

2013 
Pavimento camino a los pinos y 

camino a los quintanos 1ra. Etapa 
 San Felipe C. 1008000 

2013 

Construcción de guarniciones y 

banquetas hacia la escuela primaria 

"Miguel Hidalgo" 

 San Felipe C. 400000 

2013 
Continuación de pavimentación con 

concreto hidráulico el estanco  
La Chinda San Felipe C. 800000 

2014 

Ampliación de la línea y red de 

energía eléctrica en la localidad de 

San Felipe C. barrio segundo, calles el 

gigante, eje vial, entrada a los 

depósitos  

 San Felipe C. 156000 

2014 

Ampliación de la línea y red de 

energía eléctrica en la localidad de 

San Felipe C., barrio el panteón 

 San Felipe C. 72000 

2014 

Ampliación de línea y red de energía 

eléctrica en la localidad de San Felipe 

C., calle de los camiones y calle del 

panteón 

 San Felipe C. 108000 

2014 
Construcción de red de distribución 

de agua potable en barrio la laguna 
 San Felipe C. 650000 

2014 Construcción de drenaje sanitario La Chinda San Felipe C. 800000 
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2014 
Pavimento hidráulico del estanco a la 

ex hacienda de Docuay (3ra. Etapa) 
La Chinda San Felipe C. 

1622880.0

5 

2014 Construcción de barda en el panteón  San Felipe C. 243009.98 

2014 

Pavimentación con concreto 

hidráulico de la laguna a Emiliano 

zapata 

Emiliano Zapata 
Ejido San Felipe 

C. 

6352616.5

2 

2014 

Pavimentación con concreto 

hidráulico de la laguna a Emiliano 

zapata 

Emiliano Zapata 
Ejido San Felipe 

C. 
174950.13 

2014 

Pavimentación con concreto 

hidráulico de la laguna a Emiliano 

zapata 

Emiliano Zapata 
Ejido San Felipe 

C. 
40036.37 

2014 
Pavimento hidráulico del estanco a la 

ex hacienda de Docuay (3ra. Etapa) 
La Chinda San Felipe C. 

1622880.0

5 

2014 
Construcción de red de distribución 

de agua potable en barrio la laguna. 
 San Felipe C. 639423.04 

2014 Construcción de drenaje sanitario  San Felipe C. 6760.72 

2015 
Ampliación de la red de energía 

eléctrica 
 San Felipe C. 240000 

2015 
Construcción  de  aula  en  el 

preescolar "Manuel Tolsa" 
 San Felipe C. 400000 

2015 
Construcción de drenaje sanitario en 

las Chindas 
La Chinda San Felipe C. 800000 

2015 Construcción de drenaje sanitario  San Felipe C. 800000 

2015 

Rehabilitación con concreto 

hidráulico en camino principal a san 

juan Tuxtepec 

La Chinda San Felipe C. 2500000 

2015 
Pavimento hidráulico del estanco a la 

ex hacienda de Docuay (4ta. Etapa) 
La Chinda San Felipe C. 880000 

2015 Pavimento de concreto hidráulico  San Felipe C. 504946.33 

Fuente :  e laborac ión  propia  con  base  en  los  Programas  Anua les  de  Obras  Públ icas  de l  munic ip io  

de  Chapa  de  Mota ,  México  (2009 -2015) .  Nota :  *  La  col umna  “Ubicac ión barr ios  de l  E j ido”  

se  ha  rea l izado  en  función  de  la  in formación  conten ida  en  cada  uno de  los  Programas  de  

Obras  Públ icas  (2009 -2015) .  Inc luye  só lo  los  p royec tos  que  expresamente  menc ionan a  

San Fe l ipe  Coamango.   

En el cuadro 4.3 se identifican las obras realizadas en San Felipe Coamango según la 

ubicación reconocida en los Programas de Obras Públicas (2009-2015) con el nombre de la 

obra. Las obras que el municipio ha planificado e implementado en los barrios del ejido de 

San Felipe Coamango están asociadas a la ampliación de redes eléctricas, pavimentación 

hidráulica de caminos, cercos perimetrales de escuelas, ampliación de redes de agua potable, 

creación de módulos sanitarios, construcción de biblioteca, construcción de infraestructura 

para drenaje.  
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Con base en la información del Cuadro 4.3, podemos señalar que el municipio de 

Chapa de Mota atiende las necesidades comunitarias de los asentamientos humanos en el 

ejido de San Felipe Coamango sin distinguir si el Plan Municipal de Desarrollo Urbano lo 

considera como una zona susceptible de desarrollo urbano o no. El municipio no exige que 

los dueños de las parcelas cumplan con los usos y destinos de las tierras establecidos en el 

Plan Municipal de Desarrollo Urbano (ver Cuadro 4.2), es decir, los ejidatarios o 

posesionarios no cambian el destino de las tierras reconocidas en el plano interno como 

parcelas a asentamientos humanos para que el municipio pueda implementar servicios 

públicos, infraestructura o equipamiento urbano.  

Delegados, subdelegados y Copaci para el desarrollo urbano en el ejido 

Es imprescindible el vínculo entre las autoridades ejidales, los delegados, subdelegados y 

Copaci para la gestión de los servicios públicos, infraestructura y equipamiento ante el 

municipio. El delegado es quien de cierta manera otorga legitimidad sobre las necesidades 

de la población. Hay un caso en el barrio de La Manga, donde desde 2008 se elaboró y envió 

una solicitud al Presidente Municipal para ampliación de la red eléctrica de por lo menos 4 o 

5 años de antigüedad. Dada la ausencia de un procedimiento claro que deben seguir los 

pobladores para solicitar el apoyo del municipio, pasaron al menos dos administraciones y 

no hubo respuesta.  

Sin un reglamento, el municipio ha puesto como condición para recibir y atender las 

solicitudes que llegan al municipio tener el respaldo y sello de una instancia auxiliar. En el 

ejemplo señalado, según el subdelegado del barrio La Manga no se envió con el aval del 

delegado y las autoridades municipales no dieron respuesta (Entr_Zaldivar Centeno, 2015). 

EL subdelegado Zaldivar Centeno (2015) señala que si está respaldada la solicitud por un 

delegado o subdelegados o Copaci se tiene que analizar la propuesta y en ocasiones se hace 

una visita para verificar la necesidad del servicio y en caso de ser necesario, se hace un 

levantamiento y se planea la proyección de la obra.  

Parte de los problemas de atención a las demandas de la población están relacionadas 

con la inexistencia de un subdelegado en cada barrio (Entr_Zaldivar Centeno, 2015). Por 

ello, todos los barrios hacen lo posible por tener un subdelegado para tener un canal de 
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comunicación directo con el municipio, pero también con el delegado y el Consejo de 

Participación para incorporar a la agenda los problemas públicos de cada uno de los barrios. 

Supremacía de la asamblea; ¿un cuarto poder? 

Los ejidatarios, por intermedio de la asamblea, se han convertido en una institución local 

consolidada, al menos entre los sujetos agrarios. Lozano (2012) incluso se pregunta si los 

ejidos y las comunidades porque parecen competir en atribuciones. En el ejido de estudio, no 

necesariamente se compite por las atribuciones, pero si tiene un peso fundamental por la 

organización que se logra a partir de la organización del comisariado ejidal. Desde la 

Dirección de Desarrollo Urbano y Obras Públicas (2012-2015) se reconoce que:  

“…a veces simplemente pesa más una Asamblea o un grupo de ejidatarios que el propio municipio 

y lo ves así porque son otros lineamientos los que ellos manejan, muy independientes y muy 

diferentes a los que nosotros como gobierno se manejan” (Entr_Sandoval Jaimes, 2015). 

La organización de la asamblea y ejidatarios reúne una fuerza significativa frente al 

municipio. La existencia de su propio marco jurídico provoca que, en los casos de la 

regularización de la tenencia de la tierra ejidal, y eventualmente, de los asentamientos 

humanos, las asambleas ejidales no consideren al municipio en sus decisiones, a pesar que el 

municipio es la instancia que el marco jurídico faculta para planear el desarrollo urbano.  

Esto se muestra con la inacción del Plan Municipal del Desarrollo Urbano (2004), 

pues el propio municipio no lo utiliza como guía para el desarrollo urbano. Pues su acción 

responde a la presión ejercida por los actores que gestionan la urbanización (Entr_Peña 

Cristina, 2015; Entr_Zaldivar Centeno, 2015; Entr_Contreras Martínez, 2015), sin importar 

que se esté urbanizando un área ejidal o de la pequeña propiedad, y mucho más aún, si es un 

área parcelada del ejido o no.  

La asamblea y los ejidatarios no han comentado nada hasta el 2015 sobre los temas 

de urbanización en zonas parceladas. Al parecer, el crecimiento urbano de los barrios ha 

respondido a la inercia y a las necesidades de la población. Los sujetos agrarios han 

construido sus viviendas en las parcelas y la asamblea no ha impedido, regulado o 

administrado dichas zonas de urbanización. Esto aparece de manera evidente con lo 

siguiente:  
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 “…pues mientras nadie mueve no hay problema, haz de cuenta que cada quién hace lo de su 

terrenito como se le dé la gana, pero no está reconocido como zonas urbanas, eso es lo que pasa. 

Allí hay casas, hay construcciones, pero no está reconocido como zonas urbanas…” (Entr_Gómez 

Martínez, 2015). 

La inacción de la asamblea como órgano máximo de decisión del ejido es evidente. Las 

autoridades ejidales no han visto como un problema importante el desarrollo urbano. La 

población ha construido sus viviendas sobre tierras parceladas y no hay una respuesta para 

impedir o para propiciar la regularización de los asentamientos humanos.  

Esta dinámica de crecimiento urbano, como la zona de escuelas de La Chinda, ha 

atraído el establecimiento de otros servicios asociados al servicio escolar como papelerías y 

café internet, en las mismas zonas de parcelas. Paulatinamente, se crearon las zonas urbanas 

en los ejidos y paulatinamente, se han ido expandiendo las zonas urbanas.  

Conclusión del capítulo 

Los pobladores del ejido y del pueblo al menos desde la década de 1970 se han organizado, 

utilizando algunas prácticas organizativas como la Junta de General de Pobladores, donde 

ambos grupos participan sin distinción. Esta articulación supera el marco legal de la tenencia 

sobre la tierra y las estructuras de organización legales a nivel municipal. De hecho, ha sido 

eficiente al momento de reunir las voluntades para lograr objetivos comunes, como el caso 

de la Preparatoria Oficial No. 77, donde todas las organizaciones locales del pueblo como 

delegados, Copaci y del ejido como la asamblea ejidal, directivos de escuelas, entre otros, 

participaron para gestionar en diversas instancias la aprobación de una preparatoria para el 

ejido. 

La existencia de la Junta General de Pobladores es otra de las razones por la que no 

se delimitó un área de asentamientos humanos, dado que, independientemente del destino de 

las tierras, el municipio atiende las diversas demandas de los pobladores del ejido. Además, 

los pobladores se han preocupado poco regularizar las la tierra destinada a las viviendas, dado 

que pueden acceder a servicios públicos, infraestructura y equipamiento, sin seguir los 

lineamientos de los planes y programas de desarrollo urbano del municipio. La Junta General 

de Pobladores ha definido las demandas sustantivas para el ejido y para el pueblo, por lo que 

las tareas del municipio se limitan a destinar recursos y apoyar en las gestiones en instancias 
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estatales y nacionales. En cierta medida, el municipio reproduce y alimenta la irregularidad 

en la tenencia de la tierra de los barrios del ejido. 

No obstante, la relación informal entre las autoridades municipales y agrarias se 

fracturó con la transición política que tuvo el municipio en el año 2000. La colaboración para 

gestionar proyectos para el pueblo y el ejido como se hacía antes del año 2000 se fue 

diluyendo. Antes del año 2000, la Asamblea era una instancia activa para la gestión, sea 

donando terrenos de uso común, permutando terrenos parcelados a los ejidatarios para 

equipamiento del ejido, articulándose con las autoridades auxiliares municipales para 

respaldar las solicitudes hechas a las instancias gubernamentales.  

Después de 2000, la Asamblea ejidal disminuye el apoyo a las autoridades 

municipales, cada instancia funciona con sus propios intereses. Las autoridades ejidales han 

apoyado con menor intensidad a los delegados, subdelegados o Consejos de Participación 

Ciudadana. Para estos últimos es más difícil acceder a los recursos del ejido para desarrollar 

alguna obra o proyecto, incluso cuando se trata de beneficios para los barrios del ejido como 

se mostró en la gestión de la clínica.  

Los actores del ejido no han incorporado los temas urbanos a la agenda la Asamblea 

ejidal. No se ha utilizado la acción agraria de cambio de destino de tierras parceladas o de 

uso común a asentamientos humanos y tampoco se ha conformado la Junta de Pobladores. 

La Asamblea ejidal, el Comisariado ejidal y los sujetos agrarios han permanecido pasivos 

ante el crecimiento y la consolidación de los barrios. En su Reglamento Interno aprobado en 

1993 estableció algunas medidas para organizar las prácticas y resolver los conflictos 

internos, el tema de la urbanización ejidal no fue agregado. En 2007 se aprobó un nuevo 

Reglamento Interno sin ninguna mención en el debate ni en el contenido para atender y 

ordenar los asentamientos humanos de los cuatro barrios. Esto provoca que sea un 

mecanismo débil para conducir la vida colectiva del ejido en temas de urbanización, no sólo 

porque no se crea la Junta de Pobladores, sino porque no se han seguido lo dispuestos por la 

ley, por parte de las autoridades ni de la población en cuando a la prohíban y sancionen la 

construcción de viviendas en las zonas parceladas. 

El municipio tiene funciones para la planeación del desarrollo urbano, pero no ha 

podido hacer uso del Plan Municipal de Desarrollo Urbano para regular los usos y destinos 
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de la tierra en los ejidos. El delegado, subdelegado y Copaci se han integrado a la Junta 

General de Pobladores para gestionar servicios públicos, infraestructura y equipamiento en 

el pueblo y en el ejido. No hay un mecanismo que de fuerza al municipio para imponer las 

normas de desarrollo urbano a los ejidos, sobretodo porque el cambio de tierras parceladas o 

uso común a asentamientos humanos en los ejidos depende de los acuerdos de la Asamblea 

ejidal. 

Por otro lado, hay fragilidad en los instrumentos del municipio, pues no hay 

consistencia en la elaboración, actualización y seguimiento de su Programa de Desarrollo 

Urbano Municipal. No se planifica sobre las tierras ejidales, ni siquiera se interesa por 

regularizarlas para definir los destinos establecidos en los propio Plan. Las autoridades 

municipales tienen conocimiento formal de las funciones y sus límites para incidir en terrenos 

ejidales. Pero, en la práctica destina recursos económicos para implementar proyectos en 

dicha superficie.  
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Conclusiones  
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La forma de organización colectiva de la tenencia de la tierra de los ejidos mexicanos desde 

1915 hasta 1992 fue dinámica. En 1915 no se definió legalmente un área urbana para el plano 

interno de los ejidos y comunidades, con el tiempo, se regularon asentamientos humanos en 

las leyes reglamentarias para incluir modalidades como: fundo legal, solares urbanos, zona 

de urbanización ejidal y áreas de urbanización. La asamblea de ejidatarios es quién 

históricamente ha tomado las decisiones sobre la organización interna y el aprovechamiento 

colectivo de los recursos de la tierra, incluyendo delimitación de tierras para el asentamiento 

humano. Sin embargo, las asambleas ejidales en general no han tomado en cuenta las 

necesidades de espacios para el asentamiento humano, pese al poblamiento de tierras 

parcelarias. Pocos fueron los ejidos que separaron tierras legalmente para las viviendas. 

En el tiempo, los derechos de los ejidatarios sobre las tierras ejidales estuvieron orientados a 

la individualización. Las reformas al artículo 27 constitucional y el diseño del programa 

Procede establecieron procedimientos para certificar las parcelas y titular los solares urbanos, 

con lo cual, se concretó la individualización de los derechos de las parcelas y los solares 

urbanos a favor de ejidatarios, posesionarios y avecindados, como se describió en el capítulo 

2. En el caso mexicano, la certificación ha sido un paso necesario para la asignación de 

derechos a personas que en la práctica hacían uso de la tierra y de sus recursos, pero no eran 

reconocidos formalmente.  

En el tema urbano, la Ley Agraria permitió delimitar tierras para el asentamiento humano y 

la titulación de solares urbanos, pero eso no ha significado que se regularicen todas las áreas 

destinadas en la práctica a la vivienda. Pues, ya se vio en el capítulo 3, que es frecuente 

identificar viviendas, infraestructura y equipamiento en tierras parcelarias. Aunado a ello, no 

respeta el destino de las tierras establecido en los planes y programas nacionales, estatales y 

municipales de desarrollo urbano, donde el municipio es un actor central. La Ley Agraria 

reconoce la facultad del municipio para el desarrollo urbano, pero no estableció ningún 

procedimiento para coordinarse con los ejidos y planear los espacios urbanos. 

Una norma establecida en la Ley Agraria que dificultó la delimitación de asentamientos 

humanos fue la atribución dada a la asamblea ejidal para decidir el tipo de destino de las 

tierras ejidales (parcela, uso común o asentamientos humanos). La escaza delimitación de 

tierras para el asentamiento humano, durante la certificación, también se debió a que ninguna 
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reglamentación, institución o programa (Procede) obligó a las asambleas ejidales a delimitar 

tierras para el asentamiento humano, aun cuando tuvieran espacios con viviendas o 

equipamiento. En la práctica, como se corroboró en el caso de estudio, ninguna de las 

instituciones que participó en las etapas de la certificación proporcionó orientación e 

información suficiente a los ejidatarios y pobladores sobre la delimitación o reserva de tierras 

para regularizar o planear sobre que espacios del ejido se constituirían las zonas habitables.  

Teniendo en cuenta que el municipio, desde en ese tiempo ya regulaba el desarrollo urbano, 

tuvo que participar en la elección del destino de las tierras ejidales. No obstante, el municipio, 

en el caso de estudio, no tuvo ningún tipo de participación, lo que puede sugerir una tendencia 

generalizada. Es decir, a pesar de la certificación de las parcelas y la titulación de los solares 

urbanos, continuaron los asentamientos humanos irregulares en los ejidos. 

En otras palabras, la persistencia de la irregularidad de los asentamientos humanos 

irregulares, se debe a, un desajustes en el diseño de la política de certificación. Porque, por 

un lado, permite delimitar un área de asentamiento humano en el polígono ejidal, pero sin 

crear procedimientos o cursos de acción que regulen la decisión de la asamblea para delimitar 

o no tierras para el asentamiento humano. Por otro lado, incorpora modalidades como el 

fundo legal, pero no define reglas de operación, ni procedimientos para que los ejidos 

registraran esta modalidad de tierras urbanas. En el mismo caso, asigna a la Procuraduría 

Agraria la protección del fundo legal, pero no cuenta con procedimientos o reglas que 

regularan dicha tarea. 

Una vez certificados los ejidos, la reforma de 1992, previó la acción agraria de “cambio de 

destino” de tierras parceladas o uso común a asentamientos humanos para delimitar, ampliar 

o regularizar asentamientos humanos ejidales, o la regularización, en el caso de ya estar 

ocupado por viviendas. Al igual que en la certificación, se reglamentó que la decisión 

depende de la asamblea ejidal, donde sólo pueden participar los ejidatarios. Con esto, se deja 

fuera a los posesionarios, avecindados y más aún a los ciudadanos sin ningún derecho de 

propiedad sobre las tierras ejidales.  

En esta investigación, se pusieron a prueba los procesos de cambio en el ejido de San Felipe 

Coamango, Chapa de Mota, México, a continuación, planteamos nuestras conclusiones del 

caso de estudio. 



263 

En el ejido de San Felipe Coamango, los cambios sociodemográficos y en la economía 

regional en los últimos 30 años ha conectado características propias de espacios urbanos con 

los espacios rurales. Las áreas rurales ejidales han diversificado sus actividades productivas 

más allá de la agricultura, ha aumentado la población y la demanda de infraestructura y 

equipamiento. Esto se ha generado espacios ejidales donde las fronteras entre lo urbano y lo 

rural no son claras, pero sobre todo, en el ejido de San Felipe Coamango ha constituido 4 

barrios. Sin embargo, la ubicación de viviendas en tierras parceladas no se han acompañado 

de acciones agrarias o procedimientos para regularizar la tierra, con lo cual, los barrios se 

convierten en asentamientos humanos irregulares.  

En el ejido de San Felipe Coamango, hay un desfase entre los cambios aprobados en 1992 y 

los que se han implementado con Procede y las acciones agrarias. Es decir, hay barrios con 

población establecida, pero sin delimitarse legalmente como tierra para el asentamiento 

humano.  

En el ejido de San Felipe Coamango durante la certificación de la tierra (1995) no tuvo 

información para delimitar tierras para el asentamiento humano, a pesar de que los barrios 

ejidales ya eran evidentes y el equipamiento educativo estaba ya funcionado desde el nivel 

preescolar hasta la preparatoria. La política de certificación no previó indicadores ni reglas 

para que la asamblea ejidal eligiera los tipos de destino. La elección de los destinos de las 

tierras ejidales fueron discrecionales y bajo criterios que respondieron más a las necesidades 

locales, que a los planes y programas de desarrollo urbano.  

Las autoridades municipales de Chapa de Mota, como instancia encargada de la planeación 

y desarrollo urbano, no tuvo procedimientos para hacer valer los planes o programas de 

desarrollo urbano durante la certificación del ejido de San Felipe Coamango. El municipio 

no participó para delimitar los espacios ejidales que podrían ser reconocidos como 

asentamientos humanos, dado que ya se encontraban viviendas edificadas. Tampoco 

colaboró con las instancias ejidales para planear espacios ejidales que se podían destinar para 

crear futuros asentamientos humanos. 

Esto es porque hay vacíos legales, ambigüedad en las funciones y contradicciones de la 

legislación para hacer cumplir los planes y programas de desarrollo urbano. Por ejemplo, la 

Ley Agraria no define que indicadores tomará para decidir o no la delimitación de tierras 
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para el asentamiento humano, además, las autoridades municipales no tuvieron espacios de 

participación en las asambleas ejidales para sugerir y mostrar los destinos y los usos 

plasmados en los planes y programas de desarrollo urbano. 

El municipio tiene debilidad institucional histórica frente a las decisiones de la asamblea 

ejidal. Esto obedece a un desajuste institucional y de diseño de políticas públicas, porque las 

reformas municipales desde la década de 1970 's asignaron al municipio autonomía, recursos 

y capacidad administrativa para planear el crecimiento urbano, pero no se crearon 

mecanismos directos para incidir en los marcos normativos agrarios, de hecho, las reformas 

municipales no provocaron ninguna adecuación al marco legal agrario hasta 1992.  

La debilidad institucional del municipio para regular y planear asentamientos humanos 

ejidales radicó en la inexistencia de un Plan Municipal de Desarrollo Urbano, durante la 

certificación (1995). El   plan se creó en 2004, pero no tiene un diagnóstico de los espacios 

ejidales destinados a la vivienda, tampoco tiene la proyección del crecimiento poblacional 

sobre los ejidos. Es decir, en términos de política pública, no hay un diagnóstico del 

crecimiento poblacional sobre los ejidos que permita definir las dimensiones de dicho 

problema a nivel municipal, por lo cual, no se ha diseñado ni implementado cursos de acción 

o estrategias para regularizar los espacios ejidales que en la práctica se han destinado a las 

viviendas.  

Otro factor que influye en la debilidad institucional es que el municipio atiende las demandas 

y necesidades de la población en el ejido, destina recursos y ejecuta obras anualmente a fin 

de mejorar las condiciones de vida de los barrios del ejido, sin exigir que se regularicen las 

superficies ejidales y aun cuando no se respetan los destinos y usos establecidos en el Plan 

Municipal de Desarrollo Urbano. Las políticas para delimitar tierras de asentamientos 

humanos ejidales diseñadas en 1992 son ambiguas. No es claro si las decisiones de la 

asamblea ejidal proponen al municipio un proyecto de delimitación de asentamientos 

humanos para que lo incorpore al Plan Municipal de Desarrollo Urbano, o, el municipio 

elabora el Plan con los usos y destinos y la asamblea ejidal los utiliza para definir un área 

para el asentamiento humano.  

En la práctica, las autoridades municipales no han persuadido a la asamblea ejidal para que 

los ejidatarios o posesionarios a regularizar las tierras destinadas a la construcción de 
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viviendas, infraestructura o equipamiento, menos aún, puede prohibir el uso de tierras 

parceladas para atender el crecimiento poblacional y los servicios públicos. Los ejidatarios y 

posesionarios del ejido de estudio tampoco han acudido a otros procedimientos, como el 

domino pleno, para regularizar el destino de sus tierras. 

Las razones por las que el ejido de San Felipe Coamango no ha delimitado ni regularizado 

asentamientos humanos son varias. Históricamente los sujetos agrarios que construyeron sus 

viviendas en las parcelas ejidales no tuvieron problemas de organización ni generaron 

problemas para su organización interna o para acceder a los servicios públicos. En los años 

70's y 80's el ejido fue poblándose por los ejidatarios y sus hijos. Las viviendas se fueron 

edificando en las superficies destinadas a las parcelas creando 4 barrios en el ejido: La 

Chinda, Emiliano Zapata, La Manga y Los Ailes. En los barrios no hubo presiones ni 

demandas para establecer una zona urbana ni por los sujetos agrarios, ni por las autoridades 

municipales. Sin embargo, si se gestionaron servicios públicos, infraestructura y 

equipamiento en el ejido que beneficiaba, tanto a los pobladores del ejido como los 

pobladores del pueblo a quién se había dotado el ejido. 

La asamblea ejidal tampoco ha establecido ningún impedimento formal o informal a la 

construcción de viviendas en tierras parcelarias porque el Reglamento Interno del ejido no 

regula ningún aspecto de los asentamientos humanos y no hay ningún impedimento definido 

por ellos mis os, respecto a la edificación de viviendas en parcelas. Las personas que han 

construido sus viviendas no tienen sanciones o castigos por usar las tierras para fines no 

agrícolas. 

En el ejido de San Felipe se han creado dos Reglamentos Internos. El primero en 1993, como 

parte de la certificación de las tierras ejidales, pero no estableció mecanismos para definir 

criterios para construir las viviendas en el ejido, es decir, no atendió el tema del crecimiento 

urbano en ninguna de sus modalidades. El segundo creado en 2007 se aprobó sin debatir la 

urbanización o dotación de servicios públicos en los cuatro barrios del ejido, por cual no 

estableció mecanismos para prohibir ni para sancionar la construcción de viviendas en las 

zonas parceladas. Es decir, el Reglamento Interno no prohíbe ni sanciona los asentamientos 

humanos irregulares en el ejido. La edificación constante de viviendas en las parcelas ejidales 
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sin sanción ha permitido la conformación de 4 barrios ejidales: Emiliano Zapata, La Chinda, 

Los Ailes y La Manga. 

Entonces la pregunta es ¿Qué posibilita a los pobladores de los barrios del ejido acceder a 

los servicios públicos, la infraestructura y el equipamiento, si las superficies donde están 

asentadas sus viviendas siguen siendo parcelas, y, por tanto, no respetan el Plan Municipal 

de Desarrollo Urbano? 

En el ejido de San Felipe Coamango las personas con viviendas acceden a servicios públicos, 

equipamiento e infraestructura cumplan o no con el plan de desarrollo urbano municipal. No 

hay incentivos ni sanciones para salir de esta irregularidad en los barrios del ejido. El 

municipio no impide o condiciona la provisión de servicios públicos, infraestructura o 

equipamiento a las personas que tienen sus viviendas en tierras con destino parcelario.   

Es importante recalcar que además de los apoyos recibidos por los gobiernos nacionales, 

estatales o municipales, los pobladores del ejido han logrado servicios públicos, 

infraestructura y equipamiento por medio de una Junta General de Pobladores creada en la 

década de 1970 's. Dicha Junta ha funcionado en coordinación con los pobladores del pueblo 

para gestionar las necesidades colectivas de ambos, como se muestra en el caso de la 

construcción de la Preparatoria. Esta Junta ha sido fundamental para promover la 

consolidación de los barrios. 

En primer lugar, las obras públicas ejecutadas en terrenos del ejido son adoptadas tanto por 

la población del ejido como los pobladores del pueblo y viceversa, generando mayor 

legitimidad al momento de aprobar los proyectos y fortaleza para gestionarlos. En segundo 

lugar, los pobladores colaboran en los diversos proyectos con aportaciones económicas y 

faenas ciudadanas, lo cual agiliza e impulsa la consolidación de los barrios ejidales. En tercer 

lugar, la Junta General de Pobladores es el foro donde los pobladores del ejido y del pueblo 

de San Felipe Coamango ponen a discusión los temas de interés público o se juzgan como 

problemáticos. Para resolver o gestionar algún tema se crea un Comités que da seguimiento 

a los proyectos. 

La Junta General de Pobladores no se sobrepone al municipio, ni a los delegados, 

subdelegados o Consejo de Participación Ciudadana (autoridades auxiliares municipales), 

tampoco lo hace con la asamblea ejidal, el Comisariado ejidal, el Consejo de Vigilancia o los 
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sujetos agrarios (ejido). La Junta incorpora a todas instancias para que legitimen las 

decisiones tomadas y apoyen en la gestión y ejecución de los proyectos emprendidos. La 

existencia de la Junta General de Pobladores es una forma de organización que funciona 

desde antes de 1992 y que hasta la actualidad sigue funcionando para atender los problemas 

y las necesidades de la población del ejido y del pueblo de San Felipe Coamango, donde 

participan sujetos agrarios y ciudadanos en general. En esta Junta no hay distinción de los 

derechos de los participantes para la toma de decisiones, todos participan en igualdad de 

condiciones, tanto los sujetos agrarios como los ciudadanos sin derechos ejidales. 

Esta forma de funcionamiento se da porque las autoridades municipales auxiliares 

(delegados, subdelegados y Consejo de Participación Ciudadana) al mismo tiempo han sido 

sujetos agrarios del ejido, en algunos casos tenían relaciones de parentesco o pertenecían al 

mismo partido político y tenían una manera conjunta de operar para gestionar ante las 

instituciones municipales, estatales y federales para acceder a ciertos servicios públicos, 

como los educativos. Las autoridades auxiliares municipales (Delegado, Subdelegado, 

Consejo de Participación Ciudadana) son actores que promueven y facilitan los procesos de 

gestión ante autoridades municipales, estatales y federales para acceder a servicios públicos, 

equipamiento e infraestructura. Los pobladores del ejido han buscado que en cada uno de los 

barrios haya un subdelegado, porque es el vínculo inmediato entre los pobladores y las 

autoridades municipales, además esta instancia presiona a las autoridades municipales para 

incluir el proyecto que promueven en el Programa Anual de Obras Públicas. 

El funcionamiento de la Junta General de Pobladores no tuvo modificación con la inclusión 

de la Junta de Pobladores ejidal con las reformas de 1992. La articulación logró mantener y 

fortalecerse, al menos hasta el año 2000. Pero si cambió su eficacia luego de la transición 

política en el año 2000, porque los grupos organizados han respondido a intereses partidistas, 

generando división entre autoridades ejidales y municipales del pueblo. La transición política 

en el municipio debilitó a la Junta, debido a que los intereses partidistas fueron priorizados. 

Está articulación entre autoridades auxiliares municipales y autoridades agrarias cambia, 

cuando otros partidos políticos se fortalecen como actores y tienen capacidad de gestionar 

infraestructura, servicios públicos o equipamiento. Esto se refleja en la disputa para la 

construcción de la clínica en el barrio Emiliano Zapata, donde la presidencia municipal y la 

subdelegación del barrio Emiliano Zapata (PAN) solicitan una clínica, se les aprueba, pero 
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la Asamblea ejidal (PRI) no aprueba el uso de tierras de uso común para su construcción. Es 

decir, después de 1992, la relación entre los actores que regulan y toman decisiones sobre la 

delimitación y gestión de servicios públicos, infraestructura y equipamiento siguió siendo 

informal, pero se debilitó porque algunos líderes y grupos responden a intereses de los 

partidos políticos. 

Desde el enfoque de políticas institucionales podemos concluir que en el tema de 

asentamientos humanos ejidales hay un desajuste entre las reformas legales realizadas, el 

andamiaje institucional, las funciones asignadas a los actores, el diseño de programas para 

delimitar asentamientos humanos y su implementación en los ejidos. Los cambios al marco 

legal agrario y la política de certificación fue una condición necesaria para la delimitación de 

los asentamientos humanos ejidales, pero no suficiente para regularizar y planear el 

crecimiento urbano en los ejidos.  

La política institucional de certificación tuvo un efecto no previsto, y este es, que se han 

certificado como tierras con destino parcelario, espacios que en la práctica cuentan con 

viviendas, equipamiento e infraestructura, con lo cual surgen nuevas formas de 

asentamientos humanos irregulares en los ejidos.  

La política de certificación en los ejidos y la política de desarrollo urbano del municipio 

estuvieron separadas. En la formalidad los actores en la formalidad han actuado de manera 

independiente porque no hay mecanismos legales, programas, políticas o cursos de acción 

que unan su participación, pero en la práctica, hay articulación, pese a rupturas políticas. Para 

la planeación del desarrollo urbano en los ejidos es indispensable crear un programa que 

formalice los destinos de las tierras ejidales que en los hechos se les da. Es indispensable 

diseñar reglamentos que regulen la decisión de las asambleas ejidales y programas que 

condicionen la elección de los destinos de las tierras ejidales, en función del uso real que se 

les dan, de lo contrario, las tierras con asentamientos humanos irregulares puede desbordarse 

ante el crecimiento poblacional en los ejidos. 

El balance sobre el enfoque de políticas institucionales para este trabajo de investigación, nos 

remite a las siguientes consideraciones. Al principio de la tesis reconocimos las críticas al 

enfoque por centrarse en los marcos jurídicos e institucionales, por dejar fuera procesos 

informales y el poco interés en los actores locales, sobre todo los informales.  
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Ahora que concluye la investigación podemos señalar que el enfoque de políticas 

institucionales ha permitido explicar los cambios a los derechos de propiedad y comprender 

el funcionamiento y efecto de las políticas de certificación. Sin embargo, los conceptos e 

instrumentos para explicar los procesos sociales más complejos son pocos. Por ejemplo, el 

enfoque es limitado para comprender las relaciones sociales creadas por el hecho de 

pertenecer o no a un ejido, o la diferenciación social que se crea entre ejidatarios, 

posesionarios, avecindados o ciudadanos sin reconocimiento legal, por no contar con los 

mismos derechos ante la asamblea ejidal. 

El enfoque no puede explicar con profundidad la forma de organización y los medios que 

han constituido grupos de poder político que toman decisiones sobre: la designación de las 

autoridades que integran la asamblea ejidal; la determinación o no del apoyo de la asamblea 

ejidal a proyectos colectivos; el rol político y social que tienen las autoridades auxiliares 

municipales para gestionar equipamiento y otros servicios; y las condiciones políticas que 

propiciaron una ruptura en la forma histórica como se organizaba y gestionaba la Junta 

General de Pobladores. 

Para profundizar el estudio de los asentamientos humanos y sus implicaciones, hay que 

recurrir a otros enfoques y disciplinas, ya sean antropológicos, sociológicos o politológicos 

que permitan estudiar lo antes señalado, de los que se dan cuenta aquí, pero no se analizan 

en todas sus dimensiones. Esta es una tarea que facilitará la comprensión de los procesos 

ejidales, y puede traducirse en mejores condiciones jurídicas, de implementación de políticas 

y en el mejoramiento de condiciones sociales y políticas para los ejidos mexicanos.   
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Anexo 1. Guía de entrevistas semi-estructuradas a 

autoridades agrarias, municipales y sujetos agrarios 

1.1 Presidentes de la Asamblea ejidal 

Personas entrevistadas 

Nombre del entrevistado Periodo Fecha de la entrevista 

Sr. Gelacio González  2015-2018 11/10/2015 

Sr. Pedro Gómez Martínez 2012-2015 26/09/2015 

Sr. Ezequiel Castro Victoria 1993-1995 15/11/2015 

Sr. Juan Ávila Galindo 1980-1986 04/10/2015 

Introducción 

¿Cuál es o fue su periodo de gestión? 

¿Cuáles son las principales actividades que desempeña en dicho cargo? 

Histórico 

¿Cuándo fue dotado el ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cuáles fueron algunos de los problemas, registrados o que se recuerdan, que se enfrentaron 

para que se dotara el ejido? 

¿De qué manera se asignaron las parcelas y tierras de uso común a los ejidatarios, 

posesionarios y avecindados, una vez dotado el ejido? 

¿Sabe usted porque no se asignó una zona de urbanización cuando fue dotado el ejido? 

¿Recuerda algunos otros antecedentes del ejido? 

¿Usted está al informado de los cambios que se han realizado a la legislación agraria? ¿Cuáles 

recuerda? 

Reglamento Interno 

¿Quiénes participaron en la conformación del RI del ejido? 

¿Hubo algún tema que se haya incluido en el RI a petición de la Asamblea del ejido? 

¿Cuáles han sido los temas más importantes del RI para la Asamblea del ejido? 

¿Se ha planteado en la Asamblea modificar el RI? ¿Sobre qué tema? 

¿Ha tenido influencia el RI en la conformación de asentamientos humanos? 

Delimitación y deslinde de los destinos del ejido 

¿Tiene usted conocimiento que la asamblea tenía facultades para delimitar y destinar tierras 

de asentamiento humano, cuando se certificó en 1995? 

¿Qué tipo de temas se plantearon en la asamblea realizada para aprobar el Plano Interno del 

Ejido? 

¿Cómo se decidió incorporar a los posesionarios y avecindados para asignarle derechos y 

obligaciones? 

¿Se comentó algo relacionado con el área de asentamientos humanos? 

¿Por qué se decidió no delimitar un área de asentamientos humanos en el Ejido, en dicha 

asamblea? 

¿Cómo se organizó el ejido para la delimitación y destino de las tierras (medición) del ejido? 
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¿Quiénes participaron en el proceso de delimitación y destino de las tierras del Ejido? 

¿Cuáles fueron los principales problemas a los que se enfrentaron para la delimitación y 

destino de las tierras de los ejidos? 

¿De qué manera auxiliaron la medición la PA, el RAN y el municipio en la delimitación y 

destino de las tierras en 1995? 

Ampliación, regularización y reservas de asentamientos humanos 

¿Cuál es el tipo de mecanismos que tiene la Asamblea para regularizar parcelas o 

asentamientos humanos? 

¿Cuáles son los mecanismos de coordinación con la PA, el RAN, Municipio, el Consejo de 

Vigilancia y la Junta de Pobladores para tomar decisiones sobre la urbanización de los ejidos? 

¿Durante su mandato, se convocó (o ha convocado) para tratar asuntos relacionados con la 

urbanización del Ejido? 

¿Usted tiene conocimiento de los mecanismos de gestión que existen para poder regularizar 

asentamientos humanos en el Ejido? 

Poblamiento del ejido 

¿Las autoridades municipales tienen alguna incidencia en el crecimiento de la zona urbana 

del ejido? 

¿Qué tipo de personas (posesionarios, avecindados, ejidatarios, hijos, etc.) han construido 

sus viviendas en el Ejido? 

¿La asamblea tiene alguna incidencia para permitir o prohibir el poblamiento de parcelas o 

tierras de uso común en el ejido? 

¿Existen algunos procedimientos que deban cumplir los sujetos agrarios para poder construir 

en las parcelas? 

¿Cómo se gestionan los permisos de construcción de viviendas en el ejido ante la asamblea 

o el municipio? 

Dotación de servicios públicos e infraestructura urbana 

¿Ha participado en la gestión de servicios públicos o infraestructura para el ejido de San 

Felipe Coamango? 

¿De qué manera se gestionó el agua potable, el drenaje, luz eléctrica, teléfono y escuelas en 

el Ejido? 

¿Cuál el tipo de comunicación que existe o existió entre la asamblea y el municipio, por 

medio de usted, para tratar asuntos de urbanización en el Ejido? 

¿Usted tiene conocimiento de la existencia del Plan Municipal de Desarrollo Urbano? 

¿Desde su punto de vista, cuáles son los principales problemas del crecimiento de las zonas 

de urbanización en los núcleos agrarios? 

1.2 Autoridades municipales 

Nombre  Puesto Periodo Fecha de entrevista 

Arq. Jesús Sandoval 

Jaimes 

Dirección de Obras Públicas 

y Desarrollo Urbano 
2013-2015 19/09/2015 

Arq. Gemma Martínez 

Balderaz 

Subdirectora de Desarrollo 

Urbano 
2013-2015 04/09/2015 
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Introducción 

¿Cuál es o fue su periodo de gestión? 

¿Cuáles son las principales actividades que desempeña en dicho cargo? 

Planeación del desarrollo urbano municipal 

¿Cuáles son las prioridades del Plan Municipal de Desarrollo Urbano? 

¿Qué papel tienen los núcleos agrarios en el Plan Municipal de Desarrollo Urbano? 

¿De qué manera intervienen las autoridades municipales en la localización, deslinde, 

fraccionamiento y reserva de la zona de urbanización en los ejidos? 

¿De qué manera el municipio participa para que los núcleos agrarios respeten la Ley General 

de Asentamientos Humanos? 

¿Las proyecciones de crecimiento urbano en el municipio incluyen a los núcleos agrarios? 

¿De qué manera ha participado o participó el municipio en la constitución, ampliación y 

delimitación de zonas de urbanización ejidal y su reserva de crecimiento? 

Coordinación con otras instituciones 

¿Cuáles son los mecanismos y acciones de colaboración y de coordinación entre sí y con 

otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal en materia de 

urbanización de los núcleos agrarios? 

¿De qué manera interactúa la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano con el 

municipio para el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos? 

¿De qué manera el municipio colabora con la Asamblea para la delimitación de las tierras al 

interior de los núcleos agrarios? 

¿Cómo interactúan las autoridades municipales entre sí para planear y administrar las zonas 

de urbanización del municipio? 

¿Tienen algún tipo de incidencia para verificar que la constitución, ampliación y reserva de 

zona de urbanización de la asamblea cumple con la legislación, planes, programas y 

declaratorias en materia de desarrollo urbano, ecología y fraccionamiento correspondientes? 

Servicios públicos 

¿Cuáles son los servicios públicos que el municipio dota al Ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cómo los núcleos agrarios gestionan los servicios públicos y la infraestructura ante el 

municipio? 

¿El municipio se ha puesto contacto con los núcleos de población para que éstos aporten 

tierras a los servicios públicos? 

¿Cuáles son los criterios que el municipio toma en cuenta para brindar servicios públicos a 

los núcleos agrarios? 

¿El municipio tiene algún tipo de incidencia en la gestión de la luz, teléfono u otros servicios 

para los núcleos agrarios? 

¿Cuál es la participación del municipio en la construcción del drenaje en el Ejido de San 

Felipe Coamango? 

Ampliación, regularización y reserva de asentamientos humanos 

¿Hay alguna incidencia del municipio para verificar que la constitución, ampliación y reserva 

de zona de urbanización de la asamblea cumple con la legislación, planes, programas y 

declaratorias en materia de desarrollo urbano, ecología y fraccionamiento correspondientes? 
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¿Se han gestionado los cambios en el uso de suelo de parcelas y uso común a asentamientos 

humanos en los ejidos?  

¿Cómo el municipio organiza y administra las autorizaciones, licencias o permisos de uso de 

suelo, construcción, fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones y 

condominios? 

¿El municipio puede permitir o prohibir que se construyan viviendas en los núcleos agrarios? 

¿De qué manera el municipio regular, controlar y vigilar las reservas, usos y destinos de los 

centros de población? 

¿Desde su punto de vista, cuáles son los principales problemas del crecimiento de las zonas 

de urbanización en los núcleos agrarios? 

1.3 Sujetos Agrarios viven en la zona urbana 

Nombre  
Tipo de sujeto 

agrario 
Ubicación 

Fecha de 

entrevista 

Esteban Reyes Antonio Ejidatario Barrio Los Ailes 24/10/2015 

Guadalupe León Ciudadana Barrio Los Ailes 24/10/2015 

Darío Timoteo Contreras 

Lorenzo 
Ejidatarios  

Barrio Emiliano 

Zapata 
23/01/2016 

Identificación y ubicación de los AH 

¿Desde cuándo aproximadamente usted vive aquí, en el ejido de San Felipe Coamango? 

¿Alguno de sus familiares que habitan es ejidatario, posesionario o avecindado, hijo de 

ejidatario, etc.? 

¿Tiene o ha tenido algún problema con la posesión de la tierra en donde está ubicada su 

vivienda? 

¿Cuáles cree que son los motivos por el que las personas habitan esta zona del ejido? 

¿Tuvo que realizar algún tipo de trámites para poder iniciar la construcción de su vivienda? 

¿Han tenido algún problema por ubicarse en esta zona con las autoridades municipales o 

estatales? ¿Cuáles? 

¿La Asamblea del ejido tiene algún tipo de incidencia en la ubicación de las viviendas? 

Servicios públicos e infraestructura 

¿Cuáles son los servicios públicos con los que cuenta la zona? 

¿Qué autoridad (municipal, estatal o federal) ha otorgado los servicios públicos (agua, luz, 

teléfono, calles, escuelas…)? 

¿Cómo se han delimitado los espacios que se destinan a escuelas, clínicas, carreteras, agua 

potable, luz…? 

¿Para la construcción de los servicios públicos, se solicita alguna aportación económica, 

social o política a las persona? ¿Cuáles? 

¿Sabe usted si los distintos negocios que se han instalado en la zona pagan permisos a las 

autoridades? 

¿Cuáles son los servicios que considera hacen falta a esta zona del ejido de San Felipe 

Coamango? 

Gestión y organización del poblado 
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¿Cuáles son las organizaciones del poblado? ¿Ha participado en alguna? ¿Qué funciones 

desempeñaba? 

¿Las personas, de qué manera participan en la gestión y organización de los bienes y servicios 

públicos? 

¿Cuáles son las principales autoridades que gestionan u organizan al poblado para demandar 

más y mejores servicios? 

¿De qué manera se han organizado los vecinos para gestionar el agua, las carreteras, la luz, 

el teléfono? 

¿La Asamblea del ejido se ha preocupado por mejorar las condiciones de las viviendas? 

¿Hay algún tipo de participación de la Junta de Pobladores para promover el desarrollo de la 

zona urbana? 

Ampliación y regularización de asentamientos humanos 

¿Alguna autoridad les ha informado de la posibilidad de regularizar sus viviendas que están 

construidas en parcelas? 

¿Usted sabe de alguna familia que haya regularizado o esté en proceso de regularización de 

su vivienda? 

¿Ha considerado regularizar el uso del suelo de la vivienda que habita? 

¿Estaría de acuerdo si la Asamblea del ejido decide regularizar su vivienda, y le sea otorgado 

un título de salar urbano? 

Desde su punto de vista, ¿Qué provoca que las personas construyan sus viviendas sin realizar 

los trámites correspondientes que permitan regularizarlas? 

1.4 Consejo de Vigilancia  

Nombre Periodo 

Pedro Gómez Martínez 1993-1995 

Estructura y funciones del Consejo de Vigilancia 

¿Qué tipo de sujetos agrarios integran el Consejo de Vigilancia? 

¿Cuáles son las principales actividades del Consejo de Vigilancia? 

¿Cuál es el reglamento o documento que establece sus funciones? 

¿Cuál es el vínculo que tiene el Consejo de Vigilancia con la Asamblea del ejido? 

Ampliación regularización de las zonas urbanas ejidales 

¿Tienen alguna incidencia en la toma de decisiones de ampliación, regularización o reserva 

de asentamientos humanos? 

¿Cuál es el tipo de relación que tienen con las autoridades municipales? 

¿La junta ha hecho propuestas relacionadas con los servicios públicos ante el municipio? 

¿Han diagnosticado el estado que guardan las escuelas, clínicas o algún servicio público o 

infraestructura del Ejido? 

¿Han planteado los problemas de viviendas en el Ejido? 

¿Han planteado la necesidad de regularizar los solares urbanos o zonas urbanas ejidales? 

¿Desde su punto de vista, cuáles son los principales problemas del crecimiento de las zonas 

de urbanización en los núcleos agrarios? 
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1.5 Delegados y subdelegados 

Nombre 
Delegado o 

subdelegado 

Barrio al que 

pertenece 
Periodo 

Juan González Ramírez Delegado Toda la comunidad 2013-2015 

Ascención Leyva Ramírez Delegado Toda la comunidad 2009-2012 

Sr. Clemente Pérez Subdelegado La Chinda 2009-2012 

Juan Peña Cristina Subdelegado La Chinda 2000-2003 

Abel Zaldivar  Subdelegado La Manga 2013-2015 

Crispín Fuentes Pérez Subdelegado Emiliano Zapata 2009-2012 

Estela Contreras Martínez Subdelegada Emiliano Zapata 2013-2015 

 

¿Cuáles fue el periodo en el que fungió como delegado? 

Funciones y organización de la delegación 

¿Cuáles son las principales actividades que desempeña el delegado en el ejido de San Felipe 

Coamango? 

¿Qué funciones están directamente relacionadas con los servicios públicos o infraestructura? 

¿Cuál es el marco jurídico que respalda las actividades del delegado? 

¿Cómo se organizan los delegados entre sí o con otras instancias para desempeñar sus 

funciones? 

¿Cuáles son las instancias con las que colabora la delegación para desempeñar sus funciones? 

¿De qué manera se organizan con las autoridades municipales para desempeñar sus 

funciones? 

¿Cuál es el tipo de relación que tiene la delegación con la Asamblea del ejido? 

Organización de delegados con la población 

¿Cuáles son las diferentes formas en las que surgen propuestas, solicitudes de servicios 

públicos e infraestructura urbana para el ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cómo se organizan los vecinos para hacer las propuestas o solicitudes de servicios públicos 

e infraestructura urbana? 

¿De qué manera los vecinos le dan seguimiento a las propuestas o solicitudes hechas? 

¿Cuáles son las diferentes instancias en las que el delegado puede acudir para gestionar? 

Dotación de servicios públicos e infraestructura urbana 

¿Cuáles son las principales u obras que desempeñó durante su cargo? 

¿De qué manera participa el delegado en la gestión de servicios públicos o infraestructura 

para el ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cómo se han gestionado los servicios, tales como agua potable, el drenaje, luz eléctrica, 

teléfono y escuelas en el Ejido?  

¿Qué problemas se han presentado para poder brindar cada uno de estos servicios, ya sea por 

parte de la delegación o por parte de las autoridades municipales u otras? 

¿Cuál el tipo de comunicación que existe o existió entre la delegación, la asamblea del ejido 

y el municipio para tratar asuntos de urbanización en el Ejido? 

¿Cuál es la postura de los ejidatarios o la asamblea ante la prestación de servicios públicos al 

ejido de San Felipe Coamango? 
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¿Alguna instancia ha señalado la imposibilidad de poder prestar servicios públicos e 

infraestructura en el ejido de San Felipe Coamango? 

Regularización de la propiedad 

¿Cuáles son las actividades que el delegado puede desempeñar para la delimitación, 

ampliación o regularización de asentamientos humanos en tierras ejidales? 

¿Cuál es su experiencia sobre la regularización de asentamientos humanos en el ejido de San 

Felipe Coamango? 

¿Han existido conflictos en el ejido de San Felipe Coamango por los distintos usos de suelo? 

¿Desde su punto de vista, cuáles son los principales problemas del crecimiento de las zonas 

de urbanización en el ejido de San Felipe Coamango? 

1.6 Consejo de Participación Ciudadana (COPACI) 

Nombre Barrio al que pertenece Periodo 

Alejandro Martínez Santana Toda la comunidad 2013-2015 

Ignacio Contreras Galindo Toda la comunidad 2009-2012 

 

¿Cuáles fue el periodo en el que fungió como COPACI? 

Funciones y organización de la delegación 

¿Cuáles son las principales actividades que desempeña el COPACI en el ejido de San Felipe 

Coamango? 

¿Qué funciones están directamente relacionadas con los servicios públicos o infraestructura? 

¿Cuál es el marco jurídico que respalda las actividades del COPACI? 

¿Cómo se organiza el COPACI entre sí o con otras instancias para desempeñar sus funciones? 

¿Cuáles son las instancias con las que colabora el COPACI para desempeñar sus funciones? 

¿De qué manera se organizan con las autoridades municipales para desempeñar sus 

funciones? 

¿Cuál es el tipo de relación que tiene el COPACI con la Asamblea del ejido? 

Organización de delegados con la población 

¿Cuáles son las diferentes formas en las que surgen propuestas, solicitudes de servicios 

públicos e infraestructura urbana para el ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cómo se organizan los vecinos para hacer las propuestas o solicitudes de servicios públicos 

e infraestructura urbana? 

¿De qué manera los vecinos le dan seguimiento a las propuestas o solicitudes hechas? 

¿Cuáles son las diferentes instancias en las que el COPACI puede acudir para gestionar? 

Dotación de servicios públicos e infraestructura urbana 

¿Cuáles son las principales u obras que desempeñó durante su cargo? 

¿De qué manera participa el COPACI en la gestión de servicios públicos o infraestructura 

para el ejido de San Felipe Coamango? 

¿Cómo se han gestionado los servicios, tales como agua potable, el drenaje, luz eléctrica, 

teléfono y escuelas en el Ejido?  
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¿Qué problemas se han presentado para poder brindar cada uno de estos servicios, ya sea por 

parte del COPACI o por parte de las autoridades municipales u otras? 

¿Cuál el tipo de comunicación que existe o existió entre el COPACI, la asamblea del ejido y 

el municipio para tratar asuntos de urbanización en el Ejido? 

¿Cuál es la postura de los ejidatarios o la asamblea ante la prestación de servicios públicos al 

ejido de San Felipe Coamango? 

¿Alguna instancia ha señalado la imposibilidad de poder prestar servicios públicos e 

infraestructura en el ejido de San Felipe Coamango? 

Regularización de la propiedad 

¿Cuáles son las actividades que el COPACI puede desempeñar para la delimitación, 

ampliación o regularización de asentamientos humanos en tierras ejidales? 

¿Cuál es su experiencia sobre la regularización de asentamientos humanos en el ejido de San 

Felipe Coamango? 

¿Han existido conflictos en el ejido de San Felipe Coamango por los distintos usos de suelo? 

¿Desde su punto de vista, cuáles son los principales problemas del crecimiento de las zonas 

de urbanización en el ejido de San Felipe Coamango? 
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Anexo 2. Resolución del expediente de restitución y dotación de ejidos al 

pueblo de San Felipe Coamango (1931) 
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Anexo 3. Acta de posesión definitiva del ejido al pueblo de San Felipe 

Coamango (1931) 
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Anexo 4. Acta de la Asamblea ejidal de donación de terrenos a escuela 

Preparatoria (1991) 

4.1 Acta de donación de terreno ejidal para la Escuela Preparatoria 
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4.2 Oficio de aprobación de la escuela Preparatoria 
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Anexo 5. Oficios de gestión de San Felipe Coamango antes del 2000 

5.1 Solicitud de servicio de pavimentación, luz (1995) 
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Anexo 5.2. Solicitud de status de gestión de la Preparatoria (1990) 
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Anexo 6. Oficios de gestión de San Felipe Coamango después del año 2000 

6.1 Solicitud de drenaje en San Felipe al gobernador (2011) 
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6.2 Solicitud de apoyo para festejo de la independencia de México (2012) 
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6.3 Solicitud de tambos para basura de escuela (2012) 
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Anexo 7. Solicitudes de apoyo de instancias ejidales a autoridades 

municipales 
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Anexo 8. Creación de Comités Ciudadanos de Control y Vigilancia 

(Cocicovi) 

8.1 Cocicovi módulos sanitarios 
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8.2 Cocicovi cerco perimetral de escuela en el ejido 
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Anexo 10.  

El comportamiento de la superficie en las entidades federativas es variado, por 

ejemplo, el 78.7% (7, 380, 728) de la superficie de Oaxaca corresponde a los núcleos 

agrarios, el 77.9% (4, 956, 524) para Guerrero, 77.2% (2, 150, 606) para Nayarit, 73.9% 

(360, 547) para Morelos. En contraste con entidades con menores porcentaje de superficie de 

propiedad social como el Distrito Federal (22.1%), Nuevo León (29.1%), Tamaulipas 

(32.2%), por mencionar algunos casos. 

Sin embargo, en términos absolutos habría otra interpretación, puesto que, 

encontramos entidades federativas como Chihuahua que cuenta con 40.5% de la superficie 

de núcleos agrarios, pero que en términos absolutos es la entidad que tiene el mayor número 

de hectáreas con 10, 021, 849. Otras entidades con mayor número de núcleos agrarios en 

términos absolutos son Durango, que cuenta con 8, 296, 895 hectáreas, seguido de Oaxaca 

con 7, 380, 728, Coahuila con 6, 283, 608, Sonora con 6, 151, 761.  

Cuadro 1  

Superficie de los núcleos agrarios  y no agrarios por ent idad federat iva,  en  

hectáreas y porcentajes ,  2012.  

Estado 
Sup. Agraria 

(ha) 

Sup. Agraria 

(%) 

Sup. no 

agraria (ha) 

Sup. no 

agraria (%) 

Sup. total 

(ha) 
Sup. total % 

Chihuahua 10,021,849 40.5 14,724,151 59.5 24,746,000 100 

Durango 8,296,895 67.3 4,034,805 32.7 12,331,700 100 

Oaxaca 7,380,728 78.7 1,994,972 21.3 9,375,700 100 

Coahuila 6,283,608 41.4 8,875,892 58.6 15,159,500 100 

Sonora 6,151,761 34.3 11,783,739 65.7 17,935,500 100 

Baja california 5,151,644 72.1 1,993,356 27.9 7,145,000 100 

Guerrero 4,956,524 77.9 1,403,076 22.1 6,359,600 100 

Baja california S. 4,944,990 66.9 2,445,910 33.1 7,390,900 100 

Chiapas 4,358,228 59.4 2,972,872 40.6 7,331,100 100 

San Luis P. 4,067,568 66.5 2,046,132 33.5 6,113,700 100 

Sinaloa 3,802,200 66.3 1,934,300 33.7 5,736,500 100 

Zacatecas 3,756,463 49.9 3,771,937 50.1 7,528,400 100 

Jalisco 3,160,254 40.2 4,698,546 59.8 7,858,800 100 

Campeche 3,013,471 52.4 2,737,229 47.6 5,750,700 100 

Veracruz 2,871,658 40.0 4,310,942 60.0 7,182,600 100 

Michoacán 2,837,147 48.4 3,022,753 51.6 5,859,900 100 

Quintana Roo 2,775,434 62.1 1,695,066 37.9 4,470,500 100 
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Tamaulipas 2,583,223 32.2 5,441,677 67.8 8,024,900 100 

Yucatán 2,231,529 56.5 1,720,871 43.5 3,952,400 100 

Nayarit 2,150,606 77.2 635,094 22.8 2,785,700 100 

Nuevo León 1,869,822 29.1 4,545,778 70.9 6,415,600 100 

Puebla 1,542,004 44.9 1,888,596 55.1 3,430,600 100 

Guanajuato 1,239,456 40.5 1,821,244 59.5 3,060,700 100 

México 1,154,334 51.6 1,080,766 48.4 2,235,100 100 

Tabasco 1,076,532 43.5 1,396,568 56.5 2,473,100 100 

Hidalgo 953,252 45.8 1,128,048 54.2 2,081,300 100 

Querétaro 544,502 46.5 625,398 53.5 1,169,900 100 

Morelos 360,547 73.9 127,353 26.1 487,900 100 

Colima 304,886 54.2 257,814 45.8 562,700 100 

Aguascalientes 244,626 43.6 316,974 56.4 561,600 100 

Tlaxcala 189,421 47.4 210,279 52.6 399,700 100 

Distrito federal 33,077 22.1 116,423 77.9 149,500 100 

Nacional 100,308,239 51.2 95,758,561 48.8 196,066,800 100 

Fuente :  e laborac ión  propia  con da tos  de l  Regis t ro  Agrar io  Nacional  en  e l  Panorama Agrar io  de  

México,  30  de  ju l io  (2012) .  

En contraste con entidades federativas que tienen mayores porcentajes de tierras no agrícolas. 

Tal es el caso del Distrito Federal donde el 77.9% de la superficie es no agraria, aunque, es 

la entidad con menos hectáreas, en el caso de Nuevo León, la superficie sobresale también 

con 70.9% (4, 545, 778), Tamaulipas con 67.8% (5, 441, 677). Sin embargo, en términos 

absolutos, por las dimensiones Chihuahua es la entidad federativa que sigue teniendo el 

mayor número de hectáreas de superficie no agraria con 14, 724, 151, seguido de Sonora con 

11, 783, 739, en tercer lugar, aparece Coahuila con 8, 875, 892. 

Distribución de la propiedad social en México 

De la totalidad de los núcleos agrarios (31, 940), el 92.6% son ejidos y 7.4% comunidades. 

Hemos comentado que la proporción menor de las comunidades responde a la dificultad de 

los procedimientos para comprobar, por medio de documentos el despojo de las tierras o 

porque el despojo había sido antes de 1857 cuando prevé la Ley Agraria de 1915, como en 

el caso de San Felipe Coamango que se comenta más adelante.  
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Cuadro 2.  

Ej idos y comunidades a nivel  nacional ,  por entidad federat iva,  en número y  

porcentaje,   

2014 

Entidad 

federativa 

Ejido  Comunidad  Total general 

Número % Número % Número % 

Veracruz 3,639 12.3 83 3.5 3,722 11.7 

Chiapas 3,092 10.5 91 3.9 3,183 10.0 

Michoacán 1,760 6.0 117 5.0 1,877 5.9 

Guanajuato 1,562 5.3 7 0.3 1,569 4.9 

Jalisco 1,393 4.7 56 2.4 1,449 4.5 

Tamaulipas 1,391 4.7 4 0.2 1,395 4.4 

San Luis P. 1,279 4.3 164 6.9 1,443 4.5 

Sinaloa 1,210 4.1 98 4.1 1,308 4.1 

Puebla 1,070 3.6 124 5.2 1,194 3.7 

México 1,062 3.6 174 7.4 1,236 3.9 

Guerrero 1,054 3.6 195 8.3 1,249 3.9 

Hidalgo 1,024 3.5 145 6.1 1,169 3.7 

Durango 987 3.3 129 5.5 1,116 3.5 

Sonora 953 3.2 49 2.1 1,002 3.1 

Chihuahua 907 3.1 72 3.0 979 3.1 

Coahuila 888 3.0 2 0.1 890 2.8 

Oaxaca 850 2.9 725 30.7 1575 4.9 

Tabasco 805 2.7 2 0.1 807 2.5 

Zacatecas 755 2.6 15 0.6 770 2.4 

Yucatán 737 2.5 1 0.0 738 2.3 

Nuevo León 594 2.0 14 0.6 608 1.9 

Campeche 385 1.3  0.0 385 1.2 

Nayarit 366 1.2 37 1.6 403 1.3 

Querétaro 365 1.2 15 0.6 380 1.2 

Quintana roo 279 0.9  0.0 279 0.9 

Tlaxcala 242 0.8 2 0.1 244 0.8 

Baja california 235 0.8 3 0.1 238 0.7 

Morelos 205 0.7 26 1.1 231 0.7 

Aguascalientes 184 0.6 3 0.1 187 0.6 

Colima 164 0.6 2 0.1 166 0.5 

Baja california S. 99 0.3  0.0 99 0.3 

Distrito Federal 41 0.1 8 0.3 49 0.2 

Total 29577 100.0 2363 100.0 31940 100.0 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (2014)  
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Las 5 entidades con más núcleos agrarios (ejidos y comunidades) son Veracruz con 3, 722, 

Chiapas con 3, 183, Michoacán con 1, 877, Guanajuato con 1, 569 y Jalisco con 1, 449. En 

contraparte, el Distrito Federal con 49 núcleos agrarios, Baja California Sur con 99, Colima 

con 166, Aguascalientes con 187 Morelos con 231. La preponderancia de los ejidos sobre las 

comunidades, responde a la dificultad de los pueblos para tramitar la restitución de tierras, 

dado que les era complicado identificarlos físicamente, porque no contaran con los títulos o 

porque legalmente los habían enajenado.  

Estas problemáticas permitieron que se dotaran de ejidos a todos los pueblos que los 

necesitaran. Por estas circunstancias en ninguna de las entidades federativas las comunidades 

son mayores a la de los ejidos, incluso encontramos la ausencia de comunidades en 

Campeche, Baja California Sur y Quintana Roo. Oaxaca es quién más comunidades tiene con 

725, en términos relativos eso significa el 46%, respecto del total de sus núcleos agrarios. 

Salvo el caso de Oaxaca la representación de las comunidades es menor al 16% con respecto 

a los ejidos en el resto de las entidades federativas. El 50% de las entidades federativas no 

supera el 3% de representación de comunidades agrarias, respecto del total de núcleos 

agrarios.  

Sujetos Agrarios 

Cuadro 3 

Ejidatarios,  posesionarios y  avecindados de los núcleos  agrarios a nivel  nacional  

por ent idad federat iva,  en número y  porcentaje,   

2014.  

Estado  

Ejidatarios/comun

eros 
Posesionarios Avecindados 

Total Sujetos 

Agrarios 

Número % Número % Número % Número % 

Veracruz 291,992 8.4 78,720 11.1 154,254 12.9 524,966 9.7 

Oaxaca 273,114 7.8 12,078 1.7 42,307 3.5 327,499 6.1 

Chiapas 270,924 7.8 52,571 7.4 53,719 4.5 377,214 7.0 

Guerrero 237,245 6.8 37,426 5.3 25,327 2.1 299,998 5.6 

México 211,760 6.1 133,237 18.8 31,537 2.6 376,534 7.0 

Sinaloa 191,037 5.5 3,138 0.4 9,309 0.8 203,484 3.8 

Puebla 186,489 5.3 39,148 5.5 55,923 4.7 281,560 5.2 

Michoacán 154,910 4.4 44,217 6.2 65,103 5.4 264,230 4.9 

Hidalgo 151,470 4.3 25,280 3.6 54,328 4.5 231,078 4.3 

San Luis P. 139,795 4.0 27,308 3.9 45,785 3.8 212,888 3.9 

Durango 136,385 3.9 11,214 1.6 47,092 3.9 194,691 3.6 
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Jalisco 121,352 3.5 30,463 4.3 101,490 8.5 253,305 4.7 

Guanajuato 113,715 3.3 34,458 4.9 100,744 8.4 248,917 4.6 

Chihuahua 111,028 3.2 7,776 1.1 28,303 2.4 147,107 2.7 

Zacatecas 107,338 3.1 16,779 2.4 47,181 3.9 171,298 3.2 

Yucatán 94,961 2.7 13,322 1.9 20,548 1.7 128,831 2.4 

Sonora 90,144 2.6 5,369 0.8 25,806 2.1 121,319 2.2 

Tamaulipas 89,053 2.6 9,735 1.4 32,016 2.7 130,804 2.4 

Coahuila 66,345 1.9 8,752 1.2 35,873 3.0 110,970 2.1 

Nayarit 65,486 1.9 10,485 1.5 33,692 2.8 109,663 2.0 

Tabasco 61,713 1.8 52,296 7.4 42,856 3.6 156,865 2.9 

Tlaxcala 50,203 1.4 6,425 0.9 13,137 1.1 69,765 1.3 

Morelos 47,554 1.4 8,664 1.2 8,032 0.7 64,250 1.2 

Campeche 42,806 1.2 5,684 0.8 11,667 1.0 60,157 1.1 

Nuevo León 40,159 1.2 6,400 0.9 12,763 1.1 59,322 1.1 

Quintana R. 38,117 1.1 2,363 0.3 21,339 1.8 61,819 1.1 

Querétaro 37,182 1.1 14,398 2.0 30,522 2.5 82,102 1.5 

Baja C. 21,311 0.6 1,655 0.2 9,961 0.8 32,927 0.6 

Aguascalientes 19,579 0.6 4,366 0.6 21,777 1.8 45,722 0.8 

Colima 17,773 0.5 2,268 0.3 11,998 1.0 32,039 0.6 

Baja C. S. 7,353 0.2 1,553 0.2 5,876 0.5 14,782 0.3 

Distrito Federal 2,680 0.1 570 0.1 38 0.0 3,288 0.1 

Total general 3,490,973 100 708,118 100 1,200,303 100 5,399,394 100 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (2014)  

Cuadro 4.  

Ej idatarios o  comunero,  posesionarios y  avecindados a nivel  nacional  por t ipo de 

núcleos  agrarios,  en número y  porcentaje,  

2014 

Tipo de 

núcleos 

Agrarios 

Ejidatarios o 

comuneros 
Posesionarios Avecindados Total Sujetos Agrarios 

Número % Número % Número % Número % 

Comunidad 574,584 10.6 2,126 0.0 33,353 0.6 610,063 11.3 

Ejido 2,916,389 54.0 705,992 13.1 1,166,950 21.6 4,789,331 88.7 

Total general 3,490,973 64.7 708,118 13.1 1,200,303 22.2 5,399,394 100.0 

Fuente :  Elaborac ión  propia  con base  en  e l  Padrón e  His tor ia l  de  Núcleos  Agrar ios  (PHINA)  



327 

En la distribución de los ejidatarios/comuneros encontramos que Veracruz reúne el 8.4%, 

Oaxaca y Chiapas el 7.8%, Guerrero 6.8% y el Estado de México 6.1. Las entidades 

federativas que aglutina menos son el Distrito Federal con el 0.1%, Baja California Sur con 

0.2%, Colima con 0.5%, Aguascalientes y Baja California con 0.6% cada una. 

Respecto de su participación en la Asamblea, ellos no tienen derecho a voz ni a voto, pero 

son reconocidos por ésta, aunque están totalmente excluidos de las decisiones que se tomen 

en ella (PA, 2009a, pág. 43). Estos sujetos tienen menos tipos de derechos ya que pueden 

tener acceso, retiro y gestión de la propiedad, pero no necesariamente pueden excluir y 

alienar la propiedad. Las entidades con mayor concentración son Veracruz con 12.9%, Jalisco 

con 8.5%, Guanajuato con 8.4%, Michoacán con 5.4% y Puebla con 4.7%. Por otro lado, 

quienes tienen menos porcentajes son el Distrito Federal con 0.0% (38), Baja California Sur 

con 0.5%, Morelos con 0.7%, Baja California y Sinaloa con 0.8%. 
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Anexo 11. Reglamento Interno del Ejido de San Felipe Coamango, Chapa 

de Mota, México, 2007. 
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